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D. E, D I A T, 0 R I. A
A D. Fernando, onî, naestro, que con su ejemplo ha orientado mi 
vida Universitaria hacia el cultivo del Derecho Financière.
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INTRODUCCION.
La eleccion del Principle Solve et Répété, come tema del es- 
tudio, obedece a una doble indole de razones: De un lade, su indu- 
dable significacidn teorica, ya que comprende cuestiones tan inte- 
resantes come el page, en sus vertientes civilistas y tributaria 
y el recurso con todas sus implicuciones de carâcter procesal en - 
orden a la tutela de les derecbos e întereses légitimés; per otra_ 
parte el principle présenta una enorme transcendencia prâctica, ya 
que en la realidad afecta a todos les ciudadanos obligados a pagar 
sus tributes y a la Administracion en cuanto garante del interés - 
pûblîco.
En efecto, desde el punto de vîsta del particular, existe el 
desee de evitar la entrega pecunaria en que el tribute consiste ce 
jno censecuencia de determinacienes de la administracion financiera, 
que son dlscutibles y pesiblemente equivecadas. Desde la perspect^ 
va de ésta, su interés se centra en que la prestacion se preduzca_ 
sin dilacienes ni ebstâcules a la mayor brevedad posible. For elle 
y para elle goza del privilégié de ejecutoriedad que significa que 
la actuaciôn administrâtiva se supone légitima y que ei acte admi­
nistrative en que se plasma censtituye suficiente para la ejecu- - 
ci en.
Este principle que excepcienalmente sigue yigente en Espaha, 
ne ha side sin embargo ebjete de un anâlisis global sine de parcia 
les enjuiciamientes que han delimitade imperfectamente sus center- 
nes y significade. En pecas materias ceme en esta, se hace tan pre
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cisa una crîtica a fondo y hasta sus ûltîmas consecuencias para 
que en un future prôxime pedames hablar de la deregaciôn del misme,
En este humîlde intente de anâlisis complété del tema, reali 
zaremes una breve referencia bistôrica; nos detendremes c.en espe-- 
cial detalle en el page y el recurse, especialmente a la luz del - 
dereche positive espaftel vigente;- efectuaremes una breve sîntesis 
de la jurisprudencia resaltande les criteries fundamentales de - - 
ella; y finalmente y teniende come principal seperte el Preyecto - 
Censtitucienal; trataremes de someter desde la perspectiva negati- 
va Y positiva a profunda revision el citade Principle. En nuestra 
tarea nos hemes servide fundamentalmente de las apertacienes dec-- 
trinales de les auteres italianos y espaneles, que cen su inestima 
ble bagaje de cenecimîentes nos ban suministrade el punto de apoyo 
para el ulterior desarrelle del preblema.
CAPITULO I - EVOLUCION HISTORICA.
EL PRINCIPIO "SOLVE ET REPETE".
El estudîo de cualquier Institucîôn o principle, requiere 
un anâlisis previe de les fundamêntes bistorices que censtituyen - 
el origen del misme. Ne pedemes per elle elvidarnes de bacer una - 
referencia siquiera sucînta a las etapas que ban precedide en el - 
erden jurîdice a la fermulacion actual del principle.
1.1 - DERECHO ROMANO - ORIGENES AL SIGLO IV.
Iniciaremes este anâlisis cen el Derecbe Remane: El precese_ 
romane cemprende des etapas principales: El "erde judicierum priva 
terum" y el "cegnitie extra erdinem".
En ninguna de estas des etapas se observa referencia alguna_ 
a la exigencia del page para peder înterpener reclamaciones, tal - 
vez debide a que el precese remane tiene un erigen privade que se_ 
basa en un cenvenie cencluîde entre las partes para someter la re- 
selucien del asunte a nn juez privade. Ne existe pues en la prime­
ra etapa menciôn alguna a tribunales împersenales instituides por_ 
el Estade para cenecer de cualquier négocié que se le semetiere, - 
pere este intervîene para obviar el incenveniente que pedrîa sur-- 
gir de la ne aceptacîôn del encarge de juzgar per el ârbitre y de_ 
la revecacién del compromise per las partes. Para le primere el E^ 
tade créa una especie de tribunal arbitral autorizade per el me- -
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diante la confecciôn de unas listas donde constaban les nombres de 
las personas que estaban obligadas a aceptar el encargo de manera_ 
coactiva y a realizar actes preoesales para llegar a la sentencia_ 
que gezaba de la garantîa del Estade en cuanto a su ejecuciôn en - 
case de falta de cumplimiente veluntarie. La ejecuciôn en su ferma 
mas antigua se caracterizaba per su extremade riger y falta de sen 
timiente humanîtarie ya que el deudor quedaba semetide en cuerpe y 
bienes a tedes sus acreederes les cuales pedîan incluse repartirse 
le en trezes.
Contrasta esta dureza en cuanto a la sentencia cendenateria_ 
cen la ausencia de series requisites para accéder al precese.
En la segunda etapa dulcifîcade el riger per el progrese de_ 
la civilizaciôn e influencia del cristîanisme, se carartpr<vahp 
per la acentuacîôn del carâcter pûblice del precese paralela a la_ 
afirmaciôn de la auteridad del Emperader desarrellândese el misme_ 
baje la direcciôn de un juez funcienarie cen pederes eficiales.
La eralidad y publicidad de la etapa anterior sen sustituî-- 
des per la escritura y el secrete; en cuanto a recurses, si en la_ 
etapa anterior ne existiô jerarquia de tribunales, en esta ûltima_ 
se cenecen varias instancias ceme son la apelaciôn al Emperader, - 
el recurse de nulidad -le que hey llamarîames casaciôn- y la ex- - 
traçrdinaria "restitutio in integrum" -revision-.
Ceme se puede ebservar tampoce en esta fase se encuentran in 
dicies del carâcter enerese del precese del precedimiente remane;_
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la Hacienda Pûblica Romana se nutria de limitador recursos aporta- 
dos fundamentalmente por les pueblos vencidos ya que el tribute se 
censideraba ceme alge eprebise e incompatible cen la cendiciôn de - 
hembres libres. Per tede elle les pesibles cenflictes que pudieran 
surgir se planteaban casi siempre respecte a les ciudadanos extran 
jeres que estaban semetides a un tratamiente ciertamente diferente 
del cîudadane remane que era el Pjus gentium".
Hay que tener en cuenta que ni incluse para les ciudadanos - 
romanes hube necesidad de fijar la atencien sobre les gastes prece 
sales perque puede decirse que ni el precedimiente de las accienes 
de ley ni en el fermularie apenas se preducîan. En efecto el Magi^ 
trade que ejercia la jurisdicciôn-Rey, Preteres, etc. -ne percibîa 
retribuciôn alguna en el ejercicie de su actividad de caracter pû­
blice y encauzadera del precese, y menes aûn le era la funcion del 
’’judes privatus" que desempenaba come nn "eficium", en su calidad_ 
de tal ne pedîa admitir la idea de una cempensaciôn pecuniaria.
Les gastes precesales quedaban reducides a les que causaran_ 
les medies de prueba y a les prudentes y medicos heneraries de les 
precuraderes, abegades y eraderes sîende sepertades per cada una - 
de las partes que les hubieran causade.
Este principle de JUSTICIA GRATUITA trae censige el deseable 
accese de tedes les ciudadanos a les Tribunales aunque cen el para 
lelo riesgo de que se litigue sin un serie fundamente, recargande_ 
asî el trabaje del organe juridiccienal.
Por elle aparecieron siempre en Roma medidas encaminadas a - 
reducir los litigios a los cases verdaderamente fundades y a san-- 
cienar de une u etre mode al litigante temerarie.
En este sentide representaba ya una limitacidn de esta clase 
la perdida del "sacramentum" en la accidn de ley asî llamada. Pere 
las verdaderas sancienes surgen en el periede clâsico: En primer - 
termine el litigante temerarie debe meditar bien antes de llegar a 
la "litis centestatie" sebre si le cenviene o no centinuar el ple^ 
to, pues pasada esta sin que baya babide cenfesiôn, se expone ne - 
sole a perder el litigie sine en cases determinades a ser cendena- 
do el deble en virtud del principle "lis infltiande erescit in du- 
plum", principle que actua ceme sancidn del que pleitea sin necesi^ 
dad consciente de que ne le asiste la razôn -"peena temere litigan 
tium"-. Cen estas medidas ne se modified el principle segûn el - - 
cual cada parte seperta les gastes precesales que ella causa cemq_ 
un incenveniente normal del litigie y que nada tiene que ver cen la 
razôn que en el se tenga ni cen el becbe de ganarle e perderle - - 
siende per tede elle independiente de la cendena. Ne obstante las_ 
sancienes al litigante temerarie representaban un mode indirecte - 
de resarcimiente especialmente aquellas que impenîan una cendena - 
al "duplum" ya que mediante ella se cempensaba al victeriese de 
les gastes-precesales y de les perjuicies causades. Semejante re-- 
sultade preducîa el "insiurandum calumniae" que cen caracter ve-- 
luntario pedîa practicarse en el perîede clâsico, y que censistîa_ 
en la pesibilidad de que antes de cemenzar el precese el demandan= 
te exige al demandade un juramente de que ne se epene a la acciôn_ 
per calumnia, es decir a sabiendas de que ne tiene razôn, y a su - 
yez el demandade pedîa requérir a aquel para que prestara juramen-
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to de que no interponîa la accion por calumnia; el que jurara en - 
false venîa ebligade al page de una pena.
En épecas pesterieres se observa la siguiente eveluciôn: Per 
una parte subsisten las sancienes contra les litigantes temeraries 
censervândese la pena del "duplum" e "triplum" para les litigantes 
que niegan de mala fe les derecbos de la etra parte y se dota de - 
carâcter obligatorie al "insiurandum calumniae" ampliândese su es - 
fera de acciôn. El demandante debe jurar sobre les Evangelies que_ 
bace valer su pretension de buena fe cenvencide de que es perfecta 
mente fundada, y el demandade ba de jurar que se epene a ella tam- 
bien de buena fe prometiende ambes ne realizar ningûn acte prece-- 
sal dolose -y asî el que realizara una donaciôn al juez cen el fin 
de procurar una sentencia favorable perdîa el precese per justifi- 
cada que fuera su demanda-.
Per etre lade la implantaciôn de la "cegnitie extraerdinem"_ 
cemo precedimiente normal trae censige un gran incremente de las - 
cestas procesales; la eficina del Kagistrade integrada per diferen 
tes miembres eriginaba cuantieses gastes que se atendîan per el ce 
bre de determinades derecbos a las partes en relaciôn cen les ser- 
vicies prestades y cen la impertancia de la cuestiôn litigiesa, y 
come la interyenclôn eficial en el precedimiente es decisiva deven 
gaban derecbos las citacienes, la redacciôn de actas, la expedi- - 
cidn de certificacienes, las apelacienes y demâs escrites, Se unie 
a elle el enerme incremente de les beneraries de les abegades y la 
necesidad de abenar determinades derecbos estatales percibides per 
les prepies Magistrades en especie -"annona, capitus"-. Aunque es­
taban semetides a tasas légales tedes estes devenges, su importe -
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era demasiado cuantioso. Se comprende por elle que comenzara a na- 
cer la idea de considerar injuste que seperte las cestas judiciar­
ies el litigante asistide de razôn que se ha viste ebligade a se-- 
guir un pleite para que las cestas aquellas de las partes que pier 
da el litigie -principie del vencimiente-; su implantaciôn se rea- 
lizô sin embargo per la via de las antiguas sancienes al litigante 
temerarie, y asî se empieza per xmpener las cestas al demandante - 
vencide basândese en la "temêritas" en que incurriô al interpener_ 
su acciôn. {Mas tarde se aplica el principie del vencimiente al de­
mandade que sucumbe apeyândese en la "temerîtas" que supene haber- 
se opueste injustificadamente a la demanda, es decir ceme sanciôn_ 
a su "infitiatie"; el misme principie fige para quien pierde una - 
apelaciôn injustamente interpuesta. Tedavîa subsiste en el période 
justinianee este criterie en la impesiciôn de las cestas.
Pere junte a el, a partir de una Censtituciôn de Zenôn del - 
ane 487 empieza a impenerse el principie pure y simple de que las_ 
cestas precesales debe sepertarlas Integra y exclusivamente el li­
tigante vencide pudiénde incrementarlas el juez cen un 10% en case 
de grave descare e atrevimiente del vencide, incremente que normal^ 
mente revierte al fisce a menes que el juez estime que debe entre- 
garse al litigante victeriese una parte de la cantidad percibida - 
come reparaciôn per las dilacienes que baya sufride el pleite; se_ 
sigue pues la maxima 'Victus fert expensas".
El juez debe declarar en la sentencia de un mode exprese --
cual de las partes ba de sepertar tedes les gastes ecasienados en_ 
el procese, abera bien ceme durante la tramitaciôn del litigie ne_ 
se cenecîa aûn quien babia de sufrirles cada parte debia ir satis-
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faciendo las costas que ella misma causara en cada uno de los trâ- 
jnites. Una vez dictada la sentencia el litigante liberado fijaba - 
mediante juramento el importe de las costas que babia satisfecbo y 
esta declaraciôn determinaba el 'limite mâximo de la cantidad con - 
que el condenado babia de resarcirle. Para bacer efectivo tal re-- 
sarcimiento se seguian las reglas de la Xnstituciôn en general. Si 
el juez omitia el pronunciamiento sobre las costas o el ejecutor - 
no lo cumplîa, babian de realizar ellos mismos el resarcimiento de 
su propio peculio.
De esta breve sintesis se observa como el procedimiento roma 
no estaba inspirado por los principios de la justicia, equidad e - 
igualdad de los ciudadanos romanos ante la Ley que se traducia en_ 
el libre acceso de los mismos a los Tribunales y en la consecuen-- 
cia de que dicbo acceso se practicara en base a la buena fe.
DERECHO GERMANICO - SIGLOS Y^AL YTI.
Con la llegada de los pueblos nôrdicos, la unidad représenta 
da por el Derecbo Romano termina y otras influencias van a modifica 
la trayectoria de nuestro ordenamiento juridico,
El proceso aportado por los germânicos es esencialmente con- 
suetudinario, mas simple que el romano, inspirado por el formalis­
me. Por supuesto no tenîan conocimiento del proceso contencioso 
tributario ni existia separaciôn entre el proceso civil y penal.
El proceso se desarrollaba como una lucba entre demandante - 
y demandado, al cual el primero atribuîa la comision de una inju-- 
ria en vez de alegar un derecbo. El Tribunal lo formaba la "hunder
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tschaft" o asamblea popular de ciudadanos, presidida por el "graf". 
La situacion del demandado correspondîa al demandante, el cual ex- 
ponîa solemnemente su demanda ante el Tribunal. Si el demandado ne^  
gaba se pasaba a la prâctica de ciertas formalidades que no iban - 
dirigidas al Tribunal para que formase su convicciôn sino a la par 
te contraria. La intervenciôn del funcîonario es casi nula, se li­
mita a abrir y dirigir las sesiones de la Asamblea y a publicar la 
sentencia dictada por ella. Esta era inapelable por falta de una - 
jerarquia judicial y de instancia aunque cualquier asistente podîa 
impugnar la propuesta presentando otra mejor. La ejecuciôn se 11e- 
va a cabo privadamente.
Este proceso estrictamente germânico coexiste con las formas 
romanas y con los nuevos elementos aportados por el derecbo canônic
basta que la "Lex Visigotorum" de Recesvînto unifica el derecbo de
los Hispano-Romanos con el de los Germanos. Esta Ley refleja una - 
profunda concepciôn de la justicia, experimentando con ello un no­
table avance las Instîtuciones Procesales; entre estas destacadas_ 
mejoras podemos senalar las siguientes:
1°.- El carâcter pûblico del proceso, que se maniflesta so-- 
bre todo en el concepto de juez como funcionario del Estado, admi- 
tiendo incluse la pesibilidad de recusarle.
2 - . -  Régula la competencia territorial.
3-.- A efectos de nuestro estudîo la aportaciôn quizâ mas in
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teresante la constituye su enorme preocupaciôn por la igualdad de_ 
las partes en la defensa de sus derecbos permitiéndolas defenderse 
a si mismas. Contiene tambiên una serie de disposiciones dirigidas 
a conseguir la celeridad de los pleitos. A estos efectos podemos - 
citar el precepto que sebalaba que no debe ser prolongado mucbo el 
pleito y mayormente si el que se querella es pobre II-4-22.
El procedimiento es expedite y simple, oral y pûblico, con - 
comunicaciôn directa entre partes y juez e impulse oficial. Hecba_ 
la citaciôn por un funcionario y comparecido el demandado dentro - 
de un plazo prudencial, cada parte expone de palabra sus alegacio- 
nes, y si el demandado no reconoce la razôn de su adversario se pa 
sa a las pruebas. La incomparecencia del demandado se juzga desde_ 
el punto de vîsta de la intenciôn de prolongar el proceso y se ca^ 
tiga con multa y en definitiva con la entrega de la cosa demandada 
al demandante. Para impugnar las sentencias, se concede apelaciôn_ 
ante funcionario superior o directamente ante el Rey.
Como se puede observar durante estos Siglos V a VII el proce 
so aparece inspirado por unos criterios de progresividad y espiri- 
tualidad dificilmente imaginables teniendo en cuenta la simbiosis_ 
de elementos extranos. La gratuidad de la Justicia es algo absolu- 
tamente indubitado, de abî que no puede encontrarse indicio alguna 
de la necesidad de la prâctica de exigencias tan gravosas como las 
que constîtuirîan el previo pago.
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1.3 - DERECHO FORAL. - SIGLOS VIII A MEDIADOS DEL XIII.
El comienzo brillante del derecbo espanol representado por - 
la "Lex Visigotorum" se trunca por la invasiôn ârabe que abre un - 
paréntesis de ocbo siglos en la bistoria de la nacionalidad espanp 
la. La justicia no es sentida como funciôn de soberanîa y mucbas - 
veces el Rey la administra ocasionalmente en sus marchas bëlicas._ 
Hay lugares donde se desconoce el derecbo escrito y donde rige por 
tanto el consuetùdinario. Por otro lado la ayuda que de los seno-- 
res feudales reciben los reyes, les lleya a estos ûltimos a otor-- 
garles privilegios entre otros la extensiôn impositiva y la posibi^ 
lidad de administrar justicia, quedando confundida mucbas veces e_s 
ta con la arbitrariedad y la fuerza. Con esto la jurisdicciôn su-- 
fre un nuevo golpe y el ciudadano desconoce que legislaciôn o que_ 
reglas le son aplicables, no existiendo tampoco normas de competen 
cia que puedan auxiliarle. Carece pues de sentido bablar en esta - 
época de un autêntico proceso no solo civil o penal no simplemente 
proceso. Hacer alusiôn a la oblîgaciôn del pago de.'impuestos cuan- 
do estos recaian sobre los autênticos y verdaderos esclavos résul­
ta una cruel paradoja. El sometimiento de los siervos el pago de - 
tributes era algo indiscutible o indîscutido; carecîan de derecbo_ 
alguno por muy injusta que la exacciôn fuese.
1.4 - DERECHO ROMANO CANONICO Y DERECHO COMUN. - MEDIADOS DEL SI--
GLO x r i r  AL x v i i r .
Esta etapa se caracteriza por la existencia de compilaciones 
générales que se va a traducir en una mayor claridad jurîdica y --
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asî mismo en una regulaciôn minuciosa, sutil, complicada e incluso 
lenta y costosa.
Se inicîa con la Compilaciôn de Alfonso X el Sabio, denomina 
das las Siete Partidas en la que prevalece la idea de fortalecer - 
el poder real eliminando la confusion jurîdica existente a la sa~- 
z6n. Esta Ley publicada en el ano 1.265, supone un cambio radical_ 
en la direcciôn jurîdica de anos anteriores. En efecto Alfonso X - 
pretende que una sola Ley rija con vigencia general y que las le-- 
yes de las distintas ciudades coincidan o sean una misma. Esta - - 
obra continuaciôn de la polîtica legislativa iniciada por su padre 
Alfonso VIII, trata de formar una recta conciencia jurîdica espe-- 
cialmente en los reyes y a la que babrân de atenerse tanto aque- - 
llos como sus oficiales. A los efectos de nuestro estudio, se reco 
noce una amplia pesibilidad de acudir a los tribunales sin someti­
miento a ninguna régla especîfica, por lo que hemos de entender 
que el principle que analizamos era absolutamente desconocido.
Esta Ley que recibe el nombre de "Libro del Fuero o Espêculo" 
consta de yarios libres entre los cuales debemos destacar el libro 
V en el que se establece el desarrollo de los juicios, -cuestiones 
que no se contenîan en los fueros municipales -. Las partidas cons- 
tituyen un cuerpo juridico totalmente diferente del que venîa ri-- 
giendo y que por ello no encuentra acogida al principle aunque al_ 
final su têcnica y sistema se imponen. Las Partidas tuvieron el in 
conyeniente de estar concebidas en un piano mas bien teôrico, omi- 
tiendo la regulaciôn de multitud de cuestiones propias del derecbo 
procesal lo que generô énormes corruptelas forenses que dificilmen 
te fueron despuês subsanadas.
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Ademâs de las Partidas que como hemos visto adolecian de una 
normativa clara -procesalmente hablando- la obra compiladora poshe 
rior se inspirô en el deseo de mejorar la situacion anteriormente - 
existente, asî el "Ordenamiento de Alcalâ - 1.348" el "Ordenamien­
to Real - 1.485", las "Ordenanzas de Medina - 1.489", las "Ordenan 
zas de Madrid - 1,502", las "Ordenanzas de Alcalâ - 1.503", las 
"Leyes de Toro - 1.503", mâs todos estos intentes resultaron bal-- 
dios porque regîan simultaneamente los Fueros Municipales respeta- 
dos por el Ordenamiento de Alcalâ con Las Partidas que respondie-- 
ron a principios diverses cuando no antagdnicos.
Los vicios y corrupteles forales se acentuaban con esa coe-- 
xistencia normativa de disposiciones diferentes. A poner cote a esa 
situaciôn se encamina la "Nueva Recopilaciôn" debida a Felipe II - 
-1.567-. No obstante su esfuerzo résulté inutil por tratarse de 
una obra absolutamente insuficiente plagada de lagunas y antimo- - 
mias que necesitô constantemente de complementos y aclaraciones rea 
les con la consiguiente desorientaciôn de los litigantes. Hay des­
de luego cambios importantes en la Organizaciôn judicial de la mi£ 
ma forma que durante Las Partidas la organizaciôn de los tribuna-- 
les aûn confundida en parte con la administrativa acentûa el predo 
minio de la justicia pûblica sobre la privada -aparté de la inter- 
yencion del Rey y del Tribunal de là Corte aparecen ya diverses 
jueces especializados como eran el Alguacil o Alcalde, Alferez, Al^  
calde de Corte, Justicia Mayor o Justicias sin mâs-. La justicia - 
real continûa al principle administrândose personalmente por los - 
monarcas, pero despuês se ejerce s6lo por los consejos especialmen 
te el de Castilla, se crean nuevas chancillerias y audiencias. En_ 
cuanto a la justicia inferior se acentûa la polîtica de nombramien 
to de corregidores que se envian incluso a los territories aragone^
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ses persistiendo asî mismo un gran nûmero de jurisdicciones especia 
les -tribunales eclesiâsticos, consulados maritimes, consejos de - 
Indias y las ôrdenes militâtes-.
Con la novîsima "Recopilaciôn de las Leyes de Espana debida_ 
a Carlos IV - 1.805 -" se aumentô el desorden existente hasta la - 
fecha constituyendo un elemento mas de confusiôn en la regulaciôn_ 
del proceso, en perjuicio de una justicia econômica, râpida y segu 
ra.
1.5 - EPOCA CONTEMPORANEA. - SIGLOS XIX Y XX.
En esta época es donde surgen las codificacienes y en parti­
cular la codificaciôn en materia procesal.
A partir de la Censtituciôn de 1.812 la reorganizaciôn de 
nuestra administraciôn de justicia se va haciendo de una manera 
fragmentaria y desordenada. Se inicia la evoiuciôn legislativa - - 
acentuando el carâcter pûblico de la jurisdicciôn a través de dispo 
siciones de carâcter siistancialmente orgânico -1.812, 1.814, 1.834, 
1.835, 1.844^ o bien a través de normas relativas a materias proce 
sales especîficas como son la Ley de Enjuiciamiento Mercantil de - 
24 de Julio de 1.830 o instrucciones todavîa mâs concretas -1.812, 
1.813, 1,834, 1.837 y 1.838-, Alguna intenciôn aislada como la "In_s 
trucciôn del Procedimiento del Marques de Gerona 1.853" no logrô - 
arraigar y fue poco despuês derogada.
Entre las Leyes procesales, debemos citar ademâs de la ante­
riormente apuntada de 24 de Julio de 1.830, el "Reglamento Provi-- 
sional para la Administraciôn de Justicia de 26 de Septiembre de - 
1.835" que no regulô el procedimiento sino la actividad judicial -
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proponîendose s61o poner termine a las corruptelas y abuses curia- 
lescos, procurando una mayor celeridad y economîa. Le siguieron en 
tre otras normas la de sustaciaciôn de négociés de mener cuantia - 
de 1.838 y el Reglamento de Los Juzgados de Primera Instancia de - 
1.844.
Desafortunadamente, ninguna de las normas procesales antedi- 
cbas consiguiô el resultado propuesto ya que continuaron en vigor_ 
las leyes antiguas desde Las Partidas, y fueron nuevamente causa - 
de actuaciones claramente perjudiciales e injustas.
Sin embargo, el espîritu codifleader de la época y la neces^ 
dad de poner término a un estado de cosas totalmente insostenible, 
condujo a que tras el nombramiento de la comision correspondiente_ 
se aprobaran por Ley de 13 de Mayo de 1,855 ocbo bases para una 
iey de enjuiciamiento civil, bases que fueron desarrolladas y arti^  
culadas en un proyecto convertido en 5 de Octubre de 1.855 en la - 
primera Ley de Enjuiciamiento Civil actual. Esta Ley incurrîa en - 
los mismos defectos que boy pueden observarse en la vigente, debi- 
do principalmente al escaso tiempo invertido -cuatro meses y medio- 
por la comision y a su inspiraciôn fundamental en restablecer en - 
toda su fuerza las reglas cardinales de los juicios consignados en 
nuestras antiguas leyes, Por estos defectos las reformas surgieron 
casi inmediatamente y se multiplicaron de modo extraordinario - 
-1.855, 18.56, 1.857, 1.858, 1,860, 1.862, 1,867, 1.868, 1.869, -- 
1.870, 1,871, 1.872, 1.877 y 1.888-.
Para ordenar la multiplicidad de disposiciones con las con--
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siguientes anomalîas que ello ocasionaba, surgen el intente de rea 
lizar una nueva Ley de Enjuiciamiento Civil. Despuês de algûn es-- 
fuerzo sin resultado -1.873- se encargô por Real Orden de 12 de 
Septiembre de 1.878 a la Secciôn Primera de la Comision General - 
de Codificaciôn que se dedicara al examen de las reformas que de-- 
bian de introducirse en la Ley de Enjuiciamiento Civil. La Secciôn 
citada, formulô un proyecto de bpses que sometiô al Ministerio de_ 
Gracia y Justicia, este lo presentô a las Cortes y en estas des- - 
pues de leves modificaciones se convirtiô en Ley de 21 de Junio de 
1.880 aprobando las Bases para la Reforma de la Ley de Enjuicia- - 
miento Civil, Bases que se dividen en très articules de los cuales, 
el primero es que contiene las Bases propiamente dichas hasta un - 
total de diez y nueve con la preocupaciôn fundamental de refundir_ 
todas las disposiciones en vigor que se hallaban fuera de la Ley - 
Procesal, y la abreviaciôn o simplificaciôn de los trâmites de es­
ta .
Publicada la Ley de Bases, el ponente de la Comisiôn, recibiô 
el encargo de articular el Proyecto con sujecciôn a aquellas. De-- 
yuelto el Proyecto por el Ministerio a la Comisiôn en virtud de 
las Reales Ordenes de 1 y 23 de Noviembre y 8 de Diciembre de 1.880 
aquella introdujo algunas correcciones de forma y de fondo. El mi- 
nistro modified la parte referente a testamentarîas e interdictos_ 
y adicionô los preceptos relativos al aseguramiento de bienes lit^ 
giosos, y finalmente el proyecto se aprobô y publicô por Real De-- 
creto de 3 de Febrero de 1.881, convirtiéndose asî en la nueva y - 
todavîa vigente Ley de Enjuiciamiento Civil.
Segûn su Ley de Bases de 21 de Julio de 1.880, es sôlo una - 
forma y ampliaciôn de la citada de 1.855, y fue trazado bajo el --
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pie forzado de la misma; no es extrano que se resienta de la premu 
ra y precipitaciones con que fue elaborada la precedente.
Siendo su inspiraciôn exclusiva las antiguas leyes, no tiene 
en cuenta los progresos que se babian realizado en el Derecbo Compa 
rado, ni siquiera el Côdigo de Napoleôn ni el Italiano de 1.869, y 
menos aûn el alemân que se sirviô de ese côdigo napoleônico para p 
perfeccionarlo en mucbos aspectos sobre todo en cuanto a la supre- 
siôn de formalismes inûtiles.
No obstante esta Ley représenta un notable avance en rela- - 
ciôn con el estado legislative anterior y no estâ exenta de acier- 
tos, aunque carezca de una ordenaciôn sistemâtica, sea imprecisa - 
en su terminologîa y ofrezca notables lagunas posteriormente corre 
gidas en leyes especiales.
Hecba esta breve exegesis de la Ley de Enjuiciamiento Civil_ 
de 1.881, debemos senalar como en la-misma no se encuentra formula 
ciôn alguna de la régla o principle objeto de nuestro anâlisis; 
omisiôn que reputamos altamente signîficativa pues dénota un espî­
ritu claramente favorable a la pesibilidad de comparecer en juicio 
sin el sometimiento al incenveniente procesal del previo pago. Al 
tratarse de una Ley de Enjuiciamiento que comprende los distintos_ 
procesos, nos parece que refleja con claridad meridiana la posibi- 
lidad de bacer compatible el libre acceso a la justicia sin trabas 
ni dificultades con la impesiciôn de pesibles eventuales sancienes 
econômicas al que por temeridad o mala fe utilice en forma incorrec 
ta ese derecbo de todo ciudadano. En esta lînea estimâmes deberîa_ 
baberse inspirado toda la legislaciôn ulterior espanola, que sin - 
embargo ha adoptado la postura claramente contraria y en nuestro - 
sentir ciertamente recusable como tendremos ocasiôn de demostrar -
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en adelante.
En esta evolucion legislativa conviene hacer una referencia 
a las disposiciones donde se encuentran menciones y alusiones cia 
ras al principle analizado y aquellas otras donde se guarda un -- 
absolute silencio.
Siguîendo un orden cronologico, debemos hacer alusiôn a las 
siguientes disposiciones:
- La Ley de 2 de Abril de 1.845 relativa a los Consejos Pro^  
vinciales.
- La Ley de 6 de Julio de 1.845 concerniente al Consejo - -
Real.
- Los Reales Décrétés de 1 de Octubre de 1.845 y de 30 de - 
Diciembre de 1.846, por los que se aprueban los Reglamentos que - 
regulan la actuaciôn de los Organismes citados anteriormence como 
Tribunales Administratives.
En las cuatro anteriores dosposiciones citadas de carâcter_ 
contencioso se guarda silencio en torno a la régla que analizamos.
Donde^ por primera vez aparece una alusiôn al principle del_ 
Solve el Répété es en la LEY DE CONTABILIDAD DEL ESTADO DE 20 DE_ 
FEBRERO DE 1.850 -Articule 8- bajo el tenor literal siguiente:
"Los procedimientos para la cobranza de crédites definitivamente_ 
liquidados a favor de la Hacienda Pûblica serân puramente admini£ 
trativos no pudiendo hacerse estos asuntos contenciosos mientras_ 
no se realice el pago o la consignaciôn de lo liquidado en las ca 
j as del Tesoro Pûblico".
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Como se puede observar se hace aquî una referencia clara a_ 
la necesidad del pago -al que se asimila la consignaciôn- para 
que se pueda acceder a la jurisdicciôn contenciosa. Estimamos que 
dentro de lo perjudicial de la regia se atempera esta por la pos^ 
bilidad de admitir la consignaciôn como medio équivalente de pago.
La nueva Ley de Contabilidad de 25 de Junio de 1.870, repro 
duce en su Articule 9, el antes transcrite que por su carâcter su 
pletorio se extendîa a las provincias y municipios -Leyes Munici­
pales de 2 de Octubre de 1.877 Articule 132 y Ley Provincial de - 
29 de Agosto de 1.882 Articule 108-.
Como se puede observar, esta Ley sigue la misma lînea que - 
la anterior con la circunstancia agravante de su mayor âmbito de_ 
aplicaciôn puesto que no se limita al Estado sino que se extiende 
a las provincias y municipios, circunstancia por otra parte razo- 
nable puesto que la Administraciôn del Estado estâ integrada por_ 
la Administraciôn Central y por la Perîfêrica.
La Ley de Bases de 31 de Diciembre de 1.881 -Base 9-, impo- 
nî.a el previo pago o consignaciôn cuando se pretendia recurrir en 
alzada pero no en la tramitaciôn de la primera instancia.
La Ley de 24 de Junio de 1.885, mantuyo este requisite para 
el recurso de alzada -Articule 7- o el de apelaciôn, segûn el - - 
Real Décrété de 24 de Junio de 1.885 - Articule 87-, aunque exis- 
tîa la pesibilidad de que el Ministre relevase de su cumplimiente 
cuando se trataba de penalidad impuesta al contribuyente o de re£
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ponsabilidad exigida al empleado pûblico.
Como se puede observar, de esta Ley résulta un intente de - 
dulcificar el rigor de la régla a través de las facultades conce- 
didas al Ministre en cases ciertamente tasados, pesibilidad por - 
otra parte de la que se bizo un use muy escaso.
Tal disposicion rigio basta el 1 de Mayo de 1.890 por apli- 
cacion de la Ley de 15 de Abril del mismo ano.
El Reglamento de 13 de Octubre de 1.903 -Articule 8- supri- 
me el principle: "Aûn cuando se promueva reclamacién contra un ac^  
to administrative no se suspenderâ la ejecuciôn de éste con todas 
sus consecuencias légales incluso la recaudaciôn de cuotas o dere 
cbos liquidados, recargos o multas. No se detendrâ tampoco la su£ 
tancîaciôn de las reclamaciones en cualquier instancia por la fai_ 
ta de pago de lo que a la Hacienda Pûblica se le adeuda".
Como se observa la supresiôn se lleva a cabo por un Régla-- 
mente, es decir por una disposiciôn de range inferior a la Ley. - 
De ello podrîa resultar una eventual ilegalidad de esta disposiciôn 
reglamentaria asî como una posible peticiôn de nulidad de la mis­
ma. Debido a su range reglamentario bernes de limitar a sus justes 
términos el alcance de la normativa introducida.
Pasando especificamente al campe contencioso debemos bacer_ 
alusiôn a la LEY DE LA JURISDICCION CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA DE 
13 DE SEPTIEMBRE DE 1.888 -Articule 6- que senala lo siguiente: - 
"No se podrâ intentar la via contencioso administrativa en los 
asuntos sobre cobranza de contribuciones y demâs rentas pûblicas_
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o crédites definitivamente liquidados en favor de la Hacienda en_ 
los cases en que precede con arreglo a las Leyes, mientras no se_ 
realice el pago en las Cajas del Tesoro Pûblico".
De esta Ley se deduce una censecuencia de extraordinaria 
impertancia y gravedad: La necesidad del previo pago para acceder 
a la via estrictamente jurisdiccional, es decir a la via conten-- 
cioso administrativa. Con la particularidad de que tan sôlo se ha 
ce alusiôn al pago y no a la consignaciôn u otro medio équivalen­
te al mismo por lo que interpretando restrictivamente el precepto 
unicamente podîa estimarse cumplido mediante el abono o ingreso - 
en efectivo en las Cajas del Tesoro Pûblico. Hemos de observar 
asî mismo que su âmbito aparece limitado a la cobranza de contribu 
clones y demâs rentas pûblicas o crédites definitivamente liquida 
dos por lo que en los supuestos no comprendidos en esta dicciôn - 
literal se podîa libremente acudir a la jurisdicciôn contencioso. 
Ademâs no bastaba que la Ley de jurisdicciôn exigiese el previo - 
pago sino que debîa ser cada ley en concrete la que contuviese 
una precision al respecte circunstancia esta Ditima que humaniza_ 
dulcificando en gran parte la dureza del principle "Solve et Rep£ 
tere". Es de destacar no obstante que la mayor parte de las leyes 
tributarias vigentes, a la sazôn, establecîan la necesidad de la_ 
obseryancia de la régla.
El reglamento de 28 de Diciembre de 1.890 se hacîa eco en - 
su articule 8 de la misma exigencia.
En la Ley de Administraciôn y Contabilidad de la Hacienda - 
Pûblica de 1 de Julio de 1.911 se suprime cualquier referencia al 
previo pago.
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Es curioso observar -como apunta Zingali "El principle solve 
et répété en Italia y Espana". Revista Derecbo Financière 1.956 - 
que durante treinta y ecbo anes tal requisite fue exclusivainente_ 
exigide per las leyes de centabilidad y que durante etros veinti- 
des ceexistid en las normas centables y en las precesales e indu 
se en las de procedimiento economico administrative mientras que_ 
desde 1.911 y basta la fecba sole ba tenide asile en las Leyes juris 
diccionales con clara tendencia bacia su debilitamiento y supre-- 
siôn.
De cualquier ferma estimâmes per nuestra parte que esa Cla­
ra tendencia que apunta Zingali no présenta les matices que permi^  
tan afirmar su supresiôn en un future prdxime. Su recenocimiento_ 
en leyes jurisdiccienales demuestra la significativa impertancia_ 
que para el acceso a la justicia présenta la citada régla. Pesi-- 
blemente el autor italiano estâ pensando en la Constitucidn de su 
pais en que cemo despuês aludiremcs se produce la supresiôn y eli 
minaciôn totales.
Pasando abora revista a las dispqsiciones referentes a la - 
Hacienda Municipal debemos senalar les siguientes bites législatif 
vos:
 ^ El Estatuto Municipal de 8 de Marzo de 1.924 de Calve Se- 
tele [Articule 327) disponia: "que para reclamar ante les Tribuna 
les de Arbitries-sustituides per les Economico Administratives 
desde el Décrété 16 de Diciembre de 1.924- ne se requierirâ el 
previe page de la cantidad adeudada y este misme sera aplicable - 
a las reclamaciones que se entablen contra los acuerdes de dichos 
Tribunales".
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- El Reglamento del Procedimiento Municipal de 23 de Agosto 
de 1.924 en sus articules 8 y 57, y el Estatuto Provincial de 20_ 
de Marzo de 1.925 en su articule 215 establecen que no es necesa- 
rio la previa consignaciôn en recurso gubernativo, judicial o con 
tencioso salvo las multas del articule 57 del Estatuto.
- El Décrété 25 de Enero de 1.946 per el que se establece - 
el ordenamiento de las Haciendas Locales -Articule 373- senala que 
para reclamar ante el Tribunal Economico Administrative, no se re 
querirâ el previo page de la cantidad adeudada.
Per su parte el Reglamento q.ue organiza el funcionamiento y 
regimen jurîdico de las Corporaciones Locales -aprobado per Deere 
to de 17 de Mayo de 1,952 Articule 323- establece que "para recla 
mar en via gubernativa o en la judicial contra cualquier recurso__ 
0 décision no serâ requisite imprescindible la previa consigna- - 
ciôn de la cantidad exigida salve el page de multas y sin perjui- 
cio de los procedimientos de apremio y de los afianzamientos o ga 
rantîas légales".
Como se puede observar de la lectura de los preceptos rela­
tives a las Haciendas Locales, se deducen que no es necesaria la_ 
obseryancia del principle "Solve et Répété" salvo en los supuestos 
estrictamente sancionatorios como los relativos a la imposicion - 
de multas. Esta loable corriente se ve enturbiada por las dispos^ 
clones légales vrgentes en este momento. En efecto la Ley de Regi^  
men Local de 24 de Junio de 1.955, establece en su Articule 727 - 
en materia de execciones municipales la siguiente regulaciôn:
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"Para reclamar ante el Tribunal contra la inclusion en la - 
obligaciôn de contribuir o contra el importe de la cuota liquida- 
da por una exacciôn no se requerirâ el previo pago de la cantidad 
exigida pero la reclamaciôn no detendrâ en ningûn caso la acciôn_ 
administrativa para la cobranza a menos que el interesado deposi- 
te el importe de la lîquidacîôn incrementado en un 25% en la for­
ma que détermina el ndmero 3 del Artîculo 737".
Esta postura de la Ley de Rêgîmen Local introduce como se - 
ye una importante quiebra en la lînea anterîormente mantenida - - 
aunque debemos entender que es congruente con las exigencias cada 
vez mas numérosas que presentan las haciendas locales y cuya e£ec 
tividad se verîa entorpecîda sin la admisîôn del principle del 
previo pago. Es asî mismo lôgica esta posiciôn si la analizamos - 
paralelamente con la lînea seguida por nuestra vigente Ley de ju- 
risdicciôn contencioso administrativa,
La Ley de Bases del Estatuto de Régimen Local de 19 de No--
yiembre de 1.97 5 que pretende dar una mayor autonomia financiera_
y descentralizaciôn polîtica a los entes locales desarrollados 
por ulteriores disposiciones reglamentarias -entre las que merece 
citarse verbi gracia el Real Decreto de 30 de Diciembre de 1.976- 
no senala ningûn criterio claro en torno a la subsistencia o dero 
gaciôn del cîtado princîpio por lo que hemos de entender aplica-- 
ble la Ley de 1.955.
De cualquier forma la derogacion de esta Ley pendiente cuan 
do redactamos estas lîneas, nos impide senalar la posible direc-- 
ciôn que el legislador espanol va a seguir en esta materia. Lo --
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ûnico que résulta claro es que el Proyecto de Constitucidn no con 
tiene precepto alguno que suprima el principle citado y unicamen- 
te tenemos noticia de que la Ley de Bases va a continuar subsis-- 
tente en lo relative a la materia de haciendas locales, es decir_ 
de impuestos, tasas y contribuciones especiales.
En marcha la reforma de la jurisdîccidn contencioso admini^ 
trativa, la Comisidn encargada por el Ministre de Justicia de re- 
dactar el Anteproyecto, élabora este y omîte en el la exigencia - 
del previo pago. Sin embargo cuando se convierte en Proyecto de - 
Ley mediante su remisiôn a las Certes, aparece ya incorporado el_ 
principle solve et répété. En la dîscusiôn parlamentaria, se fus- 
traron todas las tentatîvas de hacer desaparecer este requisite - 
procesal y en tal sentido se desestimô la enmienda del Procurador 
Rodriguez Jurado, quedando el princîpio configurado como seguida- 
mente veremos.
Yamos a analizar la normativa que régula el principle "sol­
ve et répété" en nuestro pais en el momento présente. Se contiene 
en la Ley de la Jurisdlcciôn Contencioso Administrativa de 27 de_ 
Diciembre de 1.956, modificada por la Ley de 17 de Marzo de 1.973 
Esta Ley de la Jurisdiccidn Contencioso Administrativa, consagra_ 
en su artîculo 57-2-E, el principle objeto de nuestro estudio.
Examinemos pues lo que senala el artîculo 57:
1.- El recurso contencioso administrative cuando no sea la_ 
propia administracidn autora del acto que lo motive quien lo in-- 
terponga se iniciarâ por un escrito reducido a citar el acto por_ 
razdn del cual se formula y a solicitar que se tenga por inter- -
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puesto el recurso.
2.- A este escrito se acompanarâ:
A - El documente que acredite la representaciôn del compareciente 
cuando no sea el mismo interesado, salvo si figurase unido a__ 
las actuaciones de otro recurso pendiente ante el mismo Tribu 
nal en cuyo caso podrâ solicitarse que se expida certifica- - 
cî6n a Costa del demandante y su uniôn a los autos.
B - El documente o documentes que acredîten la legitimaciôn con - 
que el actor se présente en juicio cuando la obstente por ha- 
bersela trasmitido otro por berencia o por cualquier otro ti- 
tulo.
C - La copia 6 traslado del acto o disposicidn o cuando menos in- 
dicacidn del expediente en que baya recaido o del periddico - 
oficial en que se baya publicado.
D - El documente que acredite el cumplimiento de las formalidades 
que para entablar demandas exîjan a las Corporaciones o Insti 
tuciones sus leyes respectivas.
E - EL DOCUMENTO ACREDITATIVO DEL PAGO EN LAS CAJAS DEL TESORO PU 
BLICO 0 DE LAS CORPORACIONES LOCALES, EN LOS ASUNTOS SOBRE -- 
CONTRIBUCIONES, IMPUESTOS, ARBITRIOS, MULTAS Y DEMAS RENTAS - 
PUBLICAS Y CREDITOS DEPINITlYAMENTE LIQUIDADOS A FAYOR DE LA_ 
HACIENDA EN LOS CASOS EN QUE PROCEDA CON ARREGLO A LAS LEYES_
A/' ,Y
y EXCEPTO EN EL SUPUESTO PREYISTO EN EL ARTICULO 132 PARRAFO 2
^  7 Y CUANDO EL PAGO SE HUBIERA HECHO DURANTE EL CURSO DEL PROCE­
DIMIENTO ADMINISTRAITIVO Y EN EL CONSTARE EL DOCUMENTO QUE L0_
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JUSTIFIQUE EN CUYO CASO SE MANIPESTARA ASI EN EL ESCRITO DE INTER 
POSICION.
3.- Si con el escrito de interposicidn no se acompanan los_ 
documentes anterîormente expresados o los presentados son incom-- 
pletos y en general siempre que el Tribunal estime que no concu-- 
rren los requisites exigidos per esta Ley para la validez de la - 
comparecencia, senalarâ un plazo de dîez dîas para que el reçu- - 
rrente pueda subsanar el defecto y sine lo hace ordenarâ el arcbi^  
vo de las actuaciones.
4.- El recurso contencioso administratîvo formalizado por - 
la propia Administracidn autora de algûn acto declarado lesivo se 
iniciarâ con la presentaciôn de la demanda a que se refiere el 
Articule 57 a la que se acompanarâ el expediente administrative.
Como vemos este artîculo 57 consagra en unos termines mâs - 
amplios que los de la Ley de la jurisdiccidn contencioso adminis­
trativa de 13 de Septiembre de 1.888, el principle de "Solve et - 
Répété".
En efecto no se limita a bablar de contribuciones y demâs - 
rentas pûblicas sine que especifica les asuntos sobre los que gi- 
ra la régla -impuestos, contribuciones, arbitrios, multas y demâs 
rentas pûblicas y crédités définitivamente liquidados en favor de 
la Hacienda- con una terminologîa ciertamente recusable, pues ar­
bitrios es équivalente a nuestro juicio a impuestos si bien refie
- 27 -
ja una expresiôn arcaica muy generalizada en la época en que se - 
redactô la Ley y como ejemplo de ello podemos mencionar los arbi­
trios o impuestos establecidos en la Ley de Régimen Local de 1.955 
Por otro lado "contribuciones" es un vocablo genêrico que compren 
de los impuestos, las tasas y las contribuciones especiales pro-- 
piamente dicbas. Estimâmes que el precepto en su corrects diccion 
debîa haber eludido la "innecesaria duplicidad que supone mencio-- 
nar contribuciones, impuestos y arbitrios sustituyéndola por la - 
expresién "tributes" o bien por la especîficacion de los mismos - 
-impuestos, tasas, contribuciones especiales y exacciones parafis^ 
cales como con brillante lêxico utiliza la Ley General Presupues- 
taria de 4 de Enero de 1.977 en su ârtîculo 22.
En cuanto a la expresiôn "crédites définitivamente liquida­
dos", que utiliza el artîculo 57-2-e) de la Ley Jurisdiccional 
se cuiiciuLa segûii Martin Retortillo, Reyisra de uerecho Procesal, 
1,951, n-. 1 pag. ûnica y exclusivamente a los crédites, puesto 
que las obligaciones tributarias pueden ser discutidas ante lo 
contencioso pese a dimanar en muchos casos de liquidaciones que - 
las Leyes y Reglamentos califican de proyisionales.
Este breve reparo terminologico no puede hacernos olvidar - 
las graves consecuencias de fonde que encierra el malhadado pre-- 
cepto: En efecto se limita a senalar que para interponer el recur 
so hay que acompanar el documente acreditativo del pago sin espe- 
cificar otros medios sustitutivos del mismo ni las condiciones en 
que aquel ha de hacerse efectivo. Con lo que interpretado restrict! 
vamente el precepto, resultarîa que solo el abono o ingreso en 
efectivo en las Cajas del Tesoro Publico o de las Corporaciones - 
Locales producirîa efectos solutorios en orden a la interposiciôn 
del recurso.
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Como notas ciertamente positivas de este precepto, debemos 
consignar las siguientes:
A - La admision del bénéficié de pobreza reconocido en el Articu­
le 132 pârrafo 2 que ha side modificado por la Ley de 17 de -
Marzo de 1.973. Con arreglo a esta redacciôn el citado benefi 
cio queda de la siguiente forma:
1.- "La declaraciôn de pobreza corresponderâ al Juez Munic^
pal 0 Comercial del domicilie de quien la solicite con apelaciôn_
ante la Sala de Contencioso Administrative compétente para cono-- 
cer el proceso principal.
2.- La Sala de lo Contencioso Administrative ante quien se_ 
interponga el recurso, podrâ oyendo a las demâs partes habilitar_ 
de pobreza o quien lo solicite sin necesidad de previa justifica- 
ciôn siempre que estuviera notoriamente comprendido en alguno de _ 
los casos mencionados en el artîculo 15 de la Ley de Enjuicia- - 
miento Civil y presentare declaraciôn jurada y circunstanciada de 
taies extremes.
3.-T Solicitada la declaraciôn de pobreza para interponer re 
curso contencioso administrative dentro del plazo senalado para - 
hacerlo en el artîculo 58, este se contarâ a partir de la notifi- 
caciôn al abogado y al procurador de la designaciôn de oficio.
4.- SI EL DEMANDANTE SOLICITARE LA DECLARACION DE POBREZA,_ 
NO ESTARA OBLIGADO A ACOMPANAR EL DOCUMENTO ACREDITATIVO DEL PAGO 
0 CONSIGNACION EN LAS CAJAS PUBLICAS A QUE SE REFIERE EL ARTICULO 
57. -PARRAFO 2- APARTADO E. -CUANDO ASI LO EXIGIERE EXPRESAMENTE_ 
OTRA LEY, DEBIENDO EN CAMBIO ACOMPANAR AL ESCRITO DE INTERPOSI- -
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CION DEL RECURSO EL DOCUMENTO ACREDITATIVO DE HABER EFECTUADO - - 
AQUELLA SOLICITUD- SI LA POBREZA FUERE DENEGADA DEBERA EFECTUAR - 
EL PAGO 0 CONSIGNACION DENTRO DEL MES SIGUIENTE A LA NOTIFICACION 
DE LA RESOLUCION DENEGATORIA UNA VEZ FIRME.
El reconocimiento de este benefîcio de pobreza bénéficié 
procesal que consiste como senalan Guasp [en su obra Comentarios_ 
a la Ley de Enjuiciamiento Civil, Madrid 1.943. paginas 182 y 185) 
y Trujillo, Quintana y Bolea [en sus comentarios a la Ley de lo - 
Contencioso Administrative, Madrid 1.965, pagina 927) en "la exen 
ciôn de los gastos que el proceso origina otorgada a aquella per­
sonas que por la insuficiencia de sus recursos econômicos no pue­
den satisfacerlos", responde a una estricta razôn de justicia; la 
no admisiôn del mismo equivaldrîa a ûna "verdadera e inlcua dene- 
gaciôn de justicia" en termines del Profesor Guasp -obra citada - 
pagina 183- Derecbo Procesal Civil, Madrid 1.968. Tomo 1 -pâgina_ 
581-.
Como senala Gonzalez Pérez -en su obra La Justicia Adminis­
trativa en Espana- Madrid 1.974 -pagina 13- "en las Leyes Constitu 
cionales se déclara que la justicia sera gratuita para quienes ca  
rezcan de medios econômicos".
Nuestro Proyecto de Constitucidn se hace tambien eco de es­
ta corriente generalizada en su artîculo 113: "La justicia sera - 
gratuita cuando asî lo disponga la Ley y en todo caso respecto de 
quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar"
El hecho de que no se regulase este bénéficié de pobreza en
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la legislaciôn procesal administrativa anterior a 1.888 y explica 
do por algunos -Abella, Tratado Teôrico Prâctico de lo Contencioso 
Administrative, Madrid 1.888. paginas 593 y siguientes, y Alfaro. 
Tratado Complete de lo Contencioso Administrative, Madrid 1.875,_ 
paginas 233 y siguientes- en base a que "noeran muchos les casos__ 
en que se solicitaba el bénéficié y escasas tambien las ventajas_ 
y en que bastaba acudir a la regulaciôn contenida en la Ley de En 
juiciamiento Civil que régla como supletoria", estimâmes es un ar 
gumento de notable y profunda inconsîstencîa; en nuestro sentir - 
no solamente es insuficiente la regulaciôn contenida en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil de 1.881, Articules 15 al 20 inclusive sino_ 
que es arcaica en cuanto a la medida del bénéficié de pobreza co­
mo veremos en las siguientes lîneas.
Se impone puês una reforma de nuestro sistema que se inspi­
re en los principles fundamentales siguientes:
A - La defensa gratuita deben disfrutarla todos y solo, los que no_ 
pueden efectivamente costear los gastos del proceso.
B  ^ Que esa justicia gratuita no debe suponer una desigualdad en_ 
el piano procesal o una déficiente direcciôn têcnica.
Como con gran acierto subraya Gonzalez Pérez en "Comenta--
rios a la Ley de la Jurisdlcciôn Contencioso Administrativa. -Civi^  
tas 1.978- pagina 1.499 el primer principle demanda:
"La modificaciôn de los articules de la Ley de Enjuiciamien
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to Civil que senalan las condiciones que deben de reunir los po-- 
bres para tener derecbo a la justicia gratuita". Esta variacion - 
deberia ir dirigida bacia una ampliaciôn del arbitrio judicial, - 
pudiendo concederse el benefîcio a todo aquel que efectivamente - 
no pueda costear los gastos procesales, dando unas normas genera­
tes para las que no puedan servir de criterio alentador las vi- - 
gentes. Hoy es inadmisible que unicamente se concéda bénéficié de 
pobreza a las personas que se encuentran en algunos de los casos_ 
previstos en la Ley vigente.
Debe tambien impedirse que acudan al proceso personas que - 
no tienen realmente el carâcter de pobres o que van a actuar pre- 
tensiones infundadas. Es logico pensar en el aliciente de la tem^ 
ridad que puede implicar la gratuidad.
El segundo principle exige una reforma del turno de oficio_ 
que tenga como base las normas siguientes;
A Formar en los Colegios de Abogados grupos especializados de - 
profesionales que se distribuyan los asuntos en funciôn de su 
preparaciôn y en el supuesto de que esto no fuera posible que 
se adjudicara a aquel que tiene conocimientos mâs relaciona-- 
dos con el asunto a debatir.
B - Se exigirîa ademâs que el abogado salvo en casos justificadi- 
simos de enfermedad o fuerza mayor lleva personalmente el asun 
to imponiêndole sanciones proporcionales a sus ingresos a aqu£ 
llos que no cumplan debidamente con sus obligaciones.
Por supuesto lo que debe modificarse es la êtica profesio--
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nal que se halla en un nivel muy bajo pero que el ordenamiento no 
debe dejar de atender y sancionar por las consecuencias tan inju_s 
tas que se pueden generar en aras a la consecuciôn del valor jus­
ticia meta de todo derecbo.
Veamos pues como se encuentra regulado el bénéficié de po-- 
breza en la vigente Ley de Enjulcfamiento Civil. La normativa se__ 
encuentra en los articules 15 a 19 inclusive aplicables en mate-- 
ria contenciosa con arreglo a lo que senala la disposicidn adicio 
nal 6a. de la Ley de la Jurisdlcciôn Contencioso Administrativa.
Los requisites para que se otorgue el bénéficié de pobreza_ 
se contiene como bemos senalado en dicba Ley: Con un criterio ne­
gative se establece lo que debe entenderse por falta de recursos_ 
mediante la indicacion de un limite, pasado el cual se presume la 
inexistencia de pobreza y por tante no es aplicable el benefîcio.
Como senala Guasp -Derecbo Procesal Civil. Tomo 1. Madrid - 
1.968. pagina 584- las fuentes de producciôn de cualquier bien 
economico son susceptibles de reducirse a très: La naturaleza, el 
trabajo y el capital. De las mismas el artîculo 15 de la Ley de - 
Enjuiciamiento solo se refiere a las dos ûltimas, es decir al ca­
pital y al trabajo.
En cuanto los ingresos procedentes del capital la Ley emplea el 
têrmino de rentas e incluye el concepto exprèsamente en el nûmero 
3 del artîculo 15: "Los que vivan solo de rentas". Abora bien, -- 
con toda razôn se pregunta el Profesor Guasp si el bénéficié de - 
pobreza puede extenderse al poseedor de un capital improductive - 
o cuyos productos por cualquier circunstancia tengan un destine -
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diferente al de proporcîonar ingresos a su titular. La contesta-- 
ciôn que el mismo ofrece es afirmativo en base al nûmero 5 del ci^  
tado artîculo 15 al aludir a "los que tengan embargados todos sus 
biene o los bayan cedido judicialmente a sus acreedores si por el 
jornal, sueldo o ejercicio de la profesiôn industrial o comercial 
a que tal vez se dedîcaren no rebasen los limites normales que el 
precepto establece.
Nos parece no obstante que la dureza del precepto que sin - 
duda propicîa la tesis del îlustre maestro de Madrid deberîa atem 
perarse limitando los supuestos de embargo o cesiôn judicial.
En cuanto a los ingresos procedentes del trabajo distingue_ 
Guasp entre "trabajo personal recogido en los nûmeros 1 y 2 del - 
artîculo 15 y el trabajo aplîcado al que se remiten los nûmeros - 
3 y 4 del citado precepto". Por trabajo personal bay que entender 
el esfuerzo desarrollado por una persona que obtiene una inmedia- 
ta retribuciôn en dinero con que la rémunéra otra persona £isica_ 
o jurîdica ya consista en un jornal, un salario eventual o perma­
nente o un sueldo. Por trabajo aplîcado debemos considerar el que 
recae sobre la agricultura o ganaderîa; "Cultivo de tierras o —  
cria de ganados"; o sobre la industria "ejercicio de una industria"; 
0 sobre el comercio "productos de cualquier comercio".
En cuanto a la cantidad de riqueza que constituye el limite 
de bénéficié no se establece de forma absolutamente fija sino va­
riable en funciôn del criterio tipo del "doble jornal de un brace 
ro" en la localidad donde tenga su residencia habituai el que so­
licitarse la defensa por pobre. Como se puede observar se trata - 
de un criterio eminentemente arcaico residue de una época donde -
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ciertamente predominaba la agricultura sobre la industria y el co 
mercio y donde evidentemente el campesinado ocupaba una posiciôn_ 
preminente; no debemos olvidar que la Ley de Enjuiciamiento Civil 
data de finales del Siglo XIX y se ba visto escasamente modifica­
da en funciôn de la mutable realidad de los tiempos présentes.
Hecba esta leve salvedad el criterio cuantitativo de la Ley 
lo indudable es que la misma reconoce dos tipos de pobreza: La 
que denominaremos pobreza Integra y la media pobreza; esta ûltima 
regulada en el Real Decreto Ley de 3 de Febrero de 1.925, dispensa d 
un cincuenta por ciento de los gastos procesales.
En cuanto al bénéficié de pobreza întegro, se concede a los 
rendimientos procedentes del trabajo personal: A los que viven de 
un jornal; a los que viven de un salario eventual; a los que vi-- 
yen de un salario permanente que no exceda del doble jornal de un 
bracero en la localidad donde tenga su residencia habituai el que 
solicitare la defensa por pobre y a los que viven de un salario - 
cualquiera que sea su procedencia que no exceda del doble jornal_ 
senalado -nûmeros 1 y 2 del artîculo 15-.
Se concede tambien a los ingresos procedentes de trabajo 
agrîcola, industrial o mercantil: A los que viven del cultivo de_ 
tierras o cria de ganados cuyos productos estén graduados en una_ 
suma que no exceda de la équivalente al jornal de dos braceros en 
el lugar de su residencia habituai- nûmero 3, artîculo 15-; a los 
que viven del ejercicio de una industria por la que paguen de con 
tribuciôn una cuota para el Tesoro que corresponde a un bénéficie 
liquide que no exceda del doble jornal de un bracero en la loca^i 
dad y a los que viven solo de los productos de cualquier comercio
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cuyo benefîcio no exceda del doble jornal de un bracero -nûmero 4 
artîculo 15-.
En cuanto a los rendimientos procedentes del capital, se 
aplica a aquellos que viven solo de rentas cuyos productos estên_ 
graduados en una suma que no exceda del équivalente al jornal de_ 
dos braceros en el lugar de su residencia habituai -nûmero 3, ar- 
tlculo 15-.
Respecto al bénéficié de la media pobreza se otorga a los - 
que viven solo del rendimiento de un capital cuando las rentas ex 
cediesen del importe del jornal de dos braceros pero no fueren su 
periores al de très -artîculo 15, nûmero 3-. En los casos de traba 
jo personal, cuando se trate no de un jornal o salario eventual - 
pero si de un salario permanente o de un sueldo que sean superio- 
res al doble jornal de un bracero y que no pase del triple -artî­
culo 15, nûmero 2-, A los que viven del cultivo de tierras o crias 
de ganado siempre que sus productos no excedan del triple jornal_ 
de un bracero -artîculo 15, nûmero 3-. Los que viven del ejerci-- 
cio de una industria si pagando de contribuciôn una cuota que co- 
rresponda a un bénéficié liquide que exceda del doble jornal de - 
un bracero y no rebase sin embargo el diez por cien del tipo sena 
lado y se aplica asî mismo a los que viven de los productos de 
cualquier comercio si se hallan en las condiciones anteriormente c^ 
tadas -artîculo 15, nûmero 4-.
Como podemos observar el criterio que se sigue para determi^ 
nar el bénéficié de la media pobreza es ciertamente criticable -- 
potque se excluyen los trabajos o salaries eventuales a los que - 
en principle deberîa ser aplicable y por otra parte supone un 11-
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mite difîcil de matizar cuando estâmes en presencia del doble j or 
nal y cuando exceda de la citada cifra; tengamos en cuenta como - 
la simple variaciôn de los salaries dependen de las circunstan- - 
cias politico econômicas y estân sujetas a continuas variaciones_ 
como se puede observar con un simple anâlisis de la legislaciôn - 
laboral de les ûltimos aflos. El salarie de un bracero depende in­
cluse de las circunstancias naturales de cada momento en base a - 
la tradicional Ley de la oferta y la demanda.
Estimâmes por tante que la referenda al "doble jornal de - 
un bracero" debîa ser râpidamente sustituida por la de "salario - 
mlnimo interprofesional" modulando este y por ende la aplicaciôn_ 
del bénéficié en funciôn del coste de la vida y atemperando el ri^  
gor que supone la norma procesal aludida. Imaginemos en efecto - - 
las graves consecuencias que por el simple incremento de una pese 
tas supondrîa pasar del bénéficié întegro al beneficio medio. Es_ 
en este punto donde se ecba de menos una ampliaciôn del arbitrio_ 
judicial interpretando una normativa en funciôn del espîritu que_ 
evidentemente la anima y que no es otro que el tutelar los intere^ 
ses de les mâs débiles econômîcamente hablando.
Si alguno reune dos o mâs modos de vivir de los designados_ 
en el artîculo 15, se computan los rendimientos de todos ellos y_ 
no se puede otorgar la defensa por pobre cuando reunidos exceden_ 
de los tipos senalados -artîculo 16-.
Tampoco se otorga la defensa al litigante que difrute de -- 
una renta que unida a la de su consorte o al producto de los bie- 
nes de sus hijos cuyo usufructo le corresponda constituya acumula 
da una suma équivalente al jornal de très braceros en el lugar --
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donde tenga la familia su residencia habituai; pero si estas ren­
tas o productos rebasan del triple y no pasan del cuadruple proce 
de hacer la bonificaciôn del 50% de la media pobreza-artîculo 18-.
El que litiguen uni do s varios que indiyidualmente tengan de^  
recho a ser definidos por pobres no les impide disfrutar del bene^  
ficio en cuando los productos unidos de les modos de vivir de to­
dos exceda de los tipos que queden senalados -artîculo 19-.
Por otra parte, el bénéficié solo se concede para litigar - 
derechos propios debiendo atenderse por taies aquellos cuya titu- 
laridad corresponde a la persona que figure como parte en el pro­
ceso para el que solicita la defensa gratuita: El cesionario no pue 
de emplear el benefîcio para utilizar los derechos del cedente o_ 
los que haya adquirido de un tercero a quien no le corresponda 
fuera del caso en que la cesiin haya sido por tîtulo de herencia_ 
-artîculo 20-.
Significativamente importante en esta materia lo constitu-- 
yen las facultades discreccionales que se conceden al ôrgano ju-- 
risdîccional en el artîculo 17: En efecto a tenor de este precepto 
no se otroga la defensa por obra cuando a juicio del juez se in-- 
fiera del nûmero de criados, del alquiler de la casa o de cuales- 
quiera otros sîgnos externos que se tienen medio superiores al do 
ble jornal de un bracero en la localidad; asî mismo los jueces y_ 
tribunales atendidas las circunstancias de familia del que solici 
te la declaraciôn de pobreza, nûmero de hijos que tenga, su esta- 
do de salud y obligaciones que sobre el mismo pesen entre otras - 
cosas, podrâ concéder el beneficio de pobreza a las personas cu-- 
yos medios de vida no rebasen un 50% los tipos generates. El cri-
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terio de los signos externos se aplica tanto a la concesidn como__ 
a la negativa de la media pobreza en su caso.
De este artîculo 17 résulta una tendencia notablemente huma 
nizadora del rigor con que en los procedentes se manifestaba el - 
citado beneficio. Las facultades discrecionales del juez, no debe 
rîan limitarse a los supuestos que aquî prevee el artîculo 17 -de 
difîcil determinaciôn y aplicaciôn en cada supuesto especîfico- 
sino tambien en toda la materia regulada en los articules anterio 
res; pensemos en la dificultad de apreciar los môdulos légales y_ 
su determinacion concreta. Con la normativa que se introduce en - 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, dificilmente podemos pensar que - 
el beneficio de pobreza vaya a ser aplicado sino en casos de una_ 
flagrante y sangrante miseria.
En cuanto a las ventajas que se reconocen a los que disfru-
tan de este beneficio, senalaremos como las mâs importantes las -
siguientes:
- El de usar para la defensa papel del sello de pobres -ar­
tîculo 14 n-. 1.
- El de que se les nombre abog&do y procurador sin obliga-- 
ciôn de pagar honorarios -Artîculo 14 n- 2.-
- El de eximirse del pago de toda clase de derechos a los -
auxiliares y subalternes de juzgados y tribunales -Artîculo 14, - 
n2. 3-.
- El de que se cursen y se cumplimenten de oficio los exhor
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tos y demâs despachos que se expidan a su instancia.
- A los efectos de nuestro estudio, la mâs importante cons£ 
cuencia reside en la ausencia del requisite del previo pago para_ 
reclamar; asî mismo para garantizar los derechos de la adminis- - 
traciôn de justicia y evitar litigios infundados o de mala fe se_ 
les obliga a dar caucciôn juratoria de pagar si vinieren a mejor_ 
fortuna en vez de hacer los depôsîtos necesarios para la interpo­
siciôn de cualquier recurso -artîculo 14, nûmero 4-. Es dudoso -S£ 
hala Guasp-"que esta disposiciôn comprenda los casos que no se r£ 
fieren a la interposiciôn de un recurso sino de una pretensiôn u 
oposiciôn a la pretensiôn aunque el fundament o de la exenciôn exi_s 
ta tambien en estas hipôtesis" -obra citada, pâgina 587-.
Como tendencia ciertamente elogiable en materia jurisdiccio­
nal debemos citar la innovaciôn introducida por la Ley de 17 de 
Marzo de 1.973 en cuanto al apartado 2® del artîculo 132. En efec­
to la Sala de lo Contencioso Administrâtivo podrâ habilitar de po­
breza a quien lo solicite oyendo a las demâs partes sin necesidad_ 
de previa justificaciôn, siempre que estuviere notoriamente com- - 
prendido en algunos de los casos mencionados en el artîculo 15 de_ 
la Ley de Enjuiciamiento Civil y presentare declaraciôn jurada y - 
circunstanciada de taies extremes.
Como se observa no se exigen requisites rigides para la con- 
cesiôn del beneficio sino que basta la situaciôn de evidencia y no 
toriedad de estar comprendido en el artîculo 15 para que pueda ser 
decretada la exenciôn.
Se trata de un proceso sumario seguido ante la misma sala --
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que conozca el proceso principal -recordemos que el beneficio se_ 
tramite por la via de los incidentes-. Su antecedente lo constitu 
ye el artîculo 130 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y su ûni­
co requisite como hemos apuntado es el de la notoriedad con lo 
que se agilizan y simplifican notablemente los trâmites procesa-- 
les siendo digno la media de todo elogio, como asî han apuntado - 
Mosquera y Carretero en su obra Comentarios a la Reforma de lo 
Contencioso Administrativo-Civitas, Madrid 1.974, pâgina 364-.
En cuanto a los requisitos objetivos la notoriedad debe ser 
libremente apreciada por el Tribunal a la vista de la declaraciôn 
jurada y circunstanciada presentada por el solicitante. Parece 
tambien indudable que la habilitaciôn podrâ solicitarse antes de_ 
incoarse el proceso administrativo. El hecho de que el artîculo - 
132, n-. 2 exigâ la audiencia de las partes no parece obstâculo a 
esta interpretaciôn. De la misma, résulta que la Ley de Enjuicia­
miento Civil, artîculo 30 exige la audiencia del litigante contra 
rio y es admisible la incoaciôn del procedimiento antes que la del 
proceso principal.
Sin embargo es discutible que puede solicitarse la habilita­
ciôn de pobreza en la segunda instancia o en revisiôn. "Al estable^ 
cor el artîculo 132-2 que la competencia corresponde a la sala de_ 
lo contencioso administrativo ante quien se interponga el recurso_ 
contencioso administrativo, parece limitar en la posibilidad de 
utilizaciôn de este procedimiento a la primera o ûnica instancia", 
asî lo maniflestan Mosquera y Carretero en la obra citada pâgina - 
364.
En cuanto al procedimiento estimamos que no existe inconve--
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niente en que se solicite por otrosi en el escrito de interposi- - 
ciôn del recurso contencioso administrative.
Se oirâ a las partes en el plazo de seis dîas previsto en el 
artîculo 749 de la Ley de Enjuiciamiento para los incidentes -ver_ 
Mosquera y Carretero obra citada, pâgina 369-.
Contra la resoluciôn por auto del tribunal no se contiene -- 
ninguna norma sobre si es posible el recurso de apelaciôn. No obs­
tante tratândose de un auto y no estando expresamente excluîdo de_ 
apelaciôn en el artîculo 93-2 de la Ley de Jurisdlcciôn, nos pare­
ce que sera aplicable la régla general del apartado 1 de este art^ 
culo 93 y por tanto admisible la apelaciôn, En contra de ello Mos­
quera y Carretero -obra citada, paginas 370 y siguientes- alegan - 
que no es lôgico que pueda admitirse la apelaciôn cuando no se ha_ 
admitido prueba en primera instancia ni existe precedente vâlido - 
en el artîculo 130 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal ni tampoco 
en el n- 1 de artîculo 132 de la Ley de Jurisdlcciôn que alude a - 
procedimiento distinto.
En lo concerniente a los efectos de la solicitud de habilita 
ciôn serân los mismo que los de la presentaciôn de la demanda de - 
pobreza.
Estimamos con Mosquera y Carretero Qobra citada, pâgina 368- 
que la incoaciôn del procedimiento incidental de habilitaciôn, no_ 
suspenderâ el procedimiento del proceso principal segûn la régla - 
general del artîculo 126 de la Ley de Jurisdlcciôn.
En cuanto a los efectos de la resoluciôn del incidente como
- 42 -
mâs importante destacaremos los siguientes:
- La denegaciôn de la habilitaciôn no impedirâ solicitar la 
declaraciôn de pobreza segûn el artîculo 132-1. La resoluciôn del 
incidente lo que ha juzgado es la falta de notoriedad.
- A diferencia de la declaraciôn de pobreza no es precepti- 
va la imposiciôn de costas en el supuesto de desestimaciôn.
- La concesiôn de la habilitaciôn produce los mismos efectos 
que la declaraciôn de pobreza.
B - Otro aspecto positivo que debemos destacar del artîculo 57-2e 
de la Ley de Jurisdlcciôn reside en que la Ley en cada caso concre^ 
to exija el requisite del previo pago. Esta fôrmula legal supone - 
una notable dulcificaciôn del rigor que en puridad implicaba el 
precepto. De aquî que haya que acudir a la legislaciôn aplicable a 
la materia de que se trata y ver si es o no preceptive el pago. La 
Ley de Jurisdlcciôn se limita a senalar la necesidad de acompahar_ 
el documente cuando "procéda con arreglo a las leyes", pero no es­
tablece como presupuesto del proceso el previo pago como hacîa el_ 
artîculo 6- de la antigua Ley Jurisdiccional.
La sentencia de 17 de Abril de 1.97 5 expresa que la exigen-- 
cia del previo pago solo tiene lugar cuando venga impuesta expresa 
mente por otra ley, disposiciôn esta manifiestamente indicativa de 
que solo debe seguirse el principle "Solve el Répété" cuando otra_ 
ley diferente de la misma reguladora de la juridicciôn asî lo reco 
ja.
A pesar de esta sentencia que citamos a tîtulo puramente - -
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ejemplificador y cuya metizaciôn xealizarejnos en prôximas paginas 
debemos destacar que la jurisprudencia ba observado diverses cri- 
terios segûn la sala a la que se baya encomendado el asunto. En - 
esta como en otras tantas materias se acusa una mayor generosidad 
bacia el administrado en Sala 4a.. Asî mientras la Sala 3a. seguîa 
consagrando la régla general previo pago en sentencias 16 de Mar­
zo y 23 de Mayo de 1.962 y con mâs atenuaciôn a las de 4 de Junio 
y 5 de Octubre del mismo ano, la Sala 4a. al conocer de recursos_ 
contra multas impuestas en materia de montes, establecio que el - 
documente acreditativo del pago en las Cajas del Tesoro sôlo es - 
exigible cuando dicho previo ingreso procéda con arreglo a las l£ 
yes, pero ni estas se abstienen de exigirlo para recurrir -asî 
las sentencias de 9 de Noviembre de 1.959, 24 y 31 de Octubre de
1.961 y 16 de Marzo de 1.962-. Asî lo pone de manifiesto Mendiza- 
bal Allende en su artîculo Significado Actual del Principle Solve 
et Répété, Revista de la Administracidn Pûblica n- 43, paginas 
120 y 12]-.
Esta situaciôn jurisprudencial a la que aludiremos con mâs_ 
detalle en prôximas paginas va a cambiar radicalmente, y la juri_s 
prudencia interpretando fielmente la norma de la Ley va a sentar_ 
de modo general que el requisite del previo pago por virtud de la 
remisiôn indirecta contenida en el artîculo 57-2, ha de venir im- 
puesto por una norma especîfica con categorîa de Ley.
En la evoluciôn de la jurisprudencia suponen un importante_ 
hito las sentencia de 14 de Junio de 1.973 -ponente Gômez de Ente 
rrîa- y 27 de Junio del mismo ano -ponente Martin Martin- siendo_ 
reiterada en la doctrina posterior, asî las sentencias de 4 de 
Enero y 20 de Noviembre de 1.974, -en esta ûltima se déclara im--
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procedente exigir el previo pago para impugnar resoluciones en ma 
teria de contrabando al no ^ p^veerlo^la Ley reguladora-. La de 16 
de Abril de 1.975 -ponente Martin Martin- y 30 de Septiembre de_
1.975 -ponente Fernandez Tejedor- y 15 de Junio de 1.976. De par­
ticular importancia nos parece la sentencia de 22 de Noviembre de
1.976 -ponente Garcia Manzano- que califica el requisite del "Sol^  
ve et Repete" como "normas de reenvio o en bianco" que précisa 
por tanto de una Ley formal donde con respecto a cada sector mate 
rial se contenga dicha limitaciôn para el acceso a la via de im-- 
pugnaciôn, via jurisprudencial que arrancando de la sentencia de_ 
12 de Febrero de 1.972 que déclara inaplicable dicho requisito 
cuando de corporaciones locales se trata, se manifiesta en las 
sentencias de 14 y 27 de Junio y 4 de Octubre de 1.973, 16 y 21 - 
de Abril de 1.975, 6 de Octubre del mismo ano, e de Marzo de 1.976 
y en idéntico sentido las de 7 de Diciembre de 1.97 6 y 31 de Marzo 
de 1.977. De las ûltimas sentencias de que tenemos noticias, la - 
de 23 de Junio de 1.977 -de la que es ponente Gômez de Enterrîa- 
nos repite que el artîculo 57-2 constituye una "norma en blanco -
0 de reenvio" sin que en otras normas légales llamadas a integrar 
aquellas se exija para la cuota discutida -se referîa a la cuota_ 
de la seguridad social agraria con motivo de la importaciôn de 
productos deriyados del campo- el previo pago como presupuesto 
inescusable para discutir la procedencia de:la cuota.
Hora es ya una vez realizada la exegesis histôrico législa 
tiya del principle "Solve et Répété" de enfrentarse con el autén- 
tico significado, es decir, con el concepto, naturaleza y funda-- 
mentos de este principle.
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CAP.II - ESTRUCTURA DEL PRINCIPIO
2.1 - CONCEPTO.
La mayor parte de la doctrina espanola y de derecho compara 
do, ha dedicado escasas lineas al estudio de este principle.
Terminologicamente hablando se ha observadoincluso una fal­
ta de uniformidad doctrinal. Al referirse al tema los autores ha- 
blan de "Principle", "Regia" "Requisito" y "Privilégié", de todas 
ellas la expresiôn o acepcion mas generalizada estimamos que es - 
la primera por lo que en adelante la utilizaremos como vocable 
a efectos de nuestro anâlisis.
Tengase en cuenta que este principle no tiene el caracter - 
filosôfico, tecnico o cientîfico, sino mâs bien concepto analôgi- 
co en el sentir del Profesor de Castro; no es pues un principle 
juridicO; afirmaciôn esta de indudable trascendencia por las cons£ 
cuencias que lleva implicitas.
De Castro, califica los principles en trascendentes - natura 
les, instrumentales e inmanentes, Santi Romero en Framenti di un_ 
Dizionario Giuridico, Milano 1953. Los principles inmanentes son_ 
en el sentir del autor italiano principles générales fundamenta-- 
les que no estan formalmente declarados por el derecho escrito, - 
se hallan implicites en el pero se inducen de la estructura esen- 
cial de las instituciones en que se concretan.
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Hecha esta referencia al caracter analôgico del principle - 
citado hay que referirse al concepto que del mismo ha side elabo- 
rado per la dostrina. La mayor parte de esta le estudia conjunta- 
mente con el proceso tributario como una parte importante de êl.- 
asi -Saminario de Derecho Financière dePacultad de Derecho de la_ 
Universidad Complutense de Madrid en las Notas de Sainz de Bujan- 
da, tome 1, volumen 3, 1975, paginas 461 y siguientes-,
Segûn estas Notas el principle constituye "la exigencia de_ 
pagar previamente cuando el objeto de un litigio con la Adminis-- 
traciôn sea justamente una deuda a favor de esta".
Per su parte para Perulles Bassas - en su Manual de Derecho 
Fiscal, Bosch, Barcelona 1961, pagina 477- este principle es inde 
pendiente del que se establece al senalar la fuerza ejecutiva del 
acte de determinaciôn del impuesto una vez transcurrido el plazo - 
para hacerlo elective".
Segûn Gonzalez Pérez se trata de un presupuesto procesal que 
no responde a un deseo de enouzar debidamente el ejercicio del de­
recho de acceso a la justicia sine mas bien una medida tendente a_ 
garantizar la inmunidad de les entes pûblicos frente al control ju 
risdiccional, inmunidad inadmisible que puede llegar a ser un fla­
grante atentado a otros derechos elementales del ciudadano -Cornenta 
rios a la Ley de la Jurisdicciôn Contencioso Administrativa, Clvi- 
tas 1978, pagina 90.
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Avanzadas estas lîneas sobre el concepto del principle = 
"Solve et Répété", examinemos en estrecha conexiôn con el punto - 
anterior la naturaleza jurîdica del mismo.
2.2 - NATURALEZA JURIDICA.
La naturaleza jurîdica del principle es una cuestiôn contre 
vert Ida.
La doctrina se escinde en distintas posiciones que no obs-- 
tante responden a una idea en comün. La situaciôn de privilégié 
que ostenta la administraciôn pûblica en elproceso y que se ha 
basado en el llamado principle de ejecutoriedad de les actes admi^  
nistrativos. Este principle de ejecutoriedad y legitimidad delos_ 
actes administratives se ha consagrado por parte de toda la doc-- 
trina especialmente administrativa para sustentar la aplicaciôn - 
del principle.
Mas tarde nos referiremos a este principle de ejecutoriedad 
fundamento bâsico de la régla citada pero para no perder el hilo_ 
de la exposiciôn senalaremos las dos posiciones fondamentales que 
en orden a la naturaleza jurîdica se han presentado.
A - La del requisite procesal defendida entre otros por Fera -- 
Verdaguer, -Comentarios a la Ley de la Jurisdicciôn Conten 
close Administrativa, Bosch, Barcelona 1.962, pagina 213- - 
para el cual ha side este un requisite exigido tradicionalmente - 
por las leyes rectoras del procedimiento contencioso administrât^ 
vo contenido en el articule 6°del Texte Refundido de la Ley de 8_ 
de Febrero de 1952 en relaciôn con el NS del articule 33 de la 
misma.
-  48
En esta misma lînea se configura la posiciôn de Gonzalez 
Pérez en la obra citada, pâgina 91, en el sentido de "re-- 
quisito de admisibilidad de la pretension procesal".
B - Por otro lado, la de aquellos que consideran que se trata_ 
no de un requisite procesal sine de un mere documente a 
acompanar cuya omision es subsanable si bien su falta défi, 
nitiva condiciona la admisiôn de la pretensiôn y ser cons^ 
derada como alegacion previa, y desde eie punto de vista - 
ser tramitada como exepciôn dilatoria. As1 opinan las Notas 
de Derecho Financière de la Facultad de Derecho de Madrid, 
Tome 1, volumen 3, pagina 461. Tambien igualmente Alcalâ - 
Zamora en Le Contencioso Administrative. Buenos Aires 1942 
opina se trata de un mere documente cuya omision puede ser 
subsanable, pâgina 242.
Nuestra ipiniôn no obstante coincide con la de las Notas 
del Seminario citado en el sentido de considerarlo como UN PURO_ 
PRIVILEGIO DE LA ADMINISTRACION, para reducirla litigiosidad de_ 
les particulares, privilégié que ee enmarca perfectamente con la 
situaciôn de superioridad que ha demostrado la administraciôn 
no solamente en el procedimiento estrictamente administrative si^  
no y esto es le mas grave en el proceso jurisdiccional.
Este privilégié hemos de estudiarlo a la luz del apuntado 
principle de ejecutoriedad de les actes administratives. Este 
principle significa que la administraciôn actûa investida de unas 
ciertas prorogatives basadas en que los actes que dicta la admi­
nistraciôn pûblica son légales y legitimes y como consecuencia -
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de elle inmediatamente aplicables.
Su formulaciôn se realiza con palabras rotundas y s in exclu 
siôn alguna como corresponde a las caracteristicas de un Estado 
debil con un aparato administrative simplîsimo sin posibilidad 
de llevar a efecto por si la ejecuciôn salve en la medida que por 
las sanciones con que se amenazaba en el case de su incumplimien- 
to lograba la persuacion de hacerlo voluntariamente de parte del_ 
obligado. Turpin Vargas en su articule La suspension de la Ejecu­
toriedad de los Actes Economico Administratives, publicado en Ha­
cienda Pûblica Espanola n°.... pâgina 231.
El examen de los distintos textes légales donde se incluye 
este principle, révéla que se han venido copiando unos de otros, 
incluse los que regulaban elejercicio de la jurisdicciôn conten 
çioso administrative.
Ejemplo de esta normativa la constituyen las siguientes disposi-- 
ciones:
La Instrucciôn General de Rentas, aprobada por Real Décrété de 15 
de Abril de 1816, articule 4° " Las contribuciones emanan de mi - 
soberana autoridad".
Ninguna se crearâ aûn con el nombre de arbitrios ni se alte 
rarân las establecidas ni se harân gracias en los derechos ni se_ 
concederân esperas sin que mi Real Voluntad se haga entender por_ 
el Secretario de Despacho de Hacienda, Superintendente General.
R.D. de 4 de Julio de 1961, regulador de la Jurisdicciôn Conten-
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cioso Administrativa en Ultramar, articule 3, "La interposiciôn - 
de la demanda no suspende la ejecuciôn de le mandado, pero si en - 
algun case pudiese esta producir perjuicios graves e irreparables_ 
al interesado podrâ suspenderse sin ulterior recurso siempre que - 
de elle no resuite inconveniente para los intereses de la Admmis-- 
traciôn a juicio de la autoridad que hubiera dictado la providen- 
cia reclamada.
Décrété de 3 de Diciembre de 1869, por el que se aprueba 
la Instrucciôn para hacer efectivos los débites a la Hacienda Pû­
blica, articule 1°, "Los procedimientos contra primeros y segun-- 
dos contribuyentes para la cobranza de los descubiertos liquidos_ 
a favor de la Hacienda Pûblica son puramente administratives y se 
seguirân por la via de apremio no pudiendo suspenderse ni hacerse 
contencioso sin que previamente se verifique el page o la consig- 
naciôn de le liquidado en las Cajas del Tesoro Pûblico o en la 
General de Depôsitos y sus Sucursales en las Provâcias".
Ley de Contabilidad de 25 de Junio de 1870: articulo5, " No se -- 
concederân exenciones, perdones ni rebajas de las contribuciones_ 
e impuestos pûblicos ni moratorios para el pago de los débitos 
al Tesoro sino en los casos y en la forma que las leyes hubieren_ 
determinado.
La Ley de Administraciôn y Contabilidad de la Hacienda Pû­
blica de 1 de Julio de 1911, articule 5 que repite el tenor lite­
ral de la Ley de Contabilidad de 1870, y que es asumido por la Ley 
General Presupuestaria de 4 de Enero de 1977, articulo 30, aparta-
do 2 que senala lo siguiente: "Tampoco se concederân exencion, ___
perdones, rebajas ni moratorias en el pago de los derechos a la Ha 
cienda Pûblica sino en los casos y en la forma que determinen las_
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Reglamento de la Hacienda Pûblica de 18 de Febrero de 
1.871, articulo 54, "La resolucion que se dictan en los expedien- 
tes particu]aresse ejecutarân inmediatamente y no podrân suspender 
se sus efectos cuando fueran reclamadas en la via contencioso ad­
ministrativa y pudiera su ejecuciôn causar perjuicios a los inter£ 
ses pûblicos o dano irreparable a los particulares".
La Base 9 de la Ley de 31 de Diciembre de 1881, establecîa: 
"Que no podrâ utilizarse por el particular el recurso de alzada 
cuando la providencia de primera instancia eea condenatoria de can 
tidad liquida sin el previo pago o la consignaciôn de esta en las_ 
areas del Tesoro"
El articulo 107 del Reglamento dictado en desarrollo de la_ 
Ley de Bases anterior, anadia: "Se excluye de la necesidad de tal 
consignaciôn la multa de que habla el articulo 104, donde se esta- 
blecia una sanciôn por temeridad no superior al diez por ciento".
El principio de ejecutoriedad, tambien fuê incorporado por_ 
el articulo 4°del Real Decreto de 30 de Agosto de 1901, por el ar 
ticulo 158 del Reglamento de 1902, por el articulo 8°del Reglamen 
to de 13 de Octubre de 1903, por el articulo 39 de la Instrucciôn 
de 18 de Enero de 1920 y por el Reglamento de Procedimiento de las 
Reclamaciones Economico Administrâtivas de 1924 en su articulo 3^ 
con una formulaciôn muy semejante a la que présenta el actual Re­
glamento del ano 1958.
En la primera redacciôn dada al articulo 3°del citado Régla 
mento de 1924 los dos primeros pârrafos quedaban reducidos a la -
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incorporaciôn en el primero del principio de ejecutoriedad de los 
actos administrâtivos que es casi reproducciôn del Reglamento de_ 
1903 salvo la adicciôn relativa a la suspension de las multas - - 
en el supuesto prevenido en el Real Decreto de 30 de Abril de - - 
1923, siendo el segundo una derivaciôn del primero al disponer la 
aplicaciôn de los fondos définitivamente a los conceptos presupues 
tarios que correspondieron independientemente del resultado de la_ 
reclamaciôn interpuesta que no se detendrîa por no haberse efectua 
do el ingreso, Introducida la suspension especial para las reclama 
clones interpuestas contra liquidaciones giradas como consecuencia 
de la Contribuciôn de Utilidades este punto y la introducciôn del_ 
Recurso de Reposiciôn, produjeron la necesidad de una nueva redac­
ciôn del citado articulo 3°llevada a cabo por el Decreto de 2 de - 
Agosto de 1934, en esta redacciôn se conservaron los dos primeros - 
pârrafos anadiëndose como excepciôn a la ejecutoriedad inmediata lo 
relativo a las liquidaciones aduaneras y remitiéndose a lo ordenado 
en las disposiciones especiales contenidas en la Ley de Utilidades_ 
para las de este concepto que fueron objeto de reclamaciôn. Hubo - 
de esperarse a la promulgaciôn de la Ley de Procedimiento Adminis- 
trativo de 1958 para que en cumplimiento de la tercera de las dis­
posiciones finales de dicha Ley se promulgase el Reglamento de Pro 
cedimiento de las Redamaciones Economico AdministHtivas de 26 de_ 
Noviembre de 1959.
Para Garcia Enterrîa, -Curso de Derecho Administrâtivo, tomo 
1, pâgina 373, Civitas, 1975-, lo que la Ley de Procedimiento Adm^ 
nistrativo quiere establecer cuando habla de que los actos admini^ 
trativos serân vâlidos e inmediatamente ejecutivos, es que en tan­
te no se demueStre su invalidez, los actos tendran pleno valor y
- 53 -
producirân todos sus efectos como si realmente fueran vâlidos y - 
ajustados a derecho. El precepto en cuestiôn establece en defini­
tive una presunciôn de validez con caracter de presunciôn "juris 
tanmtum" que traslada al particular la carga de probar lo cortra-- 
rio a traves de la correspondiente impugnaciôn
Sin embargo entendemos que ni la legitimidad ni la ejecuti- 
vidad de los actos administratives responden a la verdadera idea_ 
del principio citado.
Considérâmes con Carretero Ferez que tan solo es el iiteres_ 
de la Hacienda lo que fundamenta el principio citado, este interes 
se traduce en una garantîa contra la demora en el pago del impue^ 
to en el période de impugnaciôn.
La ejecutoriedad se entiende que es una caracteristica de - 
los actos administratives derivada de la legalidad de los mismos;_ 
ahora bien dificilmente puede sostenerse cuando la presunciôn de - 
legalidad de los mismos es discutable. Sabemos que esta têsis con- 
trata fuertemente con la corriente legislativa consagrada tante en 
nuestro pals como en el derecho comparado.
En efecto el principio de ejecutoriedad aparece consagrado - 
en la Ley de Rêgimen Juridico de la Administraciôn del Estado de - 
26 de Diciembre de 1957 en su articulo 33 que dice as! "Los actos ■ 
y acuerdos de las Autoridades y Organismes de la Administraciôn 
del Estado serân inmediatamente ejecutivos.
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De esta formulaciôn se han derivado distintas vertientes 
entre las cuales las mas importantes son las que vamos seguidamen 
te a senalar:
La presunciôn de legitimidad que derivan de la actuacion 
de la Administraciôn en cuya virtud los actos admnistrativos son_ 
directamente ejecutivos porque se presumen légitimés. En segundo_ 
lugar y como consecuencia de lo anterior la Administraciôn puede_ 
utilizar el privilégié de la ejecuciôn forzosa obligando al admini^ 
trade a estar y pasar por el acte administrative. En tercer lugar, 
la presunciôn primitiva opera en el sentido de que no paraliza la 
eficacia del acte administrât ivo por la simple interposiciôn de - - 
cualquier recurso que el administrado estime procedente, y asi el_ 
articulo 34 de la misma Ley, establece que la interposiciôn de 
cualquier recurso excepto en los casos en que una disposiciôn esta 
blezca lo contrario no suspenderâ la ejecuciôn del acto impugnado.
Estas precisiones de la Ley del Regimen Juridico han sido - 
desarrolladas en otras disposiciones, as1 la Ley de Procedimiento_ 
Administrative en su articulo 101 establece la misma formulacion_ 
que la contenida en el articulo 33 de la Ley de Regimen Jurîdico_ 
mientras el articulo 116 recoge el precepto del articulo 34 si bien 
anadiendo "o cuando la impugnaciôn se fundamente en alguna de las 
causas de nulidad del pleno derecho previstas en el articulo 47 
de esta Ley."
En el campo de las exacciones locales el principio aparece - 
consagrado en el articulo 361 de la Ley de Rêgimen Local de 24 de_ 
Junio de 1955 con los siguientes termines, "Los actos y acnerdos --
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de las Autoridades y Coporaciones Locales serân inmediatamente 
ejecutivos". Tambien el Reglamento de Procedimiento de Reclamacio 
nés Economico Administrâtivas de 26 de Noviembre de 1968 establece 
el principio de ejecutoriedad en su articulo 82 especificamente en 
el campo del proceso economico administrativo de la siguiente ma- 
nera: "La reclamaciôn economica administrativa no suspenderâ la 
ejecuciôn del acto impugnado confias consecuencias légales consi- 
guientes".
La ejecutoriedad se ha considerado por la generaÜdad de la 
doctrina como una autêntica caracteristica del acto administrativo 
que se ha llegado a proclamar como esencial hasta el punto de en­
tender que si no hay ejecutoriedad no existe realmente acto admi­
nistrativo, en base a esta ûltima consideraciôn ee ha llegado - - 
a définir el derecho administrativo como rdenamiento juridico en_ 
virtud de] cual el Estado tiende a conseguir y realizar sus fines 
utilizando el privilégié de la ejecuciôn previa.
No obstante entendemos que esta es una afirmaciôn exagerada 
pero hasta cierto punto lôgica por la importancia que sin duda - 
tiene este principio.
El fundamento de la ejecutoriedad es en el fonde mâs poli-- 
tico que juridico porque lo que late en el substratum del mismo - 
mâs que una presunciôn de legitimidad de actuaciôn es la necesidad 
de realizaciôn râpida y sin limitaciones de la actividad administra 
tiva para la consecuciôn de los intereses pûblicos que la adminis-
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traciôn tiene confiados por lo que se otorga a esta una potestad 
de imperium que evidentemente supone un rêgimen exorbitante de - 
la actuaciôn en el puro campo del derecho privado. En esta 1inea_ 
se inclina Nieves Borrego en su obra Procedimiento Economico Ad­
ministrativo de Suspensiôn en el Derecho Espanol, Instituto de E_s 
tudios Fiscales, 1975, pagina 87.
Establecido esto cabe hacer una distinciôn sobre el fundamen 
to de la ejecutoriedad que si en el campo politico enlaza con la - 
potestad de imperium citada, en el campo juridico se puede basar - 
en la presunciôn de légitimé que el acto tiene como derivado del - 
recto ejercicio de aquella potestad.
Aunque el principio de ejecutoriedad se extienda a todos los 
campes de la actuaciôn de la Administraciôn Pûblica, existen supues 
tes en que con caracter excepcionai, y singular se puede suspender 
la aplicaciôn de tal principio, Asi en el case delà suspensiôn que 
constituye un supuesto excepcionai en relaciôn con este principio_ 
fuere de la especialidad que revisten las multas. En efecto el ar­
ticulo 82-2 del Reglamento de Procedimiento Economico Administrât^ 
vo establece que no obstante lo dispuesto por el principio general 
la interposiciôn de reclamaciôn economica administrativa determine 
que no se procédera a la distribuciôn de las multas ni a la entre- 
ga a los participes de las respectivas participaciones que en ellas 
les corresponda mientras no sean firmes y ejecutorias las resolu-- 
ciones en virtud de las cuales hayan sido impuestas bien por haber 
transcurrido los plazos establecidos para recurrir contra ellas - 
o bien por haber sido absuelta la administraciôn caso de haberse
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deducido demanda contra la misma ante dicha jurisdicciôn.
2.5 - FUNDAMENTO
Una vez analizado sucintamente el principio de ejecutorie-- 
dad de los actos administrâtivos, conviene hacer una breve alusiôn 
al fundamento del solve et repete, ya que se encuentra estrechamen 
te vinculado con el anterior aunque presente sustentividad propia.
Asi Serrano Guirado en "El fundamento del requisite" Revis­
ta Derecho Financière 1952".
En un sentido negative el principio parece fundmentarse en_ 
la presunciôn de legalidad que tiene el acto administrativo cues- 
tionado ya que resultaria injuste exigir el previo pago de la can 
tidad résultante del acto controvertido si no se partiera do tal 
apariencia de legalidad. La concrecciôn practica de esta presun-- 
ciôn de legalidad se traduce en que la posiciôn de la Administra­
ciôn Pûblica se invierte de manera permanente es decir que deberâ 
ser demandada y no demandante en todo caso lo que aporte de su -- 
notable privilégié supone para el particular la carga procesal de 
impugnar la actuacion de aquella.
Un fundamento positive de caracter juridico no parece exis- 
tir en el principio examinado, asî para Garrido Falla, Tratado de 
Derecho Administrativo, volumen, 1. Madrid 1961, pagina 341, tal_ 
fundamento no puede centrarse en el principio de ejecutoriedad ya 
que lo que esta ûltimo postula es sencillamente la no suspensiôn_ 
del acto administrativo que liquida el crédite ni por tanto la 
suspensiôn del oportuno procedimiento de apremio que ee iniciase
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para hacerlo elective aunque el particular utilice los recursos - 
procedentes"
Anadir a esto la necesidad del previo pago unicamente puede 
interpretarse como una régla de caracter procedimental o procesal 
que limita la posibilidad de recurrir significando un injustifica 
do privilégié administrativo. ParGce por tanto que no existe una_ 
précisa justificaciôn têcnica sino mâs bien una simple circunstan 
cia pragmâtica que séria como hemos apuntado antes la defensa de_ 
los intereses pecuniarios de la Administraciôn del Estado y de -- 
las demas Administraciones o bien el deseo de protéger en todo ca 
so el ingreso en el Tesoro de cualquier cantidad aunque pueda ser 
controvertida su procedencia.
Vemos pues que son sôlo circunstancias e intereses pecunia­
rios los que permiten sustentar este desafortunado principio aun­
que sea en detrimento de otros valores de indole muy superior como 
pueden ser la igualdad ante la Ley, la capacidad economica, en su- 
ma o el valor justicia. A estos principles conculcados por la ré­
gla solve et repete, serân examinados profundamente en prôximas - 
paginas para demostrar la inconsistencia del principio citado y la 
urgencia de su derogaciôn.
2.4 - AMBITO DE APLICACION
El principio solve et repete tiene un doble âmbito de apli­
caciôn. Subjetivamente se extiende a la Hacienda Pûblica, Estatal 
y a las Entidades Estatales Autonomas. No se extiende cuando se - 
trata de Administraciôn no estatal.
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Cuestiôn importante es determinar si es exigible cuando la_ 
administraciôn es la récurrente:
A - Si es la Administraciôn del Estado no surge el problema pues-
to que estâ exenta del pago de tributes.
B - Si se trata de un ente administrative mener se ha alegado la_
împosibilidad de pagar râpidamente o la escasez de recursos - 
en imposibilidad de obtener el bénéficié de pobreza con lo 
que se reclama su acceso a la jurisdicciôn contencioso admi-- 
nistrativa.
Parece por tanto que en el caso de que la Administraciôn * - 
sea la récurrente no estarâ obligada a la observancia del princi­
pio .
El principio se aplica subjetivamente a todos los sujetos - 
pasivos de la obligaciôn tributaria o que resulten subsidiariamente 
obligados al pago salve el bénéficié procesal de pobreza ya anali^ 
zado anteriormente. Pueden resultar obligados a tenor del princi­
pio tanto las personas fîsicas como las jurîcas y como ciertos en 
tes que aûn carentes de personalîdad constituyen una unidad econ^ 
mica 0 un patrimonio separado susceptibles de imposiciôn entre 
las que podrîamos mencionar las herencias yacentes, y las comuni- 
dades de bienes todo elle segûn lo disponen les articules 30, 31,
32 y 33 de la Ley General Tributaria de 28 de Diciembre de 1.963.
En cuanto al âmbito de aplicaciôn objetiyo este tiene un al_ 
cance general; abarca por tanto las controversias en materia de -
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impuestos, tasas, contribuciones especiales, exacciones parafisca 
les, toda controversia tributaria que se origina de una relaciôn_ 
fiscal y solo se excluye lôgicamente si la Administraciôn ya ha - 
cobrado -Sentencia de 6 de Diciembre de 1.962- o si la cuestiôn - 
debatida es accesoria de la relaciôn tributaria -Sentencias de 31 
de Mayo de 1.958 y 2 de Abril de 1.961-.
Problema importante es el que se suscita en materia de mul­
tas en particular de orden pûblico, como pone de relieve Martin - 
Retortillo Baquer en su obra Las Sanciones de Orden Pûblico en el 
Derecho Espanol, Madrid Tecnos 1.973. La pregunta que debemos for 
mularnos es la de si es correcta la equiparaciôn que hace la Ley_ 
de Jurisdicciôn de la multas con los tributos. En materia de or-- 
den pûblico, durante muchos anos ha sido de capital importancia - 
y su significaciôn ahora se traslada a las multas por estaciona-- 
mientos incorrectos, por precios indebidos, conducciones temera-- 
rias o improdentes, y otros supuestos, que al ser dictaminadas in 
cluso por el Consejo de Ministres pueden alcanzar un importe de - 
varies millones de pesetas. Estimâmes que dada su naturaleza no - 
debian haberse equiparado con las figuras tributarias ni con los_ 
crédites définitivamente liquidados a que hace alusiôn el articu­
le 57.2.e). Sin embargo mientras que en estas multas tras la re-- 
forma de la Ley de Orden Pûblico de 1.971, se satisfacen si hay - 
recurso mediante el depôsito previo del tercio de su cuantia -sa^ 
vo en los casos de notoria incapacidad economica alegada por el - 
récurrente y estimada por la autoridad que haya de resolver el re 
curso-, en las restantes multas se exige el depôsito de la totali^ 
dad de su importe, lo cual résulta a nuestro juicio absolutamente 
injusto, dada la importancia cuantitativa que hoy dîa pueden al-- 
canzar.
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El articulo 21 de la Ley de Orden Pûblico, se refiere a la__ 
imposiciôn de una multa como sanciôn gubernativa; "si no se âpre- 
ciara la insolvencia del récurrente deberâ efectuarse el depôsito 
previo en cuarenta y ocho horas, sin perjuicio de que en vias con 
tenciosas puela alegarse lo procedente".
Como senala Martin Retortillo, "si se ha depositado en via_ 
administrativa el tercio de la cantidad, en via jurisdiccional no 
tendrâ lôgicamente que abonarse mâs dinero". Ahora bien, segûn el 
tradicional planteamiento -antes de la Ley de 17 de Marzo de - 
1.973-, parece que el previo pago habria de entenderse como ingre^  
so de toda la cantidad adeudada, es decir de los dos tercios res­
tantes; mâs segûn el moderne planteamiento se aplicarâ la Ley de_ 
Orden Pûblico y bastaria solo un tercio. De cualquier forma la 
Ley de Orden Pûblico parece que deja sin resolver lo referente a 
la via contenciosa. Estimâmes por tanto que no séria precise abo- 
nar los dos tercios restantes si la Ley no lo exige. El Tribunal_ 
Supremo, se muestra vacilante, asi a favor del pago total en sen­
tencias de 18 de Marzo de 1.965 y de 2 de Mayo de 1.970; en favor 
del pago parcial en la de 21 de Noviembre de 1.970 entre otras. - 
En otros casos el Tribunal Supremo, habia senalado que el previo_ 
pago en este tipo de multas deberia regularse por Ley Especial 
-L.O.P.- y no por la Ley Jurisdiccional.
Podemos considerar como una cierta excepciôn o por lo menos 
una dulcificaciôn de esta régla el instituto de una suspensiôn a 
tenor del cual no se detendrâ la substanciaciôn de las reclamacio 
nés en cualquier instancia por la falta de pago de las cantidades 
controvertidas y en su caso liquidadas y contraidas por los co- - 
rrespondientes conceptos -articulo 83, apartado 3 del Procedimien
-  62 -
to de Reclamaciones Econômico Administrativas-. Se nos podrâ argu 
mentar con toda razôn que esta ûltima disposiciôn se refiere al - 
campo administrativo previo a la via jurisdiccional, pero no es_ 
menos cierto que como destaca la sentencia de 4 de Abril de 1.977 
el principio citado se extiende incluse a la via administrativa por 
lo que estimâmes no es absolutamente improcedente la menciôn del_
articulo 82-3 del citado Reglamento por lo que de humanizador --
tiene en el campo de los recursos administratives ya que aunque se 
denominen reclamaciones econômico administrativas en puridad con£ 
tituyen unos auténticos y verdaderos recursos. Esta excepciôn en_ 
cuanto al âmbito objetivo adquiere aûn mayor relieve si se piensa 
que la mayoria de las controversias tributarias se agotan en la - 
via administrativa sin llegar a accéder a la propiamente jurisdic 
cional y asi son muy escasas como veremos proximamente las senten 
cias que del Tribunal Supremo y sobre la materia citada se ha die 
tadù èji lu^ ûlLiiiiüs anos.
Séria no solamente desable sino încluso conveniente que una 
figura anâloga a la de la suspensiôn citada se implantase en la - 
via extrictamente jurisdiccional aunque no dejamos de darnos cuen 
ta de las énormes dificultades que esta implantaciôn conlleva.
En cuanto a la forma de cumplir con el principio debemos ha 
cer referencia con particular detalle al pago o cumplomiento como 
medio de extinciôn de toda obligaciôn y por ende de la tributaria.
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CAPITULO III - ELEMENTOS INTEGRANTES DEL PRINCIPIO.
3.1 - EL PAGO.
Constituye el pago el medio mâs comûn de extinciôn de las - 
obligaciones incluyendo por tanto las tributarias. La doctrina ge 
neral ciyilista es la que se ha ocupado con mâs detalle del estu- 
dio de este medio de extinciôn. Llamanse modos o causas de extin­
ciôn de la obligaciôn los distintos hechos o negocios en virtud - 
de los cuales la obligaciôn deja de existir.
Son varios los criterios con que se ha procedido a los mo-- 
dos de extinciôn de las obligaciones asî los romanistas distin- - 
guianimodos "ipso jura" y modos "ope exceptionis".
Los autores patrios -Sânchez Român, de Diego- se fijan mâs_ 
bien en la distinciôn de modos générales- que son de aplicaciôn a 
todas las obligaciones y modos especiales solo aplicables a deter 
minadas obligaciones.
Siguiendo a Castan Tobehas -Derecho Civil Espanol y Forai,_ 
tomo 32., pagina 323 Derecho de Obligaciones, Reus, Madrid 1.974- 
se puede sistinguir dos modos de extinciôn de la obligaciôn, los_ 
voluntaries y los involuntarios.
Entre los primeros se incluyen la extinciôn por el cumpli-- 
miento mismo -pago y consignaciôn-; por sustituciôn en el cumpli- 
miento-compensaciôn, daciôn en pago y novaciôn ■ -y por acuerdo li_ 
beratorio- mutuo disenso, desestimiento unilateral y remisiôn de_ 
la deuda, condiciôn resolutoria y termine extintivo-.
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Entre los segundos se citan por razôn del sujeto, la confu­
sion y la muerte de los contratantes en las obligaciones persona- 
lîsiîTias; por razôn del objeto, la pêrdida de la cosa o la imposi­
bilidad de cumplir la prestaciôn; y por falta de ejercicio la - - 
prescripcion liberatoria.
Por otro lado el Côdigo Civil -articule 1.156- establece co^  
mo causa de extinciôn de las obligaciones el pago o cumplimiento, 
la pérdida de la cosa debida, la condonaciôn de la deuda, la con­
fusion de los derechos de acreedor y deudor, la compensaciôn y la 
novaciôn, a los que debemos anadir -articulo 1.937- la prescrip-- 
ciôn.
De todas estas causas aqui aludidas la ûnica que se admite_ 
como suficiente para extinguir la deuda tributaria a efectos del_ 
principio que analizamos es el pago o cumplimiento. Antes de abor 
dar el estudio detenido del mismo debemos hacer una aformaciôn 
Clara de principio. En nuestro sentir algûn otra causa como la 
compensaciôn podîa admitirse como medio solutorio y por ende para 
reconocer la admisibilidad del recurso; imaginemos por ejemplo el 
supuesto en que la administraciôn tributaria résulta ser deudora_ 
del particular récurrente en este caso no habria inconveniente a 
nuestro juicio que si la deuda de la administraciôn alcanzase o - 
superase el importe del asunto litigioso el particular se viese - 
excluîdo de la obligaciôn de presentar el documente acreditativo_ 
del pago con lo que se simplificaria enormemente el trâmite devo- 
lutorio a cargo de la Administraciôn y se accederia sin compllca- 
ciones mayores a la via econômica y jurisdiccional. No dejamos de 
reconocer las dificultades que tal fôrmula entraharia sobre todo_ 
cuando la cantidad debeida por la Administraciôn es considerable-
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mente superior al importe de lo que ha de satisfacer el particu-- 
lar y mâs si tenemos en cüenta que para que la compensaciôn opere 
ha de tratarse como sabemos de deudas vencidas, liquidas y exigi­
bles.
En cuanto a los restantes medios de extinciôn de las obliga 
clones, dificilmente podemos considerar que sean admisibles res-- 
pecto al principio que examinâmes; tal vez podrîa considerarse la 
condonaciôn como un medio solutorio pero esta solamente se produ­
ce en los casos, forma y modo que prevee la Ley, y no se ha admi- 
tido en ningûn supuesto el perdôn a efectos de la régla citada.
Respecte a la confusion de derechos de acreedor y deudor, - 
esta causa es cuestionable en su aplicaciôn al campo tributario - 
rechazando su admisiôn la mayor parte de la doctrina, asî -Notas_ 
de Derecho Financière de Sainz de Bujanda, tomo I, volumen 3, pâ­
gina 80, en que se considéra de una escasa aplicabilidad al campo 
tributario; por todo elle su admisiôn a efectos de nuestro estu-- 
dio résulta una posibilidad remota.
En lo atinente a la prescripcion, résulta claro que esta si 
que es admisible y en particular se establece un plazo de cinco - 
anos transcurrido el cual prescriben una serie de derechos y ac-- 
ciones, sin embargo la menciôn del articulo 64 de la Ley General_ 
Tributaria solo hace alusiôn en cuanto alo que nos interesa el de 
recho a la devoluciôn de los ingresos indebidos, vertiente que no^  
sotros llamarîamos negativa del principio solve et repete y que - 
analizaremos con algûn detalle al final de este trabajo. Se podrâ 
pensar que si han transcurrido cinco anos y el particular no ha - 
ejercitado su derecho a pedir la devoluciôn de los ingresos inde-
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bidamente efectuados, pierde la posibilidad de reclamar el reinte 
gro de los mismos; de igual modo si por cualquier causa la admi-- 
nistraciôn tributaria olvida la exigencia del previo pago y trans 
curre el mismo periodo de tiempo antes indicado prescribirîa el - 
derecho de la misma y por ende imposibilitarîa la exigencia de pa 
go ulterior; evidentemente a pesar de la notoria y lamentable len 
titud de nuestros tribunales de justicia dificilmente se podrâ 
dar un supuesto en que la iniciaciôn del proceso se produjere - - 
transcurrido ese lapso tan dilatado de cinco anos, por lo que en­
tendemos que no obstante la posibilidad al amparo de lo dispuesto 
en el apartado 8 del articule 64 de la Ley General Tributaria que 
senala que prescribe a los cinco anos la acciôn para exigir el pa 
go de las deudas tributarias liquidadas, entendemos que solo en - 
supuesto de alquimia o laboratorip séria admisible tal causa de - 
extinciôn y mâs si tenemos en cuenta como opera la prescripciôn - 
en derecho tributario con unas caracterîsticas notoriamente favo- 
recedoras de la administraciôn, y asî la prescripciôn acto feha-- 
ciente del sujeto pasivo que pretenda la devoluciôn del ingreso j 
indebido o por cualquier acto de la administraciôn que lo reconoz 
ca.
En lo que se refiere al apartado B citado, la interrupciôn_ 
opera con mayor amplitud todavia y asî basta cualquier acciôn ad­
ministrativa, la interposiciôn de reclamaciones o recursos de - - 
cualquier clase y la actuaciôn del sujeto pasivo conducente al pa 
go de la deuda. Una vez interrumpida la prescripciôn, se comienza 
de nuevo a contar el plazo a partir de esa interrupciôn con lo 
cual nos ratificamos en la casi absoluta imposibilidad de esta 
causa en lo concerniente al solve et repete.
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Todas estas causas que hemos apuntado y que de lege ferenda 
postulariamos en materia jurisdiccional, de lege data son inacep- 
tables por el tenor estricto y literal del articulo 57-2 de la 
Ley de Jurisdicciôn que unicamente nos habla de pago sin mencio-- 
nar ningûn otro medio solutorio. Por todo ello hemos de limitar - 
nuestro estudio a esta causa o medio de pago para tratar de atis- 
bar si cabe una interpretaciôn restrictiva o bien podemos ampliar 
dicha interpretaciôn con una mayor humanizaciôn del principio.
Examinaremos pues el pago como medio de extinciôn de las 
obligaciones y en particular de la régla jurisdiccional.
3.1.1.- CONCEPTO Y ACEPCIONES.
Très diversas acepciones tiene la palabra pago -"équivalente 
a la de cumplimiento"-.:
1 - la generalîsima de cumplimiento de la obligaciôn bien - 
sea esta yoluntaria o anormal o aûn de extinciôn de la obligaciôn 
por cualquier medio.
2 - La estricta de cumplimiento efectivo de la prestaciôn - 
convenida.
3 - La restringidîsima de cumplimiento mediante la entrega_ 
de una suma de dinero.
La primera de estas acepciones demasiado extensas hoy, £ue_ 
sin embargo consagrada por el Derecho Romano y que llamaba solu-- 
tio a todo hecho que produjera la liberaciôn del deudor. La segun
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da es la que puede considerarse como acepciôn têcnica, puesto que 
la tercera tiene un sentie meramente vulgar.
En un sentido técnico el pago puede ser definido como la 
ejecuciôn efectiva de la obligaciôn -Pleniol- o el cumplimiento - 
de la prestaciôn establecida en la obligaciôn consista o no en di^  
nero -Crome-, El Côdigo Civil admite implicitamen-e esta acepciôn 
de cumplimiento efectivo dados los termines del articule 1.157, - 
que senala que no se entenderâ pagada una deuda sino cuando comply 
tamente se hubiese entregado la cosa o hecho la prestaciôn en que 
la obligaciôn consistîa. Ahora bien al referirse este articule a 
la realizaciôn de la prestaciôn lo hace de una manera impersonal, 
no alude a la realizaciôn de la prestaciôn por el obligado; lo 
que sobre todo resalta es que la prestaciôn se realice; ello no - 
excluye claro estâ la idea de la realizaciôn por el deudor ya que 
a el incumbe el deber correspondiente, pero estâ en armonia con - 
la amplitud con que se reconoce la intervenciôn del tercero en el 
articulo 1.158 que establece lo siguiente: Puede hacer el pago 
cualquier persona tenga o no interes en el cumplimiento de la - - 
obligaciôn ya lo conozca y lo apruebe o ya lo ignore el deudor.
Para el Côdigo Civil hay cumplimiento siempre que la obliga 
ciôn se extingue mediante la realizaciôn de la prestaciôn.
De estos très sentidos o acepciones que la doctrina civili^ 
ta -Castân Tobehas. Derecho Civil Espanol Comün y Forai. Tomo 3-. 
Derecho de Obligaciones. Reus Madrid 1.974, pâgina 324 y Hernân-- 
dez Cil. Derecho de Obligaciones. Madrid 1.960, pâgina 278- admi- 
te no son de aplicaciôn al campo tributario indudablemente ni la_ 
primera ni la restringidîsima -esta ûltima por la notable dulci£i_ 
caciôn introducida tanto por la Ley General Tributaria como por_
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la Jurisprudencia-. Résulta por tanto que por la via de exclusion 
solo es aplicable al compo tributario y a efectos juridiccionales 
la acepciôn estricta de cumplimiento efectivo de la prestaciôn 
convenida como analizaremos tras hacer referencia a otros aspec-- 
tos civilistas del pago.
5.1.2.- EL PROBLEMA DE LA NATURALEZA JURIDICA DEL CUMPLIMIENTO.
Los temas de la naturaleza jurîdica son a veces puramente - 
acadêmicos. No cambian las consecuencias a los efectos y se deba­
te solo su justificaciôn y explicaciôn desde el punto de vista lô 
gico juridico. No es esto lo que ocurre a propôsito del cumpli- - 
miento puesto que las consecuencias varîan segûn la naturaleza a 
que se le atribuya; La concepciôn tradicional del cumplimiento y 
al llamarla asî no quiere decirse solo que sea la mâs antigua si­
no que no ha dejado de perder vigencia; segûn esta concepciôn el_ 
cumplimiento équivale sencillamente a la realizaciôn de la presta­
ciôn debida. Se afirma que el cumplimiento es el hecho jurîdico - 
que provoca la extinciôn voluntaria de la obligaciôn pero no se - 
trata de llevar a cabo una mâs detallada caracterizaciôn jurîdica 
de este hecho. El cumplimiento es la proyecciôn de la prestaciôn. 
Originariamente esta concepciôn quizâ pecara de material y mecani^ 
cista y fue vivificada a traves de la exigencia del ânimus solven 
di. El ânimus solvendi quiere decir tanto como consciencia del ac 
to, intencionalidad dirigida a realizar la prestaciôn que se con- 
vierte asî en requisite del cumplimiento. Esta concepciôn tradi-- 
cional ha sido seguida en nuestra Patria por los anotadores de -- 
Enneccerus y por De Buen y Puig Peha.
Ademâs de esta corriente que considéra el pago como hecho -
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jurîdico, existe otra concepciôn que lo considéra como un negocio 
jurîdico.
El anâlisis del ânimus fue el punto de partida para la doc­
trina que defiende esta postura. Del ânimus -intenciôn- se llega_ 
facilmente a voluntad; de la voluntad a declaraciôn de voluntad; 
de declaraciôn de voluntad y negocio jurîdico son para algunos lo 
mismo y en todo caso la declaraciôn de voluntad se configura como 
elemento esencial del negocio jurîdico asî lo considéra el profe- 
sor de Castro en su obra El Negocio Jurîdico -Instituto Nacional_ 
de Estudios Jurîdicos 1.971-pâgina 56 y siguientes-.
Frente a la anterior doctrina cualificada de tradicional, - 
esta otra puede ser considerada como mâs moderna aunque actualmen 
te ha perdido virulencia y radicalisme. Partiendo de la afirma- - 
ciôn comün de aplicar al cumplimiento la nociôn del negocio jurî­
dico, las directrices que se siguen son multiples y que senala 
con una exaustiva referencia el Profesor Beltran de Heredia en su 
obra -El Cumplimiento de las Obligaciones, Madrid 1.956, pâgina - 
47 a 125. De estas directrices senalaremos como las mâs importan­
tes las siguientes:
A - La mâs radical considéra que el cumplimiento es siempre nego­
cio jurîdico asî Von Tuhr, Kress, Henle, Ferrara, Andreoli, - 
Longo y Gregorio Ortega entre otros. Este ûltimo en su artîculo El 
Pago como Negocio Abstracto. Revista General de Legislaciôn y Ju­
risprudencia. 1.945, pâgina 684 y siguientes sostiene que el pago 
funciona como propio y verdadero negocio abstracto. El argumento_ 
esencial en que se funda esta cualificaciôn es el de que no basta 
el ânimus solvendi. sino que se requiere la cooperaciôn tambien del
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acreedor la cual se traduce en un acuerdo con el deudor para que_ 
la realizaciôn de la prestacion desempena la funcion del cumplimien 
to, exigiêndose en todo case la capacidad de los sujetos con vis­
tas a este acto. Dentro de la calificacidn de négocié jurîdico 
existen diverses variantes, négocié jurîdico unilateral, -en este 
sentido la tesis de Ignacio Nort en su articule Page per Consigna 
ciôn en la Revista de Derecho Priyado 1.951, pagina 207- negocio_ 
jurîdico bilateral abstracto, real y potestative, Quizâ la teoria 
mâs difundida es la del négocié jurîdico bilateral que conduce a 
la contrucciôn del contrato de cumplimiento. Segûn este criterio_ 
la voluntad contractual tendra dos ocasiones de manifestarse. En_ 
primer lugar en el memento de nacimiento de las obligaciones y en 
segundo lugar en el memento de su cumplimiento.
B - Una directriz mâs moderada es la que entiende que el cumpli-- 
miento puede ser pero no es siempre négocié jurîdico o contra 
te. Asî Albadalejo en su obra Instrucciones de Derecho Civil. To­
me I, pâgina 542, senala que el page es un acto debido que no tiene 
necesariamente carâcter négociai pero puede tenerlo. Frecuentemen 
te la obligacion se dirige a la realizaciôn de una prestacion que 
en si es un négocié. Entonces el page consiste en realizarlo es - 
un négocié bien unilateral ora bilateral siendole aplicable las - 
reglas de los négociés. Ademâs del citado autor espahol otros es - 
timan que es generalmente un négocié jurîdico -Windscheid, Kholr, 
Manigk y Enneccerus- mientras que otros -Lehmann- solo en determi^ 
nados cases. Desde este punto de vista, solo existe un contrato - 
de cumplimiento cuando se requiere la aceptacion del acreedor. La 
voluntad de cumplimiento per parte del deudor sera un factor per­
manente que da lugar al negocio jurîdico en aquellos cases en que 
se requiera ademâs la concurrencia de la voluntad del acreedor.
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Ademâs de las dos concepciones ya citadas tradicional y mo- 
derna, se sostiene por muchos que el cumplimiento es la realiza-- 
ciôn del mandate de la norma dirigido al deudor, es decir la rea­
lizaciôn del ^ontenido de la obligaciôn. En cuanto a tal el cum-- 
plimiento no es un negocio jurîdico pero a veces la prestaciôn 
consiste en la realizaciôn de un negocio jurîdico -Chiovenda, Mar 
torana, Sieber, Heck, Hedemann, Pérez-Gonzâlez y Alguer, Castân y 
Puig Pena entre otros-.
Existen autores que abandonan totalmente la solicaciôn de la 
teôria del negocio jurîdico y afirman que el cumplimiento es un - 
simple acto jurîdico es decir un hecho productor de consecuencias 
jurîdicas. En este sentido Beltran de Heredia pbra citada pâginas 
5 y 6, 47 al 130, senala y demuestra la inaplicabilidad del con-- 
cepto de negocio jurîdico en cualquiera de sus formas: "No existe 
una decJaraciôn de voluntad en sentido técnico no se exige una ca 
pacidad especial en el caso de las obligaciones de dar, ünicas 
por otra parte a las que tanto la doctrina como la jurisprudencia 
espanola reducen la aplicaciôn de la teôria del negocio jurîdico. 
Ni creemos tampoco que pueda encontrarse el requisite de la causa 
que es fundamental en nuestro ordenamiento positive desde el mo-- 
mento en que no es posible en el mismo la existencia del negocio_ 
abstracto. Esta misma imposibilidad es muestra desde el punto de_ 
vista de los elementos objetivos del cumplimiento, todos por otra 
parte nos estan demostrando la relaciôn de dependencia y vincula- 
ciôn existente entre el cumplimiento y el acto constitutive de la 
obligaciôn, le cual quita tôda posibilidad de independencia y au- 
tonomîa al principle en sî. El cumplimiento es un simple acto ju­
rîdico voluntario en cuanto acto humane, pero carente de la espon 
taneidad de origen, de estructura y de funciôn tîpica en los ncgo 
cios jurîdicos".
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En esta misma lînea de crîtica a la teoria négociai senala- 
remos la posiciôn de Diez-Picazo, Fundamentos de Derecho Civil Pa 
trimonial, tomo I, pâginas 612 y siguientes, para el cual el pago 
en cuanto tal no deja de ser un acto debido.
En la doctrina extranjera Bohmer y Kretschmar son de esta - - 
misma opiniôn con lo que se retorna a la concepciôn tradicional - 
ya citada.
Dentro de esta lînea del acto jurîdico, se singulariza la - 
opinion de Carnelutti que tanto culto ha rendido a los intentos - 
de originariedad el cual ha creado la categorîa del acto debido - 
del cual es ejemplo acabado el cumplimiento en cuanto expresa no__ 
ya una voluntad libre sino una voluntad predeterminada en virtud_ 
del negocio jurîdico que haya dado nacimiento a la obligaciôn.
A nuestro juicio en las esferas de las obligaciones nacidas 
primordialmente de la voluntad, el cumplimiento de ordinario ha - 
de considerarse en conexiôn con el negocio jurîdico que determine 
el nacimiento de la obligaciôn. La ordenaciôn lôgica del proceso_ 
es esta: Negocio jurîdico, obligaciôn, cumplimiento. Ahora bien - 
el cumplimiento no es otro negocio jurîdico distinto y autônomo re_s 
pecto de aqyel de que procéda la obligaciôn. Generalmente y de -- 
una manera global, el cumplimiento no es en si un negocio jurîdi­
co. A veces el cumplimiento queda totalmente absorvido y al menos 
cronologicamente identificado con el negocio jurîdico inicial y - 
ûnico del que surge la obligaciôn. Nacimiento y extinciôn coinci- 
den en el tiempo verbi gracia como ocurre en los contratos de trac 
to sucesivo. Otras veces en cambio el cumplimiento aparece mate-- 
rialmente esperado, teniendo lugar en tiempo o tiempos distintos,
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manifestândose en un acto sensiblemente posterior al del nacimien 
to o en diverses actes, entonces el cumplimiento incluse como fe- 
nômeno de la vida real se muestra como algo tangible y représenta 
ble con independencia del negocio jurîdico de que precede. Pasa - 
incluse a ser el exponente mâximo de la obligaciôn, aquî es cuan­
do adquiere mâs importancia la indagaciôn de la regulaciôn en que 
se encuentra el cumplimiento con -el negocio jurîdico. Aûn no sien 
dole en cuanto tal la prestaciôn puede consistir en la realiza- - 
ciôn de un negocio jurîdico, verbi gracia el precontrato en que - 
la realizaciôn de la prestaciôn consiste en la conclusiôn de un - 
contrato o en contrato de mandate en que el cumplimiento de las - 
obligaciones por el mandatario se efectûe mediante el desarrollo_ 
de una actividad manifestada en la celebraciôn de négociés jurîdi^ 
COS. Pero en estes cases no se trata de que el cumplimiento sea - 
un negocio jurîdico, sino que CONSISTE EN LA REALIZACION DE NEGO- 
CIOS JURIDICOS, NO ES EL NEGOCIO JURIDICO EL CONTINENTE DEL CUM-- 
PLIMIENTO SINO EL CONTENIDO. Tampoco en el llamado contrato salu- 
torio o dirigido a la extinciôn de la obligaciôn se muestra el 
cumplimiento como negocio jurîdico, pues lo que entonces se produ 
ce es un negocio jurîdico que en lugar de dar vida a una obliga-- 
ciôn la pone fin. Hay prestaciones que pugnan con la idea del ne­
gocio jurîdico incluso como contenido como son las que versan so­
bre la realizaciôn de servicios estrictamente materiales.
En cuanto ala posiciôn jurisprudencial en torno a la natura 
leza jurîdica del cumplimiento, es lo cierto que se inclina por - 
la tesis del negocio jurîdico singularmente cuando el cumplimien­
to recae sobre obligaciones de dar o entregar. Asî la sentencia - 
de 18 de Noviembre de 1.944 fundamental a los efectos de nuestro_ 
estudio. Sus conclusiones son las siguientes: "Admite soluciones_
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diferentes segûn los casos que por raz6n sobre todo del diverse - 
contenido que puede tener la obligacion el problema de si el pago 
que es sin duda uno de los modes extintivos de las obligaciones - 
que enumera el articule 1.157 del Côdigo Civil y consiste en la - 
realizaciôn de la prestaciôn convenida, implica un numéro hecho - 
que realiza el deudor ânimo solvendi independientemente de la vo­
luntad del acreedor y hasta en contra de esta o si por el contra­
rio supone un acto o negocio jurîdico para el cual hacen falta re^  
quisitos anâlogos a los de constituciôn de un contrato cuales son 
la capacidad y absoluta libertad de los mismos sujetos que esta-- 
blecieron la obligaciôn o en sus causa ambientes y mâs especial-- 
mente a la aceptaciôn del acreedor".
2 - Que tratândose de una obligaciôn de dar o entregar el - 
pago no qude cumplido por la simple actuaciôn del obligado y re-- 
quiere el consentimiento o aceptaciôn de quien con arreglo a lo - 
convenido haya de recibir la prestaciôn segûn lo aseveran diver-- 
SOS argumentos: A - Que el articule 1.176 del Côdigo Civil relatif 
vo a la Consignaciôn, admite a sensu contrario que el acredor pue 
da rechazar el pago con razôn o por causa justificada por lo cual 
ha declarado la sentencia de 18 de Mayo de 1.943 que para que la_ 
consignaciôn produzca el efecto del pago es precise que el acree^ 
dor la cepte a que se declare judicialmente bien hecha. B - Que - 
el articule 1.163, niega validez al pago hecho a una persona inca 
pacitada para administrar sus bienes salve en determinados supue^ 
tos. C - Que los articules 1.165 y 1.169, reconocen en cierto mo­
do ser précisa la anuencia del que debe cobrar cuando se paga ce - 
sa distinta de la pactada o se hace el abono parcialmente como 
ocurriô en esta ocasiôn en que satisfizo la deuda en papel contra 
lo contratado s in incrementar las diferencias de la valoraciôn.
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Mantiene un criterio similar el anteriormente apuntado las_ 
sentencias de 5,8,13, 20, 22 y 26 de Febrero y 13 y 24 de Marzo,_ 
le de Abril, 1 de Mayo, 1 y t de Junio de 1.945, y las de 18 de - 
Junio y 26 de Noviembre de 1.948 y 25 de Febrero de 1.963.
Toda esta corriente jurisprudencial, merece notables crîti- 
cas por parte de la doctrina civilista, -asî Bonet en la Revista_ 
de Derecho Privado 1.945, pâgina 108 y siguientes, y Diez Picazo_ 
en Estudios sobre la jurisprudencia Civil, tomo I, Madrid 1.966,_ 
pâgina 140 y siguientes en cuanto a las sentencias de 18 de No- - 
viembre de 1.944 y de 26 de Febrero de 1.963 respectivamente.
No obstante nos adherimos a la crîtica que formula Hernândez 
Cil, ©bra citada pâgina 284 que establece los siguientes reparos:_ 
"Los dos argumentos esgrimidos como fondamentales -el cometido de_ 
la voluntad del acreedor y la capacidad de este- siendo ciertos -- 
en sus puntos de partida, no permiten sin embargo la concreta ase- 
veraciôn de que el cumplimiento sea un negocio jurîdico" afirma el 
ilustre profesor de Madrid.
Tanto la voluntad del deudor dirigida a la realizaciôn de la 
prestaciôn como la del acreedor dirigida a la aceptaciôn no se for 
man y admiten libremente ni por si solas fundan el efecto jurîdico 
del cumplimiento. La voluntad de uno y otro, sus respectivas decla 
raciones y los efectos inherentes no son un nuevo negocio jurîdico 
sino que aparecen en relaciôn de estricta dependencia y subordina- 
ciôn respecto del negocio jurîdico de la disposiciôn legal que di£ 
ron vida a la obligaciôn. Falta la situaciôn de libertad indispen= 
sable para el negocio jurîdico en la que no se encuentra las perso 
nas vinculadas por una obligaciôn, La actuaciôn de acreedor y deu-
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dor en la fase de cumplimiento no tiene otro alcance que el de 
exigirse una conducta concorde con el vinculo. Pueden propugnar in 
terpretaciones o criterios diversos respecto de su contenido, pe­
ro las respectivas voluntades no son eficaces en cuanto a taies sino 
en la medida en que se atengan a lo de antemano convenido o legal 
mente compuesto. El articule 1.176 del Côdigo Civil del cual por_ 
analogîa y a senso contratio deriVa la jurisprudencia que en or-- 
den al cumplimiento se requiere la aceptaciôn del acreedor no per 
mite sin embargo sotener que funcione como una declaraciôn de vo­
luntad que al coincidir con la del deudor funde un negocio juridi 
co bilateral. Porque si la negativa sin razôn del acreedor al - - 
ofrecimiento de pago hace procedente la consignaciôn en sustitu- - 
ciôn del cumplimiento ello implica si la posibilidad de que el 
acreedor se oponga al cumplimiento solicitado por el deudor; pero 
lôgicamente solo podrâ oponerse con razôn es decir en virtud de - 
causa justificada, lo cual demuestra la ausencia de una voluntad_ 
libre asî como que la aceptaciôn por parte del acreedor no es co­
mo en el contrato un puro acto de voluntad correlativo de la ofer 
ta sino un acto de razôn. Luego el acreedor no le cabe aceptar o 
no; estâ obligado a aceptar. Pero puede oponerse con razôn, y la_ 
razîn justificativa de la no aceptaciôn consistirâ en demostrar - 
que lo pretendido por el deudor no forma parte del contenido de - 
la obligaciôn. Esta le impone aceptar pero esta tambien le permi- 
te oponerse a lo extrano a ella, Tal es tambien el significado de 
los artîculos 1.166 y 1.169. No es un poder de la voluntad lo que 
con ello se reconoce sino la fuerza vinculante de la obligaciôn._ 
Hasta tal punto es este asî que si el acreedor y deudor dejan de_ 
atenerse a lo convenido y conciertan de modo distinto el cumpli-- 
miento se habrâ producido una novaciôn modificativa de la obliga­
ciôn o una prestaciôn en lugar del cumplimiento.
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Tampoco el argumente relative a la capacidad es convincente. 
El hecho de que se exija la capacidad de obrar no puede conducir - 
a la conclusiôn de que se estâ en presencia de un negocio jurîdico 
porque la capacidad no es un requisite estrictamente ligado a la - 
actuaciôn de la persona a travês del negocio jurîdico sino presu-- 
puesto general de toda actuaciôn en la esfera de las relaciones -- 
privadas. Ademâs el articule 1.163 no exige en têrminos absolutos_ 
la capacidad del acreedor pues reconoce la validez del pago hecho_ 
al incapaz siempre que se convierta en su utilidad y no ocurre otro 
tanto cuando lo que concierte al incapaz es un negocio jurîdico ya 
que entonces este queda afectado por un vicio de consentimiento 
con arreglo al artîculo 1.263 déterminante de su anulabilidad con­
forme al artîculo 1.300, con lo que se pone de manifiesto una sen­
sible diferencia. Por otra parte, no es exacte que la capacidad y 
concretamente el encontrarse el acreedor en el use de sus faculta- 
dês mentales tenga por finalidad discernir si le conviene recibir_ 
lo debido y en si consecuencia consentir. El acreedor no puede for 
mar este juicio sobre la base de su conveniencia. Le convenga o no 
recibir lo que se le ofrece en cumplimiento de la obligaciôn si se 
trata de la prestaciôn de vida esté obligado a aceptarla. El acree 
dor propiamente no tiene que consentir sino tan solo constatar que 
el cumplimiento se produce de conformidad con lo ya consentido. So 
lo en sentido figurado es admisible hablar de consentimiento, por­
que el ûnico consentimiento eficaz y vinculante es aquel por vir-- 
tud del cual surgiô la obligaciôn que ha de cumplirse y en la fa­
se de cumplimiento lo ûnico posible es exigir que la prestaciôn se 
realice tal y como ya fue querida y consentida.
Si la concepciôn del cumplimiento como negocio jurîdico y la 
acogida que le ha dispensado la jurisprudencia permiten en têrminos 
generates las consideraciones crîticas expuestas ha de reconocerse
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no obstante que la posiciôn de la jurisprudencia puede justificar 
se si se tienen en cuenta las circunstancias concretas tanto de - 
hecho como legislativas al impulso de las cuales se produjo. En - 
efecto a raiz de la Guerra Civil Espanola se dictaron dos leyes - 
de marcado matiz excepcional: La Ley Reguladora del Desbloqueo de 
7 de Diciembre de 1.939 y la Ley de Contrataciôn en Zona Roja de_
5 de Noviembre de 1.940. Ambas afectaban a las obligaciones naci­
das en un ambiente bêlico y por tanto anormal. La progresiva de-- 
preciaciôn monetaria y el hecho frecuente de que las partes con-- 
tratantes se encontraran separadas por las circunstancias anorma­
les, hicieron que se generalizase el fenômeno de los deudores que 
aprovechando una coyuntura econômica favorable se apresuraban a - 
dar por cumplidad sus obligaciones mediante el procedimiento de - 
la consignaciôn. Si tal ocurrîa con las obligaciones pendientes - 
de cumplimiento las nacidas entonces tambien recibîan sobre si de 
modo distinto a los normalmente prévisibles la influencia de unas 
circunstancia extraordinarias, Contemplando tal estado de cosas,_ 
la Ley de 7 de Diciembre de 1.939, implantô entre otros remedios_ 
el de la revisiôn de los pagos efectuados por una monera déprécia 
da y la Ley de 5 de Noviembre de 1.940, concediô acciones para la 
impugnaciôn de los negocios jurîdicos derivados de supuestos esp£ 
cificamente distintos de los reconocidos en el Côdigo Civil. Tanto 
el rêgimen de revisiôn de pagos que exigîa la constataciôn de si_ 
el cumplimiento se habî podido producir legitimamente mediante la 
sola actuaciôn de los deudores cuanto al mecanismo de las accio-- 
nes impugnatorias que quedaba subordinado el carâcter contractual 
del acto de que se tratase, dotaron de vitalidad con importantes_ 
repercusiones prâcticas al problema en apariencia conceptual de - 
si el cumplimiento es un negocio jurîdico. La eficacia de ambas - 
Leyes dependîa en buena parte del tal calificaciôn, y la jurispru
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dencia se incline por la tesis afirmativa como mâs adecuada para_ 
resolver la pugna de intereses en juego al paso que se hallaba pa 
trocinada por un amplio sector de la doctrina. No debemos olvidar 
estas concretas motivaciones al enjuiciar criticamente la posi- - 
ciôn de la jurisprudencia; por un lado se explica la acogida dis- 
pensada a un criterio sumamente opinable y por otro se limita y - 
relativiza el valor de la tesis y  de la propia crîtica.
5.1.3.- EL PAGO EN DERECHO TRIBUTARIO.
Todas estas consideraciones de la doctrina civilista nos -- 
han de servir de punto de partida para su posible aplicaciôn con­
creta al campo tributario y particularmente en materia de solve_ 
et répété.
3.1.3.1.- CONCERTO Y NATURALEZA.
En Derecho Tributario debe aceptarse la tesis de que el pa­
go es un acto jurîdico y se dériva esta consecuencia de que los - 
efectos y medios del cumplimiento no dependen de la voluntad del_ 
deudor que estan preestablecidos en la Ley. Esta es la posiciôn - 
mantenida por Diez Alegria. La Extinciôn de la Obligaciôn Tributa 
ria. Revista de Derecho Financiero y Hacienda Pûblica, n-. 68, pa 
gina 31. En la misma lînea las Notas de Sainz de Bujanda Tomo I - 
Volûmen III. Madrid 1.975 pâgina 64, Segûn estas notas el naci- - 
miento, la vida y la extinciôn de la obligaciôn tributaria -obliga 
ciôn ex lege de Derecho Pûblico estân escrupulosamente reguladas_ 
por Ley, pero esto no introduce ninguna novedad esencial respecto 
al menos a la obligaciôn ex lege de Derecho Privado-. Recordemos_ 
que las obligaciones en Derecho Civil, nacen de la Ley, de los --
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contratos y cuasi contratos y de los actos y omisiones ilîcitos o 
en que intervenga cualquier gënero de culpa o negligencia, -arti­
cule 1.089 del Côdigo Civil, mientras que las obligaciones en De­
recho Tributario surgen ûnica y exclusivamente por Ley dejando a_ 
salvo algunos supuestos excepcionales sobre cuya naturaleza jurî­
dica no entrâmes en detalle y que serîan las evaluaciones globa-- 
les para la estimaciôn de bases y*los convenios con agrupaciones_ 
de contribuyentes, regulados en la Ley de Reforma Tributaria de 25 
de Diciembre de 1.967.
El profesor Ferreiro por su parte sin rechazar la tesis de_ 
Diez Alegria puntualiza que no existe ninguna peculiaridad en el_ 
derecho tributario en cuanto a la naturaleza del pago, el cual -- 
adopta una estructura idéntica a la del Derecho Comün en su artî­
culo de Extinciôn de la Obligaciôn Tributaria, publicado en la Re 
vista de Derecho Financiero y Hacienda Pûblica n-. 77. Pâgina - - 
1.028 a 1.030.
Para Pérez Royo la polêmica es contra en torno a si es un ac_ 
to de naturaleza négociai o no négociai; se trata segûn êl del ac 
to de un sujeto pasivo -que denomina "sujeto pasivo de la funciôn 
tributaria" y que puede no coincidir con el sujeto pasivo del tri^  
buto- que se inscribe dentro de una serie procedimental en la - - 
cual cuenta con unos determinados antecedentes y présenta ciertos 
efectos siendo unos y otros distintos segûn el concrete procedi-- 
miento en que se inscribe el acto del pago -Civitas n-. pâgina_ 
279.
En la doctrina alemana se afirma que el pago de la deuda 
tributaria es un acto jurîdico privado con afecto jurîdico pûbli^ 
co -Hubschmann, Hepp, Spitaler, Kommentar zur Reichsabgabenordnung
“ 82 -
segunda ediciôn, Colonia, Dr. D. Schmidt 1.965, pârrafo 122.
Frente a estas formas de considerar la naturaleza del pago_ 
desde el punto de vista de los esquemas del Derecho Privado ha de 
considerarse la opinion de Rossy -El pago de la Deuda Tributaria_ 
Revista de Derecho Financiero y Hacienda Pûblica n-. 3, pâgina 
373- en que se afirma que "el pagb es un acto administrâtivo pero 
no original sino derivado del acto de imposiciôn". Incide este 
autor en el error de confundir lo que es un acto de un administra 
do con el acto administrativo; ahora bien plantea la sugerente 
idea de incardinar el pago dentro de un procedimiento administratif 
vo.
Hechas todas estas consideraciones doctrinales, hemos de ob- 
servar si son aplicables los esquemas elaborados por la doctrina - 
civilista en torno al pago ah campo del derecho tributario.
Con razôn se pregunta Fatozzy en su obra Premesse por una 
Teoria de la Sccessione nel Procedimento Tributario, en el volumen 
titulado Studi sul Procedimiento Administrativo Tributario., Mila­
no, Giuffre, 1.971 pâgina 133.
iCual es la razôn de invocar la existencia en el campo tribu 
tario de una obligaciôn si no es para aplicar a ellas las reglas - 
del derecho civil?.
Este es el problema capital en la construcciôn de la teorîa_ 
jurîdica del tribute que adquiere peculiares matices en el campo - 
del pago y en general en el de la extinciôn del deber de presta- - 
ciôn tributaria. "Ello explica como senala Cortés Dominguez, -Orde
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namiento Tributario Espahol, Madrid, Tecnos 1.968, pâgina 522- 
que casi todos los tratamientos doctrinales del tema de la extin- 
cion tengan como eje la comparaciôn constante de los modos de ex­
tinciôn de ambas clases de obligaciones; lo que llevado a sus ûlti 
mas consecuencias desemboca en un trabajo de determinaciôn de cua 
les normas del Côdigo Civil son aplicables a la extinciôn de la - 
obligaciôn tributaria y cuales no de tal manera que la exposiciôn 
del tema se convierte en un depurado ejercicio metodolôgico de -- 
fuentes del derecho tributario".
La doctrina tradicional en la materia califica el deber de_ 
prestaciôn tributaria como un deber de naturaleza obligacional con 
trapuesto a ur derecho de crédite.por parte de la administraciôn_ 
en el seno de la relaciôn jurîdica tributaria, asî A.D. Giannini, 
en su obra -I Concetti Fondamentali del Diritto Tributario, Turin 
U.T.E.T., 1.956, pâginas 148 y 151. "Las normas del derecho de -- 
obligaciones se consideraban lôgicamente aplicables en ausencia - 
de normas tributarias especîficas y siempre que no se encontraran 
en contradicciôn con los principios fondamentales vigentes en la_ 
materia".
Por su parte Berliri en su Principi di Diritto Tributario - 
Volumen 2, Milano, Giuffre 1.967, pâgina 63 y siguientes, consid£ 
ra que la obligaciôn tributaria es la misma obligaciôn disciplina 
da en el Côdigo Civil e incluso si tuviese naturaleza especîfica_ 
la cuestiôn es indiferente puesto que no se puede ciertamente ne- 
gar que en defecto de una norma que discipline la obligaciôn de - 
derecho pûblico se deba recurrir para llenar la laguna a las nor­
mas contenidas en el Côdigo Civil. En esta misma lînea Krusse, -en 
su obra Steuerrecht, segunda ediciôn, Munich, C.H. Beck, 1.969, -
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pâgina 120- senala que "derecho vieil y derecho impositivo se ha- 
llan sumamente prôximos por no decir que son coincidentes".
En contra Nawiasky afirmaba que "para la relaciôn_ 
jurîdica tributaria no son vâlidas ciertamente las normas del Cô­
digo Civil sino las del Derecho Financiero, es decir no el Dere-- 
cho privado sino el derecho pûblico", Steuerrechtliche Grundfragen 
Munich, 1926, pâgina 34. Por su parte Blumenstein en su obra Sis- 
tema di Diritto delle Imposte, Milano, Giuffre, 1.954, pâgina 437 
establece que se trata de "una obligaciôn de derecho pûblico y en 
consecuencia no tienen aplicaciôn las disposiciones del derecho - 
civil sobre el cumplimiento de las obligaciones".
Frente a esta concepciôn tradicional se puede observar una_ 
corriente recientemente implantada sobre todo en Italia y caracte 
rizada por un replanteamiento de las relaciones entre el derecho_ 
tributario material y el derecho tributario formai. En este marco 
se ha producido una revisiôn de la vieja polêmica acerca del na-- 
cimiento de la obligaciôn y se ha cuestionado la existencia misma 
de obligaciones y derechos de crédite en el terreno de la solica­
ciôn del tribute. Las posiciones varian desde aquellos que consi- 
deran vâlido partir de la figura central de la obligaciôn tributa 
ria, -asî Basciu en su obra Contribute allé Studio délia Obbliga- 
zione Tributaria, Nâpoles, Jovene, 1.966, y Russe en Diritto o 
Processo nello Obbligazione Tributaria, Milano, Giuffre, 1.969- - 
hasta los que las sustituyen por otra mâs adecuada al moderne plan 
teamiento central de la imposiciôn es simplemente un memento even 
tuai présenta unicamente en alguna fase del procedimiento de im­
posiciôn y que incluso puede no llegar a existir. En esta lînea - 
podemos citar a Micheli en su Corso di Diritto Tributario, Turin,
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U.T.E.T., 1.970; Maffezzoni en II Procedimento di Imposizione ne- 
lli Imposta Generate sulle Entrata, Nâpoles, Jovene 1.965; Fedele, 
Le Imposte Ipotecarie, Milano, Giuffre, 1.968. El deber de presta 
ciôn tributaria no séria necesariamente para estes autores un de­
ber de naturaleza obligacional, sino que unicamente lo llegarâ a 
ser dentro de una determinada fase del procedimiento de aplica- - 
ciôn del impuesto. La obligaciôn séria una de las situaciones jurl 
dicas subjetivas que pueden producirse en el desarrollo del proce 
dimiento de imposiciôn. Segûn Fantozzi, obra citada pâgina 135 es 
preferible mantener que la obligaciôn existe unicamente en aquel_ 
momento en que es aplicable a la misma la disciplina civilista -- 
prevista para tal figura. Esto sucede en la fase de recaudaciôn - 
del tribute cuando efectivamente existe una situaciôn sujetiva pa 
siva a la que denominamos obligaciôn a la cual corresponde un de­
recho de crédite del ente impositor provisto de tutela ejecutiva.
Basciu, obra citada pâgina 27 después de haber afirmado la_ 
extension de las normas que regulan la obligaciôn civil al campo_ 
de la obligaciôn tributaria en su fase de constituciôn senala que 
una idéntica conclusiôn incluso en ausencia de una derogaciôn ex­
plicita no podrîa en cambio considerarse vâlida al menos en prin­
ciple con relaciôn a las normas que regulan la fase de extinciôn_ 
de la obligaciôn y esto porque en ella pierde relieve el aspecto_ 
estructural del vinculo y lo adquiere la naturaleza pûblica o pri^  
vada del interés tutelado por la relaciôn.
El pago es la fase en la que se presentan mâs analogîas es- 
tructurales entre la prestaciôn tributaria y la obligaciôn civi-- 
lista constituyendo al mismo tiempo una inyitaciôn a la asunciôn 
de las normas del Côdigo Civil asî como se ponen de relieve las -
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diferencias existentes entre ambos tipos de prestaciones.
Hemos de analizar la semejanza o diferencia ©structurales - 
entre la obligaciôn tributaria tal como aparece regulada en la -- 
normativa tributaria y concretamente en la Ley General Tributaria 
de 28 de Diciembre de 1.963 y el Reglamento General de Recauda- - 
ciôn de 14 de Noviembre de 1.968.y la Obligaciôn recogida y regu­
lada en el Côdigo Civil, y asî mismo observar si obligaciôn y tri^  
buto son conceptos compatibles entre sî, es decir si administra-- 
ciôn financiera y contribuyente se relacionan entre si en los ter 
minos tîpicos de acreedor y deudor.
La concepciôn actualmente dominante en lo relativo al segun 
do de los puntos indicados es la de considerar identificables obli 
gaciôn y tribute; esta postura es histôricamente explicable en ba 
se a una doble motivaciôn: En primer lugar teniendo en cuenta la_ 
modernidad de la dogmâtica tributaria es lôgico que ante la seme­
janza externa existente entre el deber de prestaciôn tributaria y 
el vînculo obligacional, se cayera en la tentaciôn de utilizar 
con fines fundamentalmente sistemâticos el modelo teôrico sufi- - 
©lentement© elaborado de la obligaciôn civil montândose sobre - - 
ella la teorîa jurîdica del tribute.
En segundo lugar, la consolidaciôn de la teorîa de la rela­
ciôn jurîdica tributaria se estima como reacciôn contra la tesis_ 
del tribute como relaciôn de poder -Otto Mayer en su obra Le Droit 
Administratif Allemand, Paris, 1.904, pâgina 261; Buhler en Lehr- 
buch des Steuerrechts, Tubinga 1.968.
Frente a la afirmaciôn de que la situaciôn del contribuyente
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es la propia de quien se encuentra en una relaciôn especial de su 
jecciôn frente a la autoridad administrativa que goza de una si-- 
tuaciôn de supremacîa, se reacciona manteniêndo que administra- - 
ciôn y contribuyente se encuentran ante la Ley en un piano de - - 
igualdad como acreedor y deudor.
Ahora bien, el hecho de que* ambas partes que no tienen mâs_ 
derechos y obligaciones que los que la Ley les otorga, no signifi 
ca que se encuentren en una relaciôn de acreedor a deudor pues lo 
que caracteriza a esta especîfica situaciôn no es sencillamente - 
la posiciôn de igualdad de los sujetos sino tambien el modo de 
ser de esta igualdad. Nos hallamos ante una situaciôn basada en - 
la contraposiciôn de intereses representando la obligaciôn civi-- 
lista la composiciôn autônoma en las obligaciones nacidas de la - 
voluntad o heterônoma en las obligaciones légales de dichos inte­
reses.
Entre administraciôn y contribuyente no existe esa contrapo 
siciôn de intereses sino sencillamente el deber de una y otra parte 
del cumplimiento de la Ley, La administraciôn no se relaciona di- 
rectamente con el contribuyente en cuanto titular de unos intere­
ses que revisten la forma de derecho de crédite, sino que senci-- 
llamente desarrolla una funciôn encomendada por el ordenamiento pa 
ra velar por el cumplimiento del deber que el mismo ordenamiento_ 
le senala.
En el derecho de obligaciones existe una contraposiciôn de_ 
intereses particulares y las normas que informan dicho derecho se 
atienen a la composiciôn de dichos intereses. EN EL DERECHO TRIBU 
TARIO NO EXISTE 0 AL MENOS NO HALLAMOS DE FORMA PALMARIA ESA CON-
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TRAPOSICION DE INTERESES ENTRE LA ADMINISTRACION Y CONTRIBUYENTE_ 
SINO SOMETIMIENTO DE UNO Y OTRO A LA LEY. Sus posiciones serîan - 
la de titular de un deber legal impuesto por el ordenamiento -el - 
contribuyente- y la de titular de una funciôn pûblica -la funciôn 
tributaria- dirigida a velar por el exacte cumplimiento de dicho_ 
deber. Por tanto SUS POSICIONES RESPECTIVAS NO SERIAN LAS DE DEU­
DOR Y ACREEDOR TAL COMO SE CONFIGURAN EN EL DERECHO CIVIL DE OBLI 
GACIONES.
La virtualidad de las calificaciones que en sustituciôn de_ 
las tradicionales acabamos de proponer aparecen como un desarrollo 
de las reglas jurîdicas propias de estas categorias. En efecto 
mientras que en derecho de obligaciones la autonomîa de la volun­
tad juega un papel fundamental -recuerdese el artîculo 1.255 del_ 
Côdigo Civil que establece que los contratantes pueden fijar los_ 
pactes clâusulas o condiciones que tengan por conveniente siempre 
que no sean contrarias a las leyes, a la moral ni al orden pûbli­
co- en el campo tributario rige el principle de la inderogabili-- 
dad del crédite y el de la indisponibilidad de las situaciones ju 
rîdicas subjetivas.
Este principle de indisponibilidad del crédite ha side explica 
do por Albihana en funciôn de la conjunciôn de dos figuras toma-- 
das de la dogmâtica civilista; la obligaciôn y el contrato de man 
date. Senala el destacado maestro que al estudiar "la ordenaciôn_ 
de las obligaciones tributarias no se tiene en cuenta que ella ha 
de venir influida o mejor condicionada por la actividad de la ad­
ministraciôn pûblica en cuanto mandataria de la comunidad nacio-- 
nal, es decir, cuando examinamos el régimen triburario que se es­
tablece para la administraciôn pûblica en la esfera tributaria, -
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olvidamos que ella es titular del crédite tributario en cuanto 
mandataria de la sociedad a través de los correspondientes necanis^ 
mos de la organizaciôn estatal. Por ello si en el régimen jurîdico 
de las obligaciones tributarias se tiene en cuenta que no solo se_ 
regulan estas sino que también se atiende a la funcion de verdade- 
ro mandatario se cumple la administraciôn y en consecuencia si so- 
lapamos ambos régimenes jurîdicos* -el de la obligaciôn tributaria_ 
y el de titular de los créditos tributaries- nos encontramos ante_ 
la consolidaciôn de dos negocios jurîdicos privados, el de las - - 
obligaciones civiles en general y el del contrato de mandate. Y en 
esta fusiôn de regîmenes jurîdicos no hallamos ningûn elemento di- 
ferencial de las obligaciones tributarias respecto de las civiles_ 
que fundamenta su distinta naturaleza en ninguna de sus fases in-- 
cluîda la de su extinciôn". Formas Especiales de Extinciôn de la - 
Deuda Tributaria, en Conferencias sobre Recaudaciôn, Servicio de - 
Publicaciones del Ministerio de Hacienda, Madrid 1.970, pâgina 64.
Esta tesis de Albihana sugestiva como todas sus construccio- 
nes, no puede ser admitida si no es en un sentido puramente metafôri; 
co. En efecto solo de esta manera puede hablarse de la administra­
ciôn como mandataria de la comunidad nacional. La administraciôn - 
actüa sometida a unas normas que no son las del mandate evidente-- 
mente tanto da administraciôn como el mandatario defienden intere­
ses que no les son especificamente propios: La administraciôn el - 
interés pûblico y el mandatario el interés del mandante. Pero de - 
ahî a pretender trasladar al régimen jurîdico especîfico de la se­
gunda figura a la primera hay un enorme abismo. De seguir el razo- 
namiento de Albihana nos encontrarîamos con una transposiciôn al - 
campo de la presentaciôn polîticâ de las reglas propias de la pre- 
sentaciôn en el campo privado, lo cual podrâ ser deseable pero de_
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ningûn modo concorde con el derecho positivo, podrîamos decir en_ 
rigor que lo que hay de semejanza entre el mandatario y la admi-- 
nistracion es que ambos desarrollan actividades funcionalizadas - 
por el ordenamiento; pues bien, mientras que eso es la régla en - 
el campo del derecho pûblico constituye la excepciôn en el âmbito 
del derecho privado.
La diferencia entre las instituciones tributarias y las ju­
rîdico privadas se pode de manifiesto en toda la vida del tribute 
pero de manera especial en la fase de extinciôn del deber de près 
taciôn. Conviene recordar en este sentido como Basciu afirmaba -o 
bra citada pâgina 28- que "toda la disciplina relativa a la fase 
de extinciôn de la relaciôn obligatoria en derecho privado se ha- 
lia imbuida de este poder de disposiciôn del acreedor sobre su 
propio crédite".
La prestaciôn tributaria no forma el contenido de una rela­
ciôn obligacional sino el de un deber de naturaleza diversa y mâs 
compleja como se demuestra no solamente en el pago o cumplimiento 
sino en toda la regulaciôn de las formas de extinciôn, asî por -- 
ejemplo la prescripciôn opera de oficio sin necesidad de que la - 
invoque o excepcione el sujeto pasivo. -Artîculo 67 de la Ley Ge­
neral Tributaria de 28 de Diciembre de 1.963, a diferencia de lo_ 
que ocurre en derecho civil en que la prescripciôn ha de ser invo 
cada.
Llegamos pues a la conclusiôn de que la obligaciôn civil y 
la obligaciôn tributaria no constituyen institutos idênticos sino 
diferentes aunque a efectos de su anâlisis hayamos partido de la_ 
primera para una mejor vision de la segunda. A nuestro juicio por
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tanto la diferencia mâs radical reside en:
A - LA CONTRAPOSICION DE INTERESES 0 EL SOMETIMIENTO A LA LEY.
B - LAS FUNCIONES DIFERENTES QUE REALIZAN -PRIVADA 0 PUBLICA-.
C - LOS PRINCIPIOS QUE LAS INFORMAN -AUTONOMIA, E INDISPONIBILIDAD- 
D - DIFERENCIAS DE ESTRUCTURA ENTRE LAS NORMAS TIPICAS DEL DERECHO 
DE OBLIGACIONES Y LAS NORMAS REGULADORAS DEL TRIBUTO.
Efectivamente no se puede trasplantar del terreno civil el - 
campo tributario la regulaciôn contenida en el Côdigo Civil a la - 
Ley General Tributaria y el Reglamento General de Recaudaciôn, a - 
pesar del prurito manifestado repetidamente por los redactores del 
Reglamento de acomodar su regulaciôn a la del Côdigo Civil se ob-- 
serva que las instituciones reguladas en aquel presentan una fiso- 
nomîa totalmente distinta a las que con identico nombre existen en 
el côdigo y como con ello en lugar de ser aclarada, résulta entor- 
pecida la comprensiôn de las instituciones contenidas en dicha nor 
ma reglamentaria.
De estas irregularidades tampoco se escapa la Ley General 
Tributaria de 28 de Diciembre de 1.963, aunque por la menor ampli- 
tud de su regulaciôn sus consecuencias sean menos nocivas y contra 
dictorias.
3.1.3.2.- REGULACION POSITIVA.
Veamos pues como se régula el pago en la Ley General Tributa 
ria y en el Reglamento General de Recaudaciôn.




El acreedor es el sujeto habil para el cobro del tribute. Su 
actividad es pues muy compleja y supone el desarrollo de una espe­
cîfica funcion tributaria: La llamada funcion recaudatoria. Vamos_ 
a hacer aquî una breve referencia a cual es la normativa contenida 
el efecto en la Ley General Tributaria y en el Reglamento.
Ya en este primer punto, es decir en cuanto la competencia - 
para el cobro se advierte la diferencia entre esta instituciôn y - 
el normal pago de las obligaciones. En el terreno del pago en el - 
derecho tributario, la identificaciôn del derecho acreedor pierde_ 
la relevancia que por el contrario le es esencial en el derecho 
de obligaciones. En una gran cantidad de casos el contribuyente ni 
siguiera tendra conciencia de quien es el sujeto acreedor de las - 
deudas que satisface; por ejemplo en el supuesto en que en un mis­
mo recibo vayan comprendidos varios tributos distintos, unos a fa­
vor del Estado y otros a favor de una o mâs corporaciones locales. 
Las normas con que hemos de enfrentarnos son normas de carâcter ad 
jetivo, cuya categorîa central es el concepto eminentemente jurîdico 
pûblico de competencia.
En efecto el artîculo 59-2 de la Ley General Tributaria, es­
tablece que "se entiende pagada en efectivo una deuda tributaria - 
cuando se ha realizado el ingreso de su importe en las Cajas del - 
Tesoro, Oficinas Recaudadoras o Entidades debidamente autorizadas_ 
que sean compétentes para su admisiôn".
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Por su parte el Reglamento General de Recaudaciôn senala en 
su articule 18-1 -que "unicamente son compétentes para el cobro de 
las deudas objeto de gestion recaudatoria los ôrganos facultados - 
al efecto por este Reglamento o por Leyes Especiales"-.
Conviene destacar la existencia de dos conceptos insuficien- 
temente diferenciados en las dos disposiciones anteriormente cita­
das; estes conceptos son los de competencia y autorizaciôn para re^  
cibir el pago -Ferreiro, obra citada, pâgina 1.030 y siguientes- - 
Notas de Sainz de Bujanda, Tomo I, volumen 3 pâgina 65 -Cortés Do­
minguez, Ordenamiento Tributario Espahol, Tecnos 1.970, pâgina 545- 
E1 primero de estes va referido a la divisiôn o reparto de la fun­
ciôn recaudatoria entre los diversos organes de la administracion__ 
financiera -en relaciôn a las diputaciones provinciales es de seh^ 
lar que lo hacen a tîtulo de concesionarias del servicio de recau­
daciôn segûn establece el Estatuto Orgânico de la Funciôn Recauda- 
dora- Tîtulo 3, capîtulo 2; y el segundo se refiere por el contra­
rio a la habilitaciôn a una persona diferente para que reciba los__ 
pagos en nombre del Tesoro. Podrîa hablarse de la figura del adiec 
tus solutionis causa, -Diez Alegria, obra citada pâgina 34 y Fe- - 
rreiro, también obra citada, en pâgina 1.033.
El concepto de adiectus solutionis causa, aparece recogido - 
en el artîculo 1.162 del Côdigo Civil en los siguientes têrminos 
"El pago deberâ hacerse a la persona en cuyo favor estuviese constd^  
tuida la obligaciôn o a otra autorizada para recibirla eh su nombre" 
El concepto va referido pues en el Côdigo a un tercero distinto 
del acreedor, mientras que en el supuesto tributario se trata de - 
un tercero dintinto no del acreedor sino del organo compétente.
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Estos conceptos de competencia o incompetencia se han enten 
dido de forma semejante por la doctrina. La competencia debe en-- 
tenderse en estricto santido técnico, y en consecuencia el pago - 
hecho a un organo absolutamente incompétente no es vâlido, el deu 
dor no queda liberado si efectûa el pago en oficinas u organismes 
que no esten encargados de la gestion del tribute. Cortés Domin-- 
guez, pâgina 545. Por incompetencia absoluta se entiende por Gar­
cia Trevijano Tratado de Derecho Administrativo Tomo II, Volumen_ 
I, Madrid Editorial Derecho Privado pâgina 423, una desviacion to 
tal y compléta de las reglas competenciales, por tanto el pago que 
hemos dicho anteriormente no produce efectos solutorios como esta 
blece no solamente principios jurîdicos de carâcter general, sino 
preceptos del ordenamiento positiyo entre los que puede mencionar 
se el artîculo 47 apartado A de la Ley de Procedimiento Adminis-- 
trativo de 17 de Julio de 1,958, segûn el cual son nulos de pleno 
derecho los actos de la Administraciôn cuando aparezcan dictados_ 
por ôrganos manifiestamente incompétentes".
La incompetencia relativa, por el contrario si que produce_ 
efectos liberatorios; dicha incompetencia existe cuando un organo 
de la administraciôn fiscal al que estân atribuîdas algunas fun-- 
ciones para el cobro de tributos, no aparece sin embargo especifi 
camente facultado para la percepcion de una determinada exacciôn, 
para cuyo cobro es compétente un organo distinto de la propia ad­
ministraciôn fiscal. Para resolver en la prâctica si se estâ en - 
presencia de una incompetencia absoluta o relativa habrâ de com-- 
probarse - Notas pâgina 66- si el ôrgano que realiza el cobro apa 
rece o no encuadrado dentro de los organos administrativos a los_ 
que el ordenamiento positivo especialmente la Ley General Tributa 
ria, encomienda la funciôn fiscal. En caso de que el organo que -
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ha realizado el cobro no participe en la tarea gestora a que aca­
bamos de referirnos, serâ posible considerar que concurre la cir­
cunstancia de desviaciôn total y compléta y que es la que caracte 
riza como vimos el supuesto de incompetencia absoluta.
En apoyo de la tesis liberatoria del pago realizado a orga­
no relativamente incompétente, puede alegarse una consideraciôn - 
de tipo general cual es la de que el error del sujeto que realice 
el pago 83 notoriamente excusable y de que el organo que realiza_ 
el cobro aparece encuadrado dentro del margen de la administra- - 
ciôn fiscal. En apoyo de esta misma conclusiôn podemos citar el - 
artîculo 95 de la Ley General Tributaria, en el que se establece_ 
que la actuaciôn de los particulares ante los organos incompéten­
tes producirâ efectos. Es claro que este precepto contempla sola­
mente la hipôtesis de la incompetencia relativa, dado que aparece 
encuadrado dentro de una secciôn de la Ley que especif icamente re^  
gula la gostiôn del tribute. No cabe por tanto pensar que el le-- 
gislador haya querido extender los efectos que el citado precepto 
establece a aquellos casos en los que la actuaciôn del contribu-- 
yente se produzca ante organos ajenos a la gestion tributaria y - 
que adolezcan por tanto de incompetencia absoluta o manifiesta.
El supuesto de autorizaciôn o por mejor decir de no autori­
zaciôn se da tento en el caso de entidades que no estân autoriza- 
das en absolute para recibir pagos de tributos como el el de - - 
quellas que estando autorizadas para recibir alguno de elles co-- 
bran otros distintos a los que la autorizaciôn no se extiende. El 
Reglamento de Recaudaciôn ya citado y la Instrucciôn General de - 
Recaudaciôn y Contabilidad de 24 de Julio de 1.969, regulan el co^  
bro de tributos a travês de cuentas restringidas de recaudaciôn -
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en entidades Bancarias y en Cajas de Ahorros. Con arreglo a las - 
disposiciones citadas, la entidad colaboradora llamada a admitir_ 
un ingreso para el Tesoro, comprobarâ prevîamente a su abono en - 
cuenta que el ingreso debe surtir efecto en la Delegacion de Ha-- 
cienda de la demarcaciôn correspondiente, los justificantes de page 
expedidos por las citadas entidades surtirân para los obligados -
los mismos efectos que si se hubiese realizado en una delegaciôn_
de Hacienda, quedando liberados en la fecha de ingreso que se con 
signe en aquellas por el importe que allî figure y obligada ante_ 
el Tesoro la Entidad que recibiô el pago.
Con ello se consigne un doble objetivo; senalar limites a -
la autorizaciôn para el cobro de tributes y eliminar la inseguri- 
dad que para el contribuyente surgiria en la hipôtesis de que el_ 
pago efectuado en una entidad que actûa rebasando los limites de_ 
la autorizaciôn conferida no produjera efectos liberatorios, -no­
tas, pâgina 67-.
En cuanto a la competencia para el ejercicio de la funciôn_ 
recaudatoria, hemos de realizar una delimitaciôn de su âmbito.
En primer lugar, senalaremos los organes que desempenan la 
funciôn recaudatoria. Estes son a tenor de le dispuesto en el ar 
tlculo 6 del Reglamento General de Recaudaciôn los siguientes:
1.- A - La Tesoreria de la Direcciôn General del Tesoro y_ 
Presupuestos.
B - Las Tesorerias de las Delegaciones de Hacienda y - 
las Depositarias Especiales.
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C - Las Administraciones de Aduanas.
D - Las Recaudaciones de Zona.
E - Las Oficinas Liquidadoras de los Impuestos sobre Suce--
siones y Actos Jurîdicos Documentados a cargo de los Registrado--
res de la Propiedad.
F - Los demas organos que tengan atribuldas o a los que se_ 
les atribuye esta condiciôn por el Ministerio de Hacienda.
2.- Las Diputaciones Provinciales a las que se encomienda - 
el servicio recaudatorio, lo desempenaran con sujeccion a las di^ 
posiciones vigentes.
En segundo lugar realizaremos una subdivision de la compe-- 
tencia recaudatoria entre los organos anteriormente mencionados 
la efectuaremos en una doble fase. En la primera, distinguiremos_ 
la distribucion de competencias por razon de la materia; En efec­
to existen organos compétentes para la recaudaciôn de détermina-- 
dos tributos y asî las administraciones de aduanas para los tribu 
tos intégrantes de la renta de aduanas; las oficinas liquidadoras 
de distrito hipotecario para los de transmisiones, sucesiones y - 
actos jurîdicos documentados; los recaudadores de hacienda y recau 
dadores de Zona para las deudas tributarias que se recauden por - 
medio de recibo; las depositarias especiales para los ingresos 
procedentes de declaraciones liquidaciones.
Existen ademâs otros organos con competencia generica como_ 
son las secciones de caja de las Delegaciones de Hacienda a las -
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que corresponde admitir los ingresos de deuda que por los medios_ 
autorizados se efectûen a favor del Tesoro, cuando no esté deter- 
minado en el Reglamento General de Recaudaciôn que hayan de reali 
zarse en las Cajas de otros Organos Recaudatorios, -articulo 19-1, 
del Estatuto Orgânico de la Funciôn Recaudatoria y Personal Recau 
dador-.
Tambien tiene competencia residual la Tesoreria de la Direc 
ciôn General del Tesoro y Presupuestos -boy de Presupuestos- a la 
que corresponde la cobranza de los impuestos que se liquiden en - 
la propia Direcciôn como la de todas aquellas deudas que no estâ_ 
previsto su ingreso en otras Cajas y las de las demâs que el Mi-- 
nisterio de Hacienda disponga. -Articulo 18 del Estatuto Orgânico-
En la segunda, es necesao tener en cuenta la distribuciôn - 
territorial que establece el articulo 7- del Reglamento de Recau­
daciôn ya citado:
1.- La Tesoreria de la Direcciôn General de Presupuestos, - 
ejercerâ sus funciones para la recaudaciôn de los tributos que en 
este Centro se liquiden.
2.- En el âmbito territorial, la competencia de las Tesore­
rias se extiende al territorio demarcado por cada Delegaciôn de - 
Hacienda.
3.- La circunscripciôn de estas de dividirâ en zonas cuyas_ 
demarcaciones se ajustarân en cuanto sea posible y discreccional- 
mente se estime conveniente a la de los partidos judiciales. Cada 
zona recaudatoria es compétente en el territorio demarcado para -
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la misma.
4.- Los organos de recaudaciôn mencionados en los apartados 
C -Administraciones de Aduanas-, E -Oficinas Liquidadoras de los_ 
impuestos sobre transmisiones sucesiones y actos jurîdicos docu-- 
mentados a cargo de los Registradores de la Propiedad-, F -los d^ 
mas organos- del nûmero 1 del articulo 6 extiende su competencia_ 
al territorio de su respectiva jurisdicciôn segûn las disposicio­
nes légales que le sean de aplicaciôn dependiendo de la correspon 
diente delegaciôn de hacienda.
Como vemos, la competencia de la Tesoreria de la Direcciôn_ 
General de Tesoro y Presupuestos, se délimita no sobre la base 
del territorio sino mâs bien en base a una competencia funcional. 
Es necesario apuntar que la competencia territorial tiene sentido 
ûnicamente para los organos territoriales ya que solo ellos pue-- 
den plantear problemas de competencia, pero no para el organo ej «e 
cutivo central, es decir para la Direcciôn General de Presupues-- 
tos.
De cualquier forma la distinciôn entre competencia territo­
rial y competencia funcional, présenta unos puntos de contacte 
que hacen muy difîcil su deslinde. Asi en algun supuesto el crite 
rio para determinar la competencia funcional es precisamente el - 
territorio. Verbi gracia en el caso del impuesto de transmisiones, 
sucesiones y actos jurîdicos documentados, en que se establece co 
mo el pago del impuesto se harâ en las Cajas del Tesoro donde las 
baya o a los liquidadores del mismo en los partidos. -Articulo 
130-1 del Reglamento de Impuesto de Derecbos Reales de 16 de Ene- 
ro de 1. 959- .
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La recaudaciôn que hemos apuntado hasta ahora, se refiere - 
al perîodo voluntario, ya que en la via de apremio la recaudaciôn 
ejecutiva viene encomendada a los recaudadores en la generalidad_ 
de los supuestos, aunque es posible el nombramiento de Agentes 
Ejecutivos Especiales para los impuestos de transmisiones, suce-- 
siones y actos jurîdicos documentados -articulo 161 del Reglamen­
to de Derechos Reales antes citado-.
En cuanto a las entidades con facultades habilitadoras, he­
mos de referirnos a lo que dispone el articule 6- del Reglamento_ 
de Recaudaciôn que senala lo siguiente; -Son colaboradores del 
Servicio de Recaudaciôn los Bancos y Cajas de Ahorros autorizados 
para la apertura de cuentas restringidas de recaudaciôn de tribu­
tos. El Ministerio de Hacienda podrâ conferir aquellas condicio-- 
nes a otras entidades o agrupaciones de contribuyentes. En ningün 
caso la autorizaciôn atribuirâ el carâcter de organos de recauda­
ciôn del Ministerio de Hacienda a los Bancos, Cajas y demâs cola­
boradores - .
Respecte a la determinaciôn de la aptitud de cada entidad co 
laboradora tanto desde el punto de vista material como territo- - 
rial, habrâ de estarse a lo que determine la autorizaciôn y las - 
norjnas que regulan la concesiôn de las mismas. -Articulo 87 de Re^  
glamento General de Recaudaciôn y Régla 43 de la Instrucciôn de - 
Recaudaciôn-.
Solvens o sujeto legitlmado para el pago.
Mâs interesante desde el punto de vista del pago de la obl^ 
gaciôn tributaria, es la figura del que debe pagar el tribute.
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El solvens por antonomasia, es el deudor, y este es quien - 
realiza el hecho imponible, esto es el sujeto pasivo. La obliga-- 
ciôn principal de todo sujeto pasivo consiste en el pago de la 
deuda tributaria -articulo 35 de la Ley General Tributaria.
El campo de los deudores no queda sin embargo circunscrito_ 
al realizador del hecho imponible sino que se extiende a otras S£ 
ries de deudores como los sustitutivos, responsables, herederos -
représentantes y demâs sujetos a los que la Ley reconoce esa con­
diciôn de obligados.
De un lado résulta que el acreedor no conoce mâs deudor que 
el establecido en la Ley, de ahî que "la posiciôn del sujeto pasi_ 
vo y demâs alementos de la obligaciôn tributaria no podrân ser altera 
dos por actos o convenios de los particulares". -Articulo 36 de - 
la Ley General Tributaria-.
De otro résulta que fundamentado el tribute en el principio 
de capacidad econômica, como ya veremos con detalle al enjuiciar - 
el solve et répété, la Ley ha establecido como deudor a un sujeto_ 
no realizador del hecho imponible para ordenar un sistema que per- 
mite restablecer el equilibrio patrimonial perdido.
Yeamos por tanto quienes estân legitimados para el pago des­
de el punto de vista positive.
Se trata no de determinar quienes son los obligados tributa­
ries sino de establecer quienes son los sujetos legitimados para - 
intervenir en un concrete procedimiento administrative. Esta legi- 
timaciôn se extiende naturalmente a los sujetos pasivos de la obl^
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gaciôn o funciôn tributaria bajo cuya denojninaciôn se comprenden_ 
no solamente los obligados al pago de deudas tributarias sino tam 
bien otras personas que sin ser propiamente deudores se hallan su 
jetos al deber de satisfacer la prestaciôn devengada a cargo de - 
otra persona. A estos sujetos pasivos de la funciôn tributaria se 
refiere el articulo 17 del Reglamento General de Recaudaciôn, que 
en su apartado 1- establece "Estafi legitimados para el pago de -- 
las deudas objeto de gestiôn recaudatoria los sujetos pasivos y - 
demâs obligados a la solvencia de las mismas.
En su nûmero 2 senala: "Para el pago de las deudas correspon 
dientes a bienes o negocios intervenidos o administrados judicial 
mente, estarân legitimados los administradores designados".
La determinaciôn de los sujetos que realiza este articulo 17, 
résulta especialmente incorrecta. En efecto el apartado 2- se re­
fiere a un supuesto de una persona que se halla sujeta al deber - 
de satisfacer una prestaciôn que recae no sobre su propio patrimo 
nio sino sobre un patrimonio ajeno que se halla a su cargo. Lo 
criticable es la referenda que hace ûnicamente los administrado­
res judiciales de bienes o negocios intervenidos omitiendo toda - 
alusiôn a supuestos muy parecidos como el de los représentantes - 
légales del mener o de cualquier otra clase de incapaces. -La po­
sible explicaciôn de la fôrmula utilizada por el Reglamento, po-- 
drîa hallarse en el hecho de que el supuesto concreto de las fin- 
cas en administraciôn habia sido previsto especificamente en aigu 
nas normas tributarias y habia sido objeto de tratamiento juris-- 
prudencial por parte del Tribunal Econômico Administrative Central 
en su resoluciôn de 10 de Febrero de 1.965-.
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El pago puede efectuarse por tanto por el contribuyente -de^  
finido en el articulo 30 y 31 de la Ley General Tributaria, por - 
el sustituto- articulo 32, por el responsable, por el sucesor en_ 
la deuda -articulo 76- y por représentante -articules 41 y 44 de_ 
la misma Ley-.
Omitimos una referencia mâs -detallada a la configuraciôn -- 
doctrinal y normativa de estos posibles obligados por entender que 
un tratamiento detallado de los mismos nos alejaria del objetivo_ 
del présente estudio que no es sino que responde a un intento de_ 
destacar aquellos aspectos mâs controvertidos o relevantes del te 
ma.
Mayor interës sin embargo suscita la posibilidad del pago - 
por tercero, ya que este supone una distorsiôn notable en el es-- 
quema que hasta ahora hemos venido delineando.
El rigido esquema legal establecido en base a la existencia 
de una relaciôn juridica tributaria -importante avance y eje central 
de toda la construcciôn dogmâtica del derecho tributario. -Notas_ 
de Derecho Financiero; tomo I; volumen 2; pâgina 203 e Introduc-- 
ciôn al Derecho Financiero de Rodriguez Bereijo, Institute de Es- 
tudios Fiscales, pâgina 235 parece romperse con la admisiôn tam-- 
bién en derecho tributario del pago por tercero.
îEs admisible en derecho tributario doctrinalmente hablando 
la figura citada?. -Existen razones que apoyan una respuesta afir 
mativa y otra negativa. De cualquier forma importa destacar que - 
el campo de actuaciôn del tercero en el âmbito tributario es muy_ 
reducido por no decir autenticamente excepcional. Conviene al re^ 
pecto matizar los supuestos en que interviene un représentante- -
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-supuesto mâs normal- de los anômalos en que el pago se efectûa - 
por el tercero.
El pago por medio de représentante puede confundirse en al- 
gunos casos por el pago por tercero dado que la representaciôn en 
nuestro derecho no es necesario formalizarla mâs que en détermina 
dos supuestos que £ija la Ley. En efecto el articule 43 de la Ley 
General Tributaria establece en su pârrafo 2- que "Para interpo-- 
ner reclamaciones, desistir de ellas en cualquiera de sus instan- 
cias y renunciar derechos en nombre de un sujeto pasivo, deberâ - 
acreditarse la representaciôn con poder bastante mediante documen 
to pûblico o privado con firma legitimada notarialmente o compare 
cencia ante el organo administrative compétente. Para los actos - 
de mere trâmite se presumirâ concedida la representaciôn". De es­
te precepto podemos deducir que para el legislador el pago de la_ 
deuda tributaria es un acte de mere trâmite en el que no es nece- 
saria la representaciôn formalizada con serios requisitos sino -- 
que esta se presume.
A favor de la admisiôn del pago por tercero se han decanta- 
do la mayor parte de los autores en base de los siguientes argu-- 
mentos: En primer termine se niega que el principio de capacidad_ 
econômica constituye un obstâculo para la admisibilidad de la fi­
gura que analizamos. No entendemos bien como la prohibiciôn de 
que el pago se efectûe por un tercero pueda contribuir a la reali^  
zaciôn del principio citado dentro del sistema jurîdico en que e^ 
te se integra y de las multiples posibilidades que este podrîa en 
contrar para burlar una norma de este tipo. -Por ejemplo en la do 
naciôn de un tercero interesado en pagar al deudor del tribute-. 
Creemos que esta argumentaciôn es poco sôlida puesto que el prin-
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cipio de capacidad econômica implica como veremos un criterio de_ 
reparto de la carga tributaria para quien realiza los supuestos - 
reveladores de renta, patrimonio, gasto o actividad tipificado en 
la Ley; y el tercero cuando paga lo hace normalmente sin que inci^  
da en los supuestos que caracterizan esa capacidad contributive.
Posiciôn mâs sôlida nos parece la de aquellos que defienden 
la admisibilidad del pago por terceros en base a que este puede - 
realizarse mediante la utilizaciôn de efectos timbrados. Ahora 
bien la aplicaciôn de esta forma de pago se limita a supuestos e£ 
pecificamente tasados y de mener significaciôn cuantitativa. A fa 
vor este ûltimo argumente se arguye que tendrîa que defenderse -- 
que la utilizaciôn de los efectos timbrados deberîa y debe reali­
zarse por el obligado al pago y solo por el, y tal afirmaciôn se_ 
révéla claramente vacîa de todo contenido real -Ferreiro, obra ci^  
tada, pâgina 1.035-.
Un tercer motive que ha apuntado es el que résulta del art^ 
culo 135 de la Ley General Tributaria, segûn el cual: "En cual- - 
quier memento anterior al de la adjudicaciôn de los bienes, podrân 
lo'S deudores, sus causahabientes y en su caso los acreedores hipo- 
tecarios liberar los bienes embargados pagando la deuda tributaria 
y costas posteriores del procedimiento". De ahî se dériva segûn aigu 
nos autores -Diez Picazo, obra citada pâgina 476 que la Ley permi- 
te expresamente a un tercero- el acreedor hipotecario- el pago de_ 
la deuda tributaria.
Como argumentes contraries y por tanto en favor de la res- - 
puesta negativa, se pueden citar entre otros los siguientes:
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En primer lugar que el pago por tercero supone una mutaciôn 
en el lado pasivo de la obligaciôn tributaria, y el pago por ter­
cero no es una relaciôn que ûnicamente afecte al deudor y al ter­
cero, sino tambien al acreedor.
En segundo lugar que el pago supone el resultado del proce- 
so de recaudaciôn del tribute y en* aquellos supuestos en que la - 
liquidaciôn y recaudaciôn del mismo se efectûan por la administra 
ciôn, esta no puede sino dirigirse contra el deudor o su represen 
tante sin que quepa la actuaciôn de un tercero.
En tercer termine se senala que la Ley tributaria régula 
con todo detalle aquellos supuestos en que la deuda tributaria no 
debe satisfacerla el realizador del hecho imponible sino un susti 
tuto o responsable, precisamente porque la fuerza del principio -
de capacidad econômica es tal que las excepciones que le afecten_
se sehalen de forma taxativa y en consecuencia la determinaciôn -
de los supuestos de sustituciôn o responsabilidad estân sujetos -
al principio de legalidad.
En ûltimo têrmino se apunta que la instituciôn del pago por 
tercero tal como estâ establecida en el Côdigo Civil, no puede 
ser trasladada al campo tributario como de otra parte reconoce la 
doctrina favorable a su admisiôn.
A pesar de todas estas consideraciones la gran generalidad_ 
de la doctrina se ha pronunciado por la admisibilidad del pago 
por tercero ya que lo reconocen la mayorîa de los textos positi-- 
yos del derecho comparado -asî Giannini en 1 Concetti Fondamenta- 
1i, pâgina 334; Berliri en sus Principi, pâgina 293; Kruse en su_
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Steuerrecht, pâgina 120; H. Paulick, en Lehrbuch des Allgemeinen_ 
Steuerrechts, Colonia, 1.971, pâgina 200; Jarach en su Ourse Supe 
rior de Derecho Tributario, segunda ediciôn, Buenos Aires 1.969,_ 
pâgina 239; Fonrouge, Derecho Financiero I, Depalma, Buenos Aires 
1.965, pâgina 464; Diez Picazo, obra citada, pâgina 470; y Ferrei 
ro, obra citada pâgina 1,036-. En contra Certes Dominguez, obra - 
citada, pâgina 547 y Diez Alegria-, pâgina 41 y siguientes de su - 
obra citada anteriormente. Este ûltimo autor manifestaba que "en_ 
un sistema legislative en que impere el principio de capacidad 
contributiva, el estado no puede desentenderse del problema del - 
pago por terceros: La deuda tributaria debe ser pagada precisamen 
te por aquella persona que al realizar el presupuesto ha hecho 
previsto en la norma exterioriza esta capacidad contributiva".
Altamente significativa de la posiciôn mayoritaria, resul-- 
tan las palabras con que las notas de Sainz de Bujanda se refieren 
al tema -volumen III, Tomo I, pâgina 68-: "Nos parece dice el mae^ 
tro de Madrid que dériver del siempre por el realizador del presu 
puesto de hecho es dificilmente conjugable con la existencia de - 
sustitutos de responsables y de sucesores en la deuda tributaria. 
El derecho tributario, continûan las Notas, tiende a realizar el_ 
aludido principio a travês de una serie de mécanismes jurîdicos y 
no creemos que una norma que consagrada positivamente la tesis 
que estâmes comentando fuese la ûnica forma de servirlo. El su- - 
puesto de pago por tercero o las figuras del sustituto, del res-- 
ponsable o del sucesor en las deudas pueden servir perfectamente_ 
a la intenciôn de gravar al que efectivamente tenga capacidad con 
tributiya, siempre que el ordenamiento establezca los dispositi-- 
vos necesarios dirigidos a que en definitiva la carga del tribute 
la soporte juridicamente al titular de la antedicha capacidad".
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Pese a todas estas consideraciones favorables mayoritaria-- 
mente a la sensibilidad de la figura, nos parece que el principio 
de capacidad contibutiva quede ciertamente en entredicho con la - 
admisiôn de las figuras citadas de sustituto, responsable, suce-- 
sor y en particular del tercero. El hecho de que se reconozcan en 
casi todas las legislaciones positivas y por supuesto en la espa- 
nola -Ley General Tributaria y Reglamento General de Recaudaciôn-, 
no impide que afirmemos que la capacidad contributiva y la carga_ 
tributaria ûnica y exclusivamente deben ser soportadas por el su­
jeto pasivo o contribuyente. Las restantes figuras no hacen sino_ 
simplificar las operaciones administrativas o aumentar las garan- 
tîas del fisco en orden a la exaccion y recaudaciôn del tribute._ 
Por todo ello debemos distinguer quien en puridad se halla inmer- 
so propiamente en los supuestos tipificadores del principio de ca 
pacidad econômica de aquellos a quienes por unas razones puramen- 
te pragmâticas el legislador tributario considéra incluîdos den-- 
tro de ese principio de capacidad contributiva y que en realidad_ 
no lo estan. De ahî que arbitre formulas para que los intereses - 
econômicos del sustituto, responsable, asucesor y tercero no que- 
den perjudicados por sus relaciones con la administraciôn tributa 
ria.
Lo que résulta indubitado en su admisibilidad en el derecho 
positivo espahol; tanto el Côdigo Civil, artîculos 1.158 "Puede - 
hacer el pago cualquier persona tenga o no interës en el cumpli-- 
miento de la obligaciôn, ya lo conozca y lo apruebe o ya lo igno­
re el deudor. El que pagare por cuenta de otro, podrâ reclamar 
del deudor lo que hubiese pagado a no haberlo hecho contra su ex- 
presa voluntad; en este caso solo podrâ repetir del deudor aquello 
en que le hubiera sido ûtil el pago", y 1.159 "El que pague en --
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nombre del deudor ignorândolo este no podrâ compeler al acreedor_ 
a subrogarle en sus derechos, como el Reglamento General de Recau 
daciôn establecen su reconocimiento. Esta ûltima disposicion sena 
la en su articule 17-3, la siguiente régla: "Puede efectuar el p^ 
go cualquier persona tenga o no interes en el cumplimiento de la_ 
obligaciôn ya lo conozca y lo apruebe, ya lo ignore el deudor. En 
ningûn caso el tercero que pagase, la deuda estarâ legitimado para 
ejercitar ante la administraciôn los derechos que correspondan al 
obligado al pago sin perjuicio de las acciones de repeticiôn que_ 
serân las procedentes segûn el derecho privado".
Como puede comprobarse la idea del precepto se centra en la 
recepciôn de las instituciones del derecho privado: El primer in- 
ciso constituye una reproducciôn del pârrafo 1- del articulo 1158 
del Côdigo Civil, y por otra parte al final se establece una ex-- 
presa remisiôn a las acciones de repeticiôn que serân las proceden 
tes segûn el derecho privado.
Las crîticas que podemos formular contra este precepto son_ 
de dos clases: En primer lugar hay que destacar que la remisiôn ex 
presa el derecho privado lejos de resolver el problema de la rep£ 
ticiôn del pago por parte del tercero que paga suscita toda una - 
serie de problemas nuevos ya que la regulaciôn de la repeticiôn - 
en derecho privado estâ basada en la idea de la subrogaciôn del - 
solvens en el lugar acreedor, lo cual es inadmisible en derecho - 
tributario por la sencilla razôn de que la posiciôn de la admini^ 
traciôn no es el de un acreedor sino lo mâs compleja en la que no 
puede subentrar un particular. Aûn admitiendo la posibilidad lôgi^  
ca de pretender separar dentro de la posiciôn de la administra- - 
ciôn la que corresponde a su situaciôn en cuanto administraciôn y
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lo que corresponde a su situaciôn como puro acreedor, el precepto 
del Reglamento de Recaudaciôn no solucionarîa el problema, puesto 
que no indica cuales son los elementos que en concreto deben esti 
marse como inherentes al puro derecho de crédite y en los que en_ 
consecuencia puede producirse la subrogaciôn.
En segundo lugar debemos haper una crîtica a la técnica nor 
mativa desarrollada por este Reglamento el cual preocupado por la 
recepciôn del derecho privado ha olvidado los principles fundamen 
taies de derecho pûblico y concretamente del procedimiento admi-- 
nistrativo. El apartado 3- del articule 17 olvida que el pago es_ 
un acte que se incluye dentro del procedimiento administrative y_ 
por tanto ûnicamente deberian estar legitimados para efectuarlo - 
las personas que lo estuvieran para intervenir en el procedimien­
to, es decir, las que tuvieran un derecho subjetivo a un interês_ 
légitimé directamente afectado por el procedimiento mencionado 
-articulo 23 de la Ley de Procedimiento Administrative-.
El pago pues en todo caso debe quedar circunscrito a los su 
puestos en que el tercero sea realmente interesado y por tanto 1^ 
gitimado para intervenir en el procedimiento. Asi lo reconoce de_ 
hecho el articulo 135 de la Ley General Tributaria al referirse a 
que "los acreedores hipotecarios pueden liberar los bienes embar­
gados pagando la deuda y las costas posteriores del procedimiento"
Estimamos por tanto que si bien séria preferible no admitir 
tal figura como juridicamente se reconoce tal posibilidad, esta - 
debe quedar circunscrita a los supuestos de verdaderos interesa-- 
dos en el procedimiento.
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Podrîamos incluso llegar a afirmar que el precitado 135 de_ 
la Ley General Tributaria y en tal sentido se podrîa pedir su de- 
claraciôn de ilegalidad al tratarse de una norma de rango inferior 
que contraria lo dispuesto en otra de rango superior. Y esto es - 
asi porque si efectivamente la Ley General Tributaria hubiera de- 
seado que cualquier persona pudiese satisfacer la deuda, no hubi£ 
se hecho mencion especificamente a los’’causahabientes y acreedo-- 
res hipotecarios". En tal sentido cuando se plantea la Ley el pro 
blema de pago por tercero, lo hace ûnicamente para terceros "cua- 
lificados" -en termines de Ferreiro, obra citada, pâgina 1.036- o 
exactamente interesados. La consecuencia que podria deducirse de tod 
ello es que el pago por los restantes terceros es decir, por los_ 
no interesados no es admisible a tenor de lo dispuesto en la Ley_ 
General Tributaria. Ferreiro no obstante, utiliza el articulo 135 
como argumento en favor de la tesis de la admisibilidad de la apl^ 
cadiôn en el terreno tributario del articulo 1.158 del Côdigo Ci­
vil por lo que sus palabras no resultan especialmente aplicables_ 
a efectos de nuestra argumentaciôn.
Lo que résulta incontestable es que de hecho y en la prâcti 
ca aunque excepcionalmente cualquier tercero puede liberar de las 
deudas tributarias mediante el pago de la prestaciôn como réitéra 
damente ha reconocido la jurisprudencia.
3.1.3.4.- EL OBJETO.
El objeto del pago es una prestaciôn de dinero. Este carâc-
1
ter pecunario, puede decirse que es una exigencia esencial del 
concepto de tribute.
En efecto existen très tipos de obligaciones: Las de dar, -
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las de hacer y las de no hacer. -Artîculos 1.094, 1.098 y 1.099 - 
del Côdigo Civil-. De estas très clases de prestaciones hemos de_ 
excluir -Notas de Sainz de Bujanda, tomo I, volumen III, pâgina - 
49- las obligaciones de no hacer, puesto que su contenido negati­
ve pugna con la funciôn de toda obligaciôn tributaria consistante 
en obtener ingresos destinados a la financiaciôn del gasto pûbli­
co y es évidente que tal funciôn .no puede realizarse a travês del 
comportamiento negative del contribuyente.
La duda se suscita en torno a si la prestaciôn ha de consis_ 
tir en un dar o tambien en un hacer. En cuanto a la obligaciôn de 
dar no existe duda alguna de que es no solo admisible sino que es 
la tîpica en materia tributaria.
En cuanto a la prestaciôn de hacer es donde se suscita aigu 
na duda. La doctrina cientîfica mantiene -Berliri en sus Principi, 
pâgina que en los supuestos en que la Ley ordena que el pago - 
del tribute se realice mediante el empleo de efectos timbrados, - 
la prestaciôn es de hacer y no de dar, puesto que la suma de din£ 
ro entregada para la adquisiciôn del efecto timbrado constituye - 
simplemente el precio pagado a cambio del mismo en un contrato de 
compra-venta- de acuerdo con esta concepciôn habîa que admitir 
que desde luego la existencia de dos clases de obligaciones tribu 
tarias las de dar y las de hacer.
Sin embargo otro sector no se muestra de acuerdo con la te­
sis anterior; asî Tesoro opina que la adquisiciôn de un efecto 
timbrado no es una compra-venta, sino que simplemente representa_ 
la entrega que la Administraciôn Financiera realiza del recibo 
por el pago de la obligaciôn tributaria, por su parte Coccivera - 
Principio di Diritto Tributario, Giuffre 1.961, sostiene que la -
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adquisiciôn del efecto timbrado no es un acto voluntario sino un_ 
acto debido que parece por ello intimamente relacionado con el 
cumplimiento de la obligaciôn tributaria reconduciéndose al obje­
to de la prestaciôn en que esta obligaciôn se concreta a una suma 
de dinero; para este autor hay que tener en cuenta la finalidad - 
perseguida por el acreedor; cuando la obligaciôn presupone un ha­
cer por parte del deudor preordinado el dar en el cual se contie= 
ne el resultado econômico que se ha propuesto el acreedor, este - 
objetivo serâ el elemento fundamental para caracterizar la obliga 
ciôn.
Por nuestra parte opinâmes como las Notas de Derecho Finan­
ciero de Sainz de Bujanda, tomo I-, volumen 3, pâgina 50: "No exi£ 
ten ni el piano lôgico jurîdico ni en el meramente positivo ele-- 
mentos suficientes para mantener que en este supuesto de empleo - 
de efectos trimbrados consista en un hacer y no en un dar, Lo - - 
cierto es que la deuda puede satisfacerse en efectivo o mediante_ 
el empleo de efectos timbrados, pero es obvio que en el segundo - 
supuesto la norma no agora su mandato al ordenar que los efectos_ 
timbrados se empleen de determinada manera sino que va dirigida - 
primordialmente a que se adquieran y utilicen. La prestaciôn im-- 
puesta por Ley consiste en dar una suma de dinero al ente pûblico, 
bien sea mediante ingreso directo en efectivo o bien mediante la_ 
adquisiciôn de efectos timbrados y ulterior utilizaciôn o empleo_ 
en la forma prevista por el ordenamiento de donde résulta -conclu 
yen las notas- que el ingreso efectivo o el empleo de efectos tim 
brados no nos colocan ante una dualidad de prestaciones tributa-- 
rias sustentivas -dedar o hacer respectivamente- sino ante una do 
ble forma de pago de una prestaciôn de dar. Los artîculos 59 y 60 
de la Ley General Tributaria confirman esta tesis.
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El articulo 59 establece que el pago de la deuda podrâ hacer 
se en efectivo o mediante el empleo de efectos timbrados. En caso_ 
de emplear estos ûltimos se entenderâ pagada la deuda cuando estos 
se utilicen en la forma que reglamentariamente se détermina, es de_ 
cir en la forma que preve el Reglamento General de Recaudaciones.
Hemos hecho referencia en las lîneas anteriores al objeto 
del pago en relaciôn mâs bien con la forma con que este puede re-- 
vestirse. Nos referiremos seguidamente a las caracterîsticas obje- 
tivas del pago haciendo especial hincapie en sus notas de integri- 
dad, identidad e indisivilidad
Deciamos antes que el objeto del pago es una prestaciôn dine 
raria y solamente en casos excepcionales se reconocen las presta-- 
ciones en especie o personales. De acuerdo con esto el Reglamento_ 
General de Recaudaciôn articulo 23 dispone: "Solo podrâ admitirse 
el pago en especie o mediante prestaciones personales cuando asi - 
expresamente disponga por Ley". Los supuestos en que esto se produ 
ce son absolutamente excepcionales y de escasa importancia; asî 
las prestaciones personales y de transporte a que se refiere la 
Ley de Régimen Local y cuya naturaleza tibutaria es muy discutible 
pese a su inserciôn en el Tîtulo de Haciendas Locales; tambien en_ 
cuanto a las^prestaciones en especie podemos mencionar las que se_ 
regulan en el articule 41 de la Ley de Régimen Jurîdico de Hidro-- 
carburos de 26 de Diciembre de 1.958 -Garcia Anoveros, en su arti­
cule publicado en la Revista de Derecho Financière y Hacienda Pû-- 
blica, nûmero 40, pâgina 759, titulado El Régimen Tributario de la 
Investigaciôn y Explotaciôn de Hidrocarburos-.
La prestaciôn puede estar integrada por diversos elementos -
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que varîan en funciôn de cada caso concreto y segûn la fase de 
procedimiento en que se produzca el pago, asî segûn el articulo - 
58 de la Ley General Tributaria, constituyen elementos de la deuda 
tributaria ademâs de la cuota los recargos de prôrroga y aplaza-- 
miento, el recargo de apremio, intereses de demora y sanciones, - 
cuando en realidad los recargos a favor de otros entes distintos_ 
del Estado constituyen desde el punto de vista sustancial una deu 
da aparté y cuando en realidad alguno de los conceptos indicados_ 
en el citado precepto, indican una duplicidad innecesaria y alta­
mente perjudicial para el contribuyente, cono hace notar Soler 
Roch en su obra "Los Recargos de Prôrroga y Apremio en los Tribu­
tos de la Hacienda Pûblica" -Madrid 1.974 Institute de Estudios - 
Fiscales, pâgina 144-, Segûn esta autora résulta excesivo exigir _ 
ademâs del recargo por aplazamiento - que engloba pago diferido - 
y aplazado- los intereses de demora puesto que en realidad constd^ 
tuyen un mismo concepto.
La doctrina; en las obras citadas a propôsito de "La Extin- 
ciôn" de Ferreiro, pâginas 1.049 y 1.050, de Diez Alegria, pâgi-- 
nas 43 y siguientes; de Certes, pâginas 550 y 551 y de Sainz de - 
Bujanda, pâgina 70 y 71; han reclamado la aplicaciôn a la presta­
ciôn tributaria de los principles referentes al objeto de pago vi^  
gentes en la ôrbita del derecho comûn de obligaciones: Principles 
de identidad integridad e indivisibilidad.
La integridad e identidad no plantean ningûn problema de r£ 
lieve en el derecho tributario, segûn Certes. Por identidad enten 
demos que la prestaciôn ha de ser realizada exactamente en lo que 
se debe y bo ninguna otra. La Administraciôn que recibe el pago,_ 
no solamente no puede ser obligada a recibir otra cosa diferente, 
sino que tampoco puede aceptar el pago de otra cosa distinta. La_
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regia de la identidad vincula tanto al deudor como a la Adminis-- 
traciôn. En efecto, solamente en el caso de que la Ley lo autori- 
ce y dentro de los limites de esa autorizaciôn podrîa admitirse - 
el pago en una especie diferente, asî en el Derecho Comparado el_ 
articulo 29 del Texto Unico delle Imposte Directte Italiano cita­
do por Berliri en su Principi, tomo II pâgina 302, constituye un_ 
claro ejemplo. En Alemania la soluciôn impuesta por la jurispru-- 
dencia, es en cambio diversa. En ausencia de un texto expreso so­
bre la materia, se estableciô la admisibilidad de la entrega de - 
un objeto distinto del dinero para que la Administraciôn aplique_ 
la cantidad obtenida mediante su venta al pago de la deuda cuando 
no pueda obtenerse directamente el pago én dinero. El Tribunal 
del Reich, aclaraba que este procedimiento era admisible al menos 
cuando la cantidad que se esperaba obtener a travês de la ejecu-- 
ciôn forzosa se presumiera inferior a la obtenida mediante este - 
otro medio -Becker, Riewald, Koch en Reichsabgabenordung, pâgina_ 
387, Heimansa, Verleg, Colonia 1.963-.
Este principio de identidad, supone una aplicaciôn especîfi 
ca del principio general de no disponibilidad sobre la prestaciôn 
a que se halla sometida la administraciôn a diferencia de lo que_ 
sucede con el titular de un normal derecho de crédite.
Résulta por tanto fuera de lugar la invocaciôn de los prin­
ciples del Côdigo Civil, -artîculos 1.166, nûmero I y 1.169, nûme^  
ro I- porque estos principles no son aplicables al campo tributa­
rio.
En cuanto a la indivisibilidad -Diaz Picazo, obra citada, - 
pâgina 473- comenta que "la posibilidad de un fraccionamiento de_ 
pago aplicable con carâcter general a todas las deudas tributa- -
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rias, constituye una expresa derogacion de la regia general de la 
integridad del pago". Esta opiniôn suscita al hilo del articulo - 
61 de la Ley General Tributaria, desarrollado a su vez por el ar­
ticule 52 del Reglamento General de Recaudaciôn, no es compartida 
por Certes, para el cual "la indivisibilidad caracteristica funda 
mental del pago no se opone al fraccionamiento del mismo". En rea 
lidad si prescindimos del hecho de que el articulo 1.169, parece_ 
estar pensando en su redacciôn. "A menos que expresamente lo auto 
rice, no podrâ complelerse al aœedor a recibir parcialmente las_ 
prestaciones en que consista la obligaciôn" en las obligaciones - 
"ex contractu" podria afirmarse que el principio en cuestiôn no - 
estâ en contradicciôn con el articule 61 que establece lo siguien 
te: "Una vez liquidada la deuda tributaria y notificadas las con- 
diciones de pago incluso las especiales, este podrâ £raccionarse_ 
o emplazarse en los casos y en la forma que dicho Reglamento de-- 
termine -se refiere al Reglamento General de Recaudaciôn-. Podrâ_ 
argumentarse que la norma es al crédite tributario como el contra_ 
to a la obligaciôn de que habia el articule 1.179 del Côdigo Ci-- 
vil. Pero es que ademâs lo que dice este precepto es que el acree 
dor no podrâ ser compelido a recibir el pago en fracciones y esta 
compulsion no se produce en el caso de la prestaciôn tributaria,_ 
cuyo fraccionamiento es facultad discreccional y graciable de la_ 
administraciôn -articulo 52 del Reglamento General de Recaudaciôn- 
Ahora bien a pesar de que como acabamos de senalar, puede existir 
una identidad entre los preceptos mencionados del Côdigo Civil y 
del Ordenamiento Tributario, en realidad el modo de operar del princi 
pio en cuestiôn en los dos âmbitos es fundamentalmente distinto:
En primer lugar el fraccionamiento es libremente pactable por las 
partes de una relaciôn jurîdico privada, mientras que en el dere­
cho tributario, solo procédé en los casos sehalados por la Ley, -
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fuera de los cuales la Administraciôn no puede otorgar el fraccio 
namiento, mientras que el acreedor privado tiene siempre facultad 
de otorgarlo aunque no este pactado. En segundo lugar, conviene - 
recordar que la libertad de que goza el acreedor civil, no puede_ 
compararse con la facultad discreccional cuyo ejercicio se confie^ 
re a la Administraciôn.
En cuanto al principio de integridad no présenta aspecto e^ 
pecial en derecho tributario. La deuda no se entenderâ pagada ha_s 
ta que se entregue la total de la suma debida. El articule 21 del 
Reglamento General de Recaudaciôn, bajo el epîgrafe integridad -- 
del pago, establece: "Para que el pago produzca los efectos que - 
le son propios tratândose de recaudaciôn en période voluntario, - 
ha de ser de la totalidad de la deuda".
Segûn esto el pago parcial de la deuda no da lugar a extin- 
ciôn parcial por el importe de dicho pago. La Instrucciôn General 
de Recaudaciôn, Régla 13, establece lo siguiente refiriéndose a - 
este supuesto de pago parcial: "Si el obligado al pago pretendie- 
se se le admita el ingreso de cantidad inferior al importe de la_ 
deuda exigible, se le advertirâ que puede consignar la cantidad - 
en la Caja General de Depôsitos pero la consignaciôn segûn lo que 
establece el articulo 51-3, no influirâ en el proceso recaudato-- 
rio. Por su parte la Régla 149, habia del pago por menor importe_ 
del exigible sin hacer referencia a la consignaciôn. Podrîa enten 
derse sin embargo que se refiere al supuesto de admisiôn por error 
de un pago parcial.
La consignaciôn a que se refiere la régla citada no desempe 
ha los efectos de una auténtica consignaciôn en lugar del pago co
- 119 -
mo lo establece en su inciso final al decir que no influirâ en el 
proceso recaudatorio.
La propia instrucciôn califica los supuestos de pagos incom 
pletos como ingresos a cuenta, denominacion inexacta ya que al ha 
blar de ingreso a cuenta parece querer significar efecto extinti- 
vo por el importe de dichos ingresos, cuando en realidad esto no_ 
acontece.
La normativa establecida en el articulo 21 antes citado, no 
encuentra aplicaciôn en todos los procedimientos de recaudaciôn - 
previstos en el mismo Reglamento, y asî senalaremos como el regi­
men aplicable a los pagos es distinto del establecido en el proce 
dimiento de declaraciôn liquidaciôn. En estos casos el pago par-- 
cial serâ admitido como tal, es decir con efecto extintivo de la_ 
deuda por el importe a que alcance dicho pago, girândose por el - 
resto una liquidaciôn complementaria qie comprenderâ igualmente - 
las sanciones que en su caso fueren aplicables. Esto lo establece 
el articule 158 de la citada Instrucciôn General en los siguien-- 
tes termines: "Se practicarâ por las oficinas gestoras la liquida_ 
ciôn complementaria que corresponda que tendrâ la consideraciôn - 
de liquidaciôn con contraido previo y notificaciôn expresa siguien 
do en lo sucesivo el trâmite establecido para las de esta clase".
3.1.5.5.- FORMAS: EN EFECTIVO Y EFECTOS TIMBRADOS.
Aunque ya adelantabamos en el epîgrafe anterior -las dos 
formas importantes de pago- por la conexiôn existente entre el ob 
jeto y las formas de pago -vamos a referirnos con mâs detalle a - 
la concrecciôn del pago en efectivo y al pago mediante efectos --
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timbrados. A ambos efectos se refiere el citado articulo 59-1 de_ 
la Ley General Tributaria, y tambien el articulo 23-1 del Regla-- 
mento General de Recaudaciôn: "El pago de las deudas habrâ de ha- 
cerse en efectivo o mediante el empleo de efectos timbrados segûn 
dispongan las leyes o reglamentos de cada tribute". En todo caso_
"a falta de disposiciôn expresa el pago habrâ de realizarse preci^ 
samente en efectivo, -articule 23-3 del citado Reglamento-".
Estad SOS formas de pago no son intercambiables entre si si^  
no qie habrân de determinarse en que casos debe emplearse una u - 
otra forma.
C-1.- Pago en efectivo.
El pago deberâ realizarse en principio con dinero de curso - 
legal no obstante el propio Reglamento de Recaudaciôn preve otros_ 
medios equiparable al dinero -articulo 24-1-. Ademâs del dinero ad 
mite el cheque o talôn de cuenta corriente bancaria o de caja de - 
ahorros -apartado b-; transferencia bancaria o de caja de ahorros_ 
-apartado c- ; giro postal tributario -apartado d-; y cualquiera 
otros que se autoricen por el Ministerio de Hacienda.
El Reglamento senala unos medios que ya apuntaban la Ley Gene 
ral Tributaria en su articulo 60, con la ûnica particularidad de - 
que esta ûltima habia en su inciso final de "otro documento mercan 
til en la forma que reglamentariamente se détermina" con lo que re 
sulta mâs amplia la menciôn del Reglamento que la de la propia Ley 
Tributaria".
Segûn el Reglamento el criterio utilizado para la détermina-
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cion de que instrumentes de page son utilizables reside en el or­
gane ante el cual se realiza el mismo. Corne régla general puede se 
nalarse que les instrumentes de page sustitutivos del dinero pue- 
den ser utilizados para les ingresos en las Cajas de la Direcciôn 
General de Presupuestos, de las Delegaciones de Hacienda y Deposi^ 
tarias especiales -articule 75,1 del Reglamente General de Recau- 
daciôn-. Ceme reglas especiales puede admitirse el page mediante_ 
cheque e talôn en las aduanas expresamente auterizadas -articule_ 
26,1 del Reglamente citade-.
El Reglamente de Recaudaciôn régula -articules 26, 27 y 28- 
el mode de emplee de estes medies, para asegurar y centrelar el - 
efective ingrese del importe de la prestaciôn en el Tesere.
Ahera bien existen des cuestienes que debemes analizar cen_ 
particular detalle per su impertancia teorica y practical La pri­
mera de ellas es la de determinar el valer seluterie de les cita- 
des instrumentes de page; la segunda se refiere al memento en que 
se estima realizade el ingrese.
En cuante al primer preblema la Ley General Tributaria es-- 
tablece que la entrega de les expresades efectes sole liberarâ al 
deuder cuande hubiesen side realizades -articule 60-.
Cerne résulta de esta redaccion, la nermativa centenida en - 
la Ley esta en abierta centrapesicion cen la centenida en el Côd^ 
go Civil -articule 1.170- que senala en su apartade 2 "que la en­
trega de pagarés a la erden o letras de cambie u etres documentes 
mercantiles sole preducirâ les efectes del page cuande hubiesen - 
side realizades e cuande per culpa del acreeder se hubiesen perju
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dicado". Diez Picazo, obra citada, pagina 472, se pregunta con to 
da razon "iPuede entenderse que el acreedor tributario que negli- 
mente permite el perjuicio del efecto que le ha side dado en page 
conserve su derecho de crédite?". Lôgicamente, se contesta el de£ 
tacade civilista, ne es juste entenderle asî; en un case semejan- 
te el deuder ha realizade el cempertamiente exigible y ha side 
el acreeder quien per su negligencia ha impedide el elective re-- 
sultade de la prestaciôn. Per tante el deuder debe quedar libera- 
de y el articule 60 debe integrarse cen la nerma del 1.170.
Le que ecurre prebableinente -senala Diez Picaze, ebra cita­
da , pagina 473- es que el supueste del articule 1.170 es muy difi 
cil que se de dentre de una relacion tributaria, ya que contempla 
hipotesis de que el deuder endese para page al acreeder una le-- 
tra de cambie u etre documente mercantil emitide a la erden que - 
no es un principle al menos le que presupone el articule 60 dende 
se habla sole de cheques, talenes y de erdenes de transfercncia".
La cuestion que ha side aberdada per el Reglamente General_ 
el regular el cheque -el preblema ne se plantea respecte de la 
transferencia ni el giro- cempletande la menciôn de la Ley Gene-- 
ral Tributaria cen una remisiôn a la legislacion civil y mercan-- 
til; en efecte el articule 26-5 del citade Reglamente dispene: "La 
entrega de cheques y talenes leberarâ al deuder en les termines - 
que establecen el articule 60 de la Ley General Tributaria y la - 
legislacion civil y mercantil".
La genesis de este precepto se deduce del dictamen del Cen- 
seje de Estade de 11 de Julie de 1.968 -expediente n~. 36.048-: -
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"Se dice en el articule 26-3 que la entrega de cheques y talenes_ 
sele leberarâ al deuder cuande hubiesen side realizades". Se dic- 
taminaba per el Censeje de Estade que las caudas de efectividad - 
del page per cheques se recegiesen cen carâcter general en el ar­
ticule 1.170 citade al que cabia hacer una remisiôn e que deberia 
repreducirse pere de mede algune per via de Reglamente recertar - 
su centenide. Per tede elle parece mâs prudente sustituit el pâ-- 
rrafe que cementa per etre que diga: La entrega de cheques y taie 
nés liberarâ al deuder en les termines que se establezcan en la - 
legislacion civil y mercantil -Recepilaciôn de Dectrina Legal 1967 
-68, Madrid, Imprenta del B.O.E., 1.971, pâginas 415 y 416.
Debemes indicar ne obstante le anterior que el Reglamente 
neral de Recaudaciôn en su redacciôn original le ûnice que hacia - 
era repreducir el articule 60 de la Ley General Tributaria de mede 
que ne parece adecuade la atirmacién del Censeje de Estade de que_ 
"de manera alguna cabe per via de reglamente recertar el centenide 
del articule 1.170 del Côdige Civil".
Le que conviene indicar en relaciôn cen la redacciôn del ar­
ticule 26-5 citade es que en la medida en que diche precepto cens- 
tituyera un simple desarrelle e interpretaciôn incluse cerrectera 
de la redacciôn defectuesa de la Ley General Tributaria, su selu-- 
ciôn deberia estimarse cerrecta pere en el case de que el Reglamen 
te le que hubiese pretendide fuese medificar la prepia Ley -es de- 
cir en el case que se estimara que la interpretaciôn cerrecta del_ 
articule 80 fuese precisamente la literal, el citade Reglamente de^  
beria reputarse ilegal en este punte.
La segunda cuestiôn que senalabames ceme importante es la de
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determinar el memento a partir del cual se entiende realizade el_ 
page cuande se empleen les medies anteriermente citades en susti- 
tuciôn de la entrega material de dinere. El preblema se refiere - 
ne al aspecte temporal del page sine a las circunstancias e requi^  
sites baje les cuales el page mediante efectes mercantiles se - - 
equipara al page dinerarie. Le que ahera se trata de fijar es el_ 
memento al que se refiere la eficacia de diche page pueste que 
puede haber un espacie temporal entre el memento en que el ebliga 
de hace la entrega y aquel en que el ingrese llega a la Caja del_ 
Tesere.
El Reglamente establece el période en que les ingresos se - 
entienden realizades’:
"Para les cheques y talenes el del dîa en que diches ingre-- 
ses hayan tenido entrada en la Caja cerrespendiente, -articule 26- 
5-.
"Para las transferencias el dîa en que el ingrese haya teni- 
de entrada en el Banco de Espana, -articule 27-5-".
"Para les gires tributaries el dîa de la impesiciôn, -artîcu 
le 28-3-".
En el case del page mediante giro tributario, ne se suscita_ 
ningûn preblema ya que el page se considéra realizade en el misme_ 
memento que el ebligade al misme hace la entrega de dinere. Pere - 
ne acentece le misme en el case del enviade per giro enviade per - 
cerree sistema al que hace expresamente referenda la Instrucciôn_ 
General de Recaudaciôn -Régla 14,l,b-. En estes supuestes le lôgi- 
ce y juste serîa considerar realizade el page en el memento en que
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el deudor hace la entrega del cheque o de la orden de transferen­
cia directamente o por correo aunque el dinero no quede en poder_ 
de la administracion hasta un période posterior. Serîa atentate-- 
rie centra la seguridad jurîdica que a un deuder que dentre del - 
plaze reglamentarie de page en période voluntarie erdena una tran^ 
ferencia e envia un cheque se le aplique el recarge de prorrega - 
per haberse recibide cen pesterieridad al cumplimiente de plaze._ 
Esta selucion es ademas congruente cen etres aspectes del erdena- 
miente jurîdice y cencretamente cen el page en les precedimientes 
de declaraciôn-liquidaciôn. En estes supuestes el page ferma un - 
sele acte cen la declaraciôn siende un requisite de validez de la
misma. Ahera bien ceme es sabide la presentacion de documentes -
segûn la Ley de Precedimientes Administratives -articule 66-, y 
aplicable per via subsidiaria en virtud de le dispueste en el ar­
ticule 9 de la Ley General Tributaria "se entenderâ realizada - - 
cuande se envien per cerree en el memento de su deposite en la 
eficina pestai aunque su llegada a la eficina compétente para su_ 
admisiôn sea posterior". Esta misma nermativa deberâ ser aplicada 
al cheque remitide per cerree certificado junte la declaraciôn li 
quidaciôn e a les supuestes de remisiôn por cerree de dicha decla 
raciôn liquidaciôn acempahande este envîo. de una transferencia
per el importe de la cantidad auteliquidada. Asî ha side interpre
tade per Aller en sus Cementaries al Reglamente General de Recau­
daciôn, Madrid, Ministerie de Hacienda, segunda ediciôn, 1.972, - 
pagina 131; y per Fernândez Guijarre en sus Cenferencias sobre Re^  
caudaciôn, Madrid, Ministerie de Hacienda, 1.970, pâginas 137 y - 
138. Incluse en les cases en que este no fuera aplicable, es de-- 
cir cuande se envie meramente el cheque a travês de cerree erdin^ 
rie, e se haga el page mediante transferencia, debe censiderarse_ 
realizade cl page en el memento del envie e en la fecha en que se
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ordena la transferencia. Esta interpretaciôn es la que ha manteni 
do el propio Ministerie de Hacienda en su Orden de 5 de Octubre - 
de 1.970 que dispene "que el recarge de prôrrega establecide en - 
les articules 91 y 92 del Reglamente ne se selicarâ cuande les pa 
ges de deudas tributarias se efectuen mediante cheque e transfe-- 
rencia bancaria si per el mataselles de la eficina de cerrees se _ 
cemprueba que aquel fue remitide a la caja cerrespendiente dentre 
del période veluntarie, e si tratândese de transferencia bancaria 
esta segûn las relacienes que remita el Banco de Espana fue erde- 
nada dentre del misme plaze para page en période veluntarie".
Entendemes que le que dispene el Reglamente de Recaudaciôn 
tiene significaciôn fundamentalmente a efectes internes centables 
y de control en el sene de la prepia Administraciôn, pere ne en - 
cambie a la efectividad del page en si.
C-2.- Page mediante efectes timbrades.
El emplee de efectes timbrades es la segunda ferma de page_
a que alude la Ley General Tributaria y el Reglamente de Recauda­
ciôn. El emplee de les citades efectes es una ferma tîpica de pa­
ge en determinades tributes, hasta el punte de que en algûn memen
te en la legislaciôn han aparecide identificades algunes de elles
precisamente a travês de su ferma de recaudaciôn: El timbre, verbi 
gracia en Espana la antigua Ley del Timbre de 1.924, e en Italia la 
Legge di Belle. El timbre ha side censiderade ceme un precedimien 
te fundamental de recaudaciôn de ingresos pûblices -asî Salvader_ 
Bullôn, Albinana Garcîa Quintana, Baye Pallarês y Tertôn Marcos,_ 
en sus articules aparecides en la cuarta semana de Estudies Finan 
cieres, Madrid, E.D.I.F.I.N.A.N., 1.956-.
- 127 -
En cuanto a les efectos timbrades senalabames en pâginas an 
terieres 68 y 69 la pelêmica doctrinal surgida en Italia respecte 
a la naturaleza de la prestaciôn satisfecha mediante estes efec-- 
tes; en nuestre pais ademâs de las Notas de Dereche Financière ya 
citadas y cuya epiniôn cempartimes, se han sestenide epinienes di^  
ferentes, asî Diez Picaze, ebra citada, pâgina 471, senala que en 
llamade page en efective, la acciôn de pagar consiste en un dare, 
mientras que en page per efectes timbrades censite en un faceré._ 
Per su parte Ferreire, ebra citada, pâginas 1.039 a 1.049 "el di­
nere entregade a cambie de les efectes timbrades ne se entrega a 
tîtule de precie sine ceme entrega para page de tributes nacides_ 
e per nacer, y la efectiva utilizaciôn de les efectes timbrades - 
ne ecnstituye el cumplimiente de una ebligaciôn de hacer sine que 
représenta la afectaciôn de una suma ya entregada al cumplimiente 
de una determinada ebligaciôn".
El emplee de efectes timbrades, ha side censiderade ceme la 
ferma tîpica de page cen auteliquidaciôn. Aunque actualmente la - 
categerîa de la auteliquidaciôn ha side incerperada a nuestre er- 
denamiento para designar un precedimiente diferente -el de la de­
claraciôn liquidaciôn- sin embargo, ne cabe duda de que también - 
en el case de les impuestes satisfeches mediante efectes timbra-- 
des la determinaciôn del importe de la deuda es realizada general^ 
mente per el propie centribuyente, se trata de une de les supues­
tes de ebligaciôn a cargo de les particulares de practicar epera- 
cienes de liquidaciôn tributaria ceme recenece de manera expresa_ 
la prepia Ley General Tributaria en su articule 79, apartade b. - 
El Reglamente General de Recaudaciôn siguiende a la Ley General - 
dispone en su artîculo 30: "Les efectes timbrades se utilizarân - 
ceme medie de recaudaciôn en les cases previstes per ley e régla-
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mento.
Lo que conviene que senalemos es que el establecimiento del 
deber por medio de reglamente, ceme dispene el citade articule 30, 
iria en centra de le dispueste en el articule 18, apartade k, de_ 
la Ley General Tributaria que senala ceme "se regularâ en tede ca 
se per Ley de ebligaciôn a cargo de les particulares de practicar 
eperaciones de liquidaciôn tributaria. Es extrane y estimâmes que 
injustificable que en el misme texte legal se dispenga la pesibi- 
lidad de impener per via reglamentaria el emplee de diches efec-- 
tes cuye une coincide generalmente cen una auteliquidaciôn a ne - 
ser que se entienda que la determinaciôn del deber de auteliquida 
ciôn ha de establecerse cen independencia del de utilizar efectes 
timbrades y que la fijaciôn per via reglamentaria del emplee de - 
estes ha de referirse bien a supuestes para les que per ley ya se 
ha previsto el deber de auteliquidaciôn e bien a cases en que les 
efectes timbrades se utilizan ceme medie de page de deudas tribu­
tarias normales, es decir sujetas a liquidaciôn en sentido estric 
te. De cualquier ferma las crîticas deberemes dirigirlas ne cen-- 
tra el Reglamente General de Recaudaciôn que se ha limitade a re­
preducir a la Ley General Tributaria sine centra la prepia Ley, - 
En efecte en la redacciôn original del articule 30 del citade Re­
glamente se pmpezaba hablande de "la necesidad de una Ley para el 
establecimiento de les supuestes de emplee de efectes timbrades". 
Fue ceme censecuencia de las ebservacienes fermuladas per el Cen­
seje de Estade -Dictamen de 5 de Abril de 1.968, expediente numé­
ro 35.848-, criticande las incongruencias del Preyecte cen la Ley 
General Tributaria, ceme quedô establecida la redacciôn definiti- 
va.
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El Reglamente ennumera en el articule 30 varies supuestes de 
les cuales unicamente tienen carâcter tributarie les mencienades - 
en las letras c, Tasas Fiscales y d, Tasas y Exaccienes Parafisca­
les. Aparté de estes cases les efectes timbrades sen utilizades 
per exigirle asi la nermativa prepia de ciertes impuestes, per - - 
ejemple el de Transmisienes Patrimoniales y Actes Juridices Decumen 
tades. Articule 108, e Trâfice de Empresas, articule 36 c. Se tra­
ta de documentes timbrades especiales y cuya regulaciôn bay que en 
contraria en les reglamentes de les mencienades impuestes.
En cuante a la Instrucciôn General de Recaudaciôn, la Régla 
17 dispene que "el emplee de les efectes citades ûnicamente es ad 
misible en el precedimiente de page en période veluntarie", de -- 
ferma tal que cuande se rebase ese période veluntarie y se pase - 
al precedimiente de apremie deberân ser abenadas las deudas en -- 
efective.
3.1.3.6.- CIRCUNSTANCIA DE PAGO.
1.- Lugar de page.
El articule 59-2, establece que el page se entiende realiza 
do cuando se ha ingresade su importe en las Cajas del Tesere, Of 
cinas Recaudadoras e Entidades debidamente auterizadas que sean - 
compétentes para su admisiôn.
Per su parte el articule 19-1, cen mâs precisiôn establece_ 
"que el page de las deudas tributarias habrâ de realizarse preci­
samente en la eficina del organe compétente para su admisiôn".
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Diez Picazo, obra citada, pagina 471, estima que en la Ley_ 
General se contiene una inversion de la régla del artîculo 1.171_ 
del Codigo Civil que dispone lo siguiente: "El page deberâ ejecu- 
tarse en el lugar que hubiese designado la obligacion. No habien- 
dose expresado y tratândese de entregar una cesa determinada, debe 
râ hacerse el page dende esta existîa en el memento de censtituir 
se la ebligaciôn. En cualquier etre case el lugar del page serâ - 
el del domicilie del deuder".
Hay que tener en cuenta que ceme cen claridad se senala el_ 
citade articule 1.171, el principle del domicilie del deuder es - 
establecide cen carâcter subsidiarie para el case de que la ebli­
gaciôn ne le determine expresamente. Per tede elle, estimâmes que 
la tesis de Diaz Picaze, ne parte de unes supuestes excesivamente 
correctes.
El Reglamente de Recaudaciôn, admite per etra parte implici 
tamente la pesibilidad de page en lugar distinte de la eficina an 
teriermente citada, dispeniende que "Cuande procéda el cebre en - 
etre lugar el deuder deberâ segurarse de la identidad y legitima- 
ciôn de la persona que le exige el page".
2 - Tiempe del page.
El artîculo 61-1, de la Ley General Tributaria dispene que_ 
el page debe hacerse en les plazes que determine el Reglamente Ge^  
neral de recaudaciôn. La regulaciôn del tiempe de page en diche - 
reglamente es especialmente importante perque cen la misma se pe- 
nen de manifieste les diverses esquemas de actualizaciôn del pre­
cedimiente de gestiôn y recaudaciôn.
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El Reglamente guarda silencie sebre les pages adelantades - 
a diferencia de le que hacîa el antigue Estatute que admitîa la - 
realizaciôn de estes pages dentre de ciertas cendicienes y en de­
terminades supuestes -articule 55 del Estatute de Recaudaciôn-. - 
Ante este silencie debemes entender que ne existe actualmente esa 
pesibilidad de realizar pages anticipades a la apertura del plaze 
erdinarie.
El page puede efectuarse en periede veluntarie e en periede 
ne veluntarie e de apremie.
En cuante al page en periede veluntarie se trata de un page 
expentanee per parte del deuder y que censtituye pes asI decir la 
autêntica fase de page. Este periede veluntarie se haya dividide_ 
en des subperiedes: En el primere es en el que debe pagarse la 
deuda; en el segunde puede pagarse sin que pase a ejecuciôn ferzo 
sa pere mediante el abene de un recarge de prôrrega.
El articule 20 del Reglamente General de Recaudaciôn se re­
fiere a este tema: "N-. 1.- Les ebligades al page harân efectivas 
sus deudas en periede veluntarie dentre de les plazes fijades en_ 
este articule e en su case en el de prôrrega regulade en les art^ 
cules 82 y 91 de este Reglamente. N-. 2.- Salve dispesiciôn expre 
sa en contrarie de Ley, las deudas tributarias résultantes de li- 
quidacienes tributarias practicadas per la Administraciôn deberân 
pagarse: a.- Las netificadas entre les dias 1 y 15 de cada mes, - 
desde la fecha de netificaciôn hasta el dia 10 del siguiente mes_ 
e el inmediate habil posterior; las netificadas entre les dIas 
16 y ültime de cada mes, desde la fecha de netificaciôn hasta el 
dIa 25 del mes siguiente e el inmediate hâbil posterior. N-. 3.--
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En los casos de evaluaciones globales y convenios, el page deberâ 
realizarse dentro de los plazos senalados en las disposiciones 
que regulen aquellos. N-. 4.- Cuando se trate de deudas liquida-- 
das como consecuencia de actes de inspecciôn conforme al Decrete_ 
2.137/65, de 8 de Julie se estarâ a le establecide en el misme y_ 
disposiciones cemplementarias. Las lîquidadas per les Impuestes - 
Generates sebre Transmisienes, sucesienes, actes juridices decu-- 
mentades y rentas de aduanas, se ingresarân en les plazes estable^ 
cides en las nermas que le regulan. Las demâs cuya liquidaciôn e£ 
té encemendada a las aduanas se ingresarân en igual plaze y al mi^ 
me tiempe que las de dicha renta. N-. 5.- Las deudas que deban sa 
tisfacerse mediante efectes timbrades, se pagarân en el memento - 
de la realizaciôn delheche impenible. N-. 6.- Las deudas liquida- 
das per el prepie sujete pasive, deberân satisfacerse al tiempe - 
de presentaciôn de las cerrespendientes declaracienes en las fe-- 
chas 0 plazos que sehalen les reglamentes de cada tribute. N-. 7.- 
Las deudas que se recauden mediante recibe se satisfarân en les - 
plazes senalados en el articule 79. Este precepto senala les si-- 
guientes plazes: En el primer semestre del 16 de Maye al 15 de Ma 
ye e inmediate habil posterior. En el segunde semestre del 16 de__ 
Septiembre al 15 de Neviembre e inmediate habil posterior. En cuan 
te a les cases de evaluaciones globales, la Régla 12 de la Instruc 
ciôn de Recaudaciôn dispene la aplicaciôn en principle de les pla 
zes senalados en el n-. 2 del Articule 20".
En cuante al page realizade en plaze de prôrrega hay que de^ 
tacar que dan lugar a un recarge -el llamade recarge de prôrrega- 
excepciôn hecha de le que sispene el articule 91-2 respecte ales_ 
impuestes de sucesienes, transmisienes patrimoniales y actes jurî_ 
dices decumentades.
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Estes plazes estân recegides en el articule 93 del Reglamen­
te General de Recaudaciôn y sen les siguientes:
A - Deudas a que se refiere el articule 20-N-.2: a.- vencidas el - 
dia 10 de cada mes del 11 al 25 de diche mes. b.- vencidas el_ 
dia 25 de cada mes, del dia 26 al 10 del mes siguiente.
B - Deudas a que se refiere el articule 20-N2.7: Del dia 16 al ul­
time de cada une de les meses de Maye y neviembre.
C - Deudas a que se refiere el articule 20-NS.3,4,5 y 9 y el arti­
cule 115-3: a.- Quince dias naturales a centar del vencimiente 
del respective plaze y deudas .a que se refiere el nûmero 6 del 
articule 20 hasta la fecha de su ingrese.
El aspecte mâs importante que représenta la enumeraciôn de - 
les plazes de prôrrega es el siguiente: Unicamente para aquellas - 
deudas en relaciôn a las cuales se ha preducide un acte exprese de 
liquidaciôn, existe un periede cencretamente delimitade de page vo 
luntarie al termine del cual se abre la via de apremie. En les pro 
cedimientes en que el ingrese ne se hace eh virtud de un previe ac 
te de la Administraciôn que determine la exigibilidad al periede - 
de page veluntarie en su fase de prôrrega ne tiene un plaze final_ 
cencretamente delimitade pueste que la falta de page en estes pre­
cedimientes al ne existir un acte concrete de impesiciôn per parte 
de la Administraciôn ne da lugar a la ejecuciôn ferzesa en via de_ 
apremie. En estes precedimientes, la falta de cumplimiente del de­
ber de pagar da lugar ne a la ejecuciôn ferzesa sine a la apertura 
de etro precedimiente que finalizarâ cen la determinaciôn y noti-- 
ficaciôn de la deuda per parte de la Administraciôn incrementada -
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en su caso con las sanciones correspondientes. Segûn este la ins- 
trucciôn general de recaudaciôn desarrollando el incise final del 
articule 92-1, c.- Del Reglamente General dispene:"Per el carac-- 
ter que entranan las deudas liquidadas per el prepie sujete pasi­
ve cemprendidas en el nûmere 6 del articule 20 per cuante ne sen sus 
ceptibles de apremie, el plaze de prôrrega se extender! desde la_ 
fecha de vencimiente del respective periede que para presentar 
las declaracienes sehalen les Reglamentes de cada tribute, hasta_ 
la fecha de su ingrese, y este se efectuarâ per el imperte de la_ 
liquidaciôn incrementade per el del recarge". Articule 42-1, de - 
la citada Instrucciôn.
Esta peculiaridad del precedimiente de page cen auteliquida 
ciôn censtituye una aplicaciôn del principle centenide en la Ley_ 
General Tributaria acerca de la eficacia del acte de liquidaciôn.
En efecre el articule i2b-l, de la citada Ley dispene: "Que la li^  
quidaciôn netificada reglamentariamente al sujete pasive censtitu 
ye a este en la ebligaciôn de satisfacer la deuda tributaria".
Ne entremes en la pelêmica sebre si el acte liquidaterie es 
constitutive de la ebligaciôn e meramente declarative de la misma.
En nuestre sentir desde luege, tiene unicamente naturaleza déclara 
tiva siguiende en este punte a Sainz de Bujanda en su ebra Hacien­
da y Dereche, volumen IV. El Nacimiente de la Obligaciôn Tributa-- 
ria, pâgina , ya que la ebligaciôn surge al realizarse el heche 
impenible -articule 28 de la Ley General Tributaria- y la liquida­
ciôn le ûnice que significa es una actividad administrativa tenden 
te a fijar la cuantîa de una ebligaciôn previamente nacida.
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Lo que es évidente, es que el acte de liquidaciôn détermina 
una diferente conformaciôn del deber de pagar la prestaciôn tribu 
taria que va referida no solo al caracter de dicho deber en la fa 
se anterior a la liquidaciôn, sino también en relaciôn al deber - 
de pagar tal como ese deber se présenta en los procedimientos de_ 
pago inmedîato sin previo acto administrative en liquidaciôn en_- 
los procedimientos de autoliquida.ciôn. La Ley General Tributaria- 
que conoce la categoria de la auteliquidaciôn -artîculo 10, apartade 
K- otorga sin embargo efectos especlficos al acto administrâtivo_ 
de liquidaciôn. Estes efectos que diferencian las deudas objeto de 
liquidaciôn reglamentariamente netificada de las deudas autoliqui- 
dadas, consisten en que unicamente las primeras son exigibles a - 
travês del precedimiente de apremie. Esto es algo que se encuen-- 
tra en la Ley General Tributaria y que no ha side introducido por 
las normas de recaudaciôn. Podrîa incluso afirmarse que no es co­
rrecte hablar en relaciôn con las deudas autoliquidadas ni siquie 
ra de recaudaciôn en période veluntarie, en efecto hablar de un - 
période veluntarie solamente tiene sentido para oponerlo al perio 
do de apremie, y asî lo entiende la Ley General Tributaria en su_ 
artîculo 128: "El precedimiente de apremie se iniciarâ cuando ven 
cido el plazo de ingrese veluntarie no se hubiera satisfecho la - 
deuda tributaria".
En estes supuestes al no aplicarse la via de apremio nos en 
contrâmes con un plazo de ingrese veluntarie que en su fase de 
prôrrega es indeterminado en cuanto su final. Por otra parte tam- 
bien en cuanto al comienzo de dicho période veluntarie establece_ 
la Ley General una nermativa inaplicable a estes procedimientos - 
de ingrese inmediate, pueste que segûn el artîculo 127 la apertura 
del mencionado plazo, supone la existencia de un acto administra-
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tivo de liquidaciôn y en este sentido dispone: "El plazo de ingre 
so voluntario de la deuda, se contarâ desde: a.- La notificaci6n_ 
directa al sujeto pasivo de la liquidaciôn cuando esta se practi- 
que individualmente y b.- A la apertura del respective plazo re-~ 
caudatorio cuando se trate de tributes aludidos en el artîculo 
124-3, en cuanto son objeto de netificaciôn colectiva y periodica.
En los casos de deudas autoliquidadas no es aplicable natu- 
ralmente ninguno de los plazos establecidos en este precepto. En_ 
realidad hablar de un plazo de prôrrega que se extiende hasta la_ 
fecha de su ingrese es un contrasentido que se révéla claramente_ 
cuando se ponen en conexiôn los articules 92 y 97 del Reglamento_ 
General de Recaudaciôn el ûltimo de los cuales dispene: "El proce 
dijTîiento de apremio, se iniciarâ cuando vencidos los plazos de in 
greso a que se refieren los articules 20 y 92 no se hubiese satis 
fecho la deuda y se expida en consecuencia el tîtulo que lleva -- 
aparejada la ejecuciôn".
Se pone de manifieste como tiene solamente sentido el plazo 
de prôrroga y se contrapone al période de ejecuciôn forzosa o de_ 
apremio. No lo tiene cuando se trata de un plazo de prôrroga ind£ 
terminado en cuanto a su final o mâs exactamente cuando este fi-- 
nal viene determinado por el cumplimiente de la prestaciôn.
Lo que el artîculo 92 del Reglamento establece en relaciôn_ 
a las deudas que estâmes analizando, es sencillamente que para el 
caso de que no se satisfaga en el période reglamentariamente esta 
blecido para ellas sufrirân un recargo del cien por cien. Estable^ 
ce por tante para ellas un recargo de prôrroga que es en realidad 
un recargo de demora pero no propiamente el plazo de prôrroga ce-
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mo existe para las deudas aplicables mediante otros procedimientos.
De la Ley General Tributaria, al tîtulo 126, 127 y 128, se - 
deduce que para que una deuda sea exigible el dia de apremio haya_ 
sido determinada en virtud del acto administrâtivo de liquidaciôn, 
por lo que en los procedimientos con auteliquidaciôn la falta de - 
cumplimiente darâ lugar a la apertura no de un precedimiente de 
ejecuciôn forzosa sino de un precedimiente que conducirâ a la li-- 
quidaciôn de la deuda y que si serâ ya ejecutivo.
El recargo de prôrroga es del diez por ciento -articule 92-3 
del Reglamento General de Recaudaciôn-, su naturaleza es la de una 
sanciôn civil compatible con la sanciôn tributaria del artîculo 86 
de la Ley General Tributaria y su finalidad puramente indemnizatoria 
équivalente a la constituciôn en mora del deudor -Sales, en su ar­
ticule puLlicadù en Crônica Tributaria nûmero 3, pâgina 57, titula 
do Omisiôn del Ingreso del Recargo de Prôrroga-.
Durante mucho tiempo es Estatuto de Recaudaciôn reducia el - 
recargo de apremio a su mitad por pago dentro de los diez primeros 
dîas siguientes a la notificaciôn.
La razôn del establecimiento de este recargo de prôrroga en_ 
el Reglamento, hay que encontfarlo en la remisiôn que efectûa el - 
artîculo 58-3 de La Ley General que senala como el recargo de prô­
rroga y aplazamiento podrâ ser fijado reglamentariamente. Para la_ 
Ley, ambos conceptos prôrroga y aplazamiento son sinônimos de mane 
ra que el recargo a que se refiere el artîculo 58.c, corresponde-- 
rîa al aplazamiento, instituciôn perfectamente conocida por la pro 
pia ley general. No constituye un obstâculo para esto el artîculo - 
61-2, de la misma Ley que indica como las cuotas aplazadas debenga
- 138 -
rân interês de demora puesto que son compatibles el interês de de­
mora con un recargo de aplazamiento, compatibilidad que como vimos 
criticaba con acierto Soler Roch.
La Ley General Tributaria, nos habla de demora, aplazamiento 
y apremio y de los intereses y demâs recargos aplicables en dicha_ 
circunstancia -artîculo 86- podrîa entenderse que la demora origi- 
na en intereses y recargo s de aplazamiento y apremio, sin embargo 
el Reglamento de Recaudaciôn no habla para nada del recargo por -- 
aplazamiento supuesto en el que solamente se produce en debengo del 
interês de demora y en cambio establece junto al recargo de apre-- 
mio el citado recargo de prôrroga.
Segûn esta interpretaciôn, el recargo de prôrroga carecerîa_ 
de base legal y de hecho en la primitiya relaciôn del Reglamento - 
General nu se habiaba del recargo de prôrroga sino que se llamaba_ 
recargo por mora al establecido en la misma cuantîa del diez por - 
ciento. Dicho recargo fue considerado ilegal por el Consejo de Es - 
tado, que aconsejô su redacciôn al interês legal del dinero "se 
plantea en el informe de la Direcciôn General de lo contencioso el 
tema de la legalidad del recargo del diez por ciento por mora. El_ 
Consejo de Estado hace suyas las razones argumentadas. El artîculo 
58 de la Ley General, autoriza a que los recargos se fijen regla-- 
mentariamente autorizaciôn que se una por el proyecto que se dicta 
mina al regular el recargo de apremio. Pero la mora no es un apla­
zamiento ni una prôrroga ni mucho menos un'apremio, por ello el ar 
tîculo 92 carece de base legal alguna. El artîculo 58 déclara in-- 
cluîdo en su caso en la deuda tributaria el interês de demora que_ 
serâ el legal del dinero. Este serîa el concepto en que podrîa - - 
exigirse en el supuesto de mora un interês legal, pero en ningûn - 
caso un recargo que carece de base legal para su fundamentaciôn, -
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por ser materia déterminante de la formaciôn de la deuda tributa­
ria y reservada por ella a la regulaciôn de la Ley conforme esta­
blece el artîculo 10 de la mencionada Ley General. Recopilaciôn - 
de Doctrina Legal, pâgina 407.
Tengase en cuenta que el actual recargo de prôrroga no es - 
sino una nueva forma del antiguo recargo de apremio reducido, la_ 
novedad introducida por el reglamento no supone una agravaciôn de 
la situaciôn del contribuyente, para el cual el pago del recargo_ 
de prôrroga présenta ventajas con relaciôn al antiguo recargo de_ 
apremio reducido y otras situaciones favorables de orden interno_ 
para la administraciôn. -Haro Cremades, en conferencias sobre re­
caudaciôn en periodo voluntario, pâgina 81-.
Veamos por ûltimo el aplazamiento o fraccionamiento en el -
pago.
Ya aludimos al artîculo 61-2 de la Ley General en que se ha 
ce referenda a ambos conceptos que se relacionan entre si como - 
especie y género. El fraccionamieto es una modalidad del aplaza-- 
miento que se caracteriza por el hecho de que ademâs de diferirse 
el momento del pago este se fracciona y divide en varias cantida- 
des concediendose un plazo distinto para cada una. El aplazamien­
to constituye una incidencia en el normal desarrollo del procedi- 
miento de recaudaciôn alterândose el mismo en cuanto al plazo o - 
plazos en que ha de producirse el ingreso. Su fundamento reside - 
en las sificultades de liquidez por parte del obligado para ingre 
sar sin menoscabo de su patrimonio la prestaciôn en el plazo ordi 
nario. Aller, pone en relaciôn el aplazamiento con el principle = 
de correspondencia de la impesiciôn en la capacidad econômica del
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sujeto pasivo. En conferencias sobre recaudaciôn, pâgina 52 y en_ 
su artîculo Aplazamiento y Fraccionamiento del pago de las deudas 
tributarias.
"Estân legitimados para pedir el aplazamiento las personas • 
que cencretamente se hallen obligadas al pago", asî lo senala el_ 
artîculo 55 del Reglamento General de Recaudaciôn. Como puede ob- 
servarse, la legitimaciôn para solicitar el aplazamiento es dife­
rente de la legitimaciôn para pagar ya que aquî no se plantea nin 
guna cuestiôn en relaciôn a los terceros y ademâs se refiere con- 
cretamente a los obligados al pago y no en abstracto a los oblige 
dos de que habla el capîtulo 3 del Tîtulo Preliminar del propio - 
Reglamento. "Solamente podrân pedirlo cuando la situaciôn de su - 
tesorerîa discrecionalmente apreciada por la Administraciôn les - 
impida efectuar el pago dentro del plazo de ingreso voluntario". 
Asî lo dispone el artîculo 55 del Reglamento.
En cuanto a las deudas aplazables debemos distinguir los su 
puestos en que concurran circunstancias excepcionales o razones - 
de intefes pûblico que discrecionalmente apreciarâ el Ministre de 
Hacienda, y que son aplazables en base a la decisiôn discrecional 
del mismo y de aquellos otros casos en r^ ue no concurran esas cir­
cunstancias excepcionales en que las deudas tributarias son apla­
zables egûn el artîculo 54 del Reglamento con las siguientes ex-- 
cepciones:
a)_ Las deudas tributarias cuya exacciôn se realicen por me­
dio de recibo patente o fectos timbrades.
b) Las deudas tributarias cuyo importe deban efectuar los -
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sustitutos por retenciôn.
En cuanto a las del apartado a), la explicacion de su no 
aplazabilidad, residen en su pequena cuantîa y en las dificultades 
que se derivarîan del aplazamiento en dichos casos. Respecte a 
las del apartado b), la razôn es clara, se trata de casos en que_ 
el sustituto actûa de intermediario entre el contribuyente y la - 
administraciôn ingresando las cantidades retenidas al primero. No 
cabe hablar de dificultades de tesorerîa pues lo que ya se ha re- 
caudado por el sustituto no debe aplazarse, lo contrario serîa 
abusive destacan con acierto, Aller, obra citada, pâgina 54, y 
Praena en su artîculo Aplazamiento y Fraccionamiento de Deudas Tri^  
butarias, pâgina 145, en la misma.obra titulada Conferencias sobre 
Recaudaciôn.
La misma régla deberîa aplicarse en los supuestos de susti- 
tuciôn con repercusiôn, cuando esta repercusiôn se haya producido 
con anterioridad al pago, e incluso en los supuestos de repercu-- 
siôn sin sustituciôn, es decir en los de traslaciôn jurîdica de - 
la cuota -asî opina Aller, pâgina 54, el cual senala como la reso 
luciôn de 29 de Enero de 1.970, ha considerado aplazables las deu 
das en el Impuesto de Trâfico de Empresas y en el Impuesto de Lu- 
jo.
Tampoco son aplazables las deudas que hayan salido de la fase 
de periodo voluntario, y esten incursas en el procedimiento de 
apremio, como se deducen del artîculo 55 del Reglamento.
Existen otras clases de deudas a las que en mi sentir tampo= 
co deben aplicârseles el aplazamiento: Se trata de aquellas que se
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recaudan a travês del procedimiento de declaraciôn y liquidaciôn. 
Como sabemos el reglamento establece que el aplazamiento unicamen 
te puede concederse liquidada que sea la deuda tributaria -artîcu 
lo 52-1- y la Ley General Tributaria lo subordina a que se halle_ 
liquidada la deuda y netificadas las condiciones de pago -artîcu­
lo 61-2“. Se excluye por tanto y no basta la simple operaciôn men 
tal de liquidaciôn practicada por el propio obligado -auteliquida 
ciôn- sino que es necesario un acto administrative de liquidaciôn 
notificado reglamentariamente al sujeto pasivo. Por todo ello es­
timâmes que a esta categoria de deuda aunque no las excluya expre 
samente el artîculo 54 no debe considerarse aplicable el aplaza-- 
miento.
La concesiôn del mismo, compete como vimos, al Ministre de_ 
Hacienda en los casos excepcionales y al Director General de Pre­
supuestos y por Delegaciôn del mismo a las Delegaciones de Hacien 
da en los supuestos normales -artîculo 53-2 del Reglamento-. Su - 
otorgamiento es una facultad discrecional, discrecionabilidad que 
no debemos confundir con arbitrariedad ni ausencia de control ju- 
risdiccional como erroneamente estiman algunos autores, -asî Aller, 
obra citada, pâgina 53, dice que: "Puesto que los actos en cues-- 
tiôn son indudablemente sometibles al control de la jurisdicciôn_ 
econômico administrativa idonde esta entonces lo graciable y dis­
crecional?". El proyecto de reglamento pretendîa suprimir el con­
trol jurisdiccional sobre dichos actos. El Consejo de Estado, en - 
su dictamen de 5 de Abril de 1.968, citado en recopilaciôn de doc 
trina legal, pâgina 106, aconsejô correctamente la supresiôn de - 
la norma en cuestiôn.
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En relaciôn con la discrecionalidad, conviene distinguir dos 
fases: De una parte determinar el fundamento de la peticiôn, y de 
otra la decisiôn sobre la misma. El reglamento se refiere a los - 
dos supuestos. El artîculo 55, subordina el aplazamiento a la si­
tuaciôn de tesoreria del obligado, situaciôn apreciada discrecio­
nalmente por la administraciôn, y el artîculo 53 dice que la ad-- 
ministraciôn otorgarâ el aplazamiento graciable y discrecionalmen 
te.
Entendemos que las referencias que hace el artîculo 55 a la 
discrecionalidad, se haya fuera de lugar, puesto que no se trata_ 
de una decisiôn sino de una mera comprobaciôn de un hecho, consta 
taciôn que de ninguna manera es libre ni depende de la voluntad - 
discrecional de la administraciôn: la carencia de liquidez por 
parte del obligado, existirâ o no con absoluta independencia de - 
la voluntad de la administraciôn, la cual unicamente podrâ apre-- 
ciar tal circunstancia. Se trata de uno de los conceptos jurîdi-- 
cos indeterminados.
En cuanto a la decisiôn sobre el aplazamiento, esta si que 
constituye una facultad discrecional, aunque sometida a los princi^ 
pios que limitan el ejercicio de las potestades discrecionales, - 
de manera que para los supuestos normales, la concesiôn del apla­
zamiento deberîa asimilarse mâs a una decisiôn reglada que a una_ 
manifestaciôn discrecional.
3 - La consignaciôn.
Como subrrogados en el pago -utilizando la terminologîa de_ 
Beltran de Heredia, obra citada, pâgina 358- podcmos englobar a -
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la dacion en pago la consignaciôn y la imputaciôn.
La consignaciôn es regulada en el artîculo 63 de la Ley Gene 
ral Tributaria que establece lo siguiente: "Los sujetos pasivos po 
drân consignar el importe de la deuda tributaria y en su caso las_ 
costas reglamentariamente debengadas en la Central de la Caja Cene^  
ral de Depôsitos o en alguna de sus sucursales, con los efectos 1^ 
beratorios o suspensivos que las disposiciones reglamentaria deter 
minen".
Por su parte el Reglamento General de Recaudaciôn trata de - 
adaptarse en su regulaciôn a la centenida en el Côdigo Civil, mâs_ 
se trata de dos instituciones profundamente separadas entre si por 
el diferente âmbito en que se insertan, aunque por supuesto tengan
semejanzas formates. La diferencia radical reside en el caracter__
procedimental. La consignaciôn y sus efectos se desarrollan dentro 
de una serie de actos integradores de un procedimiento, mientras - 
que en el Côdigo Civil lo constituyen los efectos liberatorios de_ 
la misma.
Siguiendo el artîculo 51 del Reglamento, podemos distinguir_ 
los siguientes aspectos:
A) Legitimaciôn para consignar. Estân legitimados para con-- 
signar unicamente los sujetos pasivos.
Segûn esta dicciôn del Reglamento se llegarîa a la absurda - 
conclusiôn de que los responsables no pueden efectuar la consigna­
ciôn. Esta interpretaciôn por ilôgica y contradictoria con otros - 
aspectos del propio Reglamento Tributario, debe se tajantemente r£ 
chazada. En la consignaciôn deben estar legitimados todas aquellas
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personas que lo estên para intervenir en el procedimiento en el - 
que se produce la misma . Desafortunadamente el defecto de técni- 
ca tanto del Reglamento como de la Ley es totalmente censurable - 
e injustificable. Como senala Cortés, -obra citada, pâgina 536- - 
"para evitar el absurdo a que conducirîa una rîgida interpréta- - 
ciôn literal del articule 63 serâ necesario entender que la posi- 
bilidad de consignar el importe de la prestaciôn tributaria se ex 
tiende a todos los obligados tributaries".
B) Organe ante quien se efectua. Segûn indican tanto la Ley 
como el Reglamento ha de efectuarse en la Central de la Caja Gente 
ral de Depôsitos o en alguna de sus Sucursales. El depôsito en la 
Caja General, organe de la prepia-Administraciôn Financiera, re-- 
fleja claramente el privilégié de ejecutoriedad de los actos admi^  
nistrativos.
C) Supuestos en que es admisible. La consignaciôn es admisible 
en aquellos casos en que el pago directamente al acreedor no es - 
posible o bien cuando se rehusa sin razôn a admitir dicho pago. -
El artîculo 51 del Reglamento se refiere a la "pesibilidad de efec_ 
tuar la consignaciôn con efecto de pago cuando el organe de recau 
daciôn compétente no haya admitido indebidamente el pago ofrecido 
o no pueda admitirlo por causa de fuerza mayor". Este presupuesto 
es anâlogo al del artîculo 1.178 del Côdigo Civil, aunque aquî so 
lamente se habla de rechazo o imposibilidad de recibir el pago 
por parte del organe compétente.
Existen otros supuestos en que la consignaciôn no se reali­
za con la intenciôn de pagar sino con la finalidad de asegurar an 
te ]a Administraciôn una deuda litigiosa. Se trata de los supues-
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tos indicados en el articule 51, apartado a, es decir de la con-- 
signacion, "con efectos suspensives de la ejecuteriedad del acte_ 
impugnade cuande se interpengan reclamacienes e recurses de cen-- 
fermidad cen le dispueste en este Reglamente".
La censignacion se enmarca aqui dentre del privilégié del - 
"solve et repete", peculiar en las reclamacienes centra les actes 
administratives cuya ejecuteriedad no queda interrumpida per la - 
interpesicion de recurses. . Que la censignaciôn tiene una fun- - 
ci6n de garantia y ne directamente de page queda demestrade per - 
el heche de que es sustituible per un aval selidarie de Banco e - 
Caja de Aherres -articule 190 del Reglamente General-.
D) Efectos de la censignacion y requisites. La censignacion 
produce efectos suspensives desde la fecha en que se haga si a la 
Administraciôn censta la certeza de la causa que la determine e - 
se justificase esta, pere ne preducirâ efecLes liberateries sine_ 
desde el memento en que acempanande el resguarde cerrespendiente_ 
se participe al organe recaudader y se haga la epertuna aplicaciôn 
corne ingrese en el Tesere -articule 51.2-.
Les efectes se producen en distinte memento y cen diferentes 
requisites: Les suspensives cuande se constate per la Administra­
ciôn per si misma e mediante prueba del interesade la certeza de_ 
la causa; les liberateries requerirân la epertuna aplicaciôn cerne 
ingrese en el Tesere. Cerne apunta Rossy en Precedimientes Recauda 
tories, pagina 297, "el efecte liberaterie en este case cerne en - 
tedos queda diferido hasta que erdenada la suelta del depôsito y 
entregade su importe al cajere e recaudader se aplique el page de 
la deuda respectiva y se expidan o se requisite el documente libe
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ratorio que ha de entregarse al consignador que sera alguno de 
los que ennumera el articule 32".
Se observa en esta nermativa un notable paralelisme cen el_ 
Côdige Civil -articule 1.180- segûn el cual ne preducirâ un plene 
efecte liberaterie hasta el memento en que es aceptada per el acr^ 
eder e ha recaide declaraciôn judicial de que esta bien hecha. El_ 
Reglamente va mas lejes que el Côdige Civil pueste que la censta- 
taciôn de la cerrecciôn produce efectes meramente suspensives; pa
rece asi misme identificar page cen satisfacciôn cencreta del --
acreeder, le que parece en cierte mode centradicterie pueste que_ 
el ebjete de la censignaciôn es precisamente salvaguardar el int£ 
rês del deuder al cumplimiente en.les supuestes en que la satis-- 
facciôn puntual del interês del acreeder es independiente de la - 
veluntad del ebligade. Si le que se pretendia cen esta nerma era_ 
supeditar el efecte liberaterie a la cemprebaciôn de la censigna­
ciôn, le correcte hubiera side declarar que el efecte ne se produ 
ce sine cuande la censignaciôn es suficiente, pere cen efectes a_ 
centar desde el memento de la misma.
En el Côdige Civil, les efectes liberateries quedan subordd^ 
nados a la aceptaciôn per el acreeder e a la hemelegaciôn per par 
te de la auteridad judicial; si le que pretende el Reglamente es__ 
trasladar dicha nerma al campe tributarie, habrâ de hacerlo cen - 
tedas sus censecuencias, es decir entendiende que mientras que el 
acreeder ne hubiese aceptade la censignaciôn e ne hubiese recaide 
declaraciôn judicial de que esta bien hecha, pedrâ el deuder reti^  
rar la cesa e cantidad censignada dejando subsistente la ebliga-- 
ciôn -articule 1.180, pârrafe 2- del Côdige Civil-. Este es evi-- 
dentemente inaplicable a la censignaciôn de la prestaciôn tributa^
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ria la cual no puede ser retirada per el consignante una vez rea- 
lizada.
4 - La imputacion de pages.
Se régula en el articule 62 de la Ley General Tributaria
que dice: "Las deudas tributarias se presumen autônemas".
Cen elle parece aludirse -senalan las Notas de Dereche Fi-- 
nanciere, terne I, velumen III, pâgina 72- a que "ne existe una ûni^  
ca relaciôn ebligateria entre el deuder y la Hacienda Pûblica per 
tedas las deudas tributarias ne pagadas, sine que cada presupues- 
te de heche erigina una deuda distinta y autônema de las etras 
aunque sea el misme sujete". "En este sentide -centinûan diciende 
las Notas- la diccion de este articule ne parece muy cerrecta. En 
realidad las deudas tributarias ne se presumen autônemas: Son - - 
autônemas". Aparté de las incerrecccienes en que incurre la redac 
ciôn de este precepte, debemes apuntar en la misma lînea -que la_ 
sestenida per las Notas la pesiciôn de Diez Picaze -ebra citada, 
pâgina 474- segûn el cual "en terne a cada tribute se créa una re^  
laciôn juridica entre cada centribuyente y la Hacienda". Igualmente 
Certes Dominguez, -ebra citada, pâgina 565- observa "que cuande - 
se dice que las deudas tributarias se presumen autônemas en real^ 
dad le que quiere decirse es que son independientes unas de etras. 
No se trata de una presunciôn sine de una definiciôn legal".
El apartade 2- del articule 62 dispone: "Que en les cases de
ejecuciôn forzosa en que se hubieran acumulade varias deudas dem -
misme sujete pasivo y ne pudieren satisfacerse totalmente, la Admi^  
nistraciôn salve le dispueste en el apartado siguiente aplicarâ el
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pago al crédite mas antigue determinândese su antiguedad de acuer 
de cen la fecha en que fue exigible.
El apartade 3- del misme precepte détermina que cuande las_ 
deudas acumuladas cerrespendan a la Hacienda Pûblica y a etras En 
tidades, tendrân en general preferencia para su cebre las prime-- 
ras.
En cuante al apartade 4^, dispene que el cebre de un crédite 
de vencimiente posterior ne extingue el dereche de la Hacienda Pu 
blica a percibir las anterieres en descubierte. Este apartado ne_ 
se refiere a una cuestion cencreta de imputacién de pages per le_ 
que ne se cemprende la razon de que ferma parte del articule 62.
"Si comparâmes el apartade 4- -cerne dicen las Notas, paginas 
73- cen el pàrrate 2- del articule 1.110 del Côdige Civil "El re- 
cibo del ûltime plaze de un débite cuande el acreeder tampoce hi- 
ciese réservas, extinguirâ la ebligaciôn en cuante a les plazes - 
anterieres", pedemes darnes cuenta de que la ûnica innevaciôn que 
este articule supene frente a la regulaciôn de las ebligacienes - 
en general, consiste en eximir a la Hacienda del deber de expre-- 
sar réservas en cuante a la subsistencia de les anterieres débites 
Esta nerma ne tiene fâcil explicaciôn ya que dades les términos en 
que el precepte esta redactade ne parece que se refiera a ebliga­
cienes cen pages fraccienades -supueste contemplade per el articu 
le 110 del Côdige Civil-. Y si se refiere a ebligacienes distin-- 
tas, la nerma parece innecesaria. Pesiblemente el legislader pen- 
saba en los impuestos periôdices e insertô este articule para evi^  
tar que el page realizade en un periôde pudiera servir de prueba 
de pago en los anterieres" terminan diciendo las Notas.
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El Reglamente de Recaudaciôn ha cerregide en cuante este 
apartade 4- el errer de sistemâtica de la Ley General, celecande_ 
la nerma que acabames de citar baje el epîgrafe mâs correcte de - 
"eficacia extintiva del page" -articule 48-, excluyéndele de las_ 
nermas atinentes a la imputacion. Esta nerma censtituye una mera_ 
aplicaciôn de la régla anterior sobre la autenemia de las reglas tr^ 
butarias.
La dectrina - en las ebras citadas de Diez Picaze, pâgina - 
475 y Certes Dominguez, pâgina 533- ha sehlade que el apartado 3- 
del articule 62 centiene una nerma relativa a la prelaciôn de crê_ 
dites en lugar de una nerma referente a la imputaciôn de pages.
La imputaciôn puede ser examinada desde des puntes de vista:
La libremente realizada per el deuder y la yerificada per la Admi^  
nistraciôn aplicande las reglas establecidas en la Ley General y_ 
en el Reglamente de Recaudaciôn.
A - Imputaciôn libre realizada per el deuder.
La Ley General Tributaria, ne régula de manera expresa los_ 
supuestes de imputaciôn libre, sine que se limita a establecer 
las reglas para la imputaciôn por parte de la Administraciôn.
El Reglamente General sigue la linea opuesta, estableciende: 
"El deuder de varias deudas pedrâ en periôdo veluntario imputar - 
el page a aquella e aqueTlâs que libremente determine" -articulo_ 
49.2-. Como se observa existe un notable paralelisme entre la re- 
dacciôn de este precepte y el primer pârrafe del articule 1.162,_ 
pere limitando la régla de la libre imputaciôn de pages que consti 
tuye el principle general en esta materia en Dereche Civil a la -
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£ase de période veluntario.
La cuestion que se suscita es la de determinar que ocurre - 
en el case de que existan varias deudas, unas en période velunta- 
rie y etras en ejecuciôn ferzesa. En estes cases, la pregunta in- 
mediata es la de si existe libertad de imputaciôn. Segûn el arti­
cule 49.2 del Reglamente, la respuesta debe ser negativa. "En es­
tes cases ne precede la libre imputaciôn per parte del deuder el_ 
cual ne pedrâ extinguir las deudas que se hallan en période volun 
tarie sine despuês de haber satisfeche las que se encuentran en - 
via de apremie", asi le estima Ressy, ebra citada, pâgina 279.
Breves indicacienes hemes de hacer en terne a este articule 
49.2; a.- Que el citade precepte establece una nerma diferenciada 
sensiblemente en la pfactica de la vigente en las relacienes entre 
partlculares e incluse de la existante cen anterieridad en las re 
lacienes entre Administraciôn y centribuyentes. Ceme senala Rossy,
"el Reglamente ha ide mâs allâ que la Ley, cercena injustamente - 
un dereche de tede deuder que se remonta al Digeste y vuelve al critc 
rie retrôgade que deregô la Real Orden de Gamaze de 1.883. Le su- 
prime al deuder el dereche a imputar deuda apremiada y se le atri 
buye a la Administraciôn que sole puede imputar pages legalmente_ 
cuande ne lo haga el deuder" -ebra citada, pâgina 279-.
b.- La régla interpretada come dispene el Reglamente, puede suponer 
series incenvenientes para el centribuyente el cual en alguna eca- 
siôn pedrâ encontrarse en la imposibilidad de evitar mediante el - 
oportuno pago que una deuda pase al procedimiento de apremie cen - 
el consiguiente recarge per verse ebligade a afectar la cantidad - 
disponible para cl page a otra deuda que ya se encuentra en ejecu-
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cion forzosa.
c.- La observacion mâs importante reside en que la interpretaciôn 
que estâmes recegiende, se encuentra en flagante centradicciôn 
cen etres préceptes recegides en el prepio Reglamente General y - 
en la Ley, asi cen el articule 48.2 del Reglamente que admite la_ 
pesibilidad de un page de vencimLente posterior a etres anterio-- 
res en descubierte, per su parte tambiên existe epesiciôn cen el_ 
principie que anima a la Ley General Tributaria; aunque esta guar 
de silencie sobre el tema y unicamente se preecupa de la imputa-- 
ciôn reglada, bay que estimar siguiendo a Diez Picaze -ebra cita­
da , pâgina 476- "que fuera de les supuestes especifices del art^ 
cule 62.3 son aplicables las reglas de imputaciôn establecidas - 
en el Côdige Civil". Per tante le dispueste en la Ley General in 
terpretada a sensu contrarie ne puede ser centradiche por una nor 
ma de range inferior ceme es el Reglamente General de Recaudaciôn, 
cuye articule 49.2 debe censiderarse ilegal al menes siempre que_ 
se le interprète en el sentide de que el page se imputarâ a las - 
deudas apremiadas cen preferencia a las que se encuentran en pe-- 
riede de page veluntario aûn centra la veluntad de quien realiza_ 
el page.
B - Imputaciôn reglada.
El presupueste para que se preduzca la imputaciôn reglada,_ 
es que existe una pluralidad de deudas tributarias acumuladas en_ 
un procedimiento de ejecuciôn forzosa, y no pueden ser tedas ellas 
satisfechas adecuadamente, por tante es preciso que tedas las deu 
das en via de apremie se hallan acumuladas en un sole procedimien 
to. Este tipo de imputaciôn esta regulade en los artîculos 62.2 -
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de la Ley General Tributaria y 49.3 del Reglamente.
Tambiên aquî se observa que las diferencias existentes entre 
las instituciones tributarias y las del Côdige Civil. Segûn este - 
ûltime, -articules 1.173 y 1.174, se presupene la existencia de va 
rias deudas entre un misme acreeder y un misme deuder, por el con­
trarie en Dereche Tributarie puede darse la existencia de varias - 
deudas a faver de un misme acreeder y a cargo de un misme deuder,_ 
y aûn hallândese tedas en apremie ne da lugar a la aplicaciôn de - 
las reglas especiificas de la imputaciôn; asi sucederâ siempre que 
al encontrarse las diversas deudas en recaudaciôn en diferentes zo 
nas ne se preduzca la acumulaciôn de los expedientes relatives a - 
cada una de ellas. Le decisive para que se apliquen las reglas de_ 
imputaciôn ne es tante la existencia de una pluralidad de crédites 
y deudas cen les mismes sujetes cuante la existencia de varias deu 
das reunidas en un misme procedimiento.
El elemente necesarie tambiên para la imputaciôn -que ne pu­
diera satisfacerse totalmente las deudas acumuladas - présenta ma- 
yores problemas de interpretaciôn. El requisite en cuestion, apare 
ce ceme algo évidente: Precisamente porque ne pueden pagarse tedas 
las deudas es per le que se hace necesaria la imputaciôn. Sin embar_ 
ge si se examina ese requisite mâs detenidamente la cuestiôn ne 
présenta perfiles tan clares; asi el case de que en un expediente__ 
cen varias deudas acumuladas el sujete pasive intenta efectuar el_ 
page en metâlice de una de las deudas en cuye cumplimiente se ha-- 
11a particularmente interesade sin que la cantidad que ofrece en - 
page alcance a cubrir mâs que dicha deuda pere hallândese las de-- 
mâs debidamente aseguradas mediante el embargo de biene en cuantîa 
suficiente para cada una de ellas. iPucde en este case el sujete -
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pasivo imputar el pago en metâlico libremente o por el contrario^ 
serâ la Administraciôn quien habrâ de imputar el pago de acuerdo_ 
con las reglas del articule 49 del Reglamente?. Aunque la solu- - 
ciôn ne es clara parace que estande salvaguardade el interés al ce 
bre de tedas ellas el sujete pasive goza de libertad para extin-- 
guir aquellas que prefiere.
C - Reglas de imputaciôn.
El erden en que ha de aplicarse el page es el establecide - 
en las dos reglas siguientes: Primera; "cuando las deudas preceden 
unas de tributes a la Hacienda Pûblica y etras de tributes a fa-- 
ver de etras entidades se aplicarâ el page necesariamente a las • 
primeras salve le dispueste en les articules 71,73 y 76 de la Ley 
General Tributaria" -articule 62.3 de la Ley General Tributaria y 
49.4 del Reglamente General-.
Algunos auteres han indicade que esta régla establece una - 
preferencia de cebre a faver de la Administraciôn Estatal, pere - 
no una autentica régla de imputaciôn, por le que su encuadramien- 
to idôneo hubiese side dentro de las garantias del crédite tribu­
tarie. Esta indicaciôn parece cerrecta, pues la régla en cuestiôn 
tiene cerne presupueste no la existencia de varias deudas entre 
los mismos sujetes sine a faver de diferentes sujetes. Ne obstan­
te hay que tener en cuenta la diferencia de regulaciôn existente_ 
entre el Côdige Civil y el erdenamiento tributarie; asi misme he- 
mes de indicar ceme en la generalidad de los cases la existencia_ 
de varios crédites a faver de entidades diferentes aunque se en-- 
cuentren en apremio ante un misme recaudader no da lugar a la acu 
mulaciôn de expedientes -articule 173 del Reglamente General- con
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lo cual no se produce el presupueste para la aplicaciôn de la re­
gia del articule 49.4. Unicamente cuande se trate de deudas a ce- 
brar per recibe se seguira un sole procedimiento si les credites_ 
a faver de entidades u organismes estan integrades en el recibe - 
estatal -regia 112.2 de la Intrucciôn General de Recaudaciôn-. El 
ûnice supueste de aplicaciôn del articule 49.4, es el de la cencu 
rrencia en un misme impueste junte a la cueta del Tesere de recar 
gos a tributes a faver de etras entidades englebadas en un misme_ 
recibe.
Segunda: "Cuande las deudas sean tedas estatales e bien - - 
cuande sean tedas ne estatales, la Administraciôn aplicarâ el pa­
ge al crédite mâs antigue determinândese su antiguedad de acuerde 
con la fecha en que fue exigible". -articule 62.2 de la Ley Gene­
ral y 49.3 del Reglamente-.
Cenviene sehalar ceme el heche de la graduaciôn de 
les crédites en erden a la imputaciôn de pages no se hace corne en 
el Côdige Civil sobre la base del interés especîfice del deuder - 
-artîculo 1.174 del Côdige Civil-, sine sobre el criterio de la - 
antiguedad, Ressy, en su ebra Procedimiento Recaudatorie, pâgina_ 
281 y 282, sestiene que "el mencionade criterio del articule 1174 
era invocable directamente cen anterieridad a la Ley General Tri­
butaria y con pesterieridad solamente con carâcter subsidiario".
Asi misme cenviene resaltar ceme segûn la Ley General y el_ 
Reglamente la antiguedad del crédite es referida al memento de la 
exigibilidad no al de la realizaciôn del hecho imponible. Ceme ha 
obseryado Certes Dominguez -obra citada, pâginas 538 y 539- "el - 
criterio es significative porque de manifiesto la irrelevancia --
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prâctica del debate sobre el nacimiento de la obligaciôn tributa­
ria. Ni siquiera para determinar la antiguedad del crédite es epe^  
rante el memento del nacimiento, le que importa es la exigibili-- 
dad".
Pedrîa plantearse el preblema de determinar cen le dispues­
te en el articule 126.1 de la Ley.General se produce en el memento 
de la netificaciôn individual e celectiva de la liquidacion. De - 
acuerde cen este en les supuestes en que el tribute se recauda me^  
diante el procedimiento de la declaraciôn liquidacion, la exigibi^ 
lidad deber ser referida ne al memento en que se cumple el plaze_ 
para presentar esta declaraciôn liquidacion sine al memento en -- 
que se cemunica la liquidacion girada en ausencia de la auteliqui 
dacion e cerrigiende la misma.
5 - Prueba del page.
La prueba del page recae sobre el deuder -articule 1.214 del 
Côdige Civil-; para elle se valdrâ nermalmente del documente exp£ 
dide por el acreeder dende se declare que el page ha side realiza 
do y nermalmente a través del recibe de la centribuciôn e carta - 
de page debidamente diligenciada.
3.1.3.7.- EFECTOS DEL PAGO.
El articule 48 del Reglamente establece: "El page realizade 
con los requisitos exigidos en este Reglamente, extingue la deuda 
y libera al deuder y demâs responsables*.
La redacciôn del precepte es bastante incerrccta pueste que
liabla de deudor y demâs responsables, cuande por coherencia con -
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la terminologîa establecida por el propre Reglamente -Tîtulo prel_i 
minarj Capitule III- deberia hablar de ebligades tributaries o si_ 
se quiere de sujetes pasives y demâs ebligades tributaries.De cual 
quier manera la declaraciôn del Reglamente de Recaudaciôn ne pare­
ce ebvia segûn César Aller, ebra citada, pâgina 346 ne ebstante -- 
tiene un alcance que aprimera vista pudiera pasar inadvertide. Si_ 
el deuder y demâs responsables quedan plenamente liberades de la - 
deuda cuande esta es paga cen tedes les requisites reglamentarios, 
quiere decirse que en ningûn case se puede exigir una pesible li-- 
quidaciôn duplicada y el recaudader e el organe recaudatorie ante_ 
la exhibiciôn del documente acreditativo del page y comprebada la_ 
ceincidencia del cencepto tributarie y del période debe tomar las_ 
medidas necesarias y ne preseguir la acciôn recaudatorie en tante_ 
se acuerde la baja de la liquidaciôn arrônea.
bn relaciôn a la eficacia extintiva atribuida por el Regla-- 
mento, es necesario advertir que efectivameiite el pago extingue el 
deber de prestaciôn e la deuda tributaria, pero unicamente tal co­
mo este deber se halla constituido en la fase de recaudaciôn. Es - 
solamente cen este carâcter limitado cerne se producen los efectos__ 
liberatories. Tengase en cuenta que por una parte que aunque el pa 
go extinga el deber de prestaciôn no libera totalmente el sujeto - 
pasivo o a les restantes sujetes del semetimiente a la petestad de 
la Administraciôn titular de la funciôn tributaria, la cual conti­
nua investida de facultades ceme las de cemprebaciôn, revisiôn, 
etc. Por otro lado es necesarie tener en cuenta que el cumplir con 
los requisitos exigidos en el procedimiento de recaudaciôn ne signifi 
ca cumplir correctamente la prestaciôn tributaria; puede el sujete 
pasivo tener una conducta cerrecta en la fase de recaudaciôn y ha­
ber infringido el Reglamente en la fase liquidateria en les casos_
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en que esta ûltima es presupueste de la recaudateria. No debemes_ 
olvidar que la recaudaciôn censtituye meramente una fase del pre- 
cedimiente de aplicaciôn del tribute, y el page heche en période vo 
luntarie produce el pure efecte de impedir el accese a la via de_ 
apremie.
En cuante a los efectes de la falta de page, se refiere a - 
elles el articule 80 del Reglamente. "La falta de page en los pla 
zes y cen les requisites exigidos en este Reglamente, metivarâ la 
apertura del procedimiento recaudatorie per la via de apremie, 
que la Administraciôn dirigirâ centra los que resulten ebligados_ 
al page segûn les articules 8- y siguientes; la deuda principal se 
incrementarâ cen el recarge de apremie y cestas que en cada case_ 
sean exigibles conforme a le dispueste en este Reglamente".
En realidad ne en tedes les cases de falta de page se abre_ 
la fase de ejecuciôn ferzesa; ceme ya vimes en su memento en los_ 
cases en que la prestaciôn tributaria se hace efectiva a través del 
procedimiento de auteliquidaciôn, la falta de pago da lugar a la_ 
prâctica de una liquidaciôn per parte de la Administraciôn con 
aplicaciôn de las sancienes cerrespendientes si preceden, y unica 
mente la deuda résultante de esta liquidaciôn serâ ejecutable en_ 
apremie. El articule 50 tiene en censideraciôn el procedimiento - 
tîpice elvidando que junte al misme existen etres que ne pueden - 
ser marginados en un Reglamente General ceme es el de Recaudaciôn.
La falta de page despuês de agotada la via de apremie, metj^  
yarâ la declaraciôn de insolvencia al deudor y en su caso la deri^  
yaciôn de la acciôn administrativa contra les responsables subsi- 
diarios -articule 50.3 del Reglamente-.
159 -
5.1.3.8.- CONCLUSIONES GENERALES.
Hechas todas estas consideraciones sobre el pago podemos d£ 
ducir a los efectos de nuestro estudio las siguientes conclusio-- 
nes generates.
PRIMERA.- La mencion que contiens el articula 57 de la Ley de Ju- 
risdiccion Contencioso Administrativa al pago o consig- 
nacion debemos entenderla como referida a la normativa contenida_ 
en el erdenamiento tributarie, pueste que el asunte fira en terne 
a exaccienes de esa indele.
SEGUNDA.- La regulaciôn centenida en la Ley General Tributaria ce 
me en el Reglamente General de Recaudaciôn dictade en - 
desarrelle de aquella, ne solamente son insuficientes sine que en 
muchos puntes présenta autênticas centradiccienes entre si.
TERCERA.- Que las referencias centenidas tante en la Ley ceme en_ 
el Reglamente y alusivas a la nermativa civilista, ne - 
solamente ne introducen una regulaciôn mâs acabada del tema sino_ 
que inducen a la cenfusiôn de la ceexistencia simultanea de des - 
erdenes juridicos diferentes.
CUARTA.- Que tratândese de institucienes diversas las contenidas_ 
en el Côdige Civil y las integradas en el erdenamiento - 
tributario, ne es pesible una asimilaciôn absoluta entre las dispo 
siciones de aquel y de este.
QUINTA.- Cerne consecuencia de les principles diferentes que insp^ 
ran los ordenamientos civil y tributario -que no impide _
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la aplicaciôn subsidiaria de aquel como dispone la Ley General 
Tributaria- el pago a los efectos de nuestro estudio ha de ser ob 
jeto de una regulaciôn autônoma propia y especîfica, sin las con­
tinuas remisiones que por las deficiencias anteriormente apunta-- 
das, realizan la Ley General Tributaria y el Reglamento General de 
Recaudaciôn.
3.2 - EL RECURSO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.
Una vez analizado el pago, hay que referirse al segundo de_ 
los elementos intégrantes del principle. Nos referimes al recurso 
o reclamaciôn contencioso administrative.
Omitimes teda referenda a la reclamaciôn ecenômice adminis^ 
trativa por entender que el principle que estâmes analizande se - 
centiene prepiamente en una Ley Jurisdiccienal, que es la Ley de__ 
la Jurisdicciôn Contencioso Administrativa, aunque en la gran mayo^  
rîa de les supuestes ecenômices administratives, se han exigide - 
el previo page a los efectes de la interpesiciôn de dichas recla­
macienes .
En tede estade de dereche, les actes de la Administaciôn su 
jetos al dereche administrative que realiza ejerciende el peder - 
que lleva censigo, ne solamente han de ser révisables ante la Ad­
ministraciôn misma per la via de les recurses jerarquicos, sine - 
que es necesarie concéder a les partlculares en garantia de sus - 
derechos la pesibilidad de una fiscalizaciôn jürisdiccional a car 
go de organes de la jurisdicciôn. El medie para obtenerla es el _ 
llamado recurso contencioso administrative, regulade en la Ley ci^  
tada de 1.956.
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El estudio de esta materia debe realizarse dentro del proceso 
tributario puesto que el recurso contencioso administrative gira se 
bre materias tributarias a través de una serie de mementos que cen^ 
tituyeb un autêntice precese.
3.2.1.- EL PROCESO TRIBUTARIO.
El precese ha side cenfigurade per el Prefeser Guasp, ceme 
"el instrumente de satisfacciôn de pretensienes" -Dereche Precesal C 
vil, Tercera Ediciôn, tome I, Institute de Estudies Politicos, Ma-- 
drid, 1968, pâgina 16-. Esta fôrmula debe entenderse en les dos ele 
mentes fondamentales que cemprende el de satisfacciôn y el de pre-- 
tensiôn, en un sentide riguresamente jurldice y ne psicelôgice. La_ 
satisfacciôn en sentide jurldice supene ne dar siempre la razôn al_ 
reclamante sine de receger, examinar y decidir per el peder püblico 
sobre su queja actuandele e denegande su actuaciôn segûn parezca o__ 
ne fundada. La pretensiôn ha de cencebirse asi misme en sentide ju- 
ridico, no como una queja cualquiera sino determinada como una re-- 
clamaciôn formalmente dirigida por un miembro de la comunidad fren­
te a otro ante el organe pûblice especificamente instituide para sa_ 
tisfacerla.
Derivan de esta concesiôn precesal les très pestulades fonda­
mentales de teda erdenaciôn del proceso: Tede precese, exige una prg 
tension; teda pretensiôn lleva xensige un precese; ningun precese - 
puede ser mayor, mener e distinte que la cerrespendiente pretensiôn.
El proceso tributario, es por tante aquel instrumente que tra 
ta de satisfacer las pretensienes de naturaleza fiscal o tributaria.
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Con razôn encuadra el citado Profesor -pâgina 27-, el proceso tri^  
butario dentro del proceso administrative ceme una variante del - 
misme, pueste que diche precese se rige en nuestre dereche per los 
mismes principies y normas que cualesquiera pretensienes de les ad 
ministrades frente a la actividad de la Administraciôn, es decir, 
per les principies générales del dereche precesal administrative,_ 
y mâs cencretamente per la Ley de.la Jurisdicciôn Contencioso Admi 
nistrativa de 27 de Diciembre de 1,956, cen las refermas intreduci 
das per la Ley de 17 de Marze de 1.973. Ne ebstante esta reconduc- 
ciôn a les principies générales, existen ciertas cuestiones especi 
ficas ceme el principie solve et repete, que son ebjete de estudio 
en esta tesis.
El precese tributarie, ha side cenfigurade per la dectrina - 
diferenciando el precese administrative de las demâs clases de pr£ 
ceso per el fundamente jurldice material de las pretensienes actua 
das en el misme, dândese asi una cerrelaciôn entre nermas sustanti 
vas y precese: A las nermas jurldice administrâtivas corresponde - 
un proceso prepio; el precese administrative, que recibe el nombre 
en nuestre pals de contencioso administrative. Esa cerrelaciôn en­
tre dereche material y precese se rompe en cuante se aborda el prq^  
ceso tributario. Ceme senalan las Notas de Sainz de Bujanda -temo__ 
I, velumen III, pâgina 452-, "tal cerrelaciôn se rompe en cuante - 
se aborda el precese tributario". "En efecte, las pretensienes ba- 
sadas en nermas de dereche tributarie son actuadas en nuestre dere 
cho en el seno del precese administrative, este es ante la juris-- 
dicciôn contencioso administrativa, lo que significa que no existe 
lege data en derecho espahel un proceso tributario especifico. Pro 
blema distinte es -centinûan diciendo las Notas- que lege ferenda_ 
y recegiende la experiencia de etres paise, sea conveniente o no,_
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la instauraciôn en nuestro erdenamiento de un contencioso tributa 
rie que atienda a las indudables especialidades de la materia tri^  
butaria".
La diferencia pues entre el precese tributarie y el admini_s 
trative ne reside en el diferente régimen jurldice de ambes sino_ 
ûnicamente per la naturaleza material de las pretensienes en que_ 
se basa.
Las calses de precese tributarie son las mismas que las de_ 
precese administrative, existe un precese erdinarie y unes proce- 
ses especiales. Ceme senala Fenech, en su obra Dereche Precesal -
Tributarie OCesch, Barcelona 1.949, tome I, pâgina 76- "el dere--
\
che precesal tributario tiene ceme ebjete de su estudio la actividad 
jurisdiccional de la rama especializada tributaria, de los prece- 
ses mediante les cuales se lleva a cabe esta actividad y de les - 
precedimientes que les regulan". Ceme este misme auter ponla de - 
relieve, en el campe del dereche precesal tributarie. "la selec-- 
ciôn misma de las materias que debe comprender su estudio, constitu 
ye de por si un problema de gran trascendencia, porque califica - 
previamente el carâcter de las institucienes que han de ser obje- 
to de su tratamiente" -obra citada, pâgina 77-.
Afortunadamente la Ley de la Jurisdicciôn Contencioso Admi­
nistrativa, reiteradamente citada, ha venide a clarificar netablemen 
te, teda la cuestion problemâtica que apuntaba el citado procesali^ 
ta.
Siguiendo el esquema establecide magistralmente por el Pro-- 
feser Guasp, en el anâlisis de cualquier institucion precesal, hay 
que tener en cuenta los sujetes, al objete y la actividad. Inicie-
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mos por tanto nuestro estudio en el primero de los aspectos contem 
plados.
3.2.2.- LOS SUJETOS.
El concepto de organo, corresponde a la teoria general del - 
derecho. No es exclusive del dereche precesal ni tampeco del dere­
che administrative, aûn cuande sean les cultivaderes de esta ûlti­
ma disciplina les que mâs han centribuido ûltimamente a la depura- 
ciôn del misme. Por tante ha de partirse del cencepto general de - 
organe para despuês referirse al organe jurisdiccienal, mâs cencreta^ 
mente al organe de la jurisdicciôn contencioso administrativa. El or 
gane puede ser censiderade desde des puntes de vista:
Desde una perspectiva abstracta, el organe se nos présenta - 
corne un conjunte de cempetencias y medios persenales y materiales_ 
erdenados para realizar determinadas funciones: desde un prisma con 
crete, aparece ceme la persona fîsica en la que se personifica a-- 
quel conjunte de cempetencias atribucienes y funciones que consti- 
tuyen la cencepciôn abstracta.
De este modo surge la distinciôn entre des cenceptos: Organo 
en sentido estricti-cencepto abstracto- y titular del organe -fun- 
cionarie-.
Ahera bien, para que pueda calificarse de jurisdiccienal a - 
un organe del Estade, de acuerde cen la naturaleza de su funciôn - 
estatal, es necesarie que ecupe una posiciôn de independencia que es 
esencial a aquella sobre tedo cuando las pretensienes cuye examen_ 
y decisiôn se las confia, se deducen per o frente al Estade. En
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efecto: Es estado de derecho, es une de los misterios de la cicn- 
cia positiva, représenta en la ciencia del derecho y del estado,_ 
lo que représenta en la teologîa el misterio del Dios-Hombre -Le­
gal -Lacambra- , en su obra Introduccion a la Teoria del Estado Na- 
cional Sindicalista, capîtulo El Estado de Derecho, Barcelona - - 
1.940, pâgina 13-, tan inexplicable es a primera vista es que - - 
Dios creador del hombre pueda som.eterse a las leyes de la natura­
leza humana, como que el Estado creador del derecho, pueda some-- 
terse a las leyes por êl creadas. Pues bien, asî como la teologîa 
acude a un dogma para explicar el misterio de Cristo, tambiên la_ 
ciencia polîtica liberal acuho su dogma para explicar el misterio 
del estado de derecho. Dios es uno - nos dirâ la teologîa- para - 
très personas distintas. El Estado es uno -nos dirâ la ciencia pq 
lîtica-, pero très poderes distintos. Cualquiera que sea el destq 
no del libéralisme y valor actual es imprescindible reconocer la_ 
vigencia de una serie de postulados que son esenciales en el cua- 
dro de garantîas de un hombre libre -Garrido, Falla en su artîculo 
La Administraciôn y la Ley, Revista de la Administraciôn Pûblica_ 
n-. 6, pâgina 129 y 142-.
Uno de los postulados esenciales, no es otro que aquel que_ 
afirma con carâcter esencial, que cuando se deduce una pretensiôn 
fundada en el erdenamiento jurîdico, el organo estatal encargado_ 
de decidirla sea independiente de la persona que deduce la preten 
siôn y de aquella frente a la que la pretensiôn se deduce. Répug­
na la justicia que una misma persona sea juez y parte; pues bien, 
cuando el Estado, sujeto de derecho deduce una pretensiôn, o es - 
sujeto pasivo de una pretensiôn deducida por persona distante, el 
organo que decide acerca de la pretensiôn serâ tambiên un organo_ 
del estado. Pero para que sea propiamente jurisdiccional para que_
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pueda realmente hablarse de una pretensiôn frente a otro es esen­
cial que el organo jurisdicente no sea legislative ni Administra­
ciôn. No importa que desde el punto de vista orgânico estructural, 
este encuadrado en la organizaciôn administrativa o legislativa - 
o que realice tambiên funciones de otro tipo, lo esencial es que_ 
goce de independencia, que sea realmente un tercero imparcial respec 
to de aquel otro organo del Estado, que en nombre de este es par­
te en el proceso.
3.2.2.1.- ORGANO JURISDICCIONAL.
Serâ organo jurisdiccional por tanto el organo del Estado - 
al que se le confia la funciôn jurisdiccional, o dicho de otro mq 
do la funciôn de satisfacciôn de pretensienes, y organo de la ju­
risdicciôn administrativa aquel al que se confia la satisfacciôn_ 
de las pretensienes fundadas en preceptos de derecho administrât^ 
vo.
Los organes jurisdiccionales, pueden ser clasificados en uniper 
sonales y colegiados.
Los organes jurisdiccionales del proceso tributario, son 
los organes de la jurisdicciôn contencioso administrativa; la ley 
de la Jurisdicciôn en su articule 7-, los enumera de la siguiente 
forma: Por un lado las Salas de lo Contencioso Administrative de_ 
las Audiencias Territoriales, y las del Tribunal Supremo, asî co­
mo la de Revisiôn entre los organes.
La delimitaciôn de la esfera de competencia entre los orga- 
nos territoriales, se ha venido haciendo por el criterio simplis-
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ta del âmbito territorial o nacional de la competencia del organo 
administrative autor del acte que debe lugar al proceso administra 
tivo. Hata que por Ley de 17 de Marzo de 1.973, se quiebra este - 
criterio tradicional, y por Décrété Ley 1, de 4 de Enero de 1.977, 
se créa la Audiencia Nacional, atribuyendo a su Sala de lo Conten 
cioso Administrative el conocimiento de las pretensienes deduci-- 
das en relaciôn con los actes de.los organes de la Administraciôn 
Pûblica cuya competencia se extienda a todo el territorio nacional 
con las excepciones que se establecen.
Despues del Décrété Ley de 4 de Enero de 1.977, los organes 
de la jurisdicciôn contencioso administrativa son los siguientes:
Salas de lo Contencioso Administrative del Tribunal Supremo.
Dese que la Ley de 5 de Abril de 1.904, separô el Consejo ^ 
de Estado la jurisdicciôn contencioso administrativa, ha side - - 
ejercida ininterrumpidamente por una o dos Salas del Tribunal Su-- 
premo, si bien en su composiciôn se siguiô el principle mixte.
En virtud de la Ley de 1.904, por Real Décrété de 8 de Mayo 
del mismo ano, se creô la Sala de lo Contencioso Administrative - 
del Tribunal Supremo, y por Real Décrété de 27 de Septiembre de - 
1.920 se creô una segunda Sala. Un Real Décrété de 30 de Junio de 
1.924, la suprimiô, pero el Décrété de 6 de Mayo de 1.931, la r e s  
tableciô -Sala Suprimida la jurisdicciôn contencioso adminiq
trativa por la Ley de 27 de Agosto de 1.938, se reorganizô el Trq 
bunal Supremo, estimando que la Sala 3-, debîa limitarse a cono-- 
cer de los recursos contra las decisiones de los Tribunales Pro-- 
vinciales.
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Al restablecerse la jurisdicciôn por Ley de 18 de Marzo de_ 
1.944, se dispuso en su artîculo 8-, la creaciôn de una nueva Sa­
la de lo Contencioso Administrative, con la denominaciôn de Sala_ 
4- de dicho Tribunal, se compartirâ con la 3- el conocimiento y - 
resoluciôn de los asuntos atribuidos a la competencia de aquella_ 
jurisdicciôn.
La Ley de Jurisdicciôn de 1.956, ha respetado la legisla- - 
ciôn anterior y en su artîculo 13 dispene: "En el Tribunal Supre­
mo existirân las Salas de lo Contencioso Administrative que deter 
minen las disposiciones organicas del mismo y las dictadas en ejq 
cuciôn de la présente Ley". Pero la disposiciôn adicional 1-, au- 
toriza al Gobierno para crear una nueva Sala lo que se realizô 
por Décrété de 14 de Junio de 1.967, que se denominarâ Sala 5-.
Existe tambiên una Sala Especial de Revisiôn, regulada en - 
los artîculos 17 y 18 de la Ley Jurisdiccional.
La novedad mâs importante la censtituye la creaciôn por Dé­
crété Ley de 4 de Enero de 1.977 de la Audiencoa Nacional, que es 
tâ constituida por una Sala de lo Penal y otra de lo Contencioso_ 
Administrative. Esta Sala extiende su competencia a todo el terrq 
torio nacional, y supuso al atribuirse a la misma el conocimiento 
de procesos que se vendan tramitando ante alguna de las salas de_ 
lo contencioso administrative una autêntica crisis precesal, en - 
cuante que todos los procesos en tramitaciôn ante el Tribunal Su­
premo que en virtud del citado Decreto deben ser conocidos por la 
Sala de lo Contencioso de la Audiencia Nacional, pasaban a esta - 
salvo que el dîa 15 de Febrero de 1.977, se hallaren enteramente_ 
tramitados y estuyiesen senalados o solo pendieren de serlo para_ 
la vista, conclusiones o fallo -disposicion tansitoria 3- del ci-
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tado Decreto Ley-. De cualquier forma, no tenemos noticia de que se 
hayan tramitado recursos tributaries ante dicha Audiencia Nacional.
Ademâs de las Salas del Tribunal Supremo y de la Audiencia Na 
cional, existen las Salas de lo Contencioso Administrative de las - 
Audiencias Territoriales. El artîculo 9, de la Ley de Jurisdicciôn_ 
dispone que en cada Audiencia Territorial, existirâ una Sala de lo_ 
Contencioso Administrative; por tanto se establece como principle - 
general la vinculaciôn de las salas de lo contencioso administrati­
ve a las audiencias territoriales, en las cuales se senalan las co- 
rrespondientes salas.
Ahora bien se permite en algunos cases la existencia de una - 
audiencia territorial de mâs de una sala de lo contencioso, cuando_ 
el nûmero de asuntos procedentes de una determinada provincia lo rq 
quiera -artîculo 9, pârrafe 2-, En estes cases la nueva sala puede_ 
no tener su sede en la capital en que radique la audiencia territo­
rial, ni su jurisdicciôn extenderse a todo el territorio de aquella 
sino que podrâ quedar limitada a una o varias provincias. Dado su - 
caracter excepcional, el Gobierno ha hecho use de la pesibilidad que 
le confiere la Ley de una forma moderada, y unicamente se han crea- 
do la Sala de lo Contencioso en Bilbao con competencia para los - - 
asuntos de la Provincia de Vizcaya -Decreto de 7 de Septiembre de - 
1.960- y en Santa Cruz de Tenerife, con jurisdicciôn para esta Pro­
vincia por Ley de 8 de Junio de 1.963.
Los recursos en materia tributaria, se pueden interponer ante 
cualquiera de las salas citadas anteriormente, aunque generalmente_ 
se présentai! ante las salad de la audiencia territorial y ante las_ 
del Tribunal Supremo; las primeras conocen en ûnica o primera ins--
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tancia, segûn las reglas que se contienen en el artîculo a : - 
1.- Los actos no susceptibles de recurso administrâtivo ordinario 
de los organos de la administraciôn pûblica, cuya competencia no_ 
se extienda a todo el territorio nacional y de las cuestiones que 
susciten los Gobernadores Civiles y los Présidentes de las Corpo- 
raciones Locales el decretar la suppensiôn de los acuerdos adopta 
dos por estas. 2.- Los actos y resoluciones dictados por organos^ 
de la Administraciôn Pûblica, cuya competencia se extienda a todo 
el territorio nacional y cuyo nivel orgânico sea inferior a Miniq 
tro en materias de personal, propiedades especiales y expropiaciq 
nés forzosas. 3.- Los actos expresos o presuntos de Ministres, Au 
toridades y Organos Centrales de inferior jerarquia resoJutorios_ 
de recursos administratives incluîdo el econômico administrativo_ 
y los que se dicten en el ejercicio de la funciôn fiscalizadora - 
sobre organos o entidades cuya competencia no se extienda a todo_ 
el territorio nacional cualquiera que sea la materia a que se re­
fiera y el contenido de la decisiôn que se dicta. Se exceptuan 
las resoluciones de los Ministros, que reformaren el acto del in­
ferior. 4.- Asî mismo conocerân de los recursos sobre responsabi- 
lidad patrimonial de la Administraciôn Pûblica, Autoridades o Funci] 
narios Civiles y los que se entablen por estos cuando hubieran sido 
declarados responsables por la Administraciôn por actos o hechos_ 
realizados en el ejercicio de sus cargos si en uno y otro caso la 
competencia no corresponde al tribunal Supremo, -artîculo 10 de - 
la Ley de Jurisdicciôn redactada conforme a la Ley de 17 de Marzo 
de 1.973-.
Del precepto citado, se deduce que el âmbito de aplicaciôn_ 
mâs significative tributariamente hablando, lo constituyen los nû 
meros 1 y 3 ya citados.
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En cuanto a la competencia de las Salas del Tribunal Supre­
mo, la Ley de 17 de Marzo de 1.973, ha recortado notablemente sus 
funciones para evitar la acumulaciôn de litigios ante el citado - 
Tribunal. En materia tributaria, el Tribunal Supremo ha quedado - 
practicamente como una segunda instancia de los recursos que se - 
deduzcan en relaciôn con las decisiones susceptibles de apelaciôn 
pronunciadas por las Salas de lo contencioso administrative de 
las audiencias territoriales que es donde se sustancian la gran - 
mayorîa de los relatives al ’’solve et répété”.
Tambiên conocerân de los recursos de revisiôn contra senten 
cias firmes de las salas de lo contencioso administrative de las_ 
audiencias territoriales; de los recursos de queja por la inadmi^ 
sion de los recursos de apelaciôn, y por ûltimo de las cuestiones 
de competencia que surjan entre dos o mas salas de lo contencioso 
administrative de otras tantas audiencias territoriales o de la - 
misma si tuvieran su sede en distinto lugar -articule 14 de la 
Ley de Jurisdicciôn-.
Como consecuencia del Décrété de 4 de Enero de 1.977, se 
acentûa la tendencia descentralizadora, y se atribuye a la Sala de 
lo Contencioso Administrative de la Audiencia Nacional, competen­
cia para conocer de la mayor parte de los recursos que anterior-- 
mente se atribuîan a la competencia de las Salas de lo Contencio­
so Administrative del Tribunal Supremo. La competencia de estas - 
es ûnica instancia, ha qudado reducida al minime. En la practica_ 
se convierten en autenticas salas de segunda instancia, aunque to 
davia conserven competencia en ûnica instancia respecte de cier-- 
tas materias. El Décrété Ley citado no modifica la competencia de 
las Salas de lo contencioso administrative de las audiencias te--
- 172 -
rritoriales; respeta la desconcentracion establecida por la Ley - 
de 17 de Marzo de 1.973 -articule 6-, apartado 1, del Décrété Ley 
de 1.977-. Las salas de lo contencioso administrative de las Audien 
cias Territoriales, seguirân conocinedo de las pretensiones deduci^ 
das en relaciôn con actes de los organes con competencia nacional, 
tal y como se regulô en la Ley de 1.973; el articule 10 redactado 
segûn esta Ley, continua vigente.-Palomino, Comentarios a la Ley_ 
10/73, de 17 de Marzo, sobre Modificaciones de la Ley de la Juri^ 
dicciôn, pâgina 11 y siguientes-.
Sin embargo, el articule 14, ha quedado profundamente modifi 
cado. La competencia que atribuia a su apartado l.a), en ûnica 
instancia a las Salas de lo Contencioso Administrative del Tribunal 
Supremo, ha queado reducida despuês del Décrété Ley de 1.977, a - 
conocer las pretensiones deducidas en relaciôn a los actes de la_ 
Administraciôn Pûblica, cuya competencia se extiende a todo el te 
rritorio nacional, y cuyo nivel orgânico no sea inferior al de 
las Comisiones Delegadas del Gobierno -articule 6-, apartado 1- - 
ademâs de en los supuestos que enumera el apartado 2 ya citado.
Para que el conocimiento de una pretensiôn corresponda a la 
Sala de lo Contencioso Administrative de la Audiencia Nacional, es 
precise que se den pues los siguientes requisites -articule 6-, - 
apartado 2- : 1.- Que el acte en relaciôn con el cual se deduzca,_ 
procéda de un organe administrative cuya competencia se extienda_
n
a todo el territorio nacional. 2.- Que el organe de que precede - 
el acte sea de nivel organico inferior al de las Comisiones Dele­
gadas del Gobierno. 3.- Que no estân atribuidos a las salas de lo 
contencioso administrative de las Audiencias Territoriales o del_ 
Tribunal Supremo.
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Aun cuando la pretension se deduzca en relaciôn a un acto die 
tado por organo administrative con competencia nacional de grade - 
inferior a Comisiôn Delegada del Gobierno, no corresponderâ su co­
nocimiento a la Sala de lo Contencioso Administrative de la Audien 
cia Nacional, por atribuirse al Tribunal Supremo en los siguientes 
supuestos:
A - Que la pretensiôn tenga por objeto, impugnar directamente una_ 
disposiciôn general de la Administraciôn del Estado, general o 
institucional.
B - Que las pretensiones se deduzcan por los Gobernadores Civiles_ 
Autoridades o Funcionarios cuyo nivel orgânico sea équivalente 
o superior al de director general declarados responsables por_ 
hechos o actos realizados en el ejercicio de sus cargos.
C - Que la pretensiôn se deduzca frente a actos dictados previo - 
informe preceptive del Consejo de Estado.
D - Que la pretensiôn se deduzca frente a actos adoptados por el_ 
Consejo Supremo de Justicia Militar o a propuesta o con infer 
me del mismo.
El auxilio jurisdiccional de los organes de la jurisdicciôn 
contencioso administrâtiva, se rige por la Secciôn 5- del Tîtulo_ 
6- del libre 1- de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Los conflictos 




Una vez analizado de forma breve el organo jurisdiccional 
vamos a referirnos a las partes, es decir demandante y demandado.
La capacidad para ser parte en el proceso -capacidad juridi^ 
ca- y la capacidad procesas -capacidad de obrar-, es el primero - 
de los requisites referente a las partes. No reviste peculiares - 
caracterîsticas de las del reste del ordenamiento.
Por partes se entiende "aquella que formula y aquella fren­
te a quien se formule la pretension objeto del proceso, o quien - 
pretende y frente a quien se pretende o mâs ampliamente quien recla 
ma y frente a quien se reclama la satisfacciôn de la pretensi6n"_ 
-Guasp, en su obra La Pretensiôn Procesal, en separate del Anuario 
de Derecho Civil, Madrid 1.952 , pâgina 5 ; y en Derecho Procesal - 
Civil, 3- ediciôn, tomo I, Madrid 1.968, pâgina 170-.
El artîculo 27 de la Ley de Jurisdicciôn, establece la capa_ 
cidad procesal de la misma forma que el articule 22 de la Ley de_ 
Procedimiento Administrative y el 34 del Reglamento de Reclamacio 
nés Econômico Administrativas con los siguientes termines: "Ten-- 
drân capacidad procesal ademâs de las personas que la ostenten 
con arreglo a la Ley de Enjuiciamiento Civil, la mujer casada y - 
los menores de edad en aquellos de sus derechos cuyo ejercicio e^ 
te permitido por el ordenamiento juridico administrative sin la - 
asistencia del marido o persona que ejerza la patria potestad o - 
tutela respectivamente". Copia de la redacciôn de este precepto,_ 
lo constituye el articule 42 de la Ley General Tributaria de 28 - 
de Diciembre de 1.963 que senala: "En el orden tributario, ten- - 
drân capacidad de obrar ademâs de las personas que la ostenten --
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con arreglo a las normas de derecho privado, la mujer casada y los 
menores de edad en las relaciones tributarias derivadas de aque- - 
lias actividades cuyo ejercicio les esta permitido por el ordena-- 
miento juridico sin asistencia del marido o de la persona que ejer 
za la patria potestad o tutela respectivamente".
Antes de proseguir con la exposicion del tema, hay que desta 
car como la doctrina ha puesto en ocasiones en tela de juicio, que 
en un proceso administrâtivo se dan verdaderas partes; respecte de 
la Administraciôn, porque su posiciôn de parcialidad es puramente_ 
formai, y respecte del demandante porque obra procesalmente en in- 
terés pûblico. Estas objeciones no resisten la mâs ligera critica. 
Como destaca Garbagnati -en su obra La Giurisdizione Amministrati- 
va. Milan, 1.950, pâgina 103 a 107-, solo una concepciôn ultrapu*- 
blicista de la jurisdicciôn administrâtiva conduce erroneamente a 
ver en el demandante un simple instrumente al servicio del interés 
pûblico, y la idea de imparcialidad sustancial de la Administra- - 
ciôn Pûblica, se furida sobre una premisa de dudosa exactitud; el - 
juez y la Administraciôn, son organes de un ente, El Estado, lôgi- 
ca y jurîdicamente ûnico, pero dos son los intereses estatales per^  
fectamente diferenciados en el proceso administrâtivo, el interês_ 
a la concreta actuaciôn del derecho objetivo, cuya realizaciôn co­
rresponde al organo jurisdiccional y el especîfico interés pûblico 
que el organo administrative defiende procesalmente. Pues bien, si 
aûn partiendo de taies conceptos es posible ver la existencia de - 
dos autenticas partes, con mâs razôn se llegarâ a la misma conclu- 
siôn desde el concepto de parte antes apuntado, puesto que en efec 
to el recurso contencioso administrative se deduce frente a la ad­
ministraciôn pûblica ante un organo imparcial independiente de la__ 
administraciôn activa. Existen dos partes, la que interpone el re-
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curso y aquella frente a la que se interpone, y un organo indepen 
diente, jurisdiccional encargado de decidirlo. No puede por tanto 
extranarnos que la mayor parte de la doctrina habla de partes en_ 
el proceso administrative.
No obstante, durante muchos anos, la doctrina administrâtiva 
tradicional distinguio dos tipos de proceso contencioso, el de ple^  
na jurisdicciôn y el de anulaciôn; en el primero no habîa duda de_ 
la existencia de dos partes; en el segundo no podîa hablarse de 
parte demandada pues daba lugar a un proceso hecho a un acto y no_ 
a una persona jurîdica. Pero esta concepciôn esta en crisis actual^ 
mente y una gran parte de la doctrina no duda en afirmar que en el 
recurso por exceso de poder existe tambiên una parte demandada - - 
-Kornprobst, en su obra La Notion de Partis et le Recours pour ex­
cès de Pouvoir, Paris, 1.959-.
Una vez analizada la capacidad para ser parte que correspon­
de a toda persona por el hecho de serlo desde su nacimiento hasta_ 
su muerte -articules 29, 30, y 32 del Côdigo Civil-, y la capaci-- 
dad procesal, vamos a referirnos a la legitimaciôn, es decir a la_ 
capacidad para ser parte en un concrete proceso -Guasp, obra cita- 
da, pâgina 185-, es decir "la consideraciôn especial en que tiene__ 
la Ley dentro de cada proceso a las personas que se hallan en una_ 
determinada relaciôn con el objeto del litigio, y en vitud de la - 
cual exige para que la pretensiôn procesal pueda ser examinada en_ 
cuanto al fondo que sean dichas personas las que figuran como par­
tes en el proceso. La exigencia de esta condiciôn referida al de-- 
mandante, se llama legitimaciôn activa y la referida al demandado, 
legitimaciôn pasiva".
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La Ley de Jurisdicciôn, establece como residuo de los anti- 
guos recursos de anulaciôn y de plena jurisdicciôn unas condicio- 
nes de legitimaciôn distintas segûn que la pretensiôn consista en 
la mera anulaciôn de un acto de disposiciôn, o se pretenda ademâs 
el reconocimiento o restablecimiento de una situaciôn jurîdica in 
dividualizada. Asi el articule 28 de la Ley Jurisdiccional, dispo 
ne: "Estarân legitimados para demandar la declaraciôn de no ser - 
conformes en derecho y en su caso la anulaciôn de los actos y di_s 
posiciones de la Administraciôn, los que tuvieran interés directe 
en elle, y si el recurso tuviese por objeto la impugnaciôn direc- 
ta de disposiciones de carâcter general de la Administraciôn Cen­
tral, las Entidades, Corporaciones e Instituciones de Derecho Pû­
blico y cuantas entidades ostentaran la representaciôn o defensa_ 
de intereses de carâcter corporative o general, siempre que la -- 
disposiciôn impuganada afectare directamente a los mismos".
Como se puede observar la Ley de Jurisdicciôn exige un inte^  
res directe para interponer el recurso, interés que ha side mati- 
zado por la jurisprudencia. La fôrmula de la Ley de Jurisdicciôn_ 
no puede ser mâs simple, huyendo de toda expresiôn que puede crear 
complicaciones inûtiles y con correcte criterio habla simplemente_ 
de interés directe. Como afirma la sentencia de 3 de Marzo de - -
1.960; "en la nueva Ley Jurisdiccional, no es requisite indispen­
sable para recurrir, ser titular de derechos subjetivos, bastando 
un interés directe". Por su parte la sentencia de 12 de Mayo de -
1.960, dice que "no debe restringirse el concepto de lo que puede
entenderse por interés directe, y aplicando lo que se ha dicho 
por este Tribunal en anteriores sentencias, interes directe es -- 
aquel que de prosperar la acciôn entablada originarla un bénéficié 
en favor del accionante". La de 8 de Mayo de 1.975, establece: --
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"Que acorde con el articule 28 de la Ley de la Jurisdicciôn, basta 
tener interes directe en la anulaciôn del acto administrâtivo que_ 
se estima no conforme a derecho para gozar de legitimaciôn activa. 
Por su parte la sentencia de 11 de Octubre de 1.976, ha estableci- 
do la doctrina "de que no es conforme el espîritu de la Ley Juris­
diccional una interpretaciôn restrictiva del concepto de interés - 
directe, por lo que ha de estimarse suficiente la concurrencia de_ 
un interés personal en el exito de la pretensiôn deducida en la d£ 
manda ya porque la puede representar para el demandante un bénéfi­
cie material o juridico efectivo sin que simultaneamente quede ase 
gurado que forzosamente le ha de obtener, o porque por el contra-- 
rio la persistencia de la situaciôn fâctica creada o que pudiera - 
crear el acto administrative impugnado, le originarla un perjuicio 
sin que sea posible exigir que el interés se haya respaldado por - 
un precepto legal concrete, pues elle significaria como declaran - 
las sentencias de 6 de Julio de 1.959 y 20 de Marzo de 1.961, vol- 
ver a confundir los términos interés y derecho gramatical y juridi 
camente diferenciados -sentencias de 28 de Abril de 1.958, 6 de Ju 
lio de 1.959, 12 de Mayo de 1.960, 25 de Octubre de 1.962, 14 de - 
Mayo de 1.963, 22 de Noviembre de 1.965, 18 de Marzo de 1.968, 4 - 
de Febrero de 1.978, etc.".
La sentencia de 25 de Octubre de 1.962, establece que "cuan­
do la ley habla de interés directe como justificative del derecho_ 
a demandar, no distingue la naturaleza de tal interés ni élimina - 
ni exige los de una clase determinada, no siendo necesario que tal 
interés tenga un contenido econômico, es decir, que siempre que 
exista un interés directe de cualquier clase que sea moral o mate­
rial, existe legitimaciôn para accionar la anulaciôn de un acto o_ 
disposiciôn; sin embargo no basta con un interés a la legalidad, y
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basta que la resoluciôn que se postula sea capaz de favorecer de_ 
algûn modo al reclamante aunque carezca de apoyo legal concrete y 
declarative de derecho propio, pero sin llegar al punto de admitir 
la acciôn popular" -sentencias de 3 de Junio de 1.961 y 5 de Di-- 
ciembre de 1.962-. La jurisprudencia senala, que "las meras expec 
tativas contra agravios potenciales o futures, no bastan ni legi- 
timan para plantear un recurso" -sentencia de 28 de Febrero de 
1.974-; asî mismo con el fin de contener el contenido expansive del 
concepto, ha querido que "el interes del actor, sea un interés di^  
recto este es el derivado de una relaciôn del mismo con el acto o_ 
disposiciôn recurridos que no sea lejana, derivada o indirecta" - 
-sentencia de 22 de Octubre de 1.966-. Por ultime la sentencia de 
12 de Mayo de 1.977, exige que el interés sea directe, légitimé y 
cierto.
Como CiiLeiiüs que la jurisprudencia ha establecido con ca- 
racter general en torno al interés director, podemos senalar los - 
siguientes:
Primero.- Que la anulaciôn del acto suponga un bénéficié pa 
ra el demandante.-Asî sentencias de 28 de Abril de 1.959, 12 de - 
Mayo de 1.960, 20 de Marzo de 1.961, 4 de Diciembre del mismo aho 
25 de Octubre de 1.962 en que se dice que el bénéficié puede ser_ 
de la mâs variada naturaleza, administrativo, politico o social,_ 
la de 27 de Febrero y 17 de Mayo y 1 de Diciembre de 1.962, 25 de 
Mayo del mismo aho, 8 de Noviembre de 1.968, 15 de Junio de 1.973, 
18 de Marzo y 27 de Mayo de 1.97 5, 25 de Octubre, 17 de Noviembre 
y 12 de Diciembre de 1.976 entre otras.
Segundo.- Que el interés sea personal. Asi lo establecen --
- 180 -
las sentencias de 4 de Julio de 1.960, 11 de Mayo de 1.963, 20 y_ 
25 de Febrero de 1.966, 7 de Diciembre de 1.970, 10 de Diciembre_ 
de 1.974, 20 de Octubre y 31 de Enero de 1.976, 12 de Febrero y 7 
de Mayo de 1.977, entre otras.
Tercero.- No es necesario que el interes sea légitimé. Es - 
cierto que alguna sentencia como la de 25 de Abril de 1.960, exi­
ge que el interés sea personal y légitime, y la de 16 de Diciem-- 
bre de 1.961, se refiere al récurrente como portador de algûn inte^  
res legitimamente protegido, que resuite no ya dahado, sino amena 
zado por la resoluciôn impugnada. Pero es lo cierto que "estas de_ 
claraciones jurisprudenciales, no suponen otra cosa -como dice 
Quintana, en su obra Comentarios a la Ley de la Jurisdicciôn, tomo 
I, pâgina 424-, que poner de manifiesto un carâcter que es innato 
al interés: Que ha deser protegido por el ordenamiento juridico, y 
aûn puede afirmarse mâs, para que pueda hablarse de legitimaciôn_ 
aun cuando para que sea estimada la pretensiôn, el acto ha de in- 
fringir el ordenamiento juridico, para que la sala entre a exami- 
nar la cuestiôn de fondo".
Dentro del interés directe, puede entenderse comprendido, - 
segûn sentencia de 6 de Abril de 1.976, el interés "puramente cor 
portative, el profesional o de carrera, e incluse la siempre rela^  
ciôn de vecindad".
Cuarto.- El interés ha de ser actual. Asi lo ha exigido la_ 
jurisprudencia, en sentencia de 28 de Octubre de 1.960, 6 y 28 de 
Febrero 17 de Marzo y 26 de Mayo de 1.961, y 21 de Diciembre de - 
1.975, al declarar que la jurisdicciôn no se ha instaurado para - 
reparar agravios futures. En la misma linea referida a gravios po
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tenciales o futuros, se encuentran las sentencias de 13 de Marzo_ 
de 1.958, 28 de Febrero de 1.974, y 11 de Octubre de 1.976; el in 
terêscha de ser inmediato, no lejano, indirecto o de mera deduc-- 
ciôn -sentencia de 4 de Febrero de 1.970-, y ademâs ha de ser naci 
do existente sin que baste con que sea meramente hipotêtico ni re^  
moto -sentencia de 10 de Diciembre de 1.971-.
Quinto.- No es necesario haber comparecido en via administra 
tiva. Asi lo destacan las sentencias de 23 de Junio de 1.965 y 20 
de Junio de 1.965; asi mismo pueden darse supuestos en los que la 
legitimaciôn activa procesal dependa de la comparecencia en la 
via administrativa -sentencia de 30 de Semtiembre de 1.976-.
Como se puede ver con la regulaciôn que se ha hecho del in­
teres directe por la Ley de Jurisdicciôn, se ha evitado la genera 
iizaciOn de una acciôn pûblica que pudiera dahar el buen funcionu 
miento de la Administraciôn de justicia. Debe senalarse asi mismo 
que los escasos supuestos de admisiôn de tal acciôn pûblica en 
nuestro derecho -por ejemplo el articule 371 de la Ley de Rêgimen 
Local-, no tienen aplicaciôn en materia tributaria.
En relaciôn con el Principle Solve et Répété, hemos de en-- 
tender como el récurrente no se limita a pedir la anulaciôn del - 
acto -liquidaciôn tributaria, multa, etc.-, sino que demanda casi 
siempre la devoluciôn de lo previamente pagado, no bastaria para_ 
recurrir el interés directe en la mayor parte de los supuestos, - 
sino que se exigiria para estar legitimado la titularidad de un - 
derecho derivado del ordenamiento, como dispone el apartado 2, del 
articule 28; "si se pretendiese ademâs el reconocimiento de una - 
situaciôn juridica individualizada y el restablecimiento de la --
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misma, unicamente serâ legitimado el titular de un derecho dériva 
do del ordenamiento que se considéra infringido por el acto o di_s 
posiciôn impugnados. En este caso el problema puramente procesal_ 
de la legitimaciôn, queda claramente vinculado a la cuestiôn de - 
fondo objeto de litigio, esto es el examen del derecho en virtud_ 
del cual el pretendido titular del mismo, solicita del tribunal - 
el reconocimiento de una determinada situaciôn jurîdica. Realmen- 
te la Ley de Jurisdicciôn podîa haber omitido cualquier referen-- 
cia al tema, pero por respeto a la tradiciôn y por concesiôn a 
una prâctica mâs o menos viciosa, exige que se ostente un derecho 
subjetivo reconocido por el ordenamiento que se reputa infringido.
Asî lo reconocen sentencias de 23 de Marzo de 1.963 y 30 de 
Noviembre de 1.961 entre otras.
"No podrâ interponer recurso contencioso administrativo, 
las personas excluîdas en vîa administrativa, es decir las parti- 
culares que obraren por delegaciôn o como agentes o mandataries - 
de la Administraciôn Pûblica". Asî lo establece el artîculo 28.4. 
apartado b), y con carâcter general lo reconociô la sentencia de_
9 de Marzo de 1.917. No podrâ por tanto interponer recurso conten 
cioso administrativo, "el particular que âun sin haber llegado a 
ser titular del organo administrativo, actûa en la posiciôn jurî­
dica de la administraciôn, como por ejemplo los recaudadores de - 
contribuciones" -sentencia de 31 de Enero de 1.942-. Tambiên se - 
ha referido a la Ley General Tributaria -artîculo 107-, y la juris 
prudencia a la figura del denunciante, negândole legitimaciôn, -- 
salvo en lo concerniente al importe de su participaciôn en la mul^  
ta" -sentencias de 30 de Enero de 1.950, 6 de Diciembre de 1.952_ 
y 20 de Mayo de 1.969-.
- 183 -
Como parte demandada se considéra en el articule 29 lo si-- 
guiente:
a) "La Administraciôn de que proviniere el acto o disposi-- 
ciôn a que se refiere el recurso".
b) "Las personas a cuyo favor derivaren derechos del propio
acto".
La legitimaciôn pasiva de la Administraciôn o de las perso­
nas antes citadas, no es un requisite procesal pero si un requisi^
to para admitir la comparecencia.
Ademâs de los citados anteriormente, se admite la figura -- 
del coadyugante en el articule 30 de la Ley Jurisdiccional con 
los siguientes termines: "Podrâ intervenir en el proceso como par 
te coadyuvante del demandado, cualquier persona que tuviere inte- 
rês directe en el mantenimiento del acto o disposiciôn que motiva 
ren la acciôn contencioso administrativa". Se puede définir por - 
tanto la figura del coadyuvante como la. persona que interviene en 
el proceso administrativo adhiriendose a las pretensiones de la - 
Administraciôn demandante o de la parte demandada. Pero como la - 
Ley de Jurisdicciôn admite el coadyuvante de la parte demandada,- 
solo reconoce respecto de la demandante cuando esta es la Admini^ 
traciôn que demanda la anulaciôn de sus propios actos lesivos.
3. 2.2.3.- EL OBJETO: LA PRETENSION PROCESAL TRIBUTARIA.
El artîculo 1- de la Ley Jurisdiccional, establece que la - 
jurisdicciôn contencioso administrativa, conocerâ de las preten--
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siones que se deduzcan en relaciôn con los actos de la Administra­
ciôn Pûblica, sujetos a derecho administrativo, y con las disposi­
ciones de categorîa inferior a la Ley",
El concepto de pretensiôn es insustituible para la elabora-- 
ciôn de la nociôn procesal, y ningûn otro puede aspirar con justi­
cia a llenar un papel semejante al suyo. Esta posiciôn es defendi- 
da por Guasp en su obra la pretensiôn procesal, Madrid 1.952, pâg^ 
nas 25 y siguientes; Trujillo, Quintana y Bolea, en sis Comenta- - 
rios a Ley de lo Contencioso Administrativo, Madrid, 1.965, Tomo I 
paginas 682 a 689; y Pera Verdaguer en sus Comentarios a la Ley de 
lo Contencioso Administrativo, Barcelona 1.974, paginas 324 y si-- 
guientes.
Siguiendo las modernas doctrinas procesalistas, constituye - 
la pretensiôn y no la acciôn o la demanda, el objeto mismo del pro_ 
ceso; los très conceptos tradicionalmente mezclados por la doctri­
na, quedan deslindados con nitidez por Guasp en su obra Derecho 
Procesal Civil, Tomo I, Madrid 1.968, pâgina 216: "Concedido por - 
el Estado el poder de acudir a los Tribunales de Justicia para for 
mular pretensiones, -derecho de acciôn, el particular puede recla- 
mar cualquier bien de la vida frente a otro sujeto distinto de un_ 
organo jurisdiccional -pretensiôn procesal-, iniciando para ello - 
mediante un acto especîfico -demanda-, el correspondiente proceso, 
el cual tendrâ como objeto aquella pretensiôn. Hasta aquî nos he-- 
mos referido al concepto de pretensiôn procesal en general. Segui- 
damente matizaremos la pretensiôn administrativa y tributaria.
La primera caracterîstica diferenciadora podrîa parecer el - 
que es el carâcter de la persona frente a la que la pretensiôn se_
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formula: Es decir una entidad administrativa. Pero ello debemos - 
rechazarlo por las siguientes razones:
Primera.- Porque no todas las pretensiones deducidas frente 
a una entidad administrativa, son objeto del proceso administratif 
vo. Basta recordar que como historicamente el derecho administra­
tivo es una construcciôn teôrica .superpuesta a la del Fisco, coe- 
xisten hoy simultaneamente conquistas de una y otra doctrina, exi£ 
tiendo actos estatales sometidos a un régimen de derecho pûblico_ 
mientras que en otros encuentran su aplicaciôn el derecho privado 
-asî lo destaca Garrido Falla, en su artîculo sobre El Derecho Ad 
ministrativo y sus Ideas Cardinales, en Revista de la Administra­
ciôn Pûblica, N-. 7, pâginas 71 y siguientes-, distinciôn que con 
serva sentido no porque tenga vigencia la distinciôn entre Estado 
-Poder y Estado Fisco, sino porque asî como en algunos casos el - 
Estado le es imprescindible someterse a las normas de un derecho_ 
especial en otros puede realizar perfectamente sus fines sometiêndo 
se al derecho comûn -artîculo 2^ra) de la Ley de Jurisdicciôn-.
Segunda.- Porque la Ley de Jurisdicciôn, admite pretensio-- 
nes procesales, administrativas, frente a particulares. Se trata_ 
de pretensiones deducidas por entidades administrativas frente a 
particulares a los que reconociô derechos un acto que se impugna.
Se trata de las pretensiones de lesividad -artîculo 28.4 de la ci^  
tada ley-.
Las objeciones apuntadas, nos han ahierto el camino para 
llegar a la verdadera nota especîfica de las pretensiones procesa 
les administrativas: Que se refieran a actos administrâtivos ; En_ 
ellas se demanda la anulaciôn reforma o milidad de los actos admi
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nistrativos, empleando la expresiôn acto administrativo en senti­
do tecnico, exigiendo no obstante esta formula las tres aclaracio^ 
nes siguientes:
A - Que se admita la posibilidad de impugnar actos que con arreglo 
al criterio tradicional no puedan ser considerados autenticos 
actos administrâtivos -ejemplo tipico Los Reglamentos, aunque 
Garrido Falla en su Tratado de Derecho Administrativo, Madrid
1.961, timo I, pâgina 234 y siguientes, opine que se trata de 
autenticos actos administrâtivos-.
B - Que a veces la pretensiôn procesal no se limita a solicitât - 
la anulaciôn del acto administrativo, sino que se limita a p£ 
dir la nulidad o anulaciôn de los mismos en los supuestos co» 
nocidos por el nombre de contencioso administrativo de enula- 
ciôn. Pero en los supuestos del contencioso administrativo de 
plena jurisdicciôn como vimos, se solicita ademâs el reconoci 
miento de situaciones juridicas subjetivas desconocidas por - 
el acto impugnado y hasta la indemnizaciôn de dahos y perjui- 
cios -artîculo 42 de la Ley citada-.
C - Queno todos los actos administratiyos son susceptibles de im­
pugnaciôn. Existen actos administrâtivos excluîdo de toda im­
pugnaciôn, si bien en campo de los mismos es cada vez mâs re- 
ducido lo que no es sino una de las manifestaciones del fenô- 
meno -resaltado por Alcalâ Zamora y Castillo en su obra Preo- 
cupaciones y Directivas Fundamentales del Derecho Procesal 
Contemporaneo, publicado en el Boletîn del Institute de Dere­
cho Comparado de Mejico, n-. 13, pâginas 15 y siguientes, 1952 
de la ampliaciôn del radio de acciôn del proceso en las si- -
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guientes direcciones: a) El de una batalla sin cuartel para reducir 
la autodefensa, no obstante las reapariciones de ella y b) En la de 
poner termine a la subsistencia de poderes y magistraturas irrespon 
sables.
Tras analizar el concepto de pretension, vamos a matizar la -
naturaleza jurîdica de la misma.
Como se ha sehalado en la definiciôn, "la pretension es un ac 
to, no un derecho, algo que se hace, no algo que se tiene" -Guasp,_ 
comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, tomo I, pâginas 339 y 
siguientes; Carnelutti, en su Sistema de Derecho Procesal Civil, to 
mo II, pâginas 7 y siguientes; Dante Angelotti, en la Pretesa Giuri 
dica, 1.932, pâgina 155 y siguientes-. "La pretension, es una decla 
raciôn de voluntad, no una manifestacion efectiva, emocional, psico 
logica del que la formula, pero tampoco es una exteriorizacion inte
lectual o declaraciôn de ciencia que se limita a poner de manifies­
to la présenté existencia o inexistencia real de una cierta proposi 
ciôn" -asî Guasp en su obra La Pretensiôn Procesal, ya citada, pâgi^  
na 42-. Que la pretensiôn, es en realidad un acto y no un derecho,_ 
se reafirma por la jurisprudencia -sentencia de 16 de Octubre de 
1.961-. Debe asî mismo diferenciarse la pretensiôn de las peticio-- 
nes concretas que constituyen su contenido, aunque a veces estas p£ 
ticiones se denominen pretensiones. Lo que diferencia la pretensiôn 
procesal del resto de las declaraciones de voluntad, es su signifi- 
cado peculiar y propio: Se trata de una peticiôn fundada de un suÿe 
to activo ante un organo jurisdiccional, frente a un sujeto pasivo, 
solicitando que se haga algo jurîdico. Ahora bien, no debemos con-- 
fundir como antes apuntabamos los conceptos de pretensiôn y peti- - 
ciôn procesales. No todas las peticiones, son autenticas pretensio-
- 188 -
nes procesales, solo aquella" declaraciôn de voluntad que constitu 
ye el fundamento objetivo del proceso, puede ostentar en realidad_ 
el nombre de pretensiôn procesal. La diferencia entre una y otras, 
es que las peticiones solo se refieren al bien de la vida de una - 
manera subordinada o indirecta, pecisamente a travês de la influen 
cia que ejercen sobre la pretensiôn procesal, por eso Guasp en su_ 
obra la Pretensiôn Procesal, pâgina 44 y siguientes, y Trujillo, - 
Quintana y Bolea, en sus Comentarios ya citados, pâginas 688 y 689 
se refieren a "la pretensiôn considerândola como el fondo del pro­
ceso, y à las peticiones como forma en sentido amplio e impropio".
Como hemos visto hasta ahora, la pretensiôn es el objeto del 
proceso elemento vital al mismo; la pretensiôn administrativa con^ 
tituye el objeto del proceso administrativo, y por ende del tribu­
tario .
El artîculo 43 de la Ley Jurisdiccional, senala: "Que la ju­
risdicciôn Contencioso Administrativa, juzgarâ dentro del limite - 
de las pretensiones formuladas por las partes, y de las alegacio-- 
nes deducidas para fundamentar el recurso y la oposiciôn". De no - 
hacerse asî la sentencia emitida en su dîa adole.cerîa de vicio de in 
congruencia -artîculo 80 de la misma ley-, siendo susceptible de - 
impugnaciôn mediante recurso de revisiôn -artîculo 102.1.g)-, Esto 
no quiere decir que el Tribunal no pueda tener en cuenta otros mo- 
tivos de los alegados por las partes y que pueda fundar en ellos - 
el recurso o la oposiciôn -artîculo 43.2-, Ahora bien, a fin de 
que en estos casos no se prive a la parte de la defensa, eliminan- 
do el principle de contradicciôn, el artîculo exige que se someta_ 
a las partes aquellos motives mediante providencia en que advirtien 
do que no se prejuzga el fallo definitive, los expondrâ y concede-
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râ a los interesados un plazo comûn de diez dîas para que formu-- 
len las alegaciones que estimen oportunas, con suspension del pla 
zo para pronunciar el fallo.
Las pretensiones pueden ser fundamentalmente de dos formas: 
Las de Qogniciôn, en las que se solicite una declaraciôn de volun 
tad del organo jurisdiccional frente al demandado y entre las - - 
cuales podemos citar como mâs importantes las de plena jurisdic-- 
ciôn y las de anulaciôn, como ya vimos en pâginas anteriores, y - 
las pretensiones de ejecuciôn. En estas ûltimas se solicita del - 
organo jurisdiccional la realizaciôn de una conducta prédominante 
material no una declaraciôn de voluntad; por eso es discutible que 
dadas las limitadas potestades de los tribunales contenciosos en_ 
la ejecuciôn de sentencias -artîculos 103, 104, 108 y 110-, pueda 
admitirse su existencia en el proceso administrativo.
En materia tributaria, y en particular en lo concerniente - 
al Principle Solve et Répété, las pretensiones como antes apuntâba 
mos, se centran sobre todo en solicitar del organo jurisdiccional, 
una declaraciôn de voluntad, bien sea anulando el acto administra 
tivo -liquidaciôn, multa, etc-, bien sea solicitando ademâs la de^  
voluciôn de la cantidad satisfecha al recurrir. De ahî que las -- 
pretensiones tributarias, sean fundamentalmente de cogniciôn.
La ejecuciôn ha de llevarse a cabo, no por el organo juris­
diccional, sino por la Administraciôn compelida ciertamente por - 
la sentencia de aquel.
En el proceso tributario, conviene examinar los requisitos_ 
de impugnaciôn de los actos administratives y de las disposicio--
- 190 -
nes reglanientarias.
En cuanto a los actos administrativos, para que sean impug- 
nables es precise que se den los siguientes requisites: Su carac- 
ter definitive o de trâmite dentro del procedimiento de gestion - 
tributaria y que no sean susceptibles de recurso ordinario en vîa 
administrativa -econômico administrativa-, El artîculo 37 de la - 
Ley Jurisdiccional en su n£ 1, establece: "Que el recurso conten­
cioso administrativo, sera admisible en relaciôn con las disposi­
ciones y los actos que no sean susceptibles de ulterior recurso - 
ordinario en via administrativa, yasean definitives o de trâmite, 
si estos deciden directa o indirectamente el fondo del asunto de_ 
tal modo que pongan termine a aquella o hagan imposible o suspen- 
dan su continuaciôn."
El problema en lo que atahe al proceso tributario, se resuel^ 
ve como dicen las Notas de Derecho Financière, tomo I, volumen III 
pâgina 457, "en la normativa del procedimiento econômico adminis­
trativo, es decir en el artîculo 165 de la Ley General Tributaria", 
que establece lo siguiente: Son impugnables los siguientes actos:
Primero.- Las liquidaciones provisionales o definitivas, con 
o sin sanciôn.
Segundo.- Las que aprueben comprobaciones de valor de los - 
bienes o derechos süjetos al tributo.
Tercero,- Los que declaren la competencia o incompetencia - 
de los Jurados Tributarios.
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Cuarto.- Los que dicten los Jurados Triburarios, en determi^ 
nadas hipôtesis que el propio precepto establece, es decir adopta 
dos con quebrantamiento o vicio de cualquiera de los trâmites del 
procedimiento posteriores al acto de declaraciôn de competencia, o 
que hayan producido indefensiôn al contribuyente o hayan lesionado 
los derechos de la Administraciôn.
Quinto.- Los que se hayan extendido a cuestiones de derecho, 
y los que resuelvan recursos interpuestos por aplicaciôn indebida 
de las reglas de distribuciôn de cuotas tributarias.
Sexto.- Los que con carâcter previo, reconozcan o denieguen 
regîmenes de exenciôn o bonificaciôn tributarias.
Septimo.- Los que establezcan el régimen tributario aplica- 
ble a un sujeto pasivo, en cuanto déterminante de futuras obliga- 
ciones incluse formales a su cargo.
Octavo.- Los que impongan sanciones tributarias independien 
tes de cualquier clase de liquidaciôn. •
Noveno.- Los que declaren la responsabilidad de terceras 
personas en el page de deudas tributarias en defecto o en lugar - 
del sujeto pasivo.
Decimo.- Los que reconozcan o denieguen un derecho o decla­
ren una obligaciôn, sean definitives o de trâmite, y siempre que_ 
en este ûltimo caso decidan directa o indirectamente el fondo del 
asunto que ponga término a la via de gestion o impida su continua 
ciôn.
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Undecimo.- Lo que expresamente se declaren impugnables en - 
las correspondientes disposiciones.
Como se puede observar, se contiene la misma formulacidn en 
el n- 10 de la Ley General Tributaria, que en el artîculo 37.1 de 
la Ley de la Jurisdicciôn.
Por tanto, cualquier pago realizado en funciôn de los once_ 
supuestos enunciados en el artîculo 165, podrîa dar lugar a la in 
terposiciôn del recurso contencioso administrativo una vez agota- 
da la via administrativa.
En cuanto al segundo de los requisites de los actos admini^ 
trativos, para ser impugnables, es decor el requisite de que no - 
sean susceptibles de ulterior recurso ordinario en vîa administra 
tiva, es asî mismo la normativa de las reclamaciones econômico ad 
ministrativas previas al recurso contencioso administrativo en ma 
teria tributaria, la que debe indicar en cada caso cuando se ha a- 
gotado la vîa administrativa previa -Notas de Derecho Financière, 
pâgina 458-. En este sentido no es posible la impugnaciôn directa 
de taies actos ante la jurisdicciôn contencioso administrativo, sin 
agotar antes la vîa econômica administrativa. De ahî que tenga im 
portancia decisiva determinar el memento en que ese presupuesto - 
procesal -agotamiento de la vîa econômico administrativa- se pro­
duce, Pues bien el artîculo 127.2 de inciso final del Reglamento_ 
de Reclamaciones Econômico Administrativas de 1.959, establece: - 
"Que las resoluciones del Tribunal Central o del Ministerio, pon- 
drân término a la vîa administrativa". Es évidente por tanto, que 
la resoluciôn recaida en segunda instancia -que se tramita y re-- 
suelve conforme a lo establecido para la ûnica o primera en cuanto
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no aparezca modificado por disposiciones contenidas en el propio_ 
Reglamento, artîculo 133-, abra al réclamante, la posibilidad de_ 
entablar recurso ante la autoridad judicial.
Debe hacerse constar aunque no lo declare el artîculo 127 - 
del Reglamento, que el recurso jurisdiccional es tambiên posible_ 
si la resoluciôn hubiera recaido en ûnica instancia, ya que en ta 
les supuestos queda igualmente agotada la vîa administrativa, al_ 
no poderse ejercitar en ellos el recurso de alzada.
Ademâs de los actos administrativos, cuyas caracterîsticas_ 
y requisitos de impugnaciôn ya hemos examinado, son tambiên sus-- 
ceptibles de recurso contencioso administrativo, las disposicio-- 
nes reglamentarias, es decir las disposiciones de carâcter gene-- 
ral a que se refiere el artîculo 37.3 en relaciôn con el 39, de - 
l a  Ley Jüiibulcciunal. Estas disposiciones pueden emanar de la Ad 
ministraciôn del Estado, de las Entidades Locales y de las Corpo­
raciones e Instituciones Pûblicas, una vez aprobadas definitiva-- 
mente en vîa administrativa.
Tambiên son admisibles la impugnaciôn de los actos que se - 
produjeren en aplicaciôn de las anteriores disposiciones fundada_ 
en que taies disposiciones no son conformes a derecho. No obstan­
te serân asî mismo impugnables en todo caso, las disposiciones de 
carâcter general que hubieren de ser cumplidas por los administra 
dos directamente. sin necesidad de previo acto de requerimiento o_ 
sujecciôn individual; la falta de impugnaciôn directa de una dis­
posiciôn no impedirâ la impugnaciôn de los actos de aplicaciôn in 
dividual.
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Dos notas, califican el alcance de la impugnaciôn de los re^  
glamentos. En primer lugar, el que asî como con respecto a los ac_ 
tos impugnables la ley establece que vengan sujetos al derecho admi^  
nistrativo, ello no rige con relaciôn a los reglamentos, pues como 
dice Garcîa de Enterria -La Lucha contra las Inmunidades del Po-- 
der en Derecho Administrativo, Revista de la Administraciôn Pûbli^  
ca, n- 38, pâginas 201 y siguient.es-, "la Ley de Jurisdicciôn en_ 
definitiva ha querido introducir una arma contra los reglamentos_ 
ilegales cualquiera que sea su materia". Las llamadas materias ex 
cluidas, no juegan respecto de los reglamentos, por lo que deben_ 
censurarse ciertas sentencias que haciendo caso omiso de lo dis-- 
puesto en los artîculos 1 y 39 de la Ley Jurisdiccional, excluyen 
de impugnaciôn ciertos reglamentos por entender que son expresiôn 
de ejercicio de una actividad polîtica -asî en sentencias de 10 - 
de Febrero de 1.960-. Con razôn afirma al respecto Garcîa de Ent£ 
rria, que "esta doctrina de las materias excluîdas no es acepta-- 
ble. En ningûn paîs de los que conocen el recurso contra reglamen 
tos, se ha extendido a un sector de estos el equîvoco calificati- 
vo de politicos para concluir que sobre ellos el tribunal no pue­
de extender sus poderes fiscalizadores. Hay que decir que ni siquie 
ra nuestra antigua Ley de lo Contencioso de 1.888, en su Regula-- 
ciôn del Recurso Indirecto, ni la Ley Organica del Poder Judicial 
de 1.870, al disponer en su artîculo'7-, la excepciôn de ilegali- 
dad de los Reglamentos, se ha hecho esta salvedad de los supuestos 
reglamentarios politicos, y es évidente que no tendrîa el mener - 
sentido hacerla, luego no se ve la razôn para que ello se haga en 
la têcnica procesal del recurso directe que es una mâs entre las_ 
têcnicas de lucha contra el reglamento ilegal. Hablar de reglamen 
tos infiscalizables por los jueces, sea cual sea la vîa de fisca- 
lizaciôn, es consagrar pura y simplemente en favor de la Adminis-
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traciôn una verdadera patente de corso, para vulnerar las leyes - 
y el derecho", termina diciendo el destacado administrâtivista de 
Madrid. En el mismo sentido se manifestô Gonzalez Berenguer -en - 
su articule Materia Contenciosa y Fiscalizaciôn de la Discreccio- 
nalidad, aparecido en el n- 37 de la Revista de Administraciôn Pû 
blica, pâginas 175 y siguientes-.
Estas primera caracterîstica de los reglamentos, résulta me^  
nos importante a efectos de derecho tributario que la segunda, es 
decir, el que la ûnica limitaciôn que establece la ley es la de - 
las normas con rango formai de Ley. En consecuencia los Decretos_ 
Leyes por aplicaciôn de las normas positivas son absolutamente im 
pugnables. Con mâs réservas debe ser acogida la jurisprudencia que 
se niega a entrar siquiera en el examen de los Decretos Legislativos 
dictados en virtud de delegaciôn; dado que en nuestro derecho, la_ 
fiscalizaciôn de la legislaciôn delegada se limita a la puesta en_ 
conocimiento del poder legislative, résulta tanto mâs criticable - 
esta actitud jurisprudencial, mâxima en materia tributaria donde - 
por lo demâs tanta trascendencia tiene dicha legislaciôn. A la vi£ 
ta de los textes refundidos dictadas por delegaciôn durante los 
ahos 1.965 y 1.967, y en contemplaciôn el artîculo 11, pârrafo 3-, 
de la Ley General Tributaria, donde expresamente se senala que los 
preceptos de las disposiciones dictadas en el ejercicio de la de-- 
legaciôn legislativa, "tendrân la fuerza j  eficacia de meras dispo 
siciones administrativas en cuanto excedam de los limites de la 
autorizaciôn o delegaciôn". Esta soluciôn jurisprudencial, es tanto 
0 mâs criticable cuando se observa que el artîculo 39.4 de la Ley_ 
Jurisdiccional permite la impugnaciôn de los actos de aplicaciôn - 
de reglamentos ilegales.
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El articule 40 de la Ley Jurisdiccional, establece les ac-- 
tos excluîdos de recurso contencioso administrative y que sen les 
siguientes:
1.- Les actes que sean repreducciôn de etres anterieres que 
sean definitives y firmes, y les cenfirmateries de acuerdes censen 
tides per ne haber side recurrides en tiempe y ferma.
2. - Les actes dictades en el ejercicie de la funciôn de peli^  
cia sebre la prensa, radie, cinemategrafîa y teatre.
3.- Las erdenes ministeriales que se refieran a ascenses y_ 
recompensas de Jefes, Oficiales y Subeficiales de les Ejêrcites - 
de Tierra, Mar y Aire, per merecimientes centraîdes en campana y_ 
heches de armas.
4.- Las reselucienes dictadas ceme censecuencia de expedien 
tes gubernatives seguides a eficiales, subeficiales y clases de - 
Trepa y Marinerîa, cen arregle al articule 1.011 y siguientes del 
Côdige de Justicia Militar; las demâs reselucienes que tengan er^ 
gen en etres precedimientes establecides per el misme Côdige y 
las que se refieran a pestergaciones impuestas reglamentariamente.
5.- Las reselucienes, que pengan termine a la via gubernat^ 
va ceme previa a la judicial.
6.- Les actes que se dicten en virtud de una Ley que expre- 
samente les excluya de la via centenciose administrâtiva.
A efectes tributaries, nés interesa examinar les numéros 1 
y 6, ya que les restantes carecen de significaciôn alguna a efec-
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to de nuestro anâlisis.
En cuanto a les actes que sean repreducciôn de etres ante-- 
rieres que sean definitives y firmes, y les cenfirmateries de - - 
acuerdes censentides per ne haber side reccurrides en tiempe y for 
ma, hay que hacer alusiôn a una abundantîsima dectrina y jurispru- 
dencia que se ha preecupade del fundamente de la exclusion. Très - 
son las direccienes que segün Villar Palasi -La Dectrina del Acte_ 
Cenfirmaterie, publicade en la Revista de la Administracion Pûbli- 
ca N2 8, pagina 13 a 29-, se han seguide para elle:
1,- La dectrina del acte censentido. Son muchas las decisie- 
nes que basan la dectrina del acte cenfirmaterie en el principle - 
general del censentimiente -asî sentencias de 22 de Diciembre de - 
1.947, 13 de Marze, 27 de Septiembre, 15 de Neviembre y 16 de Di-- 
ciembre de 1.948 , 24 de Diciembre de 1.956, 17 de Junie de 1.971,_
4 de Febrere y 8 de Maye de 1.976 entre etras-. La excepcion de ac 
te cenfirmaterie cualquiera que sea el juicie que se ferma de la - 
cuestion de fende, impide cenecer de ella, sin que de este pueda - 
quejarse cen razôn la parte demandante,- pueste que ne nace para -- 
ella serpresa ni pesible injusticia cuande el falle se funda en el 
heche incontrovertible per ella ejecutade de ne recurrir en tiempe 
hâbil, dependiente de su destine y que asî misme ha de imputar -sen 
tencia de 15 de Diciembre de 1.941-.
2.- La dectrina del recurse tardie y extemperanee. Asî la 
sentencia de 26 de Junie de 1.930, dice: "que es évidente y neto-- 
rie que el acte inicial fue censentido y es firme, y censiguiente- 
mente que la declaracion que en el se centiene ha creade un estado 
de derecho que ya no es pesible medificar ni en vîa centenciesa - 
perque ha transcurride cen gran excese el tiempe en que pude ha--
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cerse, si por el medio indirecte de recurrir centra el acte cenfir 
mative, pues facilmente se alcanza, que revecada la reseluciôn que 
se impugna, revecada tambiên quedarîa ipse facte y fatalmente aque 
11a etra inicial". En la misma linea, pedemes sentar la sentencia_ 
de 27 de Octubre de 1.942, 27 de Septiembre de 1.948, 5 de Enere ~ 
de 1.965 y 5 de Neviembre de 1.976.
3.- Tambiên es frecuente encentrar las des explicacienes se- 
naladas de ferma cenjunta. Asî las sentencias de 28 de Junie de 
1.923, 23 de Febrere de 1.934 y 29 de Junie de 1.935, manifiestan_ 
que "ne perjudica el transcurse de plaze a quien descenece la reso 
lucion administrativa que lesiena sus dereches". El censentimiente 
se estructura sebre una deble funciôn: El censentimiente y la fai- 
ta de impugnaciôn.
Tedas estas argumentacienes jurisprudenciales, son critica-- 
bles: Es inadmisible utilizar la dectrina del acte cenfirmaterie,_ 
para enervar el ejercicie de dereches que tengan un plaze de près- 
cripciôn que ne hubiese transcurride. Si el titular de un derecho_ 
subjetive acude a la Administraciôn en selicitud de que se le re-- 
cenezca y se dicte un acte denegaterio, el heche de ne haber dedu- 
cide frente a este acte les recurses admisibles, ne debe ser ebstâ 
culo para que si replanteada la peticiôn no habiéndese preducide la 
prescripciôn del dereche es denegada de nuevo, pueda deducirse re­
curse centenciose administrative. Aunque en algunas sentencias -31 
de Enere de 1.931, 8 de Febrere de 1.963 y 23 de Neviembre de 1964- 
citadas per Santamarîa en su articule el Preblema de les Plazes en 
el Recurse Centenciose Administrative Prescripciôn e Caducidad, en 
Revista de La Administraciôn Pûblica, n- 58, pagina 201 y siguien­
tes-, se sienta la dectrina de la imprecedencia de la inadmisibili
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dad, la jurisprudencia déminante al enfrentarse con el tema lo re 
suelve pura y simplemente, aplicando el artîculo 40.a), y decla-- 
rando la inadmisibilidad como senala Gonzalez Pérez en sus Comen- 
tarios a la Ley de Procedimiento Administrative, Madrid 1.977, y_ 
en particular el Cementarie al articule 99 de dicha Ley.
Vames a hacer referenda a les requisites del acte censenti^
de: Para que un acte administrative despliegue su eficacia de mo­
de que determine la ne impugnabilidad de un acte posterior, es ne 
cesarie que cencurran les siguientes requisites:
1.- Que sea acte administrative -ne dispesicion reglamenta- 
ria; asi le dice la sentencia de 2 de Neviembre de 1.972-.
2.- Que sea acte definitive -sentencias de 24 de Octubre de
i.9û4 y 17 de Enere de 1.942-. En la de 15 de Marze de 1.956, se_
afirma que ne precede estimar la excepcién de acte confirmative - 
cuande el primere ne es definitive sine cendicienal, y la de 18 - 
de Neviembre de 1.976, senala que si el primer acte tiene carâcter 
provisional, ne puede fundar la excepcion.
3.- Que el acte ne sea nule de plene dereche. Unicamente pue^  
de invecarse cuande el acte censentido es vâlide e anulable, pues_ 
el acte nule de plene dereche ne es susceptible de subsanacion -ar 
tîcule 53.1 de la Ley de Procedimiento Administrative y 47 de la - 
misma Ley-.
4.- Que el acte ne haya side netificade cen tedes les requi­
sites légales. Esprecise que haya side netificade el primer acte - 
-sentencia de 5 de Marze de 1.965-; que la netificaciôn ne haya in
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dicado un recurso erroneo - sentencia de 31 de Marzo de 1965-;
0 bien que haya side publicado en les cases en que ne se exije no 
tificacien personal -sentencia de 23 de Febrere de 1965-; si el - 
acte se presume existente per silencie administrative y ne £uê no 
tificade,ne puede hablarse de acte censentido -sentencia de 12 de 
Neviembre de 1971-; si la netificaciôn no ee indice les recurses_ 
precedentes centra el acte ne puede ser censiderade firme y cen-- 
sentide -sentencia de 24 de Septiembre de 1976-.
5.- Que haya side censentido per no haber side recurride en 
tiempe y ferma, sin que interrumpa el plaze el haber interpueste_ 
el recurso sin les requisites exigides por la Ley -sentencia de =
6 de Marze de 1956-;se dâ la excepcion cuande la primera reselu-- 
cion es firme y definitiva al haber side censentida per les inte- 
resades que ne recurrieren centra ella en tiempe y ferma -senten­
cias de 22 de Febrere del965, 22 de Marzo, y 21 de Abril de 1965,
5 de Neviembre y 25 de Neviembre de 1976-.
En cuante al acte cenfirmaterie, la ley de Jurisdicciôn tam 
bien le déclara excluide a efectes del recurse; el acte ha de ser 
repreducciôn o cenfermaciôn del censentido. La sentencia de 30 de 
Maye de 1972, se refiere a la repreducciôn y la cenfirmaciôn: el_ 
acte que reproduce etre anterior, es su xepeticien esencial, mien 
tras que el confirmaterie si bien coincide en la esencialidad de_ 
la resolucien, sin embargo pesee sustantividad prepia.
Si el acte Administrative fuê censentido y no se impugne, - 
en tiempe y ferma, se da la excepcion de acte cenfirmaterie. Si el 
acte administrative anterior no.fue censentido y se incee el pre=
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ceso que esta en tramitacion al deducirse la misma pretension, 
puede oponerse la excepcion de litispendencia.
Si no solo se incoo un proceso sino que el proceso termino_ 
por sentencia que se pronuncio sobre el fondo, pobra oponerse la_ 
excepcion de cosa juzgada.
El acto censentido, y el acte confirmatorio, es precise que 
se refieran a unos mismo sujetos -sertencias de 22 de Diciembre de 
1947, 15 de Abril de 1926, 28 de Mayo de 1965, entre otras-.
Se exige tambiên la existencia de identicas pretensiones, - 
es decir entre la pretension procesal a la que se opone la excep­
cion de inadmisibilidad, y la peticion deducida en via administra 
tiva sobre la que recayo el acto objeto de impugnaciôn -asi en 
sentencia de 4 de Junio de 1970, 15 de Junio de 1972 y 25 de No-- 
viembre de 1976-.
Se exige asi mismo identidad de fundamento, -asi entre - -- 
otras la sentencia de 13 de Marzo de 1944, 7 de Neviembre de 1955 
4 de Junio de 1970, entre otros-. Esta identidad en les fundamen- 
tos, ha de darse tanto en los hechos como en les fundamentos de - 
derecho, por tanto, no se puede hablar de acto confirmatorio, si_ 
no existe identidad de situacion factica -sentencia de 25 de Ju-- 
nio de 1976-; ni tampoco se dara la identidad cuando no se dicta- 
ron las dos resoluciones en base a identicos fundamentos legales- 
sentencia de 24 de Septiembre de 1976-, o si uno y otro acto se - 
basaron en legislaciones distintas por haberse derogado la que re 
gia inicialmente -sentencia de 8 de Noviembre de 1972-.
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Mucha mayor trascendencia en materia tributaria, tiene la - 
clausula de remision establecida en el numéro 6 del articule 40 - 
de la Ley Jurisdiccional, a "las leyes que expresamente estudian_ 
una materia de recurso contencioso administrative".
La exclusion por tanto ha de establecerse por ley y no por_ 
disposicion de inferior jerarquia, -asi entre otras en sentencia_ 
de 22 de Noviembre de 1954, 5 de Julio de 1945 y 31 de Marzo de - 
1977-, y en la misma linea se manifiesta la dectrina mas signifi­
cative. La exclusion ha de ser expresa; asi la sentencia de 26 de 
Abril de 1976, senala que esprecise no solo que la exclusion la - 
verifique una ley formai y no disposicion de range inferior, sino 
que terminantemente se indique en tal ley que determinados actos_ 
0 resoluciones quedan exceptuados o excluidos del recurso conten­
cioso administntivo, no bastando con que exprese que contra elles 
no cabe recurso alguno, que no son susceptibles de recurso u otras 
semejantes, pues en estes supuestos se estima que solo estan pro- 
hibidos los recurses gubernatives u administratives, pero no el - 
contencioso administriivo propiamente dicho, segun reconoce la -- 
dectrina jurisprudencional entre otras en sentencia de 26 de Abril 
de B58, interpretando el articule 40, apartado 6 de la Ley de es­
ta Jurisdiccôn.
La exclusion puede ser total o parcial. Dentro de la exclu­
sion total, quedan excluidos los actes de traslado forzoso de jue^  
ces y magistrados y en general los acuerdos de la Sala de Gobier- 
no del Tribunal Supremo y de las Audiencias Territoriales en mate 
ria disciplinaria, segun los articules 244 y 749 de la Ley de Or- 
den Publico; los acuerdos sobre aplicacion de la Ley General del_ 
Servicio Militar de 27 de Julio de 1968.
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Como exiusiones parciales, podemos citar por ser trascenden 
tes a los efectos de nuestra materia, los acuerdos de los Jura-- 
dos Tributaries, que unicamente son susceptibles de recurso con­
tencioso administrative en los supuestos previstos en el articu­
le 152.3 de la Ley General Tributaria, que establece lo siguien- 
te: "Podrân recurrirse en via economico administrativa los siguie 
tes acuerdos de los jurados: a) los adoptados con quebrantamien- 
to 0 vicio de cualquiera de los tramites del procedimiento porte 
rior al acto de declaracion de competencia que hayan producido - 
indefension al contribuyente o hayan lesionado los dereches de - 
la administracion. b) los acuerdos que se hayan extendido a cue£ 
tiones de Derecho. c) los acuerdos que resuelvan recurses inter-- 
puestos por aplicacion indebida de las réglas de distribucion. - 
asi lo reconocen las sentencias de 23 de Marzo y 27 de Octubre - 
de 1962, 6 de Abril y 27 de Noviembre de 1963, 3 de Octubre y 21 
de Noviembre de 1964, 26 de Abril de 1965, y 28 de Febrere de 
1966 entre otras.
Tambiên la dectrina se ha ocupado profundamente del proble 
ma de la fiscalizacion jurisdiccional de los acuerdos de los ju­
rados tributaries -Gonzalez Ferez, en la Revista Critica de Der£ 
cho Inmobiliario, 1968, paginas 530 y siguientes en su articulo_ 
Hacienda y Proceso; Bayon Marine, en su articule Control Jurisdic 
cional de la Actividad de los Jurados Tributaries, en la revista 
de la administracion publica numéro 48, pagina 143 y siguientes; 
Clavero Arevalo en su articule Jurados Fiscales y Jurisdicciôn - 
Contencioso Administrative, en revista de la administracion pu-- 
blica, numéro 39, pagina 15 y siguientes.-.
Ettan excluidas parcialmentc, los acuerdos aprobatorios -
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de reparcelaciones urbanisticas, que solo podran impugnarse por 
vicio de nulidad absoluta, de procedimiento o para determinar - 
la indemnizacion que en su caso procéda -articule 100 de la Ley 
del Suelo de 2 de Mayo de 1975-; y tambiên estan excluidos los_ 
acuerdos dictades en materia de concentracion parcelaria, segun 
el articule 218 de la ley de reforma y Desarrollo Agrario, apro^  
bada por décrété 118 de 1973. .
3.2.2.4V- LA ACTIVIDAD PROCESAL TRIBUTARIA: Lugar, Tiempe y - - 
Forma.
Una vez analizados, -segun el esquema del Profesor Guasp- 
los sujetos y el objeto del recurso, examinaremos los requisites 
de la actividad pasando revista al procedimiento en que se arpi 
cula el recurso contencioso administrative. Haremos una referen 
cia sumaria por entender que el tema ya ha side esbozado cuando 
aludismos al articule 57 de la Ley Jurisdiccional.
El procedimiento, se articula en très fases: la de alega- 
ciones, la de prueba y la de conclusiones.
En cuanto a la primera fase, el proceso se inicia con el_ 
escrito de interposicion del recurso contencioso administrative 
reducido a citar el acto por razon del cual se formula y a soli 
citar que se tenga por interpuesto el recurso. A este escrito - 
se acompahan distintos documentes, entre los que figuran el acre 
ditativo del previo page -articule 57 de la Ley de Jurisdiccion-
La interposicion del recurso, détermina que en siguiente_ 
dia habil el tribunal acuerde su anuncio en el Boletin Oficial
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del Estado o en de la Provincia, segun se trate de Tribunal Su­
premo o de Salas de la Audiencia, -articule 60 de la Ley de Ju- 
risdiccion-. Este anuncio sirve para emplazar a los particulares 
eventualmente legitimados como demandados o como coadyuvantes - 
articule 64-. La Administracion, viene emplazada mediante la me^  
ra reclamacion del expediente administrative en cuestion -arti­
cule 63.1-, que es el otro efecto de la interposicion del recur 
so -articule 61, numéros 1 y 3-. Si en el plazo senalado de 20_ 
dias improrrogables, no se hubiese recibido el expediente, el - 
Tribunal de oficio, lo recordara nuevamente a la Administracion 
para que lo efectue en un plazo de 10 dias, con apercibimiento_ 
de multa de 500 a 5000 pesetas al jefe de la dependencia en la_ 
que obrare el expediente y cuales-quiera otro responsable de la 
demora; si transcurride este ultimo plazo, no se hubiese recibi 
do el expediente,se impondra una multa dentro de los limites se^  
nalados y se hara efectiva por la via de apremio por el Tribu-- 
nal , que acordara lo demas que procéda para exigir a quien co- 
rresponda las responsabilidades a que tiene lugar la desobedien 
cia - articule 61, numéros 3 y 4-.
A la yista del expediente y previo un plazo para alegacio 
nés, el Tribunal puede declarar la inadmision de oficio en caso 
de efecto procesal insubsanable -falta de jurisdicciôn o incom- 
petencia, deduccion del recurso frente alguno de los actes rela 
cionados en el articule 40 o excluidos de reclamacion directa - 
en el articule 39, no haberse interpuesto recurso previo de re- 
posicion en los cases en que este es preceptive, haber caducado 
el plazo de interposicion del recurso-; contra el auto se acuer 
de la inadmision, podra interponerse recurso de suplica, y con­
tra el desestimatorio de este el de apelacion cuando hubiere si^
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do dictado por las Salas de las Audiencias Territoriales en asun 
tos que conocieren en primera instancia -articule 62-.
Producida la oportuna comparecencia de los demandados en_ 
calidad de partes, sigue a elle la preeentacion del escrito de_ 
demanda en el plazo de 20 dias siguientes a la puesta de mani-- 
fiesto del expediente administrative, recibido en el Tribunal - 
-articule 67-; la ausencia de este escrito, détermina la caduc 
dad del recurso -articule 67.2-.
Dentro de los 5 dias siguientes al emplazamiento para con 
tentar -articule 61-, existe un tramite para alegaciones pre- - 
vias analoga a las excepciones dilatorias de la Ley de Enjuicia 
miento Civil. Estas excepciones pueden fundarse en la falta de_ 
Jurisdicciôn, la incompetencia del Tribunal o la inadmisibili-- 
dad del recurso, sin perjuicio de que tales motives puedan asi - 
mismo ser alegados en la contestacion -articule 71-. Esta, da - 
fin a la fase de alegaciones y debe formularse en un plazo de - 
20 dias -articule 68, numéros 2,3 y 4-. En efecto, segun el nu­
méro 2, la contestacion se formularâ primero por la administra­
cion demandada en su caso y sucesivamente por las personas que_ 
tengan el caracter de demandadas y por los coadyugantes. No ob^ 
tante, senala el numéro 3 cuando hubiere de contestar a la de-- 
manda ademas de la administracion en su caso mas de un demanda- 
do 0 un coadyugante, no actuare bajo una misma representacion,_ 
el demandante podra solicitar para que no se demore la decision 
de sus pretensiones, que la contestacion se formule simultanea- 
mente por los demandados y despues por los coadyuvantes de igual 
modo. Segun el numéro 4, no habra en el caso previsto en el pa- 
rrafo anterior, lugar a la entrega del expediente administrati­
ve que se les pondra de manifiesto en la secretaria del Tribu-- 
nal.
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Terminada esta primera fase de alegaciones que comprende -- 
fundamentalmente la comparecencia, la demanda y la contestacion a 
la demanda, se pasa a la fase de prueba, regulada en los articules 
74 y 75 de la Ley Jurisdiccional. Segun el primero solamente se po 
dra pedir el recibimiento del proceso a prueba por medio de otrosi 
en los escritos de demanda y contestacion. La selicitud no sera ad 
misible sino expresare los puntos de hecho sobre los cuales haya - 
de versar la prueba, o hubiere conformidad acerca de los mismos en 
tre las partes. Se recibira el proceso a prueba cuando exista dis- 
conformidad en los hechos, y estes fueran indudable trascendencia_ 
a juicio del Tribunal, para la resolucien del pleito. La prueba se 
desarrollarâ con arreglo a las normas establecidas para el proceso 
civil ordinario, si bien el plazo serâ de 30 dias comunes para pro^  
poner y practicar. El Tribunal podra delegar en uno de sus Ma^stra 
dos o en un Juzgado de Primera Instancia la practica de toda o al- 
guna de lab diligencias probatorias, y el représentante en autos - 
de la Administracion, podrâ a su vez delegar en un funcionario pu­
blico la facultad de intervenir en la prâctica de prueba.
Se remite pues a las normas establecidas para el proceso ci­
vil ordinario: habra de estarse pues al articule 578 de la Ley de_ 
Enjuiciamiento Civil que enumera como medio de prueba "la confe- - 
sion, los documentes publicos y privados, la correspondencia y los 
libres de los comerciantes, el dictamen de peritos, el reconocimien 
to judicial y les testigos"; al hacerse esta enumeraciôn,parece ad 
mitirse la existencia de otras pruebas teoricamente concebibles que 
no estan autorizadas. En realidad la enumeracion del articub 578 - 
unida a la de 1915 del Codigo Civil agotan todas las especies ima­
ginables de medios de prueba.
Ademas el articule citado, hemos de acudir a los articules 
579 a 595 rpspecto a la confesion;’ al 594 y 6ol respecte de los do-
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cumentos publicos; al 602 y 605 respecte a los documentes privados, 
correspondencia y libres de comerciantes; 606 a 609 sobre cotejo - 
de letras; 610 a 632 sobre peritos; 633 a 636 sobre reconocimiento 
judicial y por Ultimo 637 a 666 sobre testigos. De hay que podamos 
en principio remitir a derecho procesal civil sobre el regimen de_ 
cada uno de los medios de prueba que puedan utilizarse en el proce 
so administrativo.
La prueba asimismo, se régula en el articule 75 que senala:
1.- El Tribunal podrâ acordar de oficio el recibimiento a 
prueba y disponer la practica de cuantas estime pertinentes para la 
mas acertada decision del asunto.,
2.- Condiida la fase probatoria, el Tribunal podrâ tambiên - 
acordar antes o despues de la vista o senalamiento para fallo la - 
practica de cualquier diligencia de prueba que estimare procedente.
3.- Las partes tendran intervencion en las pruebas que se -- 
practiquen por iniciativa del Tribunal.
4.- Si este hiciera uso de sus facultades deq>ues de celebrar 
se la vista o senalamiento para fallo, el resultado de las diligen 
cias de prueba se pondra de manifiesto a las partes las cuales po­
dran en el plazo de 3 dias alegar cuanto estimen conveniente acer­
ca de su alcance o importancia.
Por Ultimo la fase de conclusiones consiste en un tramite en 
que las partes resumen sus respectivas posiciones, bien de forma - 
oral -vista oral- o escrita -escrito de conclusiones-; no cabe en_
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esta fase plantear cuestiones no insertas en los escritos de deman 
da y contestacion.
Esta regulada en los articulos 76 a 79 que no plantean espe- 
ciales problemas.
El articulo 76, senala que "habrâ lugar a la celebracion de_ 
la vista cuando lo pidan las dos partes o el Tribunal lo estime n£ 
cesario, la selicitud de vista se formulara por medio de otrosi en 
los escritos de demanda y contestacion en el plazo de 3 dias conta 
dos desde que se notifique la providencia que declare concluso el_ 
période de prueba".
El articulo 77, dispone que "si el Tribunal acordare la cel£ 
bracion de vista, senalara la fecha de la audiencia por riguroso - 
orden de auLiguedad de los asuntos, excepte los recurses contenclo 
so administratives referentes a la materia de expropiacion forzosa 
y aquellos otros que por prescripciôn de la ley o acuerdo de la Sa 
la, fundados en circunstancias excepcionales deban tener preferen- 
cia, los cuales estando conclusos podran ser antepuestos a los de­
mas cuyo senalamiento aun no se hubiera hecho, el Tribunal podra - 
acodar que la Secretaria redacte una nota suficiente del asunto y_ 
que se distribuyan ejemplares de ella a los Magistrados con antela 
cion necesaria".
El articulo 78, establece que "si el Tribunal no acordare la 
celebracion de vista, dispondra en sustitucion de la misma que las 
partes présente unas conclusiones sucintas acerca de los hechos ale^  
gados, laprueba a practicar en su caso y los fundamentos juridicos 
en que respectivamente apoyen sus pretensiones, de las que acompa- 
naran tantas copias como Magistrados hayan de fallar el asunto; el
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plazo para formular el escrito, sera de 15 dias sicesivos para las 
partes demandantes, demandada y coadyuvantes y simultanées para - 
cada uno de estes 3 grupos de partes si en algunos de elles hubie 
re comparecido mas de una persona no actuare bajo una misma repre 
sentacion. Presentadas las conclusiones, se distribuiran las cou­
plas a los Magistrados, y el Tribunal senalara dia para la vota-- 
cion y fallo por el orden expresado en el articulo anterior".
Por ultime el articulo 79, se refiere a que "en el acto de_ 
la vista o en los escritos de conclusiones, no podran plantearse^ 
cuestiones no suscitadas en los escritos de demanda y contesta- - 
cion. Cuando el Tribunaljuzgue oportuno que en el acto de la vis­
ta 0 en las conclusiones se trate cuestiones que no hayan sido 
planteadas en los escritos de las partes, lo pondran en conocimien 
to de estas, dictando oportunamente providencia al efecto que de- 
bera ser notificada con 3 dias de antelacion. En el acto de la 
vista o en el escrito de conclusiones, el demandante podra soli-- 
citar que la sentencia formule pronunciamiehto concrete sobre la_ 
existencia y cuantia de los dahos y perjuicios de cuyo resarci- - 
miento se trate si costare ya pobados en autos".
3.2.5.- CONCLUSIONES GENERALES.
De lo expuesto hasta el momento sobre el recurso, podemos__ 
extraer las siguientes conclusiones:
1.- No existe en materia tributaria un recurso especial que 
garantice los litigios que se plantean sobre dicho tema.
2.- La inexistencia de un proceso tributario expecifico se
-  211 -
sustituye por la aplicacion de la normativa prevista en la Ley de 
Jurisdicciôn de 27 de Diciembre de 1956, respecte a la materia 
contencioso administrativa,
3.- Aunque la regulacion contenida en esta ultima ley es lo 
suficientemente homogenea y eficaz para que los dereches de los - 
contribuyentes envia jurisdiccional no queden malparados, se echa 
de menos dada la creciente importancia que en el Estado moderne - 
adquieren las relaciones entre los contribuyentes y la administra 
cion fiscal, la necesidad del establecimiento de una jurisdicciôn 
tributaria especifica y concreta encargada de responder los liti­
gios que susciten a ese respecte.
4.- No constituye argumente solide la firmacion generaliza- 
da de que son escasos los supuestos litigiosos que acceden a la - 
via juilbdiculonal, ya que ee dice que casi todos se resuelven en 
la via 'economica -tribunales economico administratives provincia 
les y central;- en efecto si queremos que los dereches de los con 
tribuyentes queden perfectamente salvaguadados, no podemos consi- 
derar suficiente la tutela que pueden ofrecernos los Tribunales - 
Administratives, dado que los mismos carecen en muchos supuestos_ 
de las caracteristicas y requisites propios de los organes auten- 
ticamente jurisdicionâes.
5.- Los litigios que se susciten en torno a la aplicacion - 
del Principio Solve et Répété,han de suscitarse hasta el momento_ 
présente por los tramites previstos para el recurso contencioso - 
administrativo, si bien es aqui en este punto donde se exigiria - 
con mayor urgencia la existencia de unos Tribunales especiales de 
caracter Tributario que resolviesen las cuestiones suscitadas so­
bre el mismo."
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CAPITULO IV - JURISPRUDENCIA ESPANOLA SOBRE EL PRINCIPIO.
El principio Solve et Repete, ha sido objeto de analisis de- 
tallado por parte de la Jurisprudencia Espahola.
Podemos citar una corriente Jurisprudencial anterior a la - 
vigente ley de Jurisdicciôn contencioso administrativa de 1957 y_ 
otra posterior a la misma de 8 de Febrero de 1952.
Realizaremos una sucinta referencia a la primera para dete- 
nernos a detallar la segunda.
4.1.- ANTERIOR A LA LEY DE 27 DE DICIEMBRE DE 1956.
En una misma linea podemos citar la sentencia de 22 de Octu 
bre y 12 de Noviembre de 1948, 11 de Mayo de 1949 y 3 de Julio de 
1950. En esta ultima se establece no solamente el condicionamien- 
to del previo pago para el acceso a la via jurisdiccional sino 
ademas la presentacion del documente original que acredite el pa­
go en las Cajas del Tesoro Publico salvo declaracion de pobreza;_ 
presentacion que ha de verificarse dentro del termine que la ley_ 
senala para utilizar tal via contencioso administrativa, a no ser 
que se justifique que no sepudo realizar por causas independien-- 
tes de la voluntad del que interpone. A este fin no sirve de escu 
sa la creencia de que aparecia debidamente justificado el pago -- 
porque la causa justificada de omision ha de ser independiente del 
que las alega y la alegacion aun en firme de que la carta de pago 
esta en el expediente ha de hacerse constar precisamente por me-- 
dio de otrosi en el escrito de interposicion.
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Esta sentencia exigia pues el previo pago justificado y de- 
mostrado con la presentacion del documente original.
Por su parte la sentencia de 4 de Octubre de 1950, prevee una 
interpretacion restrictiva del articulo 6 delà Antigua Ley de Ju-- 
risdiccion y asi senala "que no tratandose de cobranza de tributes 
ni de crédites indefinitivamente liquidados a favor de la Hacienda 
Publica sino de lo que correqponderâ satisfacer a un rematante de - 
subastas forestales con relacion a montes que no pertenecen al Es­
tado mas que una sola minoria e implicando el precepto que se eglo 
sa una norma particular contradictoria de la aplicable generalmen- 
te en esta en el caso de interpretarla en sentido restrictive près 
cindiendo de ampliaciones perjudiciales para quienes piden justi-- 
cia".
La sentencia de 27 ds Junio de 1955, se refiere a la falta de 
previo pago de la cantidad liquidada; por su parte la de 2 de Mar­
zo de 1956, se corrige el cirterio establecido por la de 31 de Octu 
bre de 1955 , senala (|ue "la armoniosa interpretacion de los articu 
los 6 y 33 de la Ley de Jurisdicciôn debe conducir a la natural y_ 
logica consecuencia de no excluir de la via contencioso administra 
tiva las reclamaciones en asuntos sobre cobranza de contribuciones 
y demas rentas publicas o crédités definitivamente liquidados a fa 
vor de la Hacienda si résulta acreditado el previo pago a las Cajas 
del Tesoro o de las Corporaciones Locales aun cuando no sea acompa 
nado por el escrito inicial del procedimiento el documente origi-- 
nal justificative del ingreso toda vez que el unico fin que persi- 
gue el numéro 5 del articulo 33 del citado cuerpo legal es précisa 
mente velar por el cumplimiento de dicha obligacion por lo que si_ 
esta fue debidamente observada y apar<;ce asi acreditado en los au­
tos séria recusable atribuir mayor alcance al precepto mediante in
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terpretacion que conducirîa al absurde y que por tanto no puede - 
ser admitido".
Se fija pues en esta sentencia el momento procesal oportuno 
justificative del previo pago con un criterio ciertamente elogia- 
ble.
De otro lado la sentencia de 31 de Octubre de 1.955 establ£ 
ce unos requisites en cuanto al previo pago: el precepto del art^ 
culo 6 de la Ley de lo Contencioso Administrativo es de caracter_ 
fiscal, por elle no puede estimarse excusa de verificar el ingre­
so el hecho de haber obtenido la concesiôn administrativa de apla 
zamiento de pago de la cantidad y liquidada mediante la garantîa_ 
de un aval bancario, porque tal aplazamiento es de trascendencia_ 
meramente administrativa frente a la administraciôn que lo conce- 
diô.
La sentencia de 4 de Noviembre de 1.955, indica como demue^ 
tra notoria temeridad promover y sostener un recurso teniendo con- 
ciencia de la falta de este requisite..
La de 7 de Noviembre de 1.955 senala como el pago ha de ser 
lo de la totalidad de lo adeudado.
La de 20 de Enero de 1.956, establece que ha de ingresarse_ 
tambiên la cantidad impuesta como multa.
La de 30 de Octubre de 1.956, précisa la naturaleza y efec­
tos de este requisite: "El requisite legal del previo pago, mas - 
que una excepciôn -como dice la sentencia del 2 de Marzo de 1.951-
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traza una condicion habilitante para permitir el acceso a la juris^  
dicciôn revisora de la actividad administrativa, lo cual no empece 
a que cuando ha sido el recurso objeto de tramitaciôn y ha llegado 
el momento procesal de dictar sentencia tenga cirtualidad enervado 
ra de la accidn ejercitada, la excepciôn de incompetencia de juri^ 
dicciôn que de tal esencial defecto se dériva, por lo que sino se_ 
acompana al escrito de interposiciôn el mencionado documente origi^  
nal o por lo menos consta dicho documente en el expediente gubern^ 
tivo siempre que asî se manifieste por medio de otrosi como estable^ 
ce el articulo 272 del reglamento, es forzoso estimar la incompe-- 
tencia de la jurisdicciôn contencioso administrativa y abstenerse_ 
el Tribunal de cualquier otro pronunciamiento. La anterior doctri- 
na es de aplicaciôn tambiên a los.recurses en materia municipal 
tanto porque asî se deducen de la forma en que se hallan redacta-- 
dos los artîculos 6 y 33.5 de la Ley de lo Contencioso Administrât! 
vo como porque cualquier duda que pudiera haber existido con apoyo 
en el artîculo 327 del Estatuto Municipal ha sido rectificada por_ 
la vigente Ley de Regimen Local que solamente exime de la necesi-- 
dad de previo pago en el nûmero 4 del artîculo 699 de reclamaciôn_ 
econômica administrativa no haciêndolo en cuanto concierne al pro­
cedimiento contencioso.
De otro lado la sentencias de 31 de Octubre de 1.956, décla­
ra que no es exigible este requisite cuando no se ha practicado d^ 
finitivamente la liquidaciôn del arbitrio, y en el mismo sentido - 
la de 22 de Noviembre del mismo ano déclara que no puede estimarse 
la excepciôn de incompetencia deribada de la falta de cumplimiento 
de este requisite cuando es évidente que no existe cantidad défini^ 
tivamente liquidada.
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Por su parte la sentencias de 24 de Mayo, 27 de Mayo y 21 de 
Julio de 1.957, establecen que el principio obliga a los ayunta- - 
mientos sujetos pasivos de impuestos en los siguientes termines: 
"Considerando que no sean acreditados en autos el ingreso de la li^  
quidacion impugnada en el présente recurso por el ayuntamiento es_ 
vista la pertinencia de admitir la excepciôn de incompetencia fun- 
dada en el artîculo 6 de la Ley de lo Contencioso Administrativo, 
Texto Refundido de 8 de Febrero de 1.952 alegada in voce por el 
Ministerio Fiscal en el acto de la vista.
De otra parte la sentencia de 6 de Abril de 1.957, establece 
que no procédé la excepciôn de incompetencia por no haberse acredi 
tado el pago al tratarse de impugnaciôn de un acto que no versa -- 
sobre liquidaciôn con las siguientes palabras: "Al proponerse la - 
meditada excepciôn se olvida que el acto administrativo impugnado_ 
no versa sobre liquidaciôn, ni siquiera sobre comprobaciôn de val£ 
res sino que se limita a resolver un expediente de denuncia de de- 
fraudaciôn del impuesto de derechos reales en el sentido de acep-- 
tar la denuncia y estimar procedente se gire la liquidaciôn y asî 
se consigna expresamente en el acuerdo originario de la Abogacîa - 
del Estado y en el acuerdo del Tribunal Central aqui recurrido que 
es el que causô estado y que sin constancia de haberse practicado_ 
las liquidaciones fue notificado al récurrente y recurrir en esta_ 
via contenciosa por lo que y por no versar el acuerdo recurrido so_ 
bre la liquidaciôn practicada cuyo expediente especîfico tampoco - 
figura entre las actuaciones y pudo a su vez ser objeto de reclama 
ciôn independiente, esvisto que no se trata de resolver en el pré­
sente sobre crédites que es la condiciôn esencial que reclama el - 
artîculo 6- de la Ley de la Juridicciôn para que sea viable la ex­
cepciôn que a su amparo se invoque.
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La sentencia de 8 de Noviembre de 1.957, senala que cumple - 
el requisite del previo pago el récurrente que hizo lo que de su - 
parte estaba para satisfacer la cantidad en tiempo oportuno: "fe-- 
chado y presentado el escrito de iniciacion del présente recurso - 
contencioso administrativo el ultimo dîa del termine para interpo- 
ner tal recurso y acompanado aquel escrito de un oficio de la ind£ 
cada fecha en el que la Intervencion de Hacienda de la Provincia - 
de Burgos participa a la sociedad actora que por no haberse recibi^ 
do la comunicaciôn de la Direcciôn General del Tesoro, no se acce- 
dia al ingreso por dicha actora solicitado de la cantidad que la - 
resoluciôn recurrida le mandô reintegrar a la Caja de Compensacio- 
nes del Paro por excasez de energîa elêctrica, es indudable que en 
el casu de autos no cabe estimar incumplido el requisite de previo 
pago exigido por el artîculo 6 de la Ley de lo Contencioso de 8 de 
Febrero de 1.952, ya que la récurrente hizo lo que de su parte es­
taba para satisfacer la referida cantidad en tiempo oportuno.
Por su parte la sentencia de 14 de Noviembre de 1.957, esta­
blece que el ingreso de la cantidad controvertida debe realizarse_ 
en firme y no en concepto de depôsito como ya tiene declarado esta 
Sala en varias sentencias.
La sentencia de 17 de Diciembre de 1.957, en lînea semejante 
a la indicada en anteriores, senala como el pago debe justificarse 
mediante la presentaciôn del documente original en los siguientes_ 
términos: "Si bien en el escrito distinto del de interposiciôn del 
présente recurso pero presentado en la misma fecha que este se di­
ce textualmente que las cantidades que constan en la sentencia del 
Tribunal Econômico Administrativo Central de 9 de Julio de 1.954 - 
han sido pagadas oportunamente, esta simple manifestaciôn no es en
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iRodo alguno bastante para justificar el ingreso que legalmente ha 
de acreditarse mediante la presentaciôn del documente original - 
o en otro caso cuando el pago se hubiese hecho durante el recurso 
del expediente y en el constase el documente que lo justifique ma 
nifestandolo por medio de otrosi en el escrito inicial con indica 
ciôn exacta de dicho documente.
Como podemos observar de todas las sentencias mencionadas 
se deduce una actitud rîgida en cuanto a la exigencia de este - - 
principio incongruente con el tenor literal del articulo 6- de la 
Ley de Jurisdicciôn del ano 1.952; asi mismo se observa como el - 
pago ha de efectuarse en efectivo sin que se puedan admitir otros 
medios sustitutivos del mismo y tambien con efecto liberatorio; don 
de muestra mayor humanismo la jurisprudencia es en torno al perio 
do 0 momento en que ha de acreditarse el cumplimiento del citado_ 
pi iiicipio.
4.2.- POSTERIOR A LA LEY PE 27 PE DICIEMBRE PE 1.956.
4.2.1.- ANTERIOR A LA REFORMA DE 17 DE MARZO de 1.975.
En esta corriente jurisprudencial, se observan algunos punî­
tes de relaciôn con la anteriormente citada aunque asî mismo hay - 
que resaltar una mayor dulcificaciôn del rigor con que esta regla_ 
aparecîa formulada en sus inicios; esta humanizaciôn se pone de re 
lieve sobre todo a raiz de la Ley de 17 de Marzo de 1.973, reforma 
dora de la Ley de Jurisdicciôn como con notable acierto ha destaca 
do Cervera Torrejon en Crônica Tributaria, nûmero 5, paginas 49 y 
59, en el artîculo titulado Un Giro Trascendental en la Jurispru-- 
dencia del Tribunal Supremo sobre Solve et Repete.
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La sentencia de 31 de Diciembre de 1.957, establece la nece 
sidad de la exigencia de una cuota previamente fijada por la Admi^  
nistraciôn con los siguientes términos:"Formulândose el presente_ 
pleito contra la orden del Ministerio de Hacienda que fijô la prima 
exigible a cada una de las acciones emitidas por la sociedad X en 
la ampliacion de su capital social por escritura otorgada en Barcelo 
na el 22 de Mayo de 1.956, no cabe afirmar que la Orden del Mini£ 
terio aqui impugnada trate de cobranza de contribuciones y demâs_ 
rentas pûblicas definitivamente liquidadas a favor de la hacienda 
siendo por tanto la interpretacién atribuida por el fiscal tan am- 
plia que no puede aceptarse porque el previo pago exige la existen 
cia de una cuota previamente fijada por la Administraciôn, por lo 
que es necesario concluir que no concurren los requisitos precisos 
para que pueda pedirse la aplicaciôn del artîculo 57 de la Ley.
La sentencia de 19 de Febrero de 1.958, establece casos en - 
que es necesario el previo pago: entre estes cita el recogido en - 
la sentencia del 30 de Diciembre de 1.957 con las siguientes pala­
bras "como en el présente recurso por la entidad demandante se pre 
tende se declare no hallarse sujeta a la obligaciôn de pagar las - 
cuotas que le fueron asignadas por el ayuntamiento de Arucas por - 
ocupaciôn del subsuelo en la vîa pûblica o que las mismas sean re- 
ducidas, es évidente que debiô acreditar el previo pago de las ex- 
presadas cuotasV.
La sentencia de 25 de Febrero de 1.958, establece que es ne­
cesario el ingreso de la cantidad liquidada antes de intentar la - 
via contencioso administrativa.
Por su parte la de 22 de Abril de 1.958, déclara que no es - 
de aplicaciôn el principio cuando se trata de liquidaciones caucio
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nales, a los efectos de poder intentar la via contencioso adminis­
trât iva .
La de 19 de Noviembre de 1.958, establece que la aplicaciôn_ 
del principio exige la existencia de crédite definitivamente liquid 
dado de la siguiente forma: "La excepcion de incompetencia de ju-- 
risdicciôn que en el acto de la vista de la apelacion, y apoyândo- 
se en la falta del previo pago alego el defensor de la Diputaci6n_ 
Provincial, no puede ser acogido porque para que prosperase serîa_ 
precise que existiese crédite definitivamente liquidado, circuns-- 
tancia que no se da en el caso de autos, toda vez que la liquida-- 
cion efectuada e impugnada ante el acuerdo recurrido de dicho Tri­
bunal para que se girase otra ajustada a los fundamentos de tal -- 
acuerdo, y no consta que después de este o a consecuencia del mis­
mo haya sido esa liquidaciôn practicada.
La sentencia de 16 de Junio de 1.958, establece que el pre-- 
vio pago supone la existencia de una cuota contributiva ya determi^ 
nada por la Administraciôn, y la sentencia de 27 de Octubre de - - 
1.958, senala que la falta de previo pago da lugar a la declaraciôn 
de inadminibilidad del recurso sino se subsana previamente el defec 
to con los siguientes términis: "Es procedente la declaraciôn de - 
ser inadmisible el présente recurso de conformidad con lo dispues- 
to en el apartado f. del artîculo 82 de la Ley de la Jurisdicciôn_ 
Contencioso Administrativa por haberse presentado el escrito in--- 
terponiendo el recurso en forma defectuosa al no haber acompanado_ 
al mismo el documente queacreditase el ingreso en las Cajas del Te 
soro del importe de la liquidaciôn".
De otro lado la sentencia de 22 de Diciembre de 1.958, esta­
blece: "El ingreso previo en el vigente texto legalha perdido el -
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rango que le atribuîa la anterior Ley de esta jurisdicciôn, y por_ 
tante al suprimirse el precepto que concretamente expresaba que no 
podîa intentarse el recurso sin el previo pago de las cuotas liqui^  
dadas y dejarse solamente en el ndmero 2 del articule 57 la ennum£ 
raciôn deles documentes que deben acompanarse al escrite de inter- 
pesiciôn, citade en el apartade e) el justificative del ingrese en 
las Cajas del Tesere sin una atribuciôn especial que determine la_ 
inadmisibilidad del recurso, es necesario cencluir que a este apar 
tade e) del nûmere 2 del citade articule 57 es tambien de aplica-- 
ciôn le dispueste cen carâcter general en el nûmere 3 del misme ar 
ticule y que per tante estâ ajustade a termines légales el plaze - 
cencedide de diez dias para subsanar el defecte de falta de page,_ 
per le que ne es pesible aceptar la peticiûn de inadmisibilidad.
La sentencia de 8 de Julie de 1.960, se refiere al principle 
en la esfera local, estableciende para ella la exigencia del previe 
page cen unes termines abselutamente clarificaderes: ”E1 reglamen- 
te de Haciendas Locales en la seccion 3- del capitule 5- que régu­
la las reclamacienes ecenômice administrativas cual claramente es_ 
eriginaria la del case de autos, ne establece en ningûn precepto - 
que ne sera exigible el previe page para entablar recurso centen-- 
ciose administrative, sine que solamente excluye de este requisite 
para reclamar ante el Tribunal ecenômice administrative, per le -- 
que es évidente que ne bay ningûn precepto especifice que suprima_ 
este requisite para interpener recursos ante les Tribunales centen 
ciese administrative y ceme ademâs per expresiûn del articule 229_ 
del citade reglamente de Haciendas Locales es de aplicaciûn el Re- 
glamente de Precedimiente Ecenômice Administrative de 29 de Julie_ 
de 1.924, y en este texte reglamentarie si es necesario el previe_ 
page para tener accese ante la jurisdiccidn ecenômice administrât^
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va es incuestionable que ese requisite ne se cuinpliô ante el Tribu 
nal provincial de le centenciese de Madrid y per tante debiô acep­
tar la peticiôn del représentante de la administraciôn. La sente]).- 
cia citada y la apelada expresiva de que el articule 327 del Esta- 
tute Municipal en relaciôn cen el 57 del Reglamente de Precedimien 
te Municipal ne exigiô el previe page para tener accese ante la ju 
risdicciôn centenciesa ne tiene aplicaciôn en el case de autos, ya 
que aquella legislaciôn ne es aplicable pues la publicaciôn del d£ 
crete de 25 de Enere de 1.946 sobre erdenaciôn de las haciendas le 
cales, acabô cen el Estade de excepcion del Estatute Municipal an­
te la jurisdiccidn ecenômice administrativa, siendo dede entences_ 
de aplicaciôn la nerma general que exige el ingrese de la cantidad 
controvertida para tener accese ante la jurisdicciôn ceme reitera- 
damente tiene declarada en sentencias de 18 de Neviembre de 1.954 y 
30 de Diciembre de 1.957.
La sentencia de 27 de Diciembre de 1.962, se refiere tambien 
al principle solve et répété: "la primera cuestiôn a resolver en - 
la présente litis -perque de merecer acegida impedirîa dada su na- 
turaleza entrar a cenecer de le que censtituye fende del precese- 
es la relativa a la inadmisibilidad del recurso a que este se cen- 
trae pestulada per El Abegade del Estade en su escrite de contesta 
ciôn a la demanda y fundada en ne haber acempahade cen esta el ac­
tor el justificante de ingrese en las areas del tesere de la canti 
dad total centrevertida; y al respecte bay que tener en cuenta que 
el apartade e) del pârrafe 2- del articule 57 de la Ley Jurisdic-- 
cional dispene en efecte el cumplimiento de tal requisite que le - 
exceptua cuande el page se bubiera verificade durante el curse del 
precedimiente administrative y en el constate el documente que le_ 
acredite en cuye case se manifestarâ asi en el escrite de interpe- 
siciôn del recurso. Y en el de Autos si bien en dicbe expediente -
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no aparece aquel documente este ne puede ser ebice para repudiar - 
el recurso si se tiene en cuenta que en la reseluciôn recurrida se 
reconece que las cantidades que suman un total de 689.431,- pese-- 
tas declarade ceme cuantîa del pleito en el aludide escrite de in- 
terpesiciôn ha side depesitade. Le que es bastante aunque se ebser 
ve que el récurrente ne le haya manifestade en el repetide escrite.
Particular interês présenta la sentencia que si bien ne es - 
del Tribunal Supreme émana de la Sala de le centenciese de la audien 
cia de Sevilla de 31 de Maye de 1.963, y citada per Clavere Arêvalo 
en la Revista de Administraciôn Pûblica n-. 41, de 1.963, pâginas_ 
169 y siguientes, titulade El Preblema del Previe Page en la Recien 
te Jurisprudencia. Segün esta sentencia interpretada per el Prefe- 
ser Sevillane, ne existe en la Ley Jurisdiccienal precepto algune_ 
équivalente al articule 6- de la Ley de 1.894, pueste que segûn la 
citada sentencia el articule 6- de la Ley de 1.894 encuadrade en - 
el titule 1“ baje la deneminaciôn de la Naturaleza y cendicienes - 
générales del recurso centenciese administrative, estableciia que_ 
ne se podrâ intentar la via centenciese administrativa en les ca-- 
ses en que procéda cen arregle a las leyes mientras ne se realice 
el page en las Cajas del Tesôre Pûblice. Es significative que en - 
la ley vigente ne figure precepto équivalente en el titule primerO 
de la misma que ahera se denemina Naturaleza, Extensiôn y Limites_ 
de la Jurisdicciôn Centenciese Administrativa. Puede pues cencluir 
se segün Clavere Arêvale, pâgina 170, que la régla solve et répété 
es ajena a la naturaleza de la jurisdicciôn centenciese administra 
tiva segûn el dereche vigente, a diferencia de las situaciôn ce- - 
rrespendiente al dereche deregade; pere es que la desapariciôn del 
antiguo articule 6-, ne se ha preducide tan sole en el titule 1) - 
de la nueya ley sine que se puede decir que ne existe en teda ella 
un precepto que haga las veces del mencienade articule 6^ .
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Otra conclusion que se extrae per Clavero es la que el Articu 
lo 57.2 e), no reproduce el articule 6- de la Ley de 1.894, sine 
que tiene per antecedente al articule 262 de su reglamente que decia 
"cen el escrite interpeniende el recurse ademâs de les documentes - 
que previene el articule 35 de la Ley deberâ presentarse en cumpli- 
miente de le dispueste en el articule 6- el documente original que_ 
acredite el page en las Cajas del Tesere Pûblice cuande el asunte - 
se refiera a la cebranza de centribucienes y demâs rentas pûblicas_ 
e crédites definitivamente liquidades en faver de la Hacienda Pûbli^ 
ca, a ne ser que el acter solicite declaracién de pebreza". "Clara­
mente se observa -dice Clavere, pâgina 171- que antes existia un 
precepto general que preclamaba la régla solve et répété y en su ej£ 
cucion el articule 262 del reglamente erdenaba acempanar al escrite 
de interpesicién el documente acreditativo del page. Hey al haber de 
saparecido diche precepto general del titule primere de la Ley, la_ 
régla ha perdide valer general y sole jugarâ en aquelles cases en - 
que especificamente venga determinada para cada impueste e exacciôn 
en concrete. Per elle el articule 57 al regular les documentes que_ 
hay que acempanar al escrite de interpesicién del recurso, se refie 
re tambien al documente acreditativo del page, pere en ejecuciôn de 
ningûn precepto general -que ne ;existe hey- sine sole en les cases_ 
que procéda cen arregle a las Leyes". Esta tesis viene cerreberada_ 
per la nueva ley 110, de 10 de Julie de 1.963, de Represién de Prâc 
ticas Restrictivas de la Cempetencia, cuande en su articule 32, erde 
el recurso centenciese administrative centra ciertes acuerdes del - 
Tribunal de Defensa de la Cempetencia, sin acreditar el ingrese e - 
haber censtituide el depôsite a disposicién del Tribunal de la can­
tidad importe de la sancién pecuniaria, precepto este que ne hubie- 
ra side necesario de existir en nuestra Ley Jurisdiccienal la régla 
general del solve et répété. Sin duda la conclusion mâs importanto_ 
que extrae el Prefeser Clavere de la sentencia citada, es el de la_
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inexistencia de precepto que con caracter general consagra la re­
gia del solve et repete. Argumento con el que no nos mostramos de 
acuerdo porque desafortunadamente la jurisprudencia ulterior del_ 
Supremo mantiene un criterio abselutamente diferente y de signe - 
centratio.
Segun Clavero, ni en la Ley de Centabilidad de 1 de Julie - 
de 1911, ni per le general las leyes reguladeras de les singula-- 
res impuestes establece la régla, si bien reconece que el articule 
septime de la ley de 1911 que se limité a preclamar la ejecutivi- 
dad de les actes fiscales ne recegià un criterie semejante al del^  
articule 9 de la Ley de Centabilidad de 1870, si bien reconece que 
per la vigencia del articule 6°de la Ley de 1894, tal mencién se_ 
hacia innecesaria.
En su intente de eliminar la desafortunadisima régla, el -- 
Prefeser Clavere termina su articule haciende alusien a la desapa 
ricien en la Ley Jurisdiccienal del citade prin cipie, a la caren 
cia en nuestre dereche financière de una fermulacien general de - 
dicha régla y a les escasbimes supuestes especifices en que viene 
exigida la presentacien del documente acreditativo del page.
La cita que hemes heche de esta Sentencia, ne censtituye -- 
sine una anecdeta judicial en un precese claramente uniforme en = 
faver del mantenimiente del principle citade, ceme se ratifica cen 
la jurisprudencia del Tribunal Supreme que mencienaremes seguida- 
mente.
La sentencia de 1 de Julie de 1963, establece que el precie_ 
ingrese es requisite habilitante para la interposicien del recurso, 
"Es requisite habilitante para la interposicien del recurso salve_
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los cases previstes en el articule 57 de la Ley de Jurisdiccien 
circunstancia que ha de acreditarse decumentalmente, y para el su 
puesto de que ne se hiciere el presentar el recurse la Sala -ceme 
aqui sucedie- viene ebligada a etergar un plaze de diez dias para 
subsanar el defecte, pere de ne cumplimentarse el ultime incise - 
del articule citade tambien en termines imperatives le ebliga a - 
erdenar el archive de las actuaciones per le que en principle pue 
de adelantarse que la reselucien impugnada se ajusta a dereche al 
acerdarle asi".
La sentencia de 19 de Neviembre de 1963, se refiere a un 
supueste que vemes seguidamente a mencienar; "Interpuesta ante el 
Tribunal Ecenômice Administrative de la Provincia de Madrid, re-- 
clamacion centra la liquidacien que le fue girada per cueta de be^  
neficies del impueste industrial cerrespondiente al ejercicie de_ 
1957, solicite al prepie tiempe la suspension del ingrese del im- 
puesto de dicha cueta al ampare del articule 26 bis) de la Ley so_ 
bre Contribucien de Utilidades y articule 83 del vigente Reglamen 
te de Precedimiente Ecenômice Admhistrative, solicited tramilada - 
independientemente de la reclamacien principal e de fende, y re-- 
suelta denegateriamente per el Tribunal Prevhcial ante el que se_ 
inicie y per el Central que desestimo la alzada, reselucien esta_ 
ultima de 5 de Junie de 1962 centra la que se deduce el presente_ 
recurse centenciese administrative que se circunscribe unica y ex 
clusivamente cen separacien de la cuestion principal al preblema_ 
de la precedencia e imprecedencia de que se accéda preceptivamente 
a la suspension del ingrese, sobre la base de efrecer caucien su- 
ficiente para garantizar en su case el page de la liquidacien.
En primer termine se alega per el représentante de la admi-- 
nistracien la cencurrencia de un motive de inadmisitâlidad cempren-
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dido en el apartade g), del articule 82, en relacien cen el articu 
le 57.2 a) de la Ley reguladera de nuestra jurisdiccien, al apre-- 
ciar su incumple tratandese de una peticien de suspension de obli­
gation de page de una liquidacien de tribute la necesidad de in­
grese previe para peder deducir el recurse, alegacien que per su - 
naturaleza exige un preferente extudie ya que de ser admitida ne - 
séria pesible legalmente entrar a*decidir sobre la cuestion princi 
pal debatida. Le mas interesante de la sentencia es le siguiente:_
" La exigencia de acempanar el documente acreditativo del page en_ 
las Cajas del Tesere Pûblice e de las Cerperacienes Locales ne es_ 
aplicable a les cases en que cen independencia de la legalidad e - 
ilegalidades de la liquidacien, fende del expediente, le que se - 
discute es la precedencia e ne del ingrese inmediate de la canti-- 
dad girada per aplicacien de un precepto legal que el récurrente - 
entiende le concede tal bénéficié, determinacien que censtituye -- 
precisamente la materia del recurse e integra la unica cuestion se 
metida al cenecimiente de la Sala, ya que en definitiva en etre ca_ 
se discutiendese en sustancia la pertinencia del aplazamiente del_ 
ingrese si este ingrese fuese ebligade a les fines de utilizar la_ 
via centenciese administrativa résulta obvie que la cuestion deba­
tida quedaria resuelta de heche per el page cuye aplazamiente se - 
discute de tede le que se infiere la imprecedencia de aceger el me 
tive de inadmisibilidad a la via centenciese administrativa alegade 
per el représentante de la Administraciôn.
De etre lade la sentencia de 17 de Diciembre de 1965, se refie 
re tambien al memento del page: "en el case de que nos ecupa y aun­
que en el memento de la alegacien de la inadmisibilidad ne resulta- 
ba unide a autos el documente acreditativo de tal ingrese, es le -- 
cierte que este habia side indudablemente heche a tiempe en fecha_
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anterior a aquella en que fue interpuesto el recurso segûn docu-- 
mento per fin aportado per la entidad récurrente con su escrito - 
de conclusiones, consistente en un resguardo del Banco de Espana_ 
del cual resultaba que en fecha de 18 de Neviembre de 1.964, es - 
decir un mes antes de la interposicien del recurse, quedô formai^ 
zada en dicha sucursal del Banco y per el cencepte de ingrese de_ 
aduanas".
La sentencia de 18 de Junie de 1.968, se refiere al plaze - 
de diez dias para subsanar el defecte: "Dado per la Sala a la em-
presa récurrente el plaze de diez dias previste en el n- 3, del -
articule 57, de la Ley Jurisdiccienal, a fin de que aquella pudie 
ra presentarse dentre de tal plaze cen el justificante de tener - 
cumplide en tiempe y ferma aunque ne apertade el aludide requisi­
te del ingrese de le liquidade, prevenide y exigide en el aparta- 
de e) del articule 57, y que dentre de diche plaze apertô carta - 
de page justificativa de diche ingrese, pere ingrese este llevade 
a cabe en fecha precisamente cemprendida dentre de eses diez dias, 
ne antes de la previdencia cenceseria de la Sala ni muche menes - 
antes de la alegaciûn de inadmisibilidad, ni menes aûn de la in-- 
terpesiciûn del recurse, es dectrina constante de esta Sala la de 
que el ingrese requeride per el apartade e) del n-. 2 del articu­
le 57 de la Ley, y a justificar aprevechande la cencesiôn del pla 
ze auterizade per el n- 3, ha de ser une precenstituide, es decir
anterior en fecha e per le menes ne de fecha posterior a la de la
presentacien del escrite de interpesicién del recurse pueste que_ 
per un lade en el apartade 2) del citade articule 57, bien clara­
mente se establece que a este escrite se acempaharâ entre etres - 
el documente acreditativo del page en las Cajas del Tesere Pûbli­
ce, y per etre en su n- 3) para la cencesién del plaze de les - -
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dias se empieza por dejar sentada la raz6n de ser del mismo, di-- 
ciendo si con el escrito de interpesicién no se acompanan los do­
cumentes anteriermente expresades el documente acreditativo del - 
page -ya para entences heche- en las Cajas del Tesere y se acaba_ 
per dejar puntualizada asi misme su finalidad al decir quo la Sa­
la senalara el plaze de diez dias para que el récurrente pueda sub 
sanar el defecte -el de la presentacién del documente ne present^ 
de cen el escrite de recurse y acreditativo del page-. En resumen 
y ceme cenclusién tede elle quiere decir, y asi viene entendiendo 
le la Sala, teniendele ceme dectrina suya al efecte, que el ingre^  
so efectuade respendiende a la cencesién del repetidamente aludi­
de plaze de les diez dias no es eficaz ceme subsanatorie del de-- 
fecte acusade en metivacién de inadmisibilidad del recurso, pues_ 
insistimes, tal plazo es cencedide para la subsanacién de la fal­
ta de apertacién inicial de un documente que ya para entonces se_ 
posela, del justificante documentai de un ingrese preconstituido_ 
ya heche antes de la presentacién del escrite de interpesicién 
del recurse e al mehos ne despuês de él; en suma en el peer de 
les cases de ingrese cen fecha simultanea a la de interpesicién".
La sentencia de 24 de Febrere de 1.969, menciena un supues­
te de inadmisibilidad: "Per le que se refiere a la causa de inad­
misibilidad alegada per la representacién de la Administracién y 
que se funda en ne haberse acempahade al escrite de interpesicién 
del recurse el documente acreditativo del ingrese en el Tesere de 
la cantidad centrevertida de acuerde cen le dispueste en el arti­
cule 82, apartade f), en relaciôn cen el 57.2.e), ambes de la Ley 
de Jurisdicciôn, si se tiene en cuenta que el articule 83, del Re 
glamente de Precedimiente para las Reclamacienes Ecenômice Admi-- 
nistrativas en su apartade 8, implica la suspensién cen carâcter_
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preventive hasta que el ergane cempetente resuelva acerca de su - 
cencesiôn e denegaciôn, y siendo la cuestiôn de fonde del présen­
te recurse precisamente la suspension e no de la ejecuteriedad 
del acto administrative impugnado, es évidente que si fuera enelu 
dible la exigencia del previe page, vendrîa a prejuzgarse la cue_s 
tien planteada pues elle implicarîa dar por decidide le que en de 
finitiva ha de ser ebjete de la sentencia, razenes tedas ellas -- 
que llevan a la cenclusiôn de que en el case concrete que nos ecu 
pa la referida causa de inadmisibilidad debe ser desestimada".
A etre supueste de inadmisibilidad, alude la sentencia de 6 
de Marze de 1.969; "Atendida entre etras circunstancias de este ca 
se la situaciôn de fraccienamiente de page cencedida a la corpora^ 
ciôn dudera, ne cabe entrar en la existencia de causa de inadmisi^ 
bilidad de este recure derivada de la falta de previe total ingre 
se de le liquidade, causa que podrîa temarse en censideraciôn en_ 
etre case, teniendo en cuenta el precepto de la Ley de esta juris_ 
dicciôn que en termines generates, salve excepciones muy califica 
das asi le exige, siempre que se trate de recursos centra liquida 
cienes fiscales, y per tante fuerza sera hacer case omise de tal_ 
inadmisibilidad teniendo el contrarie per admisible a tramitaciôn 
y sentencia ante nuestra Sala el présente recurse".
La sentencia de 24 de Marze de 1.969, estimâmes que es de ca 
pital impertancia en el precedimiente de humanizaciôn y dulcifica 
ciôn del principle, pueste que equipara el depôsite al pago, y S£ 
hala que aquel produce les mismos efectes que este: "La carencia_ 
de viabilidad de la causa de inadmisiôn del recurse es clara, En_ 
primer termine, perque les des resguardes acempahades per el ac-- 
ter al escrite de interpesicién per el importe de las sanciones - 
de multa y sustitutivo del comiso acreditan el ingrese en la Dehe
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gacion de Hacienda de Castellôn por el concepto de Recursos Even- 
tuales Contrabando, por lo que no se trata de un depôsite, y en - 
segunde lugar perque aûn cuande el ingrese se bubiera heche per - 
este cencepte, habîa de estimarse cumplida la exigencia del arti­
cule 57, apartade c), del pârrafe 2° de la Ley Rectera de la Ju-- 
risdicciôn conforme la Jurisprudencia de este Tribunal Supreme 
censignado entre etras en la sentencia de 28 de Enere y 1 de Ju-- 
nie de 1.966, y 6 de Febrere de 1.968 y 25 de Marze de 1.968, que 
interpretande el antigui principle solve et repete, han estableci 
de la dectrina de que es suficiente y ha de atribuirse les efec-- 
tes del page al depôsite a disposiciôn de la Administraciôn, ya - 
que esta puede en cualquier memento disponer su efectividad en m£ 
tâlice, per tede le cual ha de desestimarse el alegade de inadmi­
sibilidad prepueste per el Abegade del Estade y entrar en el exa­
men del fende del precese".
En la misma lînea la sentencia de 3 de Maye de 1.969, sena- 
la que: "El requisite del previo pago debe reputarse cumplide - - 
cuande conforme a las nermas administrativas especiales estân de- 
pesitadas las cantidades cerrespendientes en la Caja General de - 
Depôsites, a disposiciôn del organisme sancienader el cual tiene_ 
la facultad de hacerlas efectivas sin necesidad de intervenir el_ 
particular multade".
De particular interês es la sentencia de 5 de Enere de 1.971 
que fija la necesidad de acreditar el previe page en les recursos 
que tengan per ebjete materia financiera: "Ceme cen acierte esta­
blece la sentencia recurrida de 23 de Enere de 1.970, dictada per 
la Sala de le Centenciese Administrtive de la Audiencia Territo-- 
rial de Valencia, el récurrente en aquel recurse y en este de ape
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laciôn al interponer al recurso ante la citada Sala, y en su escri 
to de interposiciôn de 10 de Septiembre de 1.969, no acompanaba, y 
asî lo hace expresamente constat sino el poder que acreditaba la - 
personalidad del récurrente y el traslado de la resoluciôn recurri^ 
da sin que pese a la cita por su parte del articule 57 de la Ley - 
de Jurisdicciôn, apertase el documente acreditativo de page de la_ 
Cerperaciôn Local, per tratarse de asunto sobre centribuciôn, im-- 
pueste y crédite liquidade, cual es el que censtituye la materia - 
de debate y cuya exigencia advierte el apartade e) del indicade ar 
ticule per le que es indudable que la Sala de Valencia al eperar - 
sobre dicha situaciôn ha tenide que tener en cuenta le que respec­
te a les escrites initiales de teda demanda, establece el apartade 
£), del articule 82, de la misma Ley y declarar ceme le hize la -- 
inadmisibilidad del recurse en aquella instancia que censecuente-- 
mente supene la inadmisibilidad de la présente apelaciôn".
Ceme hemes viste en sentencias anteriores, el principle tie­
ne aplicaciôn en materia de exaccienes municipales, y en esta li-- 
nea se manifiesta la sentencia de 23 de Diciembre de 1.96), 15 de_ 
Marze de 1.969, 16 de Abril de 1.970 y 21 de Enere de 1.971.
Tambien tiene gran impertancia la sentencia de 6 de Abril -- 
de 1.97 2, que recege el criterie ya apuntade en la 1 de Febrere del 
misme ahe. En esta ademâs de apuntar la necesidad de acreditar el_ 
previe page de la liquidaciôn impugnada con anterieridad a la in-- 
terposiciôn del recurse centra la misma, establece la eficacia -- 
del aval bancarie, que queda equiparade en sus efectes al page: -- 
"Fermulândese per el Abegade del Estade en primer termine una cue^ 
tiôn de inadmisibilidad del recurse centenciese administrative que 
en su dîa se interpuse por la Ley apalada Ceoperativa Espahela, con
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tra el acuerdo del Tribunal Economico Administrative Provincial - 
de Oviedo de 30 de Abril de 1.969, ante la Audiencia Territerial_ 
de Oviedo, es ferzese examinar previamente dicha alegacien, ya 
que de prosperar harâ inviable ne sole la presente apelaciôn sino 
que acarrearîa la nulidad de las anteriores actuaciones jurisdic- 
cienales en primera instancia impidiende tede prenunciamiente en_ 
esta jurisdicciôn sobre el fende del asunte. La alegada inadmisi­
bilidad se basa, segûn el représentante de la Administraciôn en - 
el incumplimiente del requisite del previo page del importe de la 
liquidaciôn recurrida al interponer el recurse centenciese admi-- 
nistrative segûn preceptua el articule 57.2.e), de la Ley Juris-- 
diccienal, le que détermina conforme al articule 82.f) de la mis­
ma su inadmisibilidad, sin que pueda cenvalidarse dicha defectuesa 
interposiciôn del recurse per el cumplimiento ulterior del requi­
site del page ceme acenteciô en el presente case, ya que la subsa 
naciôn de defectos que auteriza el articule 57.3, de dicha Ley, se 
refiere a la presentaciôn de documentes acreditatives de les re-- 
quisites exigides per la Ley, pere ne para su cumplimiento, segûn 
jurisprudencia de este Alto Tribunal que se alega, inadmisibili-- 
dad que debe declararse aûn de eficie por ser de erden pûblice, - 
per lo que segûn el Abegade del Estade ne es ebstâcule a esta decla 
raciôn el que ne se bubiera alegade per las partes demandadas an­
te el tribunal de primera instancia. En el présente case, en la - 
interposiciôn del recurse ante la Audiencia, se manifestô per la_ 
entences récurrente, que el importe de la liquidaciôn mâs un diez 
per ciente, habia side afianzade per el aval bancarie per acuerde 
del Tribunal Ecenômice Administrative Provincial de Oviede, cen - 
suspension de ingrese de la cantidad garantizada per le que queda 
ba per cumplide el requisite del articule 57.2.e) de la Ley Juri£ 
diccienal segûn reiterada jurisprudencia de este Alto Tribunal -~
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asî como de auto de la Sala a la que se dirigîa en anterior recur 
so y que acordado por la misma la presentaciôn del resguardo de - 
pago en tërmino de diez dias se llevô a efecto el pago por la ré­
currente sin que ninguna de las partes demandadas alegase nada en 
su contra.
Si bien la garantîa del aval bancario, acordada por el Tribu 
nal Econômico Administrative Provincial, tiene eficacia mientras_ 
dura la total sustanciaciôn del precedimiente econômico adminis-- 
trativo, segûn dispone el articule 83.1 del Reglamente de estas - 
reclamacienes de 26 de Neviembre de 1.959, sin que extienda aque­
lla garantia a la via jurisdiccienal, no es menos cierto que invo^  
cado por la récurrente en su escrito inicial de 2 de Julio de - -
1.969, el criterio contrario mantenido por la Sala a la que se di^  
rigîa segûn auto de 26 de Octubre de 1.968, y concedido por dicha 
Sala plazo de diez dias para acreditar el previo pago, lo que se_ 
efectuô dentre del mismo, hay que estimar que en el présente case, 
debe estimarse cumplide el requisite del previo pago ya que desde 
la interposiciôn del recurso por la alegaciôn del aval bancario,_ 
y dentre del plazo que se le concediô para el elective pago, siem 
pre ha estade la Administraciôn garantizada de la ejecuciôn del - 
acto administrative, razones que junte a la circunstancia concu-- 
rrentes y aexpuestas permitan tener por cumplide el requisite del 
articule citade de la Ley Jurisdiccienal rechazando asi la inadmi^ 
sibilidad no alegada por ninguna de las partes demandadas en pri­
mera instancia y solo en la apelaciôn por una de ellas".
La sentencia de 10 de Mayo de 1.972, se refiere al aval ban 
carie como medio que produce los efectes del pago de la siguiente 
manera: "El criterio untimamente establecido por esta Sala -se re 
fiere a la 3-- en sus sentencias de 16 de Abril y 10 de Mayo de -
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1,968, 25 de Marzo, 11 de Mayo y 7 de Junio de 1.971, y 20 de En£ 
ro de 1.972, es de examinar las causas de inadmisibilidad del re­
curso antes de la cuestiôn de fondo, por lo que habrâ de receiver 
en primer lugar si las hasta ahora apelantes cumplieron en su dîa 
el requisite habilitante del previo pago, y a tenor de la doctri- 
na sentada por las sentencias de 17 de Abril de 1.964, y y 14 de_ 
Neviembre de 1.968, y 25 de Junio y 2 de Octubre de 1.970, es ad­
misible el aval bancario siempre que la Administraciôn pueda pro­
céder al cobro sin el concurso del interesado de modo irreversi--
ble y en cualquier memento".
La de 14 de Junio de 1.972 , se refiere a la naturaleza habi^  
litante del ejercicie de la pretensiôn respecte del previo pago y 
a su vigencia en materia de exaccienes municipales y dice en uno_ 
de sus considerandos lo siguiente: "Que es requisite a presupues- 
to de admisibilidad de la pretensiôn para el factible accese del_ 
mismo ante la jurisdicciôn careciendo la Sab. -la 3^- sin el cum-- 
plimiento de tan inexorable formalidad de la facultad de revisar_ 
la actividad administrativa, pues como ha declarade el Tribunal - 
Supremo en sonstante y reiterada jurisprudencia de la que pueden_ 
ser exponenetes luminosos las sentencia del mismo de 15 de Marzo_ 
y 6 de Junio de 1.969, la frase con arregle a las leyes que el tex 
te legal emplea debe interpretarse en esa funciôn teolôgica con - 
el fondo equitativo que anime y da vida a la Ley de 27 de Diciem­
bre de 1.956, en la que junte a la garantîa de los administrados_
debe exigirse siempre la protecciôn y defensa de los intereses pû 
blicos que no pueden subsumirse al obrar gracioso de los adminis- 
trados prescindiendo los mismo de las cargas formales que las im- 
pone el citado precepto, anadiendo la primera de las calendadas - 
resoluciones del Alto Tribunal que para dar al articule 57, apar-
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tado e), su verdadera transcendencia y valor ha de conjugarsele 
con el articule 122 de la propia Ley, dândole un criterio restric­
tive y excepcional, pues ciertamente el texte de este articule ûl- 
timo no consiente interpretaciones extensivas -este articule 122 - 
sehala lo siguiente: La interposiciôn del recurso centenciese admi 
nistrativo no impedirâ a la Administraciôn ejecutar el acto o la - 
disposiciôn objeto del mismo salve que el tribunal acordare a ins­
tancia del actor la suspenSiôn. Procederâ a la suspensiôn cuande - 
la ejecuciôn hubiese de ocasionar danos o perjuicios de reparaciôn 
imposible o dificil -y si cuande se trata de suspender la ejecu- - 
ciôn de un acto administrative ha de mediar la peticiôn de parte - 
la formaciôn de piezas separadas, la audiencia de la Abogacia del_ 
Estade, y aûn de la autoridad o Ministerio de que procediera el ac 
te recurrido, no es fâcil de comprender como a la hora de interpre^ 
tar y dar cumplimiento por los particulares al apartade e), del pâ 
rrafo 2^ , del articule 57, puede estimarse que cuande no haya una_ 
ley que expresamente disponga que ha de satisfacerse el importe de 
lo discutido no hay obligaciôn de anticipar cantidad alguna, crite 
rie que se corrabora por las de 1 de Julio y 23 de Diciembre de
1.968, no pudiendo ser obice a elle el hecho de que se trata de una 
exacciôn municipal, en cuyo âmbito no hay precepto que exija depos^ 
tar la cantidad controvertida, tratando de justificar tal preten-- 
siôn en el articule 727 de la Ley de Rêgimen Local, pues si ello es 
cierto, solo lo es parcialmente, en cuanto la alusiôn que en el se 
hace el Tribunal solo puede referirse al Tribunal Econômico Admini^ 
trativo, y no a las jurisdiccionales propiamente hablando y a que_ 
no hace alusiôn a ellos, en cuanto solo se refiere a los citados - 
Tribunales Econômico Administratives, sin olvidar que tante la sen 
tencia de 15 de Marzo y 6 de Junio de 1.969, como la de 16 de Abril 
de 1.970, se refieren a exaccienes tipicamente municipales sin te-
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ner por tanto en cuenta el hecho de la existencia del citado articu
10 727, y a mayor abundamiento no debe olvidarse lo que al respecte 
sustento la Ultima de las calendadas resoluciones en la que dejando 
aparte elucubraciones o disquisiciones doctrinales fijo programati- 
camente el articule 57, apartade e) , de la Ley de 27 de Diciembre - 
de 1.956 es aplicable a las exaccienes municipales, criterio que ya 
se habia sustentado en las de 23 de Diciembre de 1.968 y 15 de Mar­
zo de 1.969 ya citadas. Contra lo que razonado queda, no cabe sus-- 
tentar lo dispuesto por el articule 239 del Reglamente de Hacienda_ 
Locales, y el articule 72, apartade 5) de la cerrespondiente Orde-- 
nanza Municipal, pues por lo que respecta al primero su redacciôn - 
literal avala mâs si cabe la tesis anteriormente razonada, pues si_ 
a tenor del articule 727 de la Ley de 1.955, podria caber duda, al_ 
referirse solo al Tribunal genericamente, el aludide articulo del - 
Reglamento mencionado se refiere ûnica y exclusivamente al citado ~ 
Tribunal Fconômico Administrative sin aludir a cualquier otro, y 
por lo que respecta al articulo 72, apartade 5) anteriormente cita­
do, tambien se circunscribia a dichos Tribunales Econômico Adminis­
tratives, pues aunque el pârrafe 5^  del mismo haga alusiôn expresa_ 
a que no serâ obstâculo que dificulte el trâmite de recurso el he-- 
cho de que el contribuyente no ingrese la cuota liquidada en el ter 
mine fijado, el anterior a el, el cuarto, despues de concéder al Al^  
calde la facultad de dictar el cerrespondiente acuerdo en la mate-- 
ria, expresa que contra la liquidaciôn en el consignada, cabe recur 
so econômico administrative, por lo que la frase recurso estereoti- 
pada en el precedente pârrafe 5-, hace alusiôn expresa a esa sola - 
clase de recurso, criterio avalado por numerosa jurisprudencia del_ 
Tribunal Supremo, entre ellas las sentencias de 27 de Junio de 1964
11 de Octubre de 1.965, 20 de Diciembre de 1.967 y le de Abril de -
1.970.
- 238 -
La sentencia de 24 de Octubre de 1.972, y en esta misma lî­
nea la de 27 de Octubre y 9 de Neviembre del mismo ano, se refie­
ren a la imposibilidad del recurso contencioso administrative por 
falta de previo pago de la cantidad controvertida.
La sentencia de 27 de Neviembre de 1.972, establece que el_ 
aval bancariom debe constituirse antes de que transcurra el plazo 
para deducir recurso contencioso administrative con los siguien-- 
tes termines: "El deber de previo pago para que se entienda cum-- 
plido, no basta con la simple prestaciôn de aval bancario en cua]^  
quier memento, como se dice en el 2° de los considerandos de la - 
sentencia apelada, sino que la dectrina sentada es que para que - 
el aval prestado equivalga al previo pago se acredite haber sido_ 
constituido antes del transcurso del plazo que para deducir el re^  
curso contencioso sehala el articule 58.1 de la Ley, es decir an­
tes de haber transcurrido el plazo de los dos meses, porque una - 
vez pasado dicho plazo ya no hay necesidad de subsanaciôn, pues - 
la subsanaciôn que permiten hacer los articules 57.3 y 129 solo - 
se refieren a la pesible justificaciôn documentai, la aportaciôn) 
a los autos del documente que justifique la existencia de la ga-- 
rantia bancaria, pero esta garantîa o aval para poder hacer elec­
tive el pago de la liquidaciôn controvertida, tiene que estar - - 
constituida de manera irreversible en memento en que aûn pueda poner 
se en marcha el recurso, es decir antes de que transcurra el pla­
zo que la Ley sehala para deducirlo, y es por esta razôn por la - 
que el présente case no es de estimar la causa de inadmisibilidad 
alegada con carâcter previo por las partes opositoras -del aparta 
do f), del artîculo 82, en relaciôn con la letra e), del artîculo 
57, ambos de la Ley de esta Jurisdicciôn porque aun siendo cierto 
que la récurrente no acompahô a su escrite inicial el documente -
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que acreditase la existencia del aval que garantizase el pago de_ 
la liquidaciôn reclamada por la Diputaciôn, pero no es menos évi­
dente que requerido para que acreditase haber cumplido con el re­
quisite del previo pago la actora présenté el aval bancario al -- 
efecto sehalado que garantiza el pago de la liquidaciôn impugnada 
constituido dentre del plazo para poder deducir el présente recur 
so".
La sentencia de 9 de Neviembre de 1.972, establece la inter * 
pretaciôn jurisprudencial de la expresiôn en los cases que proce- 
dan con arregle a las Leyes del artîculo 57.2.e), de la Ley de la 
Jurisdicciôn de la siguiente forma: "La causa de inadmisiôn alega 
da, consiste en la falta de previo pago de las liquidaciones prac
ticadas como consecuencia de la resoluciôn recurrida, ya que fue-
ron notificadas al récurrente antes de la interposiciôn del presen 
te recurso a tener Je lus aiLîuulus 82.f) y 57.2.e) de la Ley Ju- 
risdiccional lo que se combate por la récurrente por no estimar - 
que dicha Ley exige en todo caso el previo pago, sino solo en - - 
aquellos en que procéda con arreglo a las Leyes por lo que se re-- 
quiere que en cada caso exista una Ley que declare obligatorio el pr 
vio pago.
Si bien es cierto que el artîculo 57.2, de la Ley de esta -- 
Jurisdicciôn exige se acompahe al escrito de interposiciôn del re­
curso el documente acreditativo del pago en los asuntos sobre con- 
tribuciones, impuestos, arbitrios, multas y demas rentas pûblicas_ 
y crédites definitivamente liquidades en favor de la Hacienda en - 
los cases en que procéda con arreglo a las Leyes, tal remisiôn a -
las Leyes no implica que sea en estas -distintas de la jurisdiccio
nal- donde se imponga la presentaciôn del documente acreditativo -
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del pago para interponer el recurso contencioso, sino que la remi­
siôn a las Leyes se refiere a que conforme a estas procédé el pago 
del impuesto o arbitrio de que se trata, por donde hay que conclu ii 
que siendo procedente el pago de las liquidaciones definitivas li- 
quidadas por la Hacienda por el concepto de Contribuciôn sobre la__ 
REnta de las Personas Fisicas, es claro que la presentaciôn del d^ 
cumento acreditativo del pago aludido en el artîculo 57.2.e), de_ 
la Ley de esta Jurisdicciôn es requisite habilitante para la Admi­
nistraciôn del présente recurso contencioso administrative, como - 
tiene reiterado este Sala en sus sentencia de 11 y 31 de Marzo de_ 
1.971 y 28 de Diciembre del mismo ano en supuestes de indudable 
analogîa con el présente".
La sentencia de 1 de Diciembre de 1.972, establece la vali-- 
dez del aval bancario cuyæcanacelaciôn se deja en manos de la Admi^ 
nistraciôn cpn los siguientes termines': "La condiciôn habilitante_ 
del aval bancario, se entiende cumplida en el caso de autos aunque 
tal aval haya side presentado solo ante el Tribunal Econômico Admi^ 
nistrativo Provincial, dados los termines amplios en que viene con 
cebida, lo que permite darle una proyecciôn temporal dilatada al ~ 
expresarse en el literalmente que este aval tendra validez en tan­
to que la Administraciôn no autorice su cancelaciôn, por lo que se 
pone en manos de esta la facultad de mantener la vigencia del mis­
mo hasta que la cuestiôn en uno u otro sentido no haya sido resuel^ 
ta definitivamente y con ello salvaguardamos los intereses de la - 
Hacienda Municipal afectada".
CONCLUSIONES GENERALES QUE PODEMOS DEDUCIR DE LA JURISPRUDENCIA DIC 
TADA A PARTIR DE LA LEY DE 27 DE DICIEMBRE DE 1.956, Y ANTES DE LA_ 
REFORMA QUE OPERO EN LA MISMA LA LEY DE 17 DE MARZO DE 1.97 3.
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Primera.- El principle de solve et repete, se exige en todo 
caso para interponer el recurso contencioso administrative, como_ 
condiciôn habilitante para la interposiciôn del mismo.
Segunda.- Este principle no obstante ha sido notoriamente - 
dulcificado por las consideraciones que vamos seguidamente a ha-- 
cer :
Se admite el tanto el depôsite como el aval, como medios 
équivalentes del pago siempre que cumplan ciertos requisites tasa 
dos y estrictios al objeto de garantizar suficientemente el inte­
rês de la Administraciôn Tributaria.
Se autoriza ssî mismo la subsanaciôn del defecte procesal - 
que supone la no presentaciôn en plazo del documente acreditativo 
del ingrese, pudiendo este imponerse en fecha posterior siempre - 
que el pago se haya verificade -el pago, tambien puede ser depôsi^ 
to o aval- antes o simultaneamente a la interposiciôn del recurso 
contencioso.
Tercero." El rigor de la régla, no obstante se mantiene en_ 
lo concerniente a las exaccienes municipales -a todas las cuales_ 
es de aplicaciôn y sobre todo y particularmente en la interpreta- 
ciôn de la frase en los cases en que procéda con arreglo a las Le 
yes, puesto que la misma debe considerarse casi como carente de sign 
ficado puesto que lo decisive en todo caso no es la Ley en particu 
lar sino la Ley Jurisprudencial segûn la cual dabe exigirse el pre^  
vio pago.
Cuarta.- Aparece asî mismo évidente en esta como en etras ma
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terias una diferenciacion marcada entre los criterios interpréta­
tives mantenidos por la Sala 3^  y per la 4- del Tribunal Supremo. 
Asi mientras que la 3- sigue manteniendo el principle citado, la_ 
Sala 42, en algunos supuestes lo interpreto restrictivamente acu- 
sando una mayor generosidad hacia el administrado, -asî al cono--
cer esta Ultima de recursos contra multas impuestas en materia de
Montes, establecido que el documente acreditativo del pago solo - 
es exigible cuando dicho ingreso previo procéda con arreglo a las 
Leyes, pero no si estas se abstienen de exigirlo, para recurrir - 
como demuestran las sentencias de 9 de Noviembre de 1.959, 24 y -
31 de Octubre de 1.961, y 16 de Marzo de 1.962-.
4.2.2.- POSTERIOR A LA REFORMA DE LA LEY DE 17 de MAYO DE 1.973.
La situaciôn cambia radicalmente a raiz de la Ley citada que 
moditica en algunos puntos la Ley de la Jurisdicciôn de 1.956.
La nota mâs sobresaliente es la de que el requisite del pre­
vio pago por virtud de la remisiôn indirecta contenida en el artî­
culo 57.2.e), de la Ley de Jurisdicciôn, ha de venir impuesto por_ 
una norma especîfica con categorîa de Ley. En la evoluciôn de la - 
dectrina jurisprudencial -y cuya referenda exaustiva la encontra- 
mos en las obras de Cervera Torrejon, titulada La Jurisprudencia - 
del Tribunal Supremo en Materia de Solve et Repete, aparecida en - 
Crônica Tributaria n^ 5, pâginas 49 y siguientes; y de Vazquez de_ 
Prada, denominada La Interpretaciôn Jurisprudencial del Solve et - 
Repete, publicada en la Revista de Administraciôn Pûblica 75, - 
pâginas 17 5 y siguientes- han supuesto un paso importante las sen­
tencias de 14 de Junio de 1.973 comentada por Pena Hernando en -- 
Crônica Tributaria n^. il, pâgina 221 en su artîculo "El alcance -
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del principle Solve et Repete. El Gravamen del interês del precio 
aplazado en la compraventa y 27 de Junio del mismo ano, siendo 
reiterada en doctrina posterior:
Tambiên significativa de la corriente jurisprudencial segui 
da no por el Tribunal Supremo sino por las Audiencias, es la sen­
tencia de la Sala de lo Contencioso de Valencia, de 2 de Abril de 
1.974. En ella se dispone que el requisite del previo pago ha de_ 
venir impuesto por una norma sustantiva legal, en los siguientes_ 
têrminos : "Que en relaciôn con el mentado requisite del previo - 
pago, se censtituye la causa de inadmisibilidad aducida por nues- 
tro mâs Alto Tribunal entre otras en las sentencias citadas en ba 
se a una interpretaciôn del artîculo 57.2.e), fiel al sentido es - 
piritualista de la Ley de Jurisdicciôn, robistecida por la nueva 
redacciôn dada al artîculo 132 por la Ley de 17 de Marzo de 1973, 
ha concrctado cl alcance del piucepLu en el sentido de que requi­
site que se sehala ha de venir impuesto precisamente por una norma 
con categorîa de Ley y como esta exigencia no viene impuesta por_ 
la Ley General Tributaria ni por el Texte Refundido del Impuesto_ 
General sobre las Sucesiones motive de la liquidaciôn discutida,_ 
ha de llegarse a la consecuencia de no estimar acogible la alega­
ciôn antedicha". Asî la sentencia de 20 de Noviembre de 1.974, 
que déclara improcedente exigir el previo pago para impugnar reso 
luciones en materia de contrabando por no preveerlo la Ley régula 
dora del mismo; la sentencia de 16 de Abril de 1.975, establece - 
lo siguiente: "Que respecte a la excepciôn de inadmisibilidad aie 
gada al amparo del apartade f), del artîculo 82, en conexiôn con_ 
lo preceptuado en pârrafe 2S.e), del artîculo 57, de la Ley Juris 
diccienal, es de ratificar en su integridad la doctrina sentada - 
en la sentencia de la Sala 32 de este Tribunal de 14 y 27 de Ju--
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nio de 1.973, como ultimaciôn del proceso argumentai iniciado por 
las sentencias de 12 de Febrero de 1.972 al calificar de norma en 
blanco la contenida en el apartado e), del n^ 2, del artîculo 57, 
de la Ley, y la de 12 de Marzo de 1.973, de norma de reenvio y - 
que de nuevo ratifica con rango legal el apartado 42 del artîculo 
132 de la Ley de 17 de Marzo de 1.973, al concretar que el requi­
site del previo pago ha de venir impuesto precisamente por una -- 
norma con categorîa de ley, por lo que al no tratarse ademâs en - 
este supuesto de una impugnaciôn procesal referente a contribuciôn, 
impuesto o multa, sino que por el contratio lo que se discuta no_ 
es otra cosa que el reconocimiento de un crédite a favor del re-- 
currente amen del problema de la pêrdida o no de la garantîa o fian 
za nacido de la adicciôn de determinado concepto surgido en la 
quidaciôn de un contrato administrative, tal cuestiôn no encaja - 
en definitiva en ninguno de los cases enmarcados en el artîculo --
57.2.ej, de la Ley Jurisdiccienal tal como para supuestes anâlo-- 
gos ha declarade la doctrina de la Sala en sentencias de 15 de 
Enero y 22 de Diciembre de 1.971, y 20 de Noviembre de 1.974. Es_ 
necesario que se exija por norma con rango de Ley, y asî lo deter 
minan las sentencias de 14 y 27 de Junio de 1.973, y 20 de Noviem 
bre de 1.974.
Particularmente importante es la sentencia de 30 de Septiem 
brede 1.975 que establece lo siguiente: "Que el pago en las Cajas 
del Tesoro Pûblico, de las Corporaciones Locales de las cuotas 
contributivas y multas cuya acreditaciôn exige el apartado e), del 
artîculo 57.2, de la Ley Jurisdiccienal como requisite previo pa­
ra la admisiôn del recurso, en relaciôn con el artîculo 82.f), ha 
de hacerse en los cases y por consiguiente en la forma que procé­
da con arreglo a las Leyes, locuciôn cuyo significado e interpre-
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taciôn ha sido aclarado reiteradamente por jurisprudencia de la - 
Sala en el sentido de que ha de estarse a lo que dispone expresa­
mente en cada caso la normativa particular de la materia en rela­
ciôn con el cumplimiento o efectividad de este pago por lo que 
autorizado por el Reglamento de Régimen^Jurîdico de las Corpora-- 
ciones Locales de 17 de Marzo de 1.952, el depôsito de una terce- 
ra parte del importe de las multas como requisito habilitante pa­
ra la interposiciôn del recurso adininistrativo de alzada y cumpl^ 
do este requisito por el actor no debe estimarse presentado en -- 
forma defectuosa el escrito inicial de interposiciôn de este recur 
so, ni interpretarse el mencionado precepto del artîculo 57 con - 
la rigurosa amplitud que produzca el efecto de inadmisibilidad -- 
postulado por los représentantes de la Administraciôn al que por_ 
las razones antedichas y las de no entorpecer mâs que muy justifia 
cadamente el acceso del justificable a esta jurisdicciôn no proce 
da accéder".
La sentencia de 22 de Noviembre de 1.976, califica el requi^  
sito del solve et repete como de "norma en blanco o de reenvio" - 
que précisa por tanto de una ley formai donde con respecte a cada 
sector material se contenga dicha limitaciôn para el acceso a la_ 
via de impugnaciôn, lînea jurisprudencial que arrancado de la sen 
tencia de la Sala 3^ de 12 de Febrero de 1.972, que precisamente_ 
déclara inaplicable este requisito cuando de Corporaciones Loca-- 
les se trata, se manifiesta en las sentencias entre otras, de 14_ 
y 27 de Junio de 1.973, 4 de Octubre del mismo ahi, 16 y 21 de A 
bril de 1,976, y de Octubre del mismo ano, y e de Marzo de 1.976.
En la misma lînea que el anterior se pronuncian las senten­
cias de 7 de Diciembre de 1.976 y 31 de Marzo de 1.977.
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La sentencia de 23 de Junio de 1.977, establece lo siguiente 
"El articule 57.2.e), constituye una norma en blanco o de reenvio_ 
sin que en otras normas légales llamadas a integrar aquella se ex^ 
ja para la cuota discutida de la Segurldad Social Agraria, con mo­
tive de la importacion de productos derivados del campe, el previe 
page ceme presupueste inexcusable para discutir la precedencia de_ 
la cueta".
Particularmente significativa y trascendente, es la senten-- 
cia de 4 de Abril de 1.977, pueste que segûn ella "el solve et ré­
pété ne sole constituye presupueste de les recurses centencieses_ 
administratives, sine que ademâs ha de exigirse para a su vez para 
agetar la via ecenômice administrativa".
Hem es heche alusiôn a tedas estas sentencias per demestrar - 
un intente de humanizacion y dulcificacion del rigor del principle 
solve et répété, de tal ferma que habrâ que acudir case per case - 
a cada Ley -y ne exclusivamente a la jurisdiccienal- para determi- 
nar en que supuestes es de aplicaciôn el desafertunade principle._ 
En esta la censecuencia mâs importante que en mi sentir se puede - 
extraer de la jurisprudencia posterior a la Ley de la Referma de le 
Centenciese Administrative de 1.973.
De cualquier mode en les restantes puntes, se observa una -- 
tendencia muy semejante a la apuntada en las sentencias anterieres 
a la Ley de 1.973. En este sentide se acentûa aün mâs la tendencia 
antifermalista que se cencreta en la pesibilidad de presentar aval 
bancarie siempre que la Administraciôn pueda procéder al cebre sin 
el cencurse del interesade y el aval ne hubiese caducade -senten-- 
cia de 27 de Abril de 1.973-. Asi misme se permite la subsanaciôn_ 
de la falta de presentaciôn del documente, pere en general ne se -
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admite el page posterior al momento de inciarse el proceso. Asi - 
la sentencia de 20 de Diciembre de 1.974, senala que es doctrina_ 
constante en este Alto Tribunal recogida entre otras en sentencias 
de 27 de Junio y 24 de Octubre de 1.964, 26 de Junio de 1.965, 5_ 
de Mayo de 1.966, 30 de Mayo y 20 de Diciembre de 1.967, 28 de 
Marzo, 1 y 20 de Junio de 1.968, 15 de Junio de 1.970, 31 de Mar- 
zo, 30 de Junio, 29 de Septiembre y 26 de Octubre de 1.971, 29 de 
Mayo de 1.962 y algunas otras, la de que el ingreso requerido por 
el mentado articule 57, n- 2, apartado e), y a jutificar aprove-- 
chando la concesiôn de plazo autorizado por su n- 3, ha de ser so^  
lo un preconstituido, es decir anterior en fècha o por lo menos - 
no de fecha posterior a la de presentaciôn del escrito de interpo 
siciôn del recurso contencioso administrative; puesto que por un_ 
lado en el n^ 2, del expresado articule 57, bien claramente se es 
tablece que a este escrito se acompaharâ entre otros el documente 
acredilcilivu del pagu en las Cajas del Tesoro Eübiico, y por otro 
en su nS 3, para la concesiôn del plazo de diez dîas empieza por_ 
dejar sentada la razôn de ser del mismo, diciendo "si con el es-- 
crito de interposiciôn no se acompanan les documentes anteriormen 
te expresados el ateniente, en este case el documente acreditati- 
vo del page ya para entonces hecho en las Cajas del Tesoro", y se 
acaba por dejar puntualizado asi mismo la finalidad al rindicar - 
que la Sala senalarâ el plazo de diez dîas para que el récurrente 
pueda subsanar el defecto Oel de la presentaciôn del documente no 
acompahado con el escrito del recurso y acreditativo del page-, - 
lleva consigo por lo relatado, que el page previo de la cantidad_ 
controvertida, ha de ser condiciôn habilitante para el ejercicio_ 
de la acciôn contenciosa, hasta el punto de que no es admisible - 
la subsanaciôn permitida en el articule 129, n- 1, de la Ley Rec- 
tora de esta Jurisdicciôn, ya que no se corrige el defecto con la 
presentaciôn de la carta de page demostrativa de haberlo verifica
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do mâs tarde en trâmite ya el recurso contencioso administrative, 
pues lo ünico que debe subsanar es la justificaciôn de que se pa- 
gô con anterioridad a la iniciaciôn de este recurso, toda vez que 
lo contrario equivaldrîa a abrir un nuevo plazo de ingreso que no 
admite la norma jurîdica por ser requisite preferente que constitu 
ye condiciôn habilitante para el impulse de la acciôn encaminada a 
evitar demoras en les pages fiscales o en el cumplimiento y efecti^ 
vidad de las sanciones y también recurses temerarios con propôsito 
de conseguir esta clase dilaciones.
En el mismo sentido se manifiesta la sentencia de 13 de A- - 
bril de 1.976.
CONCLUSIONES QUE SE EXTRAEN DE LA JURISPRUDENCIA DICTADA TRAS LA - 
LEY DE 17 DE MARZO DE 1.973.
Primera.- La mâs importante censecuencia teôrica y prâctica_ 
que se deduce de las sentencia del Tribunal Supremo, reside en de_s 
virtuar el contenido de la expresiôn "en les cases en que procéda ce 
arreglo a las Leyes", disminuyendo por ende la efectividad inmedia 
ta del incise del articule 57.2.e) que es calificado cono "norma - 
en blanco".
Segunda.- Sin embargo no se observa una lînea uniforme en e£ 
ta tendencia de dulcificar y especificar la dureza del principle,_ 
existiendo ejemplos aislados pare por elle muy significatives en - 
favor de la introduciôn de una tesis absolutamente distinta y rigo^  
rista.
Tercera.- El principle deJbs demâs aspectos, estâ sometido a
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los mismos criterios que con detalle y coherencia han sido expue^ 
tos en pâginas anteriores cuando analizabamos la jurisprudencia - 
anterior a la Ley de 1.973.
4.3.- EL PRINCIPIO EN LA DOCTRINA DEL CONSEJO PE ESTADO.
El Consejo de Estado Espanol, se ha manifestado en algunos_ 
dictamenes sobre este principrio. No obstante dado su carâcter -- 
consultive y no vinculante, la importancia de sus resoluciones re^  
side mâs en la altura cientîfica de los intégrantes de este Orga­
ne, que en la autêntica y verdadera significaciôn prâctica de su_ 
doctrina.
De los dictâmenes de que tenemos noticia, conviene citar 
los siguientes:
El dictamen n- 5.127 de 14 de Diciembre de 1.949, que utili_ 
za la siguiente expresiôn? "Positivamente la doctrina del privily 
gio de la decision ejecutoria, encuentra cumplida justificaciôn - 
en los textes légales que la enuncian de modo casuistico afirmado 
por una parte la ejecutoriedad de los actes administratives y por 
otra explicandô el alcance de esta ejecutoriedad segûn el princi­
ple solve et répété.
Como se puede observar configura el solve et répété como 
una censecuencia del principle de ejecutoriedad soluciôn que como vi^  
mes anteriormente -pâginas 33 y siguientes- no ha sido compartido 
por toda la doctrina. Esta soluciôn criticable del Consejo de Es­
tado, fue posteriormente rectificada por el propio Consejo en su_ 
dictamen n- 33.097, de 29 de Octubre de 1.964; "No obstante una -
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posiciôn defensista y de desconfianza hacia el administrado logro 
ampliar durante algûn tiempo, la esfera material de aplicaciôn de 
la régla, especialmente al terrene de las sanciones administrâti- 
vas. Esa régla carece de acogida en los textes légales generales_ 
no solo en la esfera administrativa, sine tambien en la contencio 
so administrativa donde se ha pasado a la fôrmula del simple re-- 
curso. Aûn sorprenderâ mâs observar que la régla solve et repete_ 
estâ igualmente ausente de la Ley General Tributaria de 28 de Di­
ciembre de 1.963. Alude también el dictamen a la Jurisprudencia - 
que impulsa esa franca recesion del requisite del previo page que 
se observa en nuestro Derecho Legislado, partiendo de la inteli-- 
gencia de que esa régla tiene el carâcter de privilégie de la Ad­
ministraciôn" .
Como podemos ver en este Ultimo dictamen posterior a la Ley 
de 1.957, el Consejo de Estado senala como dentro de la esfera ad 
ministrativa que este principle fue objeto de recepciôn puramente 
casuistica y muy relativa, postulando su eliminaciôn o al menos - 
su progresivo debilitamiento.
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CAPITULO V - EL PRINCIPIO EN EL PROYECTO DE CONSTITUCION ESPANOLA 
DE 1.978.
La Constitucion Espanola, no se ocupa desafortunadamente 
del tratamiento de este principle, defecto que estimâmes notable_ 
y que exige su inmediata subsanaciôn.
La referenda mâs cercana al tema la encontramos en el art^ 
culo 113 que si bien no aborda frontalmente la cuestiôn, nos pue­
de servir de punto de partida para una posible derogaciîn del - - 
principle en el marco de nuestro ordenamiento constitucional, Es­
te precepto dispone lo siguiente: "La justicia serâ gratuita cuan 
do asi lo disponga la Ley y en todo case respecte de quienes acre^  
diten insuficiencia de recurses para litigar".
De acuerdo con este articule, la justicia no es gratuita 
-aunque puede serlo-, siempre y cuando una Ley asi lo consagre. - 
La Constituciôn por tante autoriza a que una Ley establezca la 
gratuidad del acceso a los tribunales; entendemos no obstante que 
esta afirmaciôn por ambigua debe ser matizada y desarrollada por- 
menorizadamente en las Leyes Jurisdiccionales. Al amparo de ellas 
se podrâ coasagrar dicha gratuidad -desiratum altamente sugestivo 
pero dificilmente realizable como el ejemplo del derecho compara- 
do nos lo demuestra-.
La afirmaciôn de "que en todo case serâ gratuita respecte - 
de quienes acrediten insuficiencia de recurses para litigar" no - 
es sine un reflejo de el principle de justicia que debe inspirar_ 
toda actuaciôn jurisdiccienal permitiendo el acceso a los tribuna 
les a quienes carezcen de medios de fortuna. La menciôn constitu-
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cional, recoge el bénéficié de pobreza ya establecido anteriormen 
te como vimos en la Ley de Enjuiciamiento de 1.881, y en la Ley - 
de la Jurisdicciôn Contencioso Administrativa de 1.956. Considéra 
mes por tante que la Ley Fundamental Espanola, no ha introducido_ 
novedad esencial en relaciôn con la normativa existente hasta la_ 
fecha.
Ahora bien, este precepto puede estimarse que se halla en con 
tradicciôn con lo establecido en otros preceptos de la misma. Asi 
el articule 24, bajo el epigrafe de Las Libertades Pûblicas, esta 
blece que "TODA PERSONA TIENE DERECHO AL ACCESO EFECTIVO A LOS TRI  
BUNALES PARA LA TUTELA DE US DERECHOS A INTERESES LEGITIMOS, SIN_ 
QUE EN NINGUN CASO PUEDA PRODUCIRSE INDEFENSION".
Ahora bien, nos podemos hacer la siguiente pregunta: i B s po 
sible acaso, que se produzca el acceso efectivo a los tribunales_ 
sin que se produzca indefensiôn cuando no toda persona puede li-- 
bremente accéder a elles, sine solamente aquellos que carezcan de 
bienes materiales y los demâs han de cumplimentar formalidades e£ 
trictas y muy gravosas economicamente?.
Estimâmes que la respuesta a la pregunta formulada anterior 
mente, ha de^ ser claramente negativa, porque introduce una grave_ 
quiebra en otro principio consagrado en el capitule 2° de esta 
Constituciôn: Me estoy refiriendo al principio de igualdad ante - 
la Ley, sancionado en el articule 13 de la misma, segûn el cual - 
"Los espaholes son iguales ante la Ley, sin discriminaciones por_ 
razon de nacimiento, de raza, de sexe, de religiôn de opinion o - 
por cualesquiera otras circunstancias personales o sociales". Si_ 
segûn este precepto se sanciona la igualdad ante la Ley sin dis--
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criminacion por razôn de circunstancias sociales -entre las cua-- 
les indudablemente podemos incluir las econômicas, résulta eviden 
te que carece de sentido el precitado articule 113 cuando estable^ 
ce diferencias segûn la capacidad econômica a la hora de litigar.
Por todo elle estimâmes que el principio de igualdad debida 
mente entendido debe llevar aparejado como censecuencia inmediata 
el mismo tratamiento o al menos une semejante en lo que se refie- 
re al acceso a los tribunales. Cuando este no ocurre ni ha aconte 
cido al menos hasta el momento.
Del estudio conjunto de estes très preceptos antes menciona 
dos, resultarla que endefecto de una Ley que garantizase la gra-- 
tuidad del acceso jurisdiccienal, podrîa plantearse por los parti 
culares el llamado Recurso de Amparo por violaciôn de los derechos 
y liueilades, previsro en el articule ibb de la misma Constituciôn 
en relaciôn con el articule 48, apartado 2, de la misma Ley Funda 
mental, que prevee que "cualquier ciudadano podrâ recabar la tute 
la de las libertades y derechos reconocidos en el articule 13 an­
te los tribunales ordinaries por un procedimiento basado en los - 
principles de preferencia y sumariedad y a través del Recurso de_ 
Amparo ante el Tribunal Constitucional". De este Recurso de Ampa­
ro, entenderâ el Tribunal Constitucional cuando hubiese sido inef^ 
caz la reclamaciôn ante otros tribunales, pudiendo interponerlo - 
toda persona natural o jurîdica que invoque un interês légitimé.
De cualquier forma, todas las indicaciones criticas realiza 
das hasta el momento respecte a la Constituciôn, resultan un tan­
te aventuradas en el momento de redactar estas lineas -agosto de_ 
1.978-, puesto que posiblemente el Senado modifique en algûn pun-
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to la citada Constitucion. Serîa deseable, que las declaraciones_ 
constitucionales, no se quedasen en afirmaciones gradilocuentes y 
vacias en muchos puntos de contenido, sino que especificasen y tu 
telasen con mayor precision los intereses bâsicos de la Comunidad 
Nacional; y en este sentido la actividad del Senado, podrîa con-- 
tribuir enormemente a la depuracion conceptual y de contenido de_ 
algunos de los Principles Rectores de la vida de esta Comunidad.
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CAPITULO VI - EL PRINCIPIO EN EL DERECHO COMPARADO.
De los escasos paîses donde se ha mantenido el principio, - 
debemos hacer particular menciôn al ejemplo italiano por ser el - 
que ha ejercido un mayor influjo en nuestra legislaciôn y doctri- 
na. Tengase en cuenta no obstante,* que este principio ha sido su- 
primido en la prâctica totalidad de la legislaciôn de aquellos 
paises donde continuaba vigente, puesto que en la mayorîa no se - 
reconocîa el mismo.
6.1.- ITALIA.
Fue con la Ley de lo Contencioso de 20 de Marzo de 1.965, - 
N- 2.245, cuando surgiô en Italia el principio solve et répété 
con ocasiôn de que por ella se abolian los Tribunales Administra­
tives, pasando la funciôn de juzgar en esta materia a la jurisdic 
ciôn Ordinaria. Segûn el articule 6- de dicha Ley "En toda contro 
versia de impuesto, los actes de oposiciôn para ser admisibles en 
juicio, deberân ser acompahados del certificado de page del impue^ 
to excepte en el case de que se trata de demanda de suplemento"._ 
Este precepto fue despues recogido en Leyes Especiales, entre otras 
el articule 149, de la Ley del Registre; el articule 97, de la Le^  
gislaciôn Tributaria sobre Sucesiones; el articule 120, de la Ley 
de 11 de Julio de 1.907, n- 560, sobre el Impuesto de la Riqueza_ 
Mobiliaria; el articule 24, de la Ley Aduanera de 25 de Septiem-- 
bre de 1.940, n-. 1.424; el articule 285 del Texte Unificado de - 
14 de Septiembre de 1.931, n- 1.175 sobre Haciendas Locales.
De lo expuesto, se puede decir que la regulaciôn del princi^
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pio en la Legislaciôn Italiana, tiene las mismas directrices por_ 
lo general que en el sistema espanol, con diferencia que los carac 
terizan como por ejemplo que en el espanol existe el bénéficié de 
pobreza y en el italiano no, y que en Italia el principio comenta 
do ténia mener amplitud que en Espana, puesto que es aplicable ûni^  
camente a las controversias en materia de impuestos lo que origina_ 
ba frecuentes litigios entre h Hacienda que alega la falta de pre- 
supuesto procesal del previo page y los ciudadanos que niegan que_ 
la controversia tenga caracter tributario y que por lo tante no e£ 
ten obligados a cumplir con tal requisite. Otra diferencia impor-- 
tante que caracteriza el sistema italiano, es que mientras que en_ 
Espana se exige como requisite para existencia del principio el 
que la resoluciôn administrativa impugnada contenga una condena e^ 
pecîfica liquida y determinada en cuanto al page, en Italia no, 
pues basta la existencia de la matricula o de la orden de page ya_ 
niip de Arnpydo con el ordenamiento jurîdico italiano talcs documcn 
tos tienen el caracter de ejecutivos con los que la Hacienda pone_ 
de manifiesto inequivocamente su pretensiôn a la percepciôn de una 
cantidad determinada.
Este principio ha sido objeto de una mûltiple y variada lite 
ratura contraria al mismo. Practicamente todos los autores italianos 
se han ocupado del estudio del tema, manteniendo unas opiniones -- 
normalmente contrarias a su vigencia. Podrîamos citar entre otras_ 
los siguientes; Giannini, en su obra Istituzioni di Diritto Tribu­
tario, pagina 259 y siguientes. Editorial Giufre, Milano 1.974; -- 
Berliri, en sus appunti sulla Regola del Solve et Répété, nel Diri 
tto Tributario in la Corte di Conti in Sede Giurisdizionale, pâgi­
nas 1 y siguientes, 41 y siguientes y 237 y siguientes, 1.933; Mi- 
cheli, in tema di Constituzionalita del Solve et Répété, Milano, -
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Giufre, 1.960; y también en sus Presupposti Costituzionali del 
Solve et Répété, in Estudi Parmensi, 1.951; Cocivera en sus Solve et 
Répété e Costituzione, publicado en Diritto e Practica Tributaria 
1.951, pagina 175, y en su obra Sulla in Costituzionalita del Sol^  
ve et Répété, in Temi Tributari, 1.961, pâgina 5; Mortera en sus_ 
Comentari del Codice di Procedura Civile, Volumen I, pâginas 294 
y 330; Napolitano, Illegittimita Çonstituzcionale del solve et R^ 
pete, in Rivista Italiana di Diritto Finanziato, pâginas 10, 261, 
1.961; Maffezoni, en sus Motivi o Limiti di Efficacia délia Abold^  
zione del Solve et Répété, en Rivista Diritto Procesale, pâginas_ 
641 y siguientes, 1.961; y otros que figuran en la bibliografia.
En lo que varian los autores, es en cuanto la calificaciôn_
0 fundamento del Solve et Répété. Asî mientras Mortare lo hace de^  
rivar del principio de ejecutoriedad de los actos administrativos 
y en el mismo sentido Borsi en su obra L'esecutorita degli atti - 
Administrativi in Studi Senesi, Tourino 1.901, volumen XVIII, pâ­
ginas 123 y siguientes, y XIX, pâginas 65 y siguientes, 1.902; -- 
Giannini, lo configura como presupuesto procesal o medio de exce£ 
cién procesal, para Zingali, se trata de un privilégié de la Ha-- 
cienda Pûblica, medio de tutela de los crédites fiscales siguiendo 
una interpretaciôn polîtica y pragmâtica. También existen inter-- 
pretaciones sincrâticas como las mantenidas por la Jurisprudencia 
de la Corte Suprema Italiana. Asî por ejemplo Vincenzo Filosa, en 
Archive Finanziaio, volumen I, 1.955, pâgina 440, nos cita multi­
ples sentencias tante en apelacion como en casacion en la que se_ 
refleja tal postura: Asî la sentencia de la Audiencia de Nâpoles_ 
de 3 de Septiembre de 1.946 en que se establece las exigiencias - 
de polîtica tributaria a que responde el citado principio dicien- 
donos que la previa retribucion de la cantidad debida por el con- 
tribuyente para poder actuar ante la autoridad judicial, obedece_
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a la necesidad de una inmediata recaudaciôn del impuesto sin dila 
ciones. Por su parte la sentencia unificada de la Corte de Casa-- 
ci6n, de 7 de Abril de 1.948, remacha que la observancia del sol­
ve et répété, se encuadra como una cuestiôn de jurisdicciôn irre- 
levable de oficio por el juez en cualquier estado y grado del pro 
ceso y por primera vez en casaciôn. En sentido contratio la Audien 
cia de Gênova en sentencia de 15.de Enero de 1.946, en el caso de 
Garibaldis contra Essattore Imposte di Genove, nos habla de presu 
puesto procesal, tesis que no debe acogerse por la clara ratio de 1 
Ley de 20 de Marzo de 1.865.
La Jurisprudencia tambien ha matizado diverses aspectos del 
solve et répété, asî en cuanto el momento del cumplimiento es ya_ 
pacîfica la opiniôn de que el page debe acontecer antes de la in^ 
cripciôn de la causa en el registre, porque el page sucesivo a e_s 
te primerîsimo acte del proceso no sirve para sanar la Ley consta_ 
tada situaciôn de incompetencia -Sentencia de apelaciôn, 9 de Mar^  
zo de 1.945, Palermo; Apelaciôn de Gênova de 15 de Enero de 1.946 
La demostraciôn del page puede ser realizada ûnicamente por les - 
modes previstos por la Ley -sentencia de casaciôn de 24 de Enero_ 
de 1.946, n2 501-.
Se estima que el page en concépto de depôsito no puede con- 
siderarse cumplimiento del solve et répété -Sentencia de casaciôn 
civil, Grecia, 11 de Diciembre de 1.944, n^ 119-, porque el Esta­
do no entra en disponibilidad de la suma.
La controversia, debe tener por sujetos, el ente perceptor_ 
o impositor y un sujeto pasivo, puesto que no supone controversia 
impositiva la que se verifica entre particulares para el reembol-
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so entre elles de las cuotas pagadas -Casaciôn Civil, Massimo, Fo 
ro Italiano, 1.948, n^ 217-. La cualidad de sujeto pasivo o sustitu 
to, es condiciôn indispensable para la aplicaciôn del principio,_ 
de manera que si el actor por Ley no obstenta tal condiciôn no e£ 
ta sometido a tal principio -sentencia de casaciôn unita de 29 de 
Enero de 1.948-. Es obvie que no se requiere la observancia del - 
precepto si la demanda proviene de la Administraciôn del Estado y 
debe ser decidida prescindiendo de la instancia del particular. - 
-sentencia de casaciôn de 2 de Mayo de 1.948, n^ 302-.
En punto a la ejecuciôn, y particularmente en reivindicacion 
de bienes de terceros pignorados, es donde sobre todo se han origi^  
nado encarnizadas disputas. Debe destacarse la sentencia de casa­
ciôn unificada de 21 de Abril de 1.947, que détermina los limites 
de exenciôn de un tercero en un litigio impositivo: El tercero que 
leivindlca los bienes muebles pignorados por deuda impositiva, d£ 
be someterse a la régla solve et répété cuando eleve excepciones_ 
propias de un deudor impositivo. La rigidez de la régla se minora 
por un elemento que Filosa, califica de elemento de equidad: Cuan 
do "Ictu Oculi y Prima Facie" sin necesidad de complejas indaga-- 
ciones de hecho y de derecho résulta la falta de un tîtulo formai^  
mente vâlido para exigir el tribute , o de la cualidad directa o_ 
indirecta del contribuyente que se opone al page. -Sentencia uni- 
da de casaciôn de 7 de Abril de 1.948, citada en Massimo Foro Ita 
liano, 1.948, n^ 516-. No obstante algunas certes menores -apela­
ciôn de Nâpoles en sentencia de 3 de Septiembre de 1.949- se opo- 
nen a esta dulcificaciôn del rigor de la régla.
Es jurisprudencia constante, que cuando excepcionalmente la 
Administraciôn Estatal estâ sujeta a un tribute local por expresa 
disposiciôn legal, y no estâ exento del tribute mismo, no estân -
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sometidos a la observancia del solve et repete. En efecto la Cor­
te Suprema, decidiendo siempre en sesiôn plenaria, ha resuelto la 
cuestiôn de si se aplica el solve a los siguientes entes, concre- 
tamente el ente econômico de la Zootecnia contra la Comunidad de_ 
Castelmassa -sentencia de la Corte de Apelaciôn de Venecia de 23_ 
de Junio de 1.947; el citado Ente contra Dellarole para la Comuna 
de Moncalvo sentencia de apelaciôn de Turin de 24 de Noviembre de 
1.947-; el mismo Ente contra la ya citada Dellarole, -sentencia - 
de apelaciôn de Milan de 8 de Marzo de 1.948-; En efecto la Corte 
Suprema en las sentencias de 22 de Mayo de 1.948, n^ 781; de 4 de 
Agosto de 1.949, n^ 2.186; y 21 de Julio de 1.949, n^ 1.916; ha cas" 
do y ha senalado el principio opuesto al apuntado anteriormente - 
por la Corte de Apelaciôn, es decir: "Que cualquier ente pûblico_ 
que ejerza funciones estatales delegadas por el Estado, aunque sea 
con caracter temporal, no estâ obligado al igual que el Estado a_ 
la observancia preventiva del solve et repete". La doctrina no -- 
obstante ha acogido con hostilidad esta interpretaciôn extensiva_ 
de la casaciôn a la excepciôn hasta ahora ûnica respecto al deber 
impositivo a que estaban sujetos todos los contribuyentes como se 
pone de manifiesto en Archive Finanziao, volumen II, pâgina 414. - 
Una norma similar, fue introducida mas tarde en numerosas leyes Ita 
lianas de naturaleza tributaria, como por ejemplo en el Reglamento 
de Impuesto sobre Construcciones, articule 57 del Real Décrété de_ 
24 de Agosto de 1.887, n^ 4.024; y en la Ley Aduanera -articule 15 
del Texte Unificado de 26 de Enero de 1.896-; en el Reglamento pa­
ra la aplicaciôn del Impuesto sobre la Renta -articule 120, del -- 
Real Décrété de 11 de Julio de 1.907, n^ 560-; en la Ley sobre las 
Tasas del Registre -articule 149, del Décrété Ley de 30 de Diciem­
bre de 1.923, n - 3.270-; en el texte ûnico de la Ley de Haciendas_ 
Locales -articule 285, del Real Décrété de 11 de Septiembre de 1931 
TL- 1.175-. Debe tenerse bien présente, que en todos estes cases se
- 261 -
trata de oposiciôn del contribuyente obligado a pagar determinados 
tributes al Estado, sea a otros antes de derecho pûblico por dispo 
siciones de carâcter general o por efecto de determinados servicios 
o concesiones que taies entes realizan al ciudadano que no lo soli^  
cita.
El principio no se aplica nunca en los ingresos de los entes 
citados salve disposiciôn en contratio, mâs la doctrina italiana,_ 
ha introducido con el transcurso del tiempo, algunas limitaciones 
al rigor de tal régla, tante de caracter objetivo como de naturale^ 
za propiamente subjetiva. En efecto en cuanto a las primeras es pa 
cîfica opiniôn que el principio no puede encontrar aplicaciôn, co­
mo antes indicabamos en aquellos cases en que aparezca évidente la i 
validez formai del tîtulo, y respecto a las segundas cuando irrefu 
table y previamente faite la condiciôn de contribuyente por parte_ 
de quien haya formulado la oposiciôn. Mâ a una ulterior y lôgica_ 
limitaciôn conduce la sentencia de casaciôn emitida en Pleno el 12 
de Enero de 1.929, n^ 150, en litigio entre la Administraciôn Miln^  
tar del Estado y la Sociedad Aduanera Nicolai, casando la senten-- 
cia de 27 de Abril de 1.937, pronunciada en el mismo litigio por - 
la Corte de Apelaciôn de Nâpoles y estableciendo por primera vez - 
el principio de la norma del solve et repete no es aplicable al E^ 
tado -o sea a una Administraciôn Estatal, cuando esta sea deudora_ 
de un cierto impuesto respecto a una comunidad o ente de derecho - 
pûblico autorizado para imponer determinados tributos. La excep- - 
ciôn asî introducida viene mejor matizada por otra sentencia de la 
Corte Suprema de 26 de Marzo de 1.936, n^ 1.046, que ha casado la_ 
sentencia de 17 de Julio de 1.934 de la Corte de Apelaciôn de Flo- 
rencia. La motivaciôn de ambas decisiones es substancialmente esta:
Frente a la razôn principal que sostiene la necesidad del sol^
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ve et repete respecto de cualquier contribuyente que es la de una 
râpida exaccion del impuesto, que no debe demorarse por la oposi­
ciôn de aquel para de esta forma no entorpecer el desembolvimien- 
to normal y eficaz de los servicios pûblicos, otra circunstancia_ 
mâs grave y notable induce a excluir al Estado de esta obligaciôn: 
Primera, la consideraciôn de que una Administraciôn Estatal, no - 
puede confundirse con la categorîa de los deudores impositivos -- 
que oponen excepciones dilatorias o infundadas con el solo objeti^ 
vo de solazar lo mâs posible el pago del tribute, Segunda la in-- 
consecuencia que supone el que la facultad concedida por la Ley a 
los Entes Locales para servirse de las disposiciones dictadas pa­
ra la exacciôn de los impuestos del Estado, venga a concretarse - 
en una atribuciôn de poder superior al del mismo Estado. Se obser 
va demâs en las citadas sentencias, que dada la vigente graduaciôn 
jerârquica de los Entes Pûblicos que tienen por cabeza al Estado, 
si se reconociese una prevalencia temporal de los intereses de --
los primeros sobre el segundo de perjudicarîa y disminuirîa el --
principio de soberanîa el Estado. Se pone por ûltimo de relieve - 
que partiendo incluso del principio de presunciôn de legitimidad- 
de la pretensiôn tributaria, se debe reconocer siempre que tal -- 
presunciôn no puede prevalecer en confrontaciôn entre el emte pri^  
mero y principal de derecho pûblico y otro de carâcter mener.
En algûn caso esporâdico se ha producido una semejante adhe^  
siôn a la tesis anteriormente sustentada, asî se dice en senten-- 
cia de 21 de Julio de 1.937, que el inicio -Institute Nacional pa 
ra los cases de los Empleâdos del Estado-, se equipara a la Admi
nistraciôn y no estâ sometido al principio.
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En otra sentencia de 29 de Enero de 1,948, la misma Corte Su 
prema partiendo del principio que la cualidad del sujeto pasivo es 
condiciôn imprescindible para la aplicaciôn del principio, ha esta 
blecido que la Asociaciôn Nacional de Combatientes que no disfruta d 
tal cualidad por Ley, no estâ sometida a tal precepto.
Mâs debatido el caso de exclusiôn para las Hacienda depen- - 
dientes del Estado a la que se refiere la sentencia de 26 de Marzo 
de 1.933.
Refirâmonos a las très sentencias al Ente Econômico de la -- 
Zootecnia. De su lectura se observa que incluso en el seno del mâs 
alto Consejo de la Magistratura, no existe un perfecto acuerdo so­
bre los motivos de las mismas. En la primera de las sentencias cita 
das, el concepto de casaciôn ha sido claramente este: El Ente es un 
verdadero y propio Organo del Estado, y como tal debe venir dispen 
sado de la observancia del precepto que examinâmes. Motiva la senten 
cia con los siguientes termines: "En la especie concurre la hipôte^ 
sis no de un simple Ente Pûblico plenamente autônomo, incluso £i-- 
nancieramente, que el Estado créa o reconoce para llevar a cabo -- 
funciones auxiliares del mismo; mâs que de un organo verdadero y - 
propio del Estado, al que este ha delegado alguna funciôn delicada 
decarâcter especificamente estatal, funciôn que el Estado podrîa - 
haber cumplido directamente por medio de organes periféricos del - 
Ministerio de Agricultura, para los que el Estado ha creiclc oportu 
no crear un organo de caracter temporal y transitorio en momentos_ 
de mergencia y destinado a césar apenas el période de emergencia - 
se haya superado.
Esta primera sentencia ha sido objeto de inmerecidas censu--
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ras doctrinales, al punto que la Corte manteniendo firme el princi^ 
pio de exenciôn ha seguido una motivaciôn diferente para superar - 
el dilema suscitado por los enemigos del Ente, segûn el cual si era 
un organo del Estado su defensa correspondra a la Abogacîa del Es­
tado, mientras que si no era no se podîa invocar la exenciôn de la 
observancia del principio. Por ello la Corte Suprema ha cambiado sus 
argumentes, reconociendo que en el Ente de la Zootecnia, no puede_ 
ser cnnsiderado como un verdadero y propio organo del Estado,sino_ 
que debe ser tratado como una persona jurîdica pûblica autârquica, 
llamada a actuar en interês del Estado en relaciôn de coordinaciôn 
y subordinaciôn, De ello résulta que en Ente citado no siendo en - 
sentido estructural un organo del Estado, asume no obstante bajo - 
el aspecto funcional la posiciôn jurîdica de aquel cuando se pre-- 
senta como destinatario y ejcutor de una carga especîfica conferi- 
da por el Estado y etinente a un interês pûblico de carâcter gene­
ral del que el Estado es titular exclusive y en el que no reune 
ningûn interês particular del ente. Este interês es el de reuniôn_ 
y revisiôn del ganado para el uso civil de la poblaciôn y para las 
necesidades del Ejercito en guerra. A pesar de todo esta segunda - 
motivaciôn no estuvo inmune a la crîtica. La mâs compleja y aguda_ 
proviepe de Rnelletti, en que se manifiesta como la exenciôn para_ 
el Estado se basa en consideraciôn subjetivas, es decir en la per- 
sonalidad del Estado como tal, vista no como entidad abstracta va- 
cia de sus fines, de sus funciones, sino en la substancia de sus- 
fines, competencia y obligaciones. Observa que la condiciôn objetiva 
de la funciôn independientemente de la consideraciôn subjetiva del 
Estado, no puede ser tazon de la exenciôn realizada ûnicamente en_ 
favor del Estado, en cuanto que tal condiciôn por si sola no acier 
ta a explicar el porque de la exenciôn se limita al Estado desde - 
el momento en que las mismas funciones son en mayor medida comunes
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a otros Entes Pûblicos y especialmente a Entes Territoriales, sin_ 
contar que en nuestro derecho administrativo -se refiere el italia 
no- son muchos los caso de servicios que siendo propios del Estado 
vienen atribuidos por la Ley a la competencia de otros Entes subor 
dinados, y creados especialmente en el campo de la asistencia so­
cial y constituyendo todos personas jurîdicas ppublicas que se de- 
lega una funciôn estatal, Frente a esta opiniôn contraria, Mosche- 
11a, -en Foro Italiano, 1950, IV pâgina 136, en su articule Tassa_ 
di Ocupazione di suolo Publico, Previo Judicio Amministarativo e - 
Solve et Repete- afirma que la cualidad de organo del Estado, vie­
ne reconocida por Ley a este Ente, y se detiene a examinar particu 
larmente la historia del Institute y la variada naturaleza de sus_ 
funciones, concluyendo que la interpretaciôn tan agudamente ataca- 
da es la ûnica que révéla sensiblemente sensibilidad jurîdica de - 
la que la doctrina hubiese hecho mejor complaciendose y no dolien- 
dose.
Lo triste senala De Matteis, es que la Geste Suprema ha re-- 
nunciado a esta tesis retornando a la delegaciôn de funciones esta 
taies que siempre ha sido ombatida. Por eso afirma que la cuestiôn 
de la observancia del principio, continua todavîa abierta y susce£ 
tible del mâs amplio debate doctrinal y judicial hasta que no in-- 
tervenga el legislador para aclarar una de las reglas mâs oscuras_ 
y controvertidas del actual ordenamiento en materia contencioso tri^  
butaria -Archiyo Finanziaio, volumen II, pâgina 414, 1.951-.
Este principio, ha sido objeto como decîamos antes de severas 
crîticas por parte de la doctrina.rDesde Universe que lo califica - 
de "régla insana, inicua, violenta y brutal" en Archive Finanziaio_ 
volumen IX, pâginas 622 a 645 en su articule In dubio contra Fiscum 
e Solve et Repete, hasta Giennini en su obra citada, pâgina 259 que 1
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conceptua como gravosa condiciôn ha sido recientemente derogada - 
por una sentencia de 1.961 de la Corte Constitucional por enten-- 
der que el principle solve et repete, ataca a dos principles reco 
nocidos en la Constituciôn Italiana, estes principles son los de_ 
capacidad contributiva, y de igualdad jurîdica establecidos en el 
articule 3.24.53 de la citada Constituciôn, y a los que haremos - 
referenda cuando analicemos criticamente el citado principio.
Por su parte también la Corte Suprema en su pronunciamiento 
del 22 de Noviembre de 1.962 , n^ 89, sobre la ilegitimidad consti^ 
tucional del articule 97 del Real Décrété Ley de 30 de Diciembre_ 
de 1.923, n - 3.270, referente al Impuesto de Sucesiones, y el ar­
ticule 18.2 del Real Décrété Ley de 28 de Febrero de 1. 939); n^ 334 
relative al Impuesto de Fabricaciôn de Aceites Minérales, ha sos- 
tenido que la declaraciôn de ilegitimidad constitucional de una - 
norma de caracter general como aquella a que se refiere la senten 
cia n °  21 del 31 de Marzo de 1.961 -de la misma Corte en relaciôn 
al principio solve et repete, contenido en el articule 6.2 de la_ 
Ley de 20 de Marzo de 1.865, N^ 2.248-, no comporta la ilegitimi­
dad constitucional de las normas singulares derivadas del mismo 
principio. Igualmente en orden al articule 285 del Texte Unificado 
de Haciendas Locales, se ha sostenido que aquel reproducia el prin 
cipio solve et repete de manera autônoma respecto al articule 6.2 
ya declarado ilegîtimo por la sentencia n^ 21 de 1.961 que no se_ 
refiere de modo directe a la norma citada anteriormente. Se pueden 
no obstante referir a tal norma los argumentes anteriormente ado£ 
tados en la citada sentencia que reiterados a propôsito del arti­
cule 149 de Ley del Registre y del 9.4 y del 17.5 del Real Décré­
té de 17 de Agosto de 1.935, n^ 1.765, mantienen la validez res-- 
pecto a la controversia en torno al articule 285 citado que no --
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présenta caracteristicas peculiares.
En la jurisprudencia de casaciôn, tras la afirmaciôn de que 
la sentencia n^ 21 ya citada que sostenîa que el principio solve_ 
et repete era constitucionalmente ilegîtimo, por entrar en contra 
dicciôn con los articules 3, 24, 53 y 113 de la Constituciôn Ita­
liana, ha cambiado de orientaciôn declarando ilegitimas todas las 
demâs disposiciones concernientes al solve et repete.
En sintesis los argumentes de la Corte Constitucional son - 
los siguientes:
"El principio examinado implicaba una desigualdad de trata­
miento entre el contribuyente en situaciôn de satisfacer inmedia- 
tamente el tribute intégré y aquel que carecia r\g sv.ficien
tes para hacerlo efectivo".
"De otro lado, el uso de las palabras "todos y siempre" de_ 
los articules 24 y 113, reiteraban el principio de igualdad del - 
articule 3^  per lo que se refiere a la pesibilidad de solicitar - 
y obtener la tutela jurisdiccienal en relaciôn a otros particula­
res del Estado, y de otros Entes Pûblicos menores".
Por todo lo anteriormente apuntado, podemos con razôn hablar 
como hace Correale de "necroscopia de un institute" -necroscopia_ 
di un institute in Nova Rassegna, 1.961, pâginas 1.304 y 1.305-.- 




Tampoco en Portugal continua vigente el principle solve et_ 
repete.
A estes efectos son ilustrativas las palabras de Cerdoso da 
Costa en su Curse de Direito Fiscal. Libreria Almedina, Coimbra,_ 
1.972, pâgina 472; "la supremacia del Estadom no aparece tan sena 
lada en nuestra legislaciôn como serîa si por ventura se consagra 
se el principle solve et repete"; "no sucede este entre nosotros, 
continua diciendo el Profesor de Coimbra, las reclamaciones y la_ 
impugnaciôn judicial son admitidas y siguen sus termines sin la - 
necesidad del previo pago del impuesto, independientemente de o-- 
tras consideraciones es sin duda preferible la soluciôn de nuestra 
Ley pues la misma sin aceptar las garantîas del cobro del impues­
to, tiene tambien en cuenta el interês legîtimo del contribuyente 
en no pagar anticipadamente al Estado una deuda légitima". Apenas 
cuando el impucstc cs cobrado cventualmente podrîamos es Lai tenLa 
dos a ver entre nosotros una manifestaciôn del principle citado._ 
Simplemente de lo que se trata en esta hipotesis es de una conse- 
cuencia necesaria de la naturaleza y rêgimen de cobranza eventual 
y no de una consagraciôn como tal autonomamente del principio en_ 
cuestiôn.
El ûnico supuesto en que segûn Cardoso, fue de algûn modo - 
consagrado en nuestro derecho el principio solve et repete, es en el 
caso de "los recursos interpuestos en procesos de transgresiôn",_ 
a los cuales conforme se dispone en articule 262.2 se obligarâ a_ 
prestar cauciôn en la forma indicada en el n^ 1 del articule 160.
Este proceso de transgresiôn, tiene un reducido âmbito de - 
aplicaciôn en derecho portugues, por lo que la significaciôn del_
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principio se débilita enormemente.
6.3.- ALEMANIA.
En este pasis como facilmente se puede deucir, no se admite 
en modo alguno el principio citado.
La Ordenanza Tributaria Alemana debida a Enno Becker de - - 
1.919 y modificada posteriormente por otrosi leyes, como la Ley de 
Adaptaciôn Imposotiva de 16 de Octubre de 1.934, y ultimamente en 
el ano 1.977, no admite la existencia del principio. Citaremos -- 
dos preceptos en donde claramente se advierte la inexistencia de__ 
limitaciones para recurrir: El articule 228 nos dice: "Procederân 
los recurso: 1.- En todos los litigios jurîdoco pûblicos sobre 
asuntos tributaries. 2.- En todos los litigios jurîdicos pûblicos 
sobre ejecuciôn de actos administrativos en asuntos distintos a - 
los designados en el apartado 1, siempre que los actos administra 
ticos, tengan que ser ejecutados por organismes fiscales federa-- 
les o de los landers segûn lo dispuesto en esta Ley y mientras 
no procéda expresamente otra via jurîdica. 3.- En los litigios ju 
rîdicos profesionales de los asesores fiscales, sociedades de as£ 
soramiento fiscal, auxiliares en asuntos tributaries, y socieda-- 
des cuyo objeto de négocié sea la. ayuda en asuntos tributaries asî co 
mo en los demâs litigios jurîdicos pûblicos sobre la admisibilidad 
de la ayuda en asuntos tributaries. 4.- En otros litigios jurîdi­
co pûblicos siempre que sean aplicables las disposiciones de esta 
Ley sobre recursos".
Prescindiendo de otros aspectos marginales, a los efectos de 
nuestro estudio nos interesa especialmente el anâlisis del artîcu 
lo 249 de la citada Ordenanza que establece: "1. que los recursos
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podrân ser presentados por escrito o consignarse en acta, Bastarâ 
con que en el escrito se deduzca claramente quien lo ha interpue^ 
to. La interposiciôn por telegrama, serâ admisible. La califica-- 
ciôn erronea del recurso no implicarâ perjuicio. 2.-Valdrâ un re­
curso como interpuesto si del escrito o del acto se dedujera cla­
ramente que el déclarante se cree perjudicado por la decisiôn y - 
desea su revisiôn. 3.- Los recursos deberân ser presentados ante_ 
el negocio del organisme cuya decisiôn se impugne. Serâ suficien- 
te la presentaciôn ante el organisme llamado a resolver -Organis­
me del recurso-, o ante el organisme compétente para una instan-- 
cia anterior. 4.- Al interponerse, deberâ ser designada la deci-- 
siôn contra la que se dirige el recurso, en que puntos se impugna 
la decisiôn y se solicita su derogaciôn. Ademâs deberân ser los - 
hechos que sirvan de motivaciôn y los medios de prueba".
Lomo observâmes del articule 251, el principio solve et repe 
te, en nada afecta a la llamada ejecutoriedad de los actes admini^ 
trativos, y asî en dicho precepto se sienta el criterio de que:
"La eficacia de la decisiôn impugnada no quedarâ paralizada por la 
interposiciôn del recurso ni se retrasarâ la percepciôn de un im-- 
puesto a causa de dicha interposiciôn". Se admite no obstante la su^ 
pensiôn y asî se debe de considerar el ûltimo inciso: "El organis- 
mo que haya dictado la decisiôn, podrâ suspender la ejecuciôn en - 
su caso en virtud de cauciôn".
De lo anteriormente apuntado, se deduce claramente que la -- 
prestaciôn de garantîas o cauciones, no es requisite esencial a la 
hora de recurrir, sino que ûnicamente présenta efectos aposteriori 
en cuanto a la suspension, obligândose segûn la Ley de 13 de Julio 
de 1.961, creadora del citado articule 251, a abonar intereses de
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demora por la cantidad cuyo pago se hubiese suspendido en virtud_ 
del recurso cuando se desestime definitivamente el misnio desde el 
dia de la incoaccion del proceso, hasta el dia que termine la su£ 
pension del pago. Si esta suspension no se bubiera producido hasta 
despues de la incoaccion del proceso, los intereses empezaran a de^  
vengarse desde el dia de la suspension delpago.
Como podemos ver, a diferencia de nuestro sistema juridico - 
en que el previo pago es presupuesto de admisibilidad, en el dere- 
cho Aleman, para que sea admisible un recurso, tan solo se requiè­
re que baya sido interpuesto en el tiempo -un mes- u forma prescrd^ 
tos.
6.4.- ARGENTINA.
En la legislacion Argentina, ba sido apuntado tambien el - - 
principle Solve et Répété en virtud de ]aLey 11.683, articule 76, - 
que senalaba, lo siguiente ninguna controversia tributaria, pue 
de suscitarse en via jurisdiccional sin pagar el impuesto determi- 
nado".
Sin embargo la doctrina de dicbo pais -Fonrouge, en derecbo_ 
Financière, volumen 1, editorial depalma, Buenos Aires; Bielsa en_ 
Estudios de Derecbo Publico, 2 Derecbo Fiscal, Buenos Aires, 1951; 
De Juan, en su Derecbo Tributario, pagina 466-; ban sometido a -- 
profunda revision el principle del Solve et Répété.
Por ejemplo, para Bielsa, "la régla résulta especialmente de 
la naturaleza de titulo ejecutorio, y no solamente de la ejecutorie^ 
dad del acto administrative fiscal". Es el titulo lo que sirve de - 
base a la via de apremio la cual no siempre se funda en el interes_
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del Estado sino an la naturaleza del crédité. Por eso ella compren 
de crédités que no son del Pisco sino que pueden ser privados y que 
estan sin embago en el mismo piano que les de aquel -articule 308_ 
de la Ley 50-. En razon del principle de ejecutoriedad de los ac-- 
tos administratives, la régla solve et répété, no se aplica cuando 
la decision no es ejecutoria, es decir cuando puede ser apelada en 
la via jerarquica; claro esta que la ley puede declararla ejecuto­
ria e irreversible por el Superior Jerarquico; pero que la ley que 
asi lo disponga, afecta a un principio constitucional que hace del 
poder ejecutivo el Jefe de la Administracion Nacional segun el ar­
ticule 83, parrafo 1 de la Constitucion Nacional -tambien en el Or 
den Provincial domina este principio, y hace recaudar la renta de 
la nacion y décréta su inversion con arreglo a la ley o presupues­
to de gastos nacionales -articule 83, parrafo 13-.
Estima el citado autor que "la régla paga y recurre es logi- 
ca", contrariando asi la opinion de otros destacados tratadistas._ 
El contribuyente debe pagar y luego cuestionar lo que sea su dere- 
cho en juicio ordinario. Por eso dicha régla no se aplica dentro - 
del poder administrador; el contribuyente puede apdar de una deci­
sion de la administracion de Impuestos o una Direccion de Rentas - 
sin necesidad del previo pago, y las leyes que dispusieran lo con­
trario 0 las decisiones administrativas que lo interpretaran en 
aquel sentido repugnarian tanto al principio de unidad del poder - 
administrador, como al de las garantias jurisdiccionales.
Pas. De Juano, existe una doble base, juridica y financiera._ 
La Primera la constituye la presuncion de legitimidad de los actos 
administrativos. La segunda, la necesidad estatal de garantizar los 
servicios publicos.
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Adeinas, de que el principio no se absolute, puesto que exis­
te ciertas escepciones, bay que destacar como senala Fonrouge que_ 
ha sido excluido por la Ley de Organizacion y Funcionamiento de los 
Tribunales Fiscales Argentines en los recursos de apelacion por de^  
terminacion de impuestos y multas pero no en las demandas por repe 
ticion de impuestos.
En cuanto a las excepciones anteriormente apuntadas, sehala- 
mos como mas importantes las siguientes:
Primera.- No se aplica el principio cuando se trata de evitar 
un perjuicio irreparable.
Segunda.- Cuando asi lo establece expresamente la ley.
Percera- En materia de multas fiscales, entendiendo por taies 
penalidades y no indemnizaciones economicas; pues es Estado no corn 
puta las multas comô recurso ni las calcula como ingresos ordina-- 
rios normales.
Por otro lado la jurisprudencia que si bien en algunos casos 
ha afirmado: "que el cobro de las rentas fiscales no puede ser difi 
cultado por los particulares con excepciones judiciales a no ser - 
que esten ellas especialmente acordadas por la ley", a dulcificado 
el rigor de este principio sobre todo a traves de los fallos de -- 
los tribunales provinciales; asi el fallo de 8 de Noviembre de 1957 
del Tribunal Supremo de Santa Fe, Sala segunda civil y comercial - 
en que indica como la régla no tiene caracter absoluto y no<bbe 
ser aplicada cuando implique una arbitrariedad manifiesta. Por su_ 
parte la sentencia de 11 de Abril de 1956 en el caso Manrollo, es­
tablece que deja de ser aplicada cuando la inconstitucionalidad ha
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sido planteada en el incidente de liquidacion del impuesto suceso- 
rio y no en ocasion de su cobro.
Como se puede observar por la dulcificacion introducida tan­
to por la ley como por la jurisprudencia, asi como su supresion en 
los supuestos de apelacion por determinacion de impuestos y multas, 
el principio solve et repete ha quedado notablemente debilitadoen su 
aplicacion a la realidad argentina.
Ademas en Argentina, se admite la llamada protesta contra el 
pago, es decir la declaracion voluntaria del contribuyete oponien- 
dose al mismo o haciendolo bajo réservas de mantener o invocar un_ 
derecho oponible al pago; esta protesta funciona como requisito si^  
ne quianon para poder luego ejecutar todo derecho respecto al pago. 
La protesta no es preciso hacerla en escritura publica, bastando to 
do acto que asegure su autenticidad que se halla notificado a la - 
autoridad compétente o funcionarios encargados de recibirla y una_ 
vez hecha en el primer pago, no es necesario reiterarla; no tiene_ 
efecto retroactivo; debe hacerse en ella referenda concreta al im 
puesto cuyo pago se protesta; la insuficiencia de la protesta debe 
ser opuesta oportunamente; no procédé imponer costas al que pierde 
el pleito de repeticion por falta solamente de protesta.
6.5.- ESTADOS UNIDOS
La Constitucion de los Estados Unidos, no reconoce grandes - 
limitaciones en cuanto a la posibilidad de interponer recursos.
El articulo 14, seccion 1° dispone: "que todas las pesonas - 
nacidas o naturalizadas en los Estados Unidos, y sometidas a su ju 
risdiccion, son ciudadanos de los Estados Unidos y de los Estados_
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en que residan. Ningun Estado podra dictar ni dar efecto a cualquier 
ley que limite los privilegios e inmunidades de los ciudadanos de_ 
los Estados Unidos, tampoco podra Estado alguno privar a cualquier 
persona de la vida, la libertad o propiedad sin el debido proceso__ 
legal, ni negar a cualquier persona que se encuentre dentro de sus 
limites jurisdiccionales la proteccion de las leyes igual para to- 
dos".
Como se observa el principio solve et repete implicaria una_ 
limitacion sin el debido proceso legal de los derechos fundamenta- 
les de la persona, con lo que incurriria en évidente inconstitucio 
nalidad.
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CAPITULO VII - ENJUICIAMIENTO CRITICO DEL PRINCIPIO.
Memos visto hasta ahora lo que podriamos llamar el aspecto 
estructural del principio. Exposicion anteriormente realizada, -- 
nos ha de servir para que en base a la misma realicemos algunas - 
consideraciones que definan nuestra postura en torno al tema que_ 
examinâmes.
Nuestra primera afirmacion es la de la urgencia inmediata de 
la supresion princpio solve et repetç ya que la subsistencia del - 
mismo generaria tan graves problemas de indole teorico y practico_ 
que no pueden compensar en absoluto, las posibles ventajas de su - 
mantenimiento.
Tras esta aseveracion de princpio, indicaremos las medidas - 
que a nuestro juicio pueden permitir que la Administracion de Jus- 
ticia no se vea invadida por récurrentes roaliciososo o temerarios,_ 
que es el principal argumente que se ha sustentado para la vigencia 
del citado principio. Asi mismo intentaremos arbitiar una formula 
por la que los intereses pecuniarios de la Administracion se vean - 
protegidos sin detrimento de los derechos fondamentales de los con- 
tribuyehtes oreconocidos en la Constituciom.
7.1.- NECESIDAD DE LA SUPRESION DEL PRINCIPIO SOLVE ET REPETE.
El principio solve et repete afecta a dos de los mas importan 
tes principles reconocidos en cualquier ley fundamental. EL PRINCI^ 
PIO DE IGUALDAD ANTE LA LEY, Y EL PRINCIPIO DE CAPACIDAD ECONOMICA, 
No podemos afirmar.que ambos principles esten extinguidos sino que 
presentan notables concomitancias entre si, ya que en realidad no_
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hacen sino responder a un concepto unitario que es el de justicia,
En este mismo sentido, las Notas del Seminario de Sainz de Bujanda 
Tomo I, volumen II, pâginas 187 y 55, analizan ambos principles ba 
jo el epigrafe comun del Principio Constitucional de Justicia Tribu 
taria.
Por todo elle aûn cuando tratamos por separado cada uno de - , 
los mismos no debemos olvidar el esplritu unitario que los preside. 
Este analisis separado, es el que realiza el proyecto de constitu- 
cidn espanola y cuyas deficiencias tecnicas, pondremos tambien de_ 
relieve.
7.1.1.- EL PRINCIPIO PE IGUALDAD.
El principio de igualdad o Isonomia, se debe considerar como_ 
igualdad ante la Ley ë igualdad como base del impuesto y de las 
cargas pûblicas, conceptos que no son équivalentes pero que eviden 
temente tienen vinculacion entre si. El primero mâs amplio en - 
cuanto se aplique al impuesto se refiere al igual tratamiento que_ 
debe asegurar la Ley tributaria. El segundo tiene relacion con el_ 
impuesto en si mismo, es decir como instituto financiero.
El principio de igualdad ante las cargas pûblicas es insepa­
rable de la concepciôn democrâtica del Estado y recibio su primera 
formulacion legal en el derecho pûblico surgido de la Revoluciôn - 
Francesa por oposiciôn al rêgimen de privilégié de la êpoca prece­
dence -asî lo destaca Belin, L’Egalite des Citoyens devant les - - 
Charges Publiques, Editorial Dallez, Paris 1.936, pâginas 1 y siguie 
tes y 45 y siguientes-; luego adquiriô difusion universal y se - - 
orientô hacia el concepto de justicia en la tributacion. En reali-
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dad, habîa sido enunciado anteriormente en 1.767, por Adam Smith 
en su Wealth of Nations, libro V, capitule II, al decir: "Que los 
subditos debian contribuir al sostenimiento del Estado en propor- 
ci6n a sus respectivas capacidades, y que calificaba de la siguien 
te manera: En la observancia u omision de esta mâxima, consiste lo 
que se llama igualdad o desigualdad de la imposiciôn".
Es curioso, que mas tarde desaparecerîa de las Constitucio-- 
nés Francesas la alusiôn al principio, permitiendo afirmar que es­
te solo correspondra a la igualdad ante la Ley y no igualdad ante_ 
el impuesto, transformândose el concepto juridico inicial en una - 
nocidn econômica de igualdad objetiva de los ciudadanos en la equi^  
dad fiscal y evolucionando desde aqui hacia una nueva nociôn juri­
dica de solidaridad ante el impuesto -asi Largue en su articulo La 
Solidarité devant L'Impôt, Revista La Jurisprudencia Francesa, - - 
1.958, pâginas 66 y siguientes-.
El principio de igualdad, no debe referirse a la igualdad nu 
mérica o absoluta, lo que darâ lugar a mayores injusticias, sino a 
la necesidad de asegurar el mismo tratamiento a quienes se encuen- 
tren en situaciones anâlogas, de modo que no constituye una regla_ 
férrea porque permite la formaciôn de ditingos o categorias siempre 
que estas sean razonables con exclusion de toda discriminaciôn ar- 
bitraria, injusta o inutil contra determinadas personas o catego-- 
rias de personas. Entendemos de la misma forma como lo hace el ar­
ticulo 13 de la Constitucion Espanola, que no séria licite con - - 
arreglo al principio establecer diferencias tributarias esenciales 
por razon de raza, sexo, religion, ideas politicas o circunstan- - 
cias sociales.
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La igualdad, pues no ha de ser absoluta ya que este implica 
ria la mayor de las injusticias, sino que esta ha de ser conside- 
rada en termines relatives, es decir evitando graves y palmarias_ 
discriminaciones entre distintos sujetos; para lograr este necesa 
riamente tendremos que acudir a la admisiôn de la figura por las_ 
exenciones siempre y cuando estas aparezcan justificadas, es de-- 
cir fundamentadas en un ideal de justicia que como dice Sainz de_ 
Bujanda en Notas, pâginas 192, solo puede ser un concepto unita-- 
rio, "jamas la injusticia, -destaca el ilustre Profesor de Madrid- 
puede servir a la justicia"; es decir, que todo debe estar ordena- 
do a la consecuciôn de este objetivo supremo.
Como dërivaciôn del principio de igualdad, es necesario que 
los tributos se apliquen con generalidad, -es decir, sin privile­
gios-, abarcando integramente las categorias de personas o bienes 
previstas en la Ley y no a una parte de ellas, de tal forma que - 
no es admisible que una parte de la poblacidn se vea gravada en - 
bénéficié de la otra.
Este principio de igualdad, como decîan anteriormente, no - 
significa que no se puedan reconocer ciertas exenciones -asî Sal­
vatore La Rose-, en su obra Eguaglianza Tributaria ed Esenzioni - 
Fiscali, Milan 1.968, y Sainz de Bujanda -en su Teoria Juridica - 
de la Exencion Tributaria, publicada en Hacienda y Derecho, n- 3, 
pâgina 385- Lotie Paladin; Il principio costituzionale d*eguaglian 
za, Milano Fiufre 1.965 admiten una triple clasificaciôn de las - 
mismas las subjetivas, las objetivas y las exenciones mixtas. Como 
su propio nombre indica, las primeras se configuran fundamentalmen 
te teniendo en cuenta la persona, las segundas en funciôn del obj£ 
to o mejor dicho de las caracteristicas objetiva -aqunque como es__ 
évidente solo el sujeto puede quedar exento, y las mixtas que par-
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ticipen de las caracteristicas de ambas. Entendemos no obstante - 
que esta tercera categorîa podia perfectamente haberse suprimido_ 
ya que la exencion participa preponderadamente de loc caracteres_ 
subjetivos o de los objetivos, por lo cual solo en supuestos muy_ 
excepcionales podemos reconocer la existencia de las exenciones - 
mixtas.
De cualquier forma, el tema de la exencion es uno de los mâs 
vidriosos y dificiles de matizar en el terrene juridico tributario 
puesto que lo subyace en el fondo de la exenciôn no es sino la pro 
yeccion de unas fuerzas politicas que detentan el poder en cada -- 
memento historico, y al socaire de la defensa o de unos pretendi-- 
dos intereses de justicia lo que hacen es inclinarse decididamente 
por una ideologia que puede estar en clara contradiccion con el -- 
principio de justicia que debe inspirarles.
En base a todo elle entendemos que el concepto de igualdad,_
es muy dificil de llevar a la prâctica, de una matizacion teôrica ex 
traordinariamente complicada, y por todo ello de dificil operativi 
dad.
En lo que concierne al principio que estudiamos, résulta evi^  
dente que al amparo de la figura de la exenciôn podria entenderse_ 
que se respeta la igualdad ante la Ley al reconocerse como ya vimos 
en su momento el bénéficié de pobreza, que no supone sino una exen
ciôn para los carentes de medios econômicos. Este ha sido tal vez_
el argumente que se ha sustentado por algunos para decir que todos 
son iguales ante el proceso, con la excepciôn hecha de los declar^ 
dos pobres.
Mâs este argumente, no por sugestivo deja de ser notoriamente
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falaz ; efectivamente, aparté de que en algunos paises el benefi-- 
cio de pobreza no se reconoce, hemos de destacar que incluse en - 
aquellas legislaciones donde se admite -como la espanola- se hace 
en un sentido absolutamente restritivo sometiendose a una plural^ 
dad de requisites tasados lo que la hacen inviable para la mayo-- 
rîa de los contribuyentes. Pero es que ademâs, entre los propios_ 
contribuyentes, existen notorias diferencias economicas -sin nece 
sidad de incidir en los supuestos de pobreza-, y la aplicacion del 
principio puede generar y aumentar taies diferencias. Ademâs de - 
ello las consecuencias pecuniarias que la aplicacion de llo puede 
producir, son muy graves, basta solo imaginar la dificultad de 
disponer -incluse por la via del aval- de las cantidades necesa-- 
rias para dar efectividad a dicho principio. En muchos casos con­
tribuyentes respetables, honestos y conscientes de sus obligacio- 
nes no pueden ejercitar los derechos correlatives a las mismas 
-entre elles el esencial de acceso a la justicia-, por la imposi- 
bilidad de disponer de las citadas cantidades.
Entendemos por tanto, que si no se quiere que el articule 13 
del Proyecto de Constitucion Espanola, -ya citado a proposito del , 
anâlisis que hicimos de dicha Ley Fundamental-, quede convertido_ 
en una mera declaracion formularia y vacia de contenido, es preci 
so que se establezca una Ley en la que se suprima con carâcter de 
urgencia el principio solve et repete.
7.1.2.- EL PRINCIPIO DE CAPACIDAD CQNTRIBUTIVA.
Tambien este principio, se ve notablemente afectado por la_ 
citada régla. No obstante, la conceptuaciôn del mismo depende de_ 
caractères tan peculiares y de elementos tan dificiles de concre- 
tar en algunos casos que la virtualidad del mismo queda tambien -
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en entredicho.
Este principio ha sido objeto de un anâlisis detenido por la 
doctrina y por el derecho constitucional comparado, Como autores - 
mâs representativos que se han ocupado del estudio del principio,_ 
destacaremos en primer lugar a Ciardina, en su obra titulada Le Ba 
si Teoriche del Principio délia Capacita Contributiva, Milan 1.961 
Sainz de Bujanda, en su obra Reflexiones sobre un sistema de Dere­
cho Tributario Espanol, publicado en Hacienda y Derecho n- 3 Ma- - 
drid, Instituto de Estudios Politicos, pâgina 181; y en La Cran Pa 
radoja de la Ley Ceneral Tributaria, publicada en la Revista de D£ 
recho Financière y Hacienda Pûblica, n- 54; Cortes Dominguez, en - 
su articule El Principio de Capacidad Contributiva en el Marco cie_ 
la Têcnica Juridica, publicado en la Revista de Derecho Financiero 
y Hacienda Pûblica, n- 60 y su articulo Las Estimaciones Objetivas 
Pérez de Ayala en su articulo La Estructura Econémico Financiera - 
Interna en Nuestro Sistema Tributario, publicado en el Revista de_ 
Derecho Financiero y Hacienda Pûblica, n^  65 y 66, entre otros.
Este principio que como digo ha sido objeto de un anâlisis - 
detenido por parte de la doctrina, carece a mi juicio de una opérât 
vidad real, al menos si estâ formulado en los têrminos en que se - 
recoge en algunas constituciones como el Proyecto de Constituci6n_ 
Espanola. Antes de detenernos en la exegesis del articule 26 en -- 
que se recoge, realizaremos algunas consideraciones teôricas sobre 
dicho principio.
Segûn la formulaciôn tradicional o clâsica, se trata de un - 
deber referido a ingresos pûblicos obtenidos a traves de têcnicas_ 
particulares y manifestadas en obligaciones légales a cargo de los
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destinatarios de dichos ingresos pûblicos. Segûn esta concepciôn, 
el deber se refiere a los tributos exclusivamente como contribucio 
nés obligatorias, quedando asî excluidos una serie de ingresos pû 
blicos como por ejemplo los precios. Dentro de esta formulaciôn tra 
dicional o clâsica, cabe aun una interpretaciôn mas restritiva limi^  
tando el deber exclusivamente al impuesto con el que se financia - 
el gasto del ente pûblico. Esta es la posiciôn de Serliri en sus - 
Principi, pâgina 385. Se hacen asî viables la contribuciôn general 
con la cuota individualizada para el sostenimiento del gasto resi­
dual, pudiendose asî distinguir una obligaciôn impositiva de las - 
restantes obligaciones tributarias.
Para Musgrave, en su obra Teoria de las Finanzas Pûblicas -- 
Editorial Aguilar, pâginas 94 y siguientes, el gasto se puede fi-- 
nanciar a traves de cualquier tipo de ingresos pûblicos, segûn el_ 
principio del reparte del gasto constitucionalmente establecido. - 
Esta teoria del autor anglo-sajon, estimâmes no es muy congruente_ 
con el principio de capacidad contributiva tal como aparece formu­
lado al menos en las legislaciones latinas.
Para Mafezzoni, Il Principio di Capacita Contributiva nel D^ 
ritto finanziaio -Tirîn 1.970, pâgina 51-, los gastos pûblicos se_ 
satisfacen con todos los ingresos pûblicos, aunque como el mismo - 
reconoce no se acepta ni doctrinal ni jurisprudencialmente hablan- 
do. El autor italiano, somete a revisiôn la teoria clâsica indican 
do que obedece a una inadecuada concepciôn del principio de capaci 
dad econômica. Esta capacidad viene deteiminada por el use del ser 
vicie pûblico, es decir el principio distributive que es el que r i  
ge en materia de los citados servicios.
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Por nuestra parte entendemos que si bien no se matiza en la_ 
mayoria de los textos constitucionales ni en las Leyes ordinarias_ 
a que tipo de ingresos se refiere la norma, creemos que la concep­
ciôn tradicional que limita la capacidad contributiva exclusivamen 
te a los tributos es la mâs adecuada ya que existen ciertos ingre­
sos pûblicos -como pueden ser los que cita Mafezzoni- donde la ca­
pacidad econômica no solo no se demuestra sino que queda posterga- 
da y en muchos casos autenticamente olvidada. Imaginemos el supue^ 
to de los precios satisfechos por el difrute de ciertos transpor-- 
tes; en estos casos la capacidad econômica se olvida al satisfacer 
se normalmente con carâcter unitario.
Contribuir, es tutelar necesidad a financieras del ente pv-- 
blico; privarse de un derecho al que el sujeto tiene "pleno dere-- 
cho". Deber pecunario por hecho licito que implica soportar la car 
ga destinada a la cobertura del gasto pûblico; de ahi el notable - 
paralelismo existente entre el deber tributario y el control del - 
gasto pûblico.
Las normas constitucionales, se refieren solamente a una for 
ma de sostenimiento: Contribuciôn que podriamos llamar tribute.
La articulaciôn tecnico juridica de dicha contribuciôn o tribu 
to, se desarrolla por ley ordinaria, exigiendose una estructura con 
tributiva de los presupuestos de hecho tributaries, los cuales de-- 
ben reflejar la capacidad de los sujetos pasivos para contribuciôn_ 
es decir deben recoger la fuente de la que puede detraerse el tribu 
to.
El principio de capacidad contributiva es por tanto equivalen 
te a capacidad econômica a efectos del tribute; la capacidad econômi^
" 28 5 ~
ca por su parte significa un criterio de reparto con arreglo a un_ 
ideal de justicia tributaria.
Ahora bien: iCual y cuanto es la riqueza imponible?. La res-
puesta no se détermina en las Leyes Fondamentales, sino que ha de_
fijarse -aunque dificilmente esto se realiza- en las leyes ordina- 
rias. Debe distinguirse pues lo que Giardina donominaba "capacidad 
contributiva absoluta y capacidad contributiva relativa". La prime^ 
ra, es la actitud abstracta para concurrir a las cargas pûblicas 
esta capacidad absoluta, puede ser perfectamente configurada en 
las Leyes fondamentales. La relativa, significa la concepciôn o e£ 
pecificaciôn de la oabsoluta, es decir consiste en la especial id£ 
neidad de un cierto sujeto pasivo para concurrir a dichas cargas 
esta capacidad relativa recibe el nombre de proporcionalidad -No-- 
tas de Sainz de Bujanda, tomo I, volumen II, pâgina -. Este -- 
priririnjo de proporcionalidad, se ha de fijar en base a unes indi­
ces o manifestaciones concretas, como pueden ser la renta, el pa-- 
trimonio, los bienes, etc. De cualquier forma somos muy escepticos 
porque la realidad espanola asî nos lo demuestra palmariamente, de 
que algûn dîa llegue a consagrarse con claridad y eficacia.
Mâs analicemos a la luz de la Ley General Tributaria de 28 -
de Diciembre de 1.963, si el principio de capacidad econômica o --
contributiva se consagra a nivel tributario:
La propia exposiciôn de motives de la Ley, y el articule pri^  
mere de la misma, senalan como objetivos bâsicos, el establecimien 
to de los principles bâsicos y normas fondamentales que constitu-- 
yen el rêgimen jurîdico del sistema tributario espanol. En esta d£ 
claraciôn de principles se encierra una importante consecuencia, la 
necesidad de que el principio de capacidad econômica se recoja y -
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desarrolle a nivel positivo la Ley ordinaria; veamos como esto no 
se ha cumplido: El articulo tercero de la misma Ley, establece 
que la ordenacidn de los tributos, ha de basarse en los principles 
de capacidad, de generalidad y equitativa distribucion de las car­
gas fiscales. De esta formulacion, résulta indubitado que el princi^ 
pio de capacidad econômica puede entenderse recogido al amparo de_ 
la expresiôn "equitativa distribuciôn", puesto que como vimos an-- 
tes capacidad econômica significaba reparto juste de la carga. Mas e 
esta declaraciôn que se contiene en el Titulo Preliminar de la Ley, 
es objeto de matizaciones en cierto modo incorrectes en otros pré­
ceptes de la misma: En efecto el articulo 26, al referirse a los - 
tributos, los clasifica en impuestos, tasas y contribuciones espe- 
ciales, sin ofrecernos un concepto de tribute aunque este pueda de^  
ducirse de la clasificaciôn de los mismos. Pues bien, al referirse 
a las contribuciones especiales y a las tasas, no hacen menciôn a]^  
guna al principio de capacidad econômica -defecto gravisimo desde_ 
el punto de vista teôrico y de incalculables consecuencias desde - 
una perspectiva prâctica-, sino que solo lo hace cuando alude al - 
impuesto de los siguientes têrminos: "Son impuestos los tributos - 
exigidos sin contraprestaciôn cuyo hecho imponible estâ constitui- 
do por hechos, actos o negocios que ponen de manifiesto la capaci­
dad econômica del sûjeto pasivo por la posesiôn de un patrimonio,_ 
la circulaciôn de unos bienes y la adquisiciôn o gastos de una ren 
ta". Como se puede claramente observar, el principio de capacidad_ 
econômica -recogido en el todavîa vigente articulo 9 del Fuero de_ 
los Espanoles; "los espanoles contribuirân al sostenimiento de las 
cargas pûblicas segûn su capacidad econômica" -parece que se limi­
ta exclusivamente el caso del impuesto, cuando esto no es lo lôgi- 
co teôrica y practicamente. Por otro lado las manifestaciones que_ 
recoge el citado articulo 26 como de capacidad econômica, son evi-
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dentemente las mâs frecuentes pero no por ello las ûnicas; entend^ 
mos por tanto que incluse su matizacion positiva adolece de insuf 
ciencias notables.
Pero pasamos a considerar la cuestiôn mâs importante que es_ 
la de determinar si la capacidad econômica debe tambien operar en_ 
los restantes tributos y por tanto considerarse estos como otras - , 
tantas manifestaciones del deber de contribuir.
Las tasas son tributos, cuyo hecho imponible estâ constitui- 
do por la utilizaciôn del dominio pûblico, la prestaciôn de un ser 
vicio pûblico a la realizaciôn de una actividad que se refiere - - 
afecte o bénéficié de modo particular al sujeto pasivo. De esta d£ 
finiciôn, no podemos deducir que se tenga en cuenta la capacidad - 
econômica, y por ello se ha llegado a afirmar por Vicente-Arche en 
su ciclo de conferencias sobre el citado principio que el Institu­
to de Estudios Fiscales impartiô en el Cnrso 1.975-76, que es dudo 
so que la imposiciôn de tasas pueda basarse en el deber constitucio 
nal de contribuir; parece mâs bien que se fundamentan en las nor-- 
mas que facultan para imponer legalmente prestaciones patrimonia-- 
les.
Por su parte, Garcia Enterria, Revista de la Administraciôn_ 
Pûblica, n- 12, 1.963, pâgina 136 y siguientes, senala que solo en 
sentido amplio expresan contribuciôn las tasas de servicio pûblico. 
Se ha llegado a destacar incluso que no existe en la tasa concurso " 
a los gastos pûblicos, porque la prestaciôn es receptiva, asi Ga-- 
ffuri.
Mâs entendemos que la anarquia existente durante muchos ahos 
en materia de tasas -las parafiscales, establecidad durante mucho_
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tiempo al margen de principio de legalidad y fuera de los Presupue^ 
tos del Estado-, no significa que en las mismas no haya de tenerse_ 
en cuenta el principio de capacidad econômica. En este sentido la - 
Ley de Bases de Rêgimen Local de 19 de Noviembre de 1.976 -Bases 19 
a 21-, establece ciertas exanciones en el âmbito municipal y provin 
cial para ciertos sujetos que carecen de capacidad econômica. Si e£ 
to se hace en una normativa donde las tasas alcanzan su mayor signi^  
ficaciôn cuantitativa y cualitativa, résulta évidente que hemos de_ 
estimar aplicable el principio de capacidad contributiva tambiên en 
materia de tasas.
Otro tanto podemos decir de la contribuciôn especial configu­
rada como tributo cuyo hecho imponible estâ constituido por el bene^  
ficio o aumento de valor de un bien como consecuencia de la realiza 
ciôn de obras pûblicas y del establecimiento o ampliaciôn de un ser 
vicio pûblico.
Aunque se haya afirmado que la contribuciôn especial no es 
una manifestaciôn del deber contributive y de ahi su denominaciôn - 
especial por referirse a un circule muy reducido de sujetos para la 
cobertura de un gasto resicual, no es menos cierto que en la ante-- 
riormente citada Ley de Bases de 1.975, y en el Real Décrété de 30_ 
de Diciembre de 1.976 que la desarrolla,se reconocen exenciones, ba 
sadas en la capacidad econômica.
Como consecuencia de todo lo anteriormente apuntado, hemos de 
llegar a la conclusiôn de que el principio de capacidad economica,_ 
ha de ser aplicado a todo tipo de tributo, y no solamente al impue^ 
to.
No obstante este principio, tal y como aparece erroneamente -
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formulado en ]a Ley General Tributaria, ha sido posteriormente des- 
virtuado por otros preceptos de la misma ley -articules 47 y si- - 
guientes, que determinan el rêgimen de la base imponible-, en lo - 
que Sainz de Bujanda con razên califica "como la gran paradoja de_ 
la Ley General Tributaria". En efecto, mientras que por un lado es 
formula el principio de capacidad econômica, de otro se olvida el_ 
mismo cuando la base imponible se fija a travês del rêgimen de de- 
terminaciôn objetivo, es decir a travês de signes, indices o môdu= 
los previstos en la Ley de cada tributo. Este sistema de évalua- - 
ciôn globales y convenios, vigentes durante muchos anos -en la ac- 
tualidad se observa una tendencia a su eliminaciôn-, con un carac­
ter primordial y criticado por el ilustre Profesor de Madrid en su 
discurso de entrada en la Real Academia de Jurisprudencia y Legis- 
laciôn, titulado la Deferminaciôn de las Bases Imponibles, ha con£ 
tituido un gravisimo atentado contra el citado principio de capaci^ 
dad economica. No puede por tanto extranarnos, las deficiencias, - 
lagunas e incorrecciones de todo tipo que se presentan en la Legis 
laciôn Espanola.
Este principio, ha de suponer un limite importante, census-- 
tencial de la existencia y ejercicio del poder financiero de cual­
quier ente pûblico y que abarque a todos los gastos publicos. El - 
deber contributive, ha de referirse a todos los ciudadanos, y por 
tanto tambiên a los extranjeros aunque con respecto a estos pueden 
existir algunas matizaciones peculiares, y en nuestro derecho la - 
formulaciôn del articule 9 del Fuero de los Espanoles podria condu 
cir al absurde de excluir a los extranjeros.
El principio de capacidad econômica, debe afectar a todas -- 
las haciendas, es decir tanto a la Hacienda Estatal, como a la Muni 
cipal. Provincial e Intitucional.
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La determinacion de la capacidad econômica, ha de ser efec-- 
tuada por la Ley y unicamente a travês de ella. En tal sentido, ha 
remos un anâlisis de mo se reconoce este principio a nivel del Pro^  
yecto Constitucional Espanol. Senalaremos como antecedente del mi£ 
mo el articule 53 de la Constituciôn Italiana que establece lo si­
guiente: "Todos los ciudadanos estân obligados a contribuir a los_ 
gastos pûblicos en razôn a su capacidad contributiva; el sistema tri_ 
butario estâ informado por caractères de progresividad".
Este preeepto de la Ley Italiana en la que se inspira en  ^ - 
parte el Proyecto de Constituciôn y las Leyes de Reforma Fiscal E^ 
panoles -recuerdese el pago anticipado por trimestres en el Impue^ 
to sobre la Renta de las Personas Fisicas-, ha sido criticado fuer 
temente por Berliri en su Corso Instituzionale di Diritto Tributa­
rio, pâgina 114: Se trata segûn el de una disposiciôn cuya funciôn 
no es la de garantizar la libertad de los ciudadanos, sino por el_ 
contratio limitarla afirmando su deber y coirespondientes derechos 
del Estado. A pesar de ello, continûa diciendo, termina por ser -- 
una norma de garantîa, en cuanto que indirectamente limita el de-- 
recho de supremacia tributaria del Estado, ya que si el ciudadano_ 
solo tiene obligaciôn de contribuir a las cargas pûblicas en razôn 
a su capacidad econômica, es obvio que el Estado no puede constre- 
nirle a pagar mâs de lo limitado. Ademâs si el interesado debe con 
tribuir con los demâs sujetos en funciôn de su capacidad econômica, 
résulta évidente que para establecer la parte de tal concurso se - 
ha de tener en cuenta principal sino exclusivamente a la capacidad 
econômica, y por ello el Estado no puede establecer impuestos me-- 
diante un distinto perîmetro.
La jurisprudencia ha configurado el preeepto constitucional_ 
italiano con un caracter preceptive y no neramente programâtico - -
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-es de esperar que nuestro Tribunal Supremo siga esta misma lînea-. 
Esta declaraciôn jurisprudencial, plantea un doble orden de probl£ 
mas. Prescindiendo del relative a la identificaciôn de los sujetos 
obligados a contribuir, hemos de centrâmes en la determinaciôn 
del concepto de capacidad contributiva.
Segûn una opiniôn extendida entre los economistas, tal expre^  
siôn séria tan vaga e imprecisa que convertirîa al articule 53 ci­
tado en algo totalmente inopérante a un recipiente vacio que se 
puede llenar como se quiera.
Aun reconociendo la extremada indeterminaciôn de la expre- - 
siôn constitucional, tal conclusiôn nos parece ciertamente excesi- 
va. Es obvio que la norma examinada, tiene por lo menos un contend^ 
do negative bien neto y preciso: El deber de concurrir a las car-- 
gas pûblicas, es decir de pagar los impuestos en funciôn de la ca­
pacidad econômica; de ahi la irrelevancia de todas las circunstan- 
cias que no inciden sobre la capacidad contributiva. De ello se ex 
traen las siguientes conclusiones -por Gaetano Liccardo, en Intro- 
duzione allé Studio del Diritto Tributario, parte primera, Napoli, 
1.962, pâginas 251 y siguientes-; El citado preeepto détermina el_ 
modo de concurrir las cargas pûblicas, es decir el deber polîtico_ 
social del concurso coactivo a las citadas cargas. El derecho a la 
imposiciôn es un poder deber. El principio de capacidad econômico, 
équivale segûn el, a un principio que goza de autêntico sentido ju 
rîdico, simbolizador de la justicia tributaria de lo que deduce las 
siguientes aseveraciones: Primera, Igualdad impositiva, segunda, - 
igual distribuciôn de las cargas tributarias, tercera, admisibili­
dad de la tasaciôn deferenciada; cuarto, admisibilidad de conce- - 
siôn de exenciones previa la subsistencia de particulares presu- -
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puestos, quinto, el caracter atico de la imposiciôn y la no suje- 
ciôn en las hipotesis de inexistencia de un minime de subsisten-- 
cia - minime vital-, A estas conclusiones, anade Berliri -obra ci^  
tada-, que la progresividad del sistema impositivo ni puede 11e-- 
gar a privar al contribuyente al menos de una suma suficiente para 
su mantenimiento.
En la misma llnea de atribuir al principio caracter juridico 
se encuentran las Notas de Sainz de Bujanda, tomo I, columen II, - 
para las cuales a lo mâs que puede llegarse es a afirmar el carac­
ter paralegal del principio pero nunca llegando a considerarlo co­
mo meta juridico. La capacidad econômica es el instituto bâsico -- 
del derecho tributario, cualidad juridica de sometimiento a los d£ 
beres tributarios que influye directamente sobre la personalidad,_ 
entendida esta como condiciôn del sujeto de derecho-Cicu, en el -- 
Concepto de Status in Studi in Bnore di Vincenzo li Mongelli, Napo^  
les, 1.917, pâginas 61 y siguientes. Esta capacidad, résulta justif 
ficada por un vinculum juris-pertenencia personal o pertenencia -- 
econômica-.
Como podemos observar de los anteriormente expuestos, son -- 
multiples las opiniones vertidas en torno al principio de capaci-- 
dad econômica. Nuestra posiciôn personal se aseineja bastante a la_ 
mantenida por el Seminario de Derecho Financiero de la Universidad 
de Madrid, en el sentido de reconocer caracter juridico al princi­
pio, puesto que esta recogido en todas las leyes Fundamentales del 
mundo occidental, y en multiples leyes ordinarias. Ahora bien esto 
no empece que considérâmes como el citado principio aparece tan va 
gamente desarrollado no solo en nuestro pais sino como hemos visto 
en otros tan sehalada tradiciôn juridica como Italia que afirmemos 
la casi total inoperatividad e ineficiencia del principio. Para --
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contribuir a darle mayor relieve, se exigirîa una declaraciôn con^ 
titucional mucho mas coherente que la que realiza nuestro articulo 
29 del Proyecto Constitucional: "Todos estân obligados a levantar_ 
las cargas pûblicas que se distribuirân de acuerdo con el princi-- 
pio de capacidad contributiva. El sistema tributario se inspira en 
criterios de justicia, equidad y progresividad, y en ningûn caso ~ 
tendrâ alcance confiscatorio".
Esta formulaciôn constitucional, ha venido a suplir la défi­
ciente redacciôn que el articulo 26 del Proyecto de Constituciôn - 
antes de ser examinado por el Congreso decia: "Los tributos se exi^  
girân en atenciôn a la renta, el patrimonio o la actividad". Red^c 
ciôn imperfecta ya por defecto, ya por exceso, puesto que si los - 
redactores de la Constituciôn habîan pretendido que la renta, el - 
patrimonio y la actividad son reflejo de la actitud a contribuir - 
solamente la renta lo es en puridad, y el patrimonio y la activi-- 
dad en cuanto fuentes posibles de renta pueden considerarse signes 
o indicios de la existencia de la capacidad de tributar. La redac­
ciôn del preeepto de la Constituciôn, tambiên pecaba por defecto - 
porque a su antigua redacciôn debian de incorporarse como materia_ 
imponible los bienes y servicios, los elementos patrimoniales y -- 
las actividades productivas.
Afortunadamente la expresiôn que recoge el articule 29, resul^  
ta ser mucho mâs satisfactoria de la del anterior articulo 26, y - 
esto es asi, porque no contiene matizaciones que pudiesen constrenir 
y reducir el principio sono que se refiere genericamente con una - 
correcciôn implecable principio de capacidad contributiva. Con ab­
soluta congruencia abandona el dêsarrollo de ese principio a las - 
leyes ordinarias, y unicamente apunta los principles que.han de --
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inspirar el sistema tributario en bloque: Es aqui donde podemos - 
formular leves reparos a su terminologia, puesto que se refiere - 
en plurar a criterios de justicia, equidad y progresividad, cuan­
do en realidad, la equidad y la progresividad, no son sino mani-- 
festaciones especificas del criterio de justicia. Por todo ello - 
la referenda a la prohibiciôn de la confiscaciôn résulta inutil_ 
cuando no perturbadora. La justicia résulta algo incompatible con 
la requisa absoluta, salvo en situaciones excepcionales -guerra,_ 
epidemia, inundaciôn-, en donde el propio valor justicia, podrîa_ 
imponer dicha confiscaciôn.
En lo concerniente al principio solve et repete, résulta -- 
absolutamente claro que su admisiôn choca frontalmente con el prin 
cipio de capacidad econômica y en concrete con el principio de ju^ 
ticia que debe inspirar el sistema tributario. No es juste que el_ 
cent A ibuycjiLe quede Indefenso por la imposibilidad de satisfacer - 
en un cierto momento el tributo. Es évidente que al existir capac^ 
dad econômica se debe tributar, pero no es menos cierto que el tri^  
buto implica un poder -deber como antes sehalabamos, y en este sen 
tido el contribuyente, no debe estar privado por una elemental ra­
zôn de justicia de la posibilidad de interponer los recursos que - 
estime pertinentes siempre que no lo haga con notoria temeridad o_ 
mala fe. Desconocer esto significarîa olvidar como el pago de tri­
butos, segûn la capacidad, econômica, incide de forma diferente segûr 
la categorîa social y econômica de los contribuyentes para alguno_ 
de los cuales resultaria perfectamente posible el pago y por ende_^ 
el recurso y para otros absolutamente inviable, de todo ello dedu- 
cimos la necesidad de un propunciamiento expreso en orden a la su- 
presiôn del citado principio, pues en otro caso, una vez entrada en 
vigor la Constituciôn, se podria solicitar y obtener la anulaciôn_ 
de la Ley de Jurisdicciôn de 1.956, y de la Ley de Reforma de la -
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misma de 1.973, por conculcar lo dispuesto en una norma superior_ 
como es la Constituciôn.
Mas imaginamos que se produce la derogaciôn del principio - 
solve et repete. iComo podriamos entonces conciliât los intereses 
de la Administraciôn de Justicia y Tributaria, con los derechos - 
fundamentales de los administrados?.
Aqui reside tal vez la cuestiôn mâs decisiva que hemos de re 
solver.
La Argumentaciôn fundamental en favor del citado principio,_ 
reside en que mediante el mismo se evitan litigios imprudentes o - 
dolosos al mismo tiempo que se obtienen los recursos necesarios -- 
con los que hacer frente a la necesidad y servicios pûblicos; pero 
como nemos dicho anteriormente, esto entra en contradiciôn con - - 
otros derechos fundamentales, reconocidos en la Constituciôn y que 
de ningûn modo conviene postergar. l A  traves de que mécanismes ju- 
ridicos podriamos conciliât ambos aspectos?.
7 .2 . - FORMULA CONCILIADORA DE LOS INTERESES EN JUEGO.
Entendemos que son perfectamente compatibles los intereses - 
de los contribuyentes con los de la Administraciôn. El derecho corn 
parado nos ofrece un claro ejemplo de llo. Si esto es asi, iporque 
no intentât transplantar esos sistemas forâneos a nuestro pais?.
Lo que résulta indudable, es que no puede impedirse el libre 
acceso de los ciudadanos a los tribunales de justicia; en otro ca­
so conculcariamos principios fundamentales de la Constituciôn. Aho
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ra bien, si este libre acceso se traduce en una serie indefinida_ 
de litigios que aumentarian considerablemente el ya de por si re- 
cargado sistema judicial espanol, bay que arbitrar un procedimien 
to que dificulte cuando no évité los recursos imprudentes o terne- * 
rarios.
La fôrmula consistirîa, no solamente en la posible imposi- - 
ciôn de las costas al récurrente temerario o de mala fe, sino tam- 
bien a la posibilidad de configurar como una autêntica in£racci6n_ 
dolosa o culposa la actuaciôn del contribuyente en que palmariamen 
te se demostrase dicha intenciôn. Résulta claro la enorme dificul- 
tad de demostrar la existencia de tal ânino y esto es algo con lo_ 
que evidentemente hemos de contar; pero por ello no debemos margi- 
nar la significaciôn que una fôrmula • semejante podfia tener en or- 
den a las relaciones Administraciôn-contribuyente: Existirîa en e^ 
t05 una mayor confiance hacia aquella, que dcjarîa de ser titular_ 
de unos derechos exorbitantes; mâs que în^oner, importa al edicar, 
y en esta tarea deben poner todos sus afames los organos tanto de_ 
la administraciôn de justicia como de la propia administxaciôn tr^ 
butaria. Esto lo pone de relieve con gran claridad el Profesor - - 
Sainz de Bujanda en su articule titulado la Teorîa Jurldica de la_ 
Educaciôn Tributaria, pâgina 26 y 26.
Considérâmes que antes que establecer tantas limitaciones a_ 
la hora de recurrir, que coarten notablememte la libertad de los _ 
contribuyentes y efectan decisîvamente a su capacidad contributiva 
es preferable inspirar su conducta conforme a un ideal de justicia 
tributaria, Ahora bien, no se nos oculta, que tal proceso intelec- 
tual hubiese exigido ineluctablemente una formaciôn tributaria, una 
educacion fiscal solidaria con las exigencîas de la comunidad en - 
estrecha conexion con los intégrantes del Cuerpo Tributario. De ahi 
que estimemos imprescindible la concienciaciôn en los deberes fis­
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cales como tarea urgente que debe abordar la Administraciôn Finan 
ciera y la Tributaria en concrete. Esta concienciaciôn implica 
una labor educativa, labor que se ejercita sobre el hombre que es 
ciertamente una realidad pero de tal naturaleza que lleva en su - 
propia entrana la posibilidad y el anhelo de su desarrollo y per- 
feccionamiento, En toda labor educativa es inexcusable la existen 
cia de un ideal, de una meta, de un tipo de perfeccionamiento hu­
mane hacia cuya consecuciôn tiende el proceso educative; la educa- 
ciôn ha de servirse de unos mëtodos o instrumentes que hagan posi^  
ble la aproximaciôn de la realidad humana tal como se ofrece antes 
de que el educador actue sobre ella al tipo ideal de hombre que - 
quel desearîa ver encarnado en el educando. Tal ideal como estado 
de tensiôn entre el ser y el deber ser del hombre es algo por esen 
cia permanente. No obstante el ideal como un vago y estricti anhe^  
lo de perfeccionamiento, no es concepto esencialmente ûtil; en 
nuestro sentir, es precise que tal ideal se concrete, se singula- 
rice y se individualice, pero los idéales cambian segûn las ^po-- 
cas y lùgares. Como sehala Zulueta en su obra Del Ideal en la Edu- 
caciôn y en la Polîtica, en la Revista Genesis de las Artes, Ma-- 
drid, 1.911, Tomo III, pâgina 2, ”E1 sentîdo y el valor de la vi­
da humana consiste en sacar de la realidad el ideal que en meta - 
se halla latente".Ahora bien para conocer el tipo de perfecciôn - 
en que se concrets el ideal tributario, no hay mejor camino que - 
formular el répertorie de acciones que en nuestro tiempo se consi^  
dera que integran el comportamiento de un contribuyente educado._ 
Tal répertorie, no puede agotarse en aquellas formulas que ofi- - 
cialmente se le exigen, sino que ha de extenderse a todas cuantas 
deriven del tipo de cultura vigente en nuestro tiempo y mâs con-- 
cretamente de los principles générales inspiradores del ordena- - 
miento jurîdico. Es decir no basta el cumplimiento por el contri-
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buyente de sus deberes materiales y formales, sino que es precise 
la fiscalizaciôn por el contribuyente de la acciôn estatal en el_ 
ambito tributario, es decir, ha de mostrar su resistencia al com­
portamiento antijuridico de la Administraciôn. No debemos olvidar 
no obstante, las enérgicas prerrogativas de que la Administraciôn 
dispone, para que pueda pedirse siempre al particular la adopciôn 
de una actitud de energico enfrenfamiento con los organos del Fi^ 
ce. Tal vez por la serie de intereses en juego es por lo que la - 
administraciôn fiscal, ha olvidado la urgente tarea educadora del 
contribuyente. Para conseguir el resultado que se persigue, con-- 
viene robustecer la conciencia tributaria de tal forma que las pre£ 
taciones, no se produzcan con la ayuda de enganos o anestêsicos - 
dirigidos a hacerlas imperceptibles o poco dolorosas -como postu- 
lan ciertas corrientes de psicologismo fiscal, sino antes al con­
trario como pagos que sean en su oportunidad y en si sentido plena 
mente enteligibles y libremente aceptados y que por tanto generen 
sacrificios mensurable que el contribuyente realiza con el apoyo_ 
moral de su sentimiento de solidaridad.
Es mediante una polîtica pedagôgica que robustezca la res-- 
ponsabilidad moral del contribuyente, como se pueden conseguir re 
sultados eficaces sin perjuicio de adoptar para los casos patolô- 
gicos insalvables otras disposiciones fuertemente sancionadoras,_ 
que pongan los intereses fiscales a salvo de conductas irremedia- 
blemente antijurîdicas. Esta polpitica pedagôgica ha de instrumen 
tarse por dos vias: la acciôn de la administraciôn tributaria y - 
la de la Universidad.
Respecte a la primera, es precise eliminar ciertas presuncio 
nés que dahan la etica tributaria, entre ellas la del Fisco ursur- 
pador o Estado ladron. Esta actidud hà de ser combatida mediante -
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un sistema de claridad u probidad fiscales, de tal forma que la - 
colectividad ha de saber con certeza y exactitud como se adminis- 
tran los caudales pûblicos y en que el programa de ordenaciôn de_ 
gastos no ampare la creaciôn en el cuerpo social de situaciones - 
de privilégié fihanciadas con el esfuerzo comûn. Otro principle - 
que debe destrirse, es el de la incredulidad sistemâtica por par­
te de los organos estatales respecte de la veracidad de las decla 
raciones tributarias. Este principle se convierte en une de los - 
mâs vigorosos factores de destrucciôn de la educaciôn tributaria y 
de consecuencias funestas para la salvaguarda de los pures intere 
ses materiales de la Hacienda. Junte a la eliminaciôn de ciertas_ 
presunciones se hace precise una polîtica de informaciôn tributa­
ria, que puede llevarse a cabo mediante la prensa y demâs medios_ 
de difusiôn, asî como a través de la elaboraciôn del presupuesto_ 
con el mayor rigor posible y la mâxima publicidad, clarificando - 
câda Uiid de Icts cuciiiLÎab, para sî iiacer viable la polîtica democra 
tica que tanto se postula.
El otro camino por el que puede realizarse la polîtica educa 
tiva, es el los centres de ensenanza, los cuales han de disfrutar 
de un amplio campe de autonomias y libertades culturales que permi^ 
tan la ensenanza de los idéales êticos y de justicia que inspiran 
el derecho financière.
Con esta polîtica educativa se podrîan lograr entre otros - 
los siguientes resultados: Justicia y racionalidad del sistema -- 
tributario: simplificaciôn de la administraciôn financiera y sobre 
todo a los efectos que nos interesa, un nuevo sentido del proceso 
tributario; en el orden procesal, a medida que se eleva el nivel_ 
educative de la colectividad, se eliminan un buen nûmero de proce
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SOS tributaries -dado que el comportamiento del contribuyente y de 
los organos de gestion tributaria no discurriran en la normalidad_ 
de los casos por cauces de antijuricidad-, y por otro lado los pro^  
cesos que subsisten cambian de sentido y aque se orientan preferen 
temente a obtener resoluciones judiciales de tipo estrictamente in 
terpretativo. Para conseguir esta educaciôn tributaria plena, el_ 
contribuyente ha de disponer de Iqs suficientes recursos y no pue­
de estar sometido a tantas cortapisas y limitaciones como las que__ 
nos ofrece nuestra legislaciôn vigente, El ejercicio de los mismos 
no puede general salvo en casos muy excepcionales de notoria mala fe 
o temeridad, sanciones u otro tipo de efectos judiciales que coac- 
cionen el ânimo del contribuyente y puedan disuadirle de utilizar- 
los.
Encuadrada la actuaciôn de los administrados en los supues-- 
tos evidentemente dolosos o culposos, se generarîa la aplicaciôn - 
de las correspondientes sancionea preyistas en el Côdigo Penal so­
bre el dolo 0 la cuïpa, con lo que se retraerîan algunos presuntos 
récurrente.
Por otro lado, entendemos, que los intereses pecuniarios del 
Fisco solo experimentarîan un pequeho quebranto momentaneo, puesto 
que decidida la controversia por los tribunales ordinarios, la Ad­
ministraciôn podrîa hacer efectivos en caso de sentencia favorable 
a la misma los crédites tributaries. Lo que me parece absolutamen- 
te urgente en una teforma de la jurisdicciôn ordinaria, bien sea - 
aumentado el nûmero de organos jurisdiccionales o mediante una me­
jor especificaciôn en cuanto a sus funciones. En otro caso la demo 
ra con que suelen producirse las actuaciones jurisdiccionales, se__ 
traducirîa en una paralizaciôn inevitable de todo el mécanisme re- 
caudatorio. Se hace pues precise que las sentencias se dicten con_ 
absoluta imparcialidad e independehcia y al mismo tiempo con la ma
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yor prontitud. No desconocemos ni olvidejnos las dificultades presu 
puestarias que toda reforma jurisdiccional puede implicar, pero es 
timamos imperiosa la necesidad de resolverlo cuanto antes. Solo de 
esta manera, la administraciôn fiscal no podra oponer el argumente 
de la imposibilidad de hacer efectivos sus crédites.
También podrîa admitirse la•posibilidad de imponer ciertos - 
intereses de demora en favor de la Administraciôn cuando el contri^ 
buyente conocedor de la morosidad de los trâmites judiciales aun-- 
que sin incidir en dolo o en culpa solicitase de elles la resolu-- 
ciôn de la pretension, Esta afirmaciôn la hacemos suponiendo que - 
tal reforma jurisdiccional no se hubiese operado.
Existe ademâs una cuestiôn de fundamental importancia y que_ 
nosotros no podemos dejar de aludir siquiera someramente en cuanto 
constituye lo que denominariamos la vertiente negativa del princi­
ple solve et répété.
7.3.- LA DEVOLUCieN DE INGRESOS INDEBIDOS.
Este tema que ha side objeto de especial estudio por el Prp 
fesor Corral Guerrero en su tesis doctoral todavîa inédita, cons­
tituye lo que nosotros denominaremos la vertiende negativa del 
principio solve et répété. En efecto la Administraciôn percibe los 
tributes ejecutoriamente a través del citado principio. Pero inter^  
puesto un recurso por el contribuyente, puede résultat que tal de­
recho o ingreso haya side indebido. Por ingreso indebido entende-- 
mos, no ingreso excesivo ni errôneo, sino ilegal, es decir, como - 
apunta Rossy, ingreso realizado a la Hacienda sin légitimé derecho 
de esta a percibirlo, -introduciones de Derecho Financière, Bosch,
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Barcelona 1.959, pâgina 534-, o como dice Corral, ingreso en el - 
que se da una obligaciôn preexistente liquidada a través del acto 
administrative, pagada mediante el page presuntivamente debido co 
mo consecuencia de la liquidacién, y por ûltimo removida por razo 
nés de legalidad. Prescindiendo de la devolucién de impuesto ex--  ^
cepcionales, lo normal es que la misma se opere transcurrido un -- 
cierto tiempo que normalmente no suele ser inferior a los seis me- 
ses. Los trâmites de esta devolucién suelen ser lentes por la pro­
pia mecânica y la deficiencia organizativa de la administraciôn -- 
tributaria. Suponiendo que se produzca la devolucién de dichos in- 
gresos en un plazo no superior a cinco anos -puesto que en este su 
puesto prescribe el derecho a exigir la devolucién de los ingresos 
indebidos conforme aï articule 67 de la Ley General Tributaria-, - 
résulta que el contribuyente en el mejor de los casos solo percibi^ 
râ la cantidad que ha satisfecho en el memento del page - téngase_ 
en cuenta que la devolucién podrâ ser total o parcial-. En estes - 
supuestos, résulta indudable, como el contribuyente que satisfizo_ 
el impuesto en virtud del principio solve et répété, se verâ nota- 
blemente perjudicado si percibe el mismo importe cuando ya han - - 
transcurrido muchos meses desde su ingreso.
Se exigirân en este caso fôrmulas correctivas que pusiesen - 
un poco de equilibrio en las relaciones econômicas Fisco-contribu- 
yentes. Este procedimiento indemnizatorio podrîa articularse reco- 
nociendo el contribuyente el derecho a unos intereses de demora -- 
por el tiempo transcurrido desde la reclamaciôn por el mismo hasta 
la devolucién por la Administraciôn. Este interês deberîa ser equi 
valente al exigible al contribuyente moroso, por el principio de - 
igualdad que ante la Ley deben observar tanto la Administraciôn co 
mo los particulares.
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Lo que ha acontecido hasta la fecha, ha sido todo lo contra
rio:
Con razôn se ha podido afirmar por el Profesor Sainz de Bu­
janda -en su prôlogo a la obra El Proceso Econômico Administrativo 
de Suspensiôn en el Derecho Espanol, de la que es autor Nieves Bo 
rrego. Institute de Estudios Fiscales, 1.975, pâgina 13-^ que la_ 
realidad de la vida jurîdica en cada paîs y en cada nivel histôrl 
co, no puede desdenarse. iCuantas veces Indemniza efectivamente - 
la Administraciôn Financiera Espanola a los contribuyentes por 
los perjuicios causados?. 2En que medida se corresponde el rigor con 
que là Administraciôn impone recargos o intereses con su propia 
responsabilidad por una gestiôn lenta o déficiente?.
La administraciôn tributaria insuficiente y desorganizada - 
en muchos aspectos no ha procedido a dar cumplimiento exacto a 
las resoluciones de los tribunales econômico administrativos -en_
donde normalmente se entablan las peticiones de devolucién-, y en
los casos en que lo ha hecho, lo realize con bastante demora y
sin abonar cantidad indemnizatoria alguna al contribuyente. No po
demos olvidar el enorme grado de inclacciôn y depreciaciôn moneta 
ria que se ha observado en los ûltimos anos, por lo que la formu­
la compensatoria résulta algo de estricta justicia. De ello se ha 
hecho eco la recientemente publicada Ley General Presupuestaria - 
de 4 de Enero de 1.977, que sù articule 45 prevee el abono de in­
tereses por la Administraciôn. Si la Administraciôn no pagare al_
2 Xacreedor de la H P dentro de los très meses siguientes al dîa - 
de la notificaciôn de la resoluciôn judicial o del reconocimiento 
de la obligaciôn habrâ de abonarie el interés de demora sobre la_ 
cantidad debida desde que el acreedor reclame por escrito el cum­
plimiento de la obligaciôn.
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Otra fôrmula adecuada, podrîa ser la utilizada en orden a la 
devolucién con ciertos titulos de la deuda pûblica consistante en__ 
actuar sobre valores de un carâcter permanente, como la referencia 
al valor oro o plata, o a ciertas monedas de caracter estable, ver 
bi gracia, marcos. De esta forma estimando en dicha divisa el valor 
de lo pagado podrîa sin dificultad y desequilibrios notables porce 
derse a la devolucién sin grave quebranto de los intereses econômi^ 
COS del contribuyente.
En el caso de una negativa por parte de la Administraciôn a a 
dar cumplimiento de la dictada devolucién, considérâmes que a pesar 
de sus garantîas y prerrogativas de que disfruta con arreglo al or 
denamiento administrativo y la Ley General Tributaria, articules - 
71 y siguientes, podrîa ser compelida por via jurisdiccional al 
cumplimiento de dichas obligaciones de devolucién, pudiendosele im 
poner las sanciones pertinentes en caso de notoria resistencia. -- 
Asî se cumplirîa perfectamente el principio de independencia del - 
poder judicial consagrado en el articule 110.1 del Proyecto Constd^ 
tucional, y el articule 112 del mismo texte que sehala lo siguien- 
te: "Es obligado a acatar las sentencias y resoluciones firmes de_ 
los jueces y tribunales asî como prestar la colaboraciôn requerida 
por estes en el curso del proceso y en la ejecuciôn y cumplimiento 
de lo resuelto".
De capital importancia nos parece asî mismo el articule 115_ 
de la Ley Fundamental, que establece:"Que los dahos que sean cons£ 
cuencia del funcionamiento anormal de la administraciôn de justi-- 




CAPÏTULO VIII - CONCLUSIONES DEFINITIVAS.
PRIMERA.
El principio solve et répété, a pesar de la decadencia que_ 
muchos creen, continûa estando vi’gente en nuestro pais. &
SEGUNDA.
Este desafortunadîsimo principio, criticado por casi todos_ 
los autores ha sido no obstante recogido explicita o implicitamen 
te por la gran mayorîa de los textes positives. Explicitamente -- 
por la Ley de la Jurisdicciôn Contencioso Administrativa de 27 de 
Diciembre de 1.956, e implicitamente - pero no por ello con menos 
gravedad- por las restantes normas legislativas, al no pronunciar 
se sobre derogaciôn.
TERCERA.
La jurisprudencia, que podrîa haber desempenado una inmensa 
tarea en orden a la aboliciôn de este primcipio, lo ûnico que ha_ 
realizado ha sido una profunda dulcificaciôn del mismo, aunque -- 
con un criterio desgraciadamente poco coh^ente y uniforme. Su la 
bor se ha limitado a remitirse a la Leyes Especiales para determi^ 
nar la vigencia o no del malhadado principio.
CUARTA.
La Reforma Tributaria pendiente de aprobaciôn cuando redac-
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tamos estas lîneas, no se ha ocupado para nada de la mencionada - 
régla, sino que antes al contrario impone en algunos supuestos, el 
pago anticipado verbi gracia, en el Impuesto de la Renta de las 
Personas Fîsicas-, incluso antes de que sea realizado el hecho im- 
ponible, y por tanto antes de que la obligaciôn tributaria haya na 
cido, tal vez siguiendo una inspiraciôn forânea de matices clara-- 
mente pragmâticos aunque renidos oon la tëcnica jurîdica. i
QUINTA.
Donde unicamente podemos hallar algûn indicio de una £utura_ 
supresiôn del principio, es en el borrador de Constituciôn Espano­
la, también pendiente de aprobaciôn. En esta Ley Fundamental, se re 
cogen los derechos bâsicos por los que debe regirse la comunidad - 
nacional, y entre ellos el de "igualdad ante la Ley, el de capaci­
dad contributiva y el de libre acceso a los tribunales de justicia" 
De la interpretaciôn sistemâtica de los preceptos donde se recogen 
estes principles, ha de resultar que en un future muy prôximo la - 
aboliciôn del principio si no se desea que se produzca una aunten- 
tica distorsiôn en dote el ordenamiento jurîdico espanol por evi-- 
dente contradicciôn con la citada Ley Fundamental.
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